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I. TEXTOS LEGISLATIVOS.

Proyectos de Ley (P.L.).

P.L. 26-IV

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
la Cámara, se ordena la publicación en el Boletín Oficial
de las Cortes de Castilla y León del Informe de la Ponen-
cia de la Comisión de Educación y Cultura en el Proyec-
to de Ley de Patrimonio Cultural de Castilla y León, P.L.
26-IV.

Castillo de Fuensaldaña, a 22 de mayo de 2002.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

A LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA

La Ponencia encargada de redactar el Informe sobre
el Proyecto de Ley de Patrimonio Cultural de Castilla y
León, integrada por los señores Arroita García, Fernán-
dez González, Garabito Gregorio, Gómez González y
Málaga Guerrero ha estudiado con todo detenimiento
dicho Proyecto de Ley, así como las enmiendas presenta-
das al mismo, y en cumplimiento de lo dispuesto en el
artículo 113 del Reglamento de las Cortes de Castilla y
León, eleva a la Comisión el siguiente:

INFORME

Antes de entrar en el estudio pormenorizado del Pro-
yecto de Ley y de las distintas enmiendas al articulado
presentadas al mismo, la Ponencia adoptó el criterio de
que aquellas enmiendas sobre las que no recayera un

pleno acuerdo entre los ponentes o que no fueran retira-
das por sus autores, se entenderán apoyadas por los Pro-
curadores y Grupos Parlamentarios que las presentaron,
remitiéndose a la Comisión para su futuro debate y vota-
ción.

TÍTULO DEL PROYECTO DE LEY

- La Enmienda número 1 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

PREÁMBULO

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda que el “Pre-
ámbulo” pase a denominarse “Exposición de Motivos”.

- Las Enmiendas números 2, 3, 4, 5, 6, 8, 10 y 11 del
Grupo Parlamentario Socialista no han sido aceptadas
por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comi-
sión para su debate y votación.

- La Enmienda número 1 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- La Enmienda número 1 del Procurador D. Juan Car-
los Rad Moradillo no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- La Enmienda número 7 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido parcialmente aceptada por la Ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación, en el párrafo 11.º
a continuación de “así como la vida, costumbres” se
añade “, lengua ...”.

- La Enmienda número 9 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido aceptada en sus propios términos por

TEXTO PROPUESTO POR LA PONENCIA.

P.L 35-V

DICTAMEN de la Comisión de Educación y Cul-
tura en el Proyecto de Ley de Juventud de
Castilla y León.

P.L 35-VI

ENMIENDAS Y VOTOS PARTICULARES que se
mantienen para su defensa en Pleno al Dic-
tamen de la Comisión de Educación y Cul-
tura en el Proyecto de Ley de Juventud de
Castilla y León.
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la Ponencia. Como consecuencia de esta aceptación, en
el párrafo 12.º a continuación de “contiene los deberes”
se añade “... y derechos”.

ARTÍCULO UNO

- Las Enmiendas números 2, 3 y 4 del Procurador D.
Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- Las Enmiendas números 12, 13 y 14 del Grupo Par-
lamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO DOS

- Las Enmiendas números 15, 18 y 16 del Grupo Par-
lamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 5 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 5 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación de un
nuevo artículo 2 bis, no ha sido aceptada por la Ponen-
cia. En consecuencia, se traslada a Comisión para su
debate y votación.

ARTÍCULO TRES

- La Enmienda número 2 del Procurador D. Juan Car-
los Rad Moradillo no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- Las Enmiendas números 17, 19, 21 y 20 del Grupo
Parlamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- Las Enmiendas números 1 y 2 de los Procuradores
D. Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de
Francisco y D.ª Daniela Fernández González no han sido
aceptadas por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan
a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 1 del Grupo Parlamentario
Popular no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda añadir al
final del punto 1 del artículo después de “... con los
demás Estados y” la palabra “con”.

ENMIENDA NÚMERO 6 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 6 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación de un
nuevo artículo 3 bis, no ha sido aceptada por la Ponen-
cia. En consecuencia, se traslada a Comisión para su
debate y votación.

ARTÍCULO CUATRO

- Las Enmiendas números 22, 23, 24, 25, 26 y 27 del
Grupo Parlamentario Socialista no han sido aceptadas
por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comi-
sión para su debate y votación.

- La Enmienda número 7 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- La Enmienda número 3 del Procurador D. Juan Car-
los Rad Moradillo no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ENMIENDA NÚMERO 3 DE LOS PROCURADORES
D. JOAQUÍN OTERO PEREIRA, D. JOSÉ MARÍA
RODRÍGUEZ DE FRANCISCO Y D.ª DANIELA
FERNÁNDEZ GONZÁLEZ

- La Enmienda número 3 de los Procuradores D. Joa-
quín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández González, que propone la
incorporación al Proyecto de Ley de un nuevo artículo 4
bis, no ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuen-
cia, se traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO CINCO

- La Enmienda número 28 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Enmienda número 4 de los Procuradores D. Joa-
quín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acepta-
da por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comi-
sión para su debate y votación.

- Las Enmiendas números 8 y 9 del Procurador D.
Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO SEIS

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda añadir en el
punto 1 del artículo después de “... en materia de cultura”
la expresión: “, para la aplicación de esta ley:”.
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- La Enmienda número 29 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- La Enmienda número 30 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone una modificación al apartado 2
de este artículo, ha sido parcialmente aceptada por la
Ponencia. Como consecuencia de esta aceptación la
redacción de este apartado es la siguiente: “2. Son insti-
tuciones consultivas de la Consejería competente en
materia de cultura, para la aplicación de esta ley:”

- Las Enmiendas números 237, 31, 32, 34, 33 y 35
del Grupo Parlamentario Socialista no han sido acepta-
das por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan a
Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 10 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- La Enmienda número 5 de los Procuradores D. Joa-
quín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acepta-
da por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comi-
sión para su debate y votación.

ARTÍCULO SIETE

- Las Enmiendas números 2 y 3 del Grupo Parlamen-
tario Popular no han sido aceptadas por la Ponencia. En
consecuencia, se trasladan a Comisión para su debate y
votación.

- La Enmienda número 37 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido parcialmente aceptada por la Ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación en el apartado 2
del artículo se sustituye “los mismos” por “ellos”.

- Las Enmiendas números 36 y 39 del Grupo Parla-
mentario Socialista no han sido aceptadas por la Ponen-
cia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para su
debate y votación.

- La Enmienda número 38 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido parcialmente aceptada por la Ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación al final del apar-
tado 2 del artículo se añade “aunque en el caso de poder
ser separados constituyan un todo perfecto de fácil apli-
cación a otras construcciones o a usos distintos del suyo
original, cualquiera que sea la materia de que estén for-
mados y aunque su separación no perjudique visiblemen-
te el mérito histórico o artístico del inmueble al que están
adheridos”.

ARTÍCULO OCHO

- Las Enmiendas números 40, 42 y 45 del Grupo Par-
lamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- Las Enmiendas números 11, 12, 13, 14, 15 y 16 del
Procurador D. Antonio Herreros Herreros no han sido
aceptadas por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan
a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 41 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido parcialmente aceptada por la Ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación en el apartado 3
del artículo después de “, conjunto etnológico” se añade
“y vía histórica”.

- Las Enmiendas números 43 y 44 del Grupo Parla-
mentario Socialista han sido aceptadas por la Ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación en el apartado
3.d) del artículo después de”creaciones culturales” se
añade “o literarias”.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda dar una
nueva redacción al apartado 3.g) del artículo: “8.3.g) Vía
histórica: en el caso de vías de comunicación de recono-
cido valor histórico o cultural, cualquiera que sea su
naturaleza”.

- La Enmienda número 47 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- La Enmienda número 4 del Procurador D. Juan Car-
los Rad Moradillo no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO NUEVE

- La Enmienda número 48 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- Las Enmiendas números 49 y 50 del Grupo Parla-
mentario Socialista no han sido aceptadas por la Ponen-
cia. En consecuencia se trasladan a Comisión para su
debate y votación.

- La Enmienda número 4 del Grupo Parlamentario
Popular no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ARTÍCULO DIEZ

- Las Enmiendas números 51 y 53 del Grupo Parla-
mentario Socialista no han sido aceptadas por la Ponen-
cia. En consecuencia se trasladan a Comisión para su
debate y votación.

- La Enmienda número 6 de los Procuradores D. Joa-
quín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández González ha sido parcial-
mente aceptada por la Ponencia. Como consecuencia de
esta aceptación, se añade en el primer punto del artículo
después de: “notificada a los interesados” la expresión:
“haciendo advertencia de lo previsto en el apartado 3 de
este artículo”.
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- La Enmienda número 52 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido parcialmente aceptada por la Ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación en el párrafo
segundo del apartado 1 se añade después de “, conjunto
etnológico”, la expresión: “o vías históricas”.

ARTÍCULO ONCE

- La Enmienda número 5 del Grupo Parlamentario
Popular no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Enmienda número 54 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Enmienda número 17 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptadas por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO DOCE

- La Enmienda número 7 de los Procuradores D. Joa-
quín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acepta-
da por la Ponencia. En consecuencia se traslada a Comi-
sión para su debate y votación.

- La Enmienda número 55 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ARTÍCULO TRECE

- La Enmienda número 63 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido parcialmente aceptada por la Ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación en el apartado 2
del artículo se añade después de “Boletín Oficial de Cas-
tilla y León y”, la expresión: “ en el Boletín Oficial del
Estado”.

ARTÍCULO CATORCE

- La Enmienda número 56 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ARTÍCULO QUINCE

- La Enmienda número 57 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ARTÍCULO DIECISÉIS

- La Enmienda número 58 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido aceptada en sus propios términos por
la Ponencia. Como consecuencia de esta aceptación se
añade después de: “interés cultural” la expresión: “, en
todo o en parte,”.

ARTÍCULO DIECISIETE

- Las Enmiendas números 59 y 60 del Grupo Parla-
mentario Socialista no han sido aceptadas por la Ponen-
cia. En consecuencia se trasladan a Comisión para su
debate y votación.

- La Enmienda número 46 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido parcialmente aceptada por la ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación al final del apar-
tado 3.c) del artículo se añade: “o aquellos donde se pre-
sume razonablemente la existencia de restos arqueológi-
cos”.

- La Enmienda número 5 del Procurador D. Juan Car-
los Rad Moradillo no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

La Enmienda número 61 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido parcialmente aceptada por la Ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación en el punto 3 b)
después de: “los apartados c), d)” se añade: “f) y g)”.

ARTÍCULO DIECIOCHO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda para el apar-
tado 2 de este artículo sustituir: “de los bienes” por “de
dichos bienes” y al final de este apartado sustituir: “será
la que reglamentariamente se determine” por: “serán los
que reglamentariamente se determinen”.

ARTÍCULO DIECINUEVE

- Las Enmiendas números 62 y 64 del Grupo Parla-
mentario Socialista no han sido aceptadas por la Ponen-
cia. En consecuencia se trasladan a Comisión para su
debate y votación.

- La Enmienda número 6 del Procurador D. Juan Car-
los Rad Moradillo no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda la sustitución
de este artículo pasando a ser el siguiente: “Artículo 19.
Iniciación del procedimiento de inclusión en el Inventa-
rio”.
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ARTÍCULO VEINTE

- La Enmienda número 8 de los Procuradores D. Joa-
quín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acepta-
da por la Ponencia. En consecuencia se traslada a Comi-
sión para su debate y votación.

ARTÍCULO VEINTIUNO

- Las Enmiendas números 65 y 66 del Grupo Parla-
mentario Socialista no han sido aceptadas por la Ponen-
cia. En consecuencia se trasladan a Comisión para su
debate y votación.

- La Enmienda número 6 del Grupo Parlamentario
Popular no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ARTÍCULO VEINTIDÓS

- Las Enmiendas números 67 y 68 del Grupo Parla-
mentario Socialista no han sido aceptadas por la Ponen-
cia. En consecuencia se trasladan a Comisión para su
debate y votación.

- La Enmienda número 7 del Procurador D. Juan Car-
los Rad Moradillo no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- La Enmienda número 9 de los Procuradores D. Joa-
quín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acepta-
da por la Ponencia. En consecuencia se traslada a Comi-
sión para su debate y votación.

ARTÍCULO VEINTITRÉS

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ENMIENDA NÚMERO 69 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 69 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de un nuevo artículo 23 bis, ha sido retirada por sus
proponentes.

ARTÍCULO VEINTICUATRO

- Las Enmiendas números 70, 71, 72, 73 y 74 del
Grupo Parlamentario Socialista no han sido aceptadas
por la Ponencia. En consecuencia se trasladan a Comi-
sión para su debate y votación.

- Las Enmiendas números 18 y 19 del Procurador D.
Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda una correc-
ción gramatical en el apartado 3 del artículo en el sentido
de suprimir el primer: “el” después de: “su inscripción
en”.

ENMIENDA NÚMERO 75 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 75 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la adición de un nuevo punto 4
en el artículo 24, no ha sido aceptada por la Ponencia. En
consecuencia se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ENMIENDA NÚMERO 76 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 76 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la adición de un nuevo punto 5
en el artículo 24, no ha sido aceptada por la Ponencia. En
consecuencia se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO VEINTICINCO

- Las Enmiendas números 7 y 9 del Grupo Parlamen-
tario Popular no han sido aceptadas por la Ponencia. En
consecuencia, se trasladan a Comisión para su debate y
votación.

- Las Enmiendas números 77, 78, 79 y 80 del Grupo
Parlamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- La Enmienda número 20 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ENMIENDA NÚMERO 21 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 21 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación de un
nuevo artículo 25 bis, no ha sido aceptada por la Ponen-
cia. En consecuencia se traslada a Comisión para su
debate y votación.

ARTÍCULO VEINTISÉIS

- Las Enmiendas números 81, 82, 83 y 84 del Grupo
Parlamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- La Enmienda número 10 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández González ha sido parcial-
mente aceptada por la Ponencia. Como consecuencia de



152478 de Julio de 2002B.O. Cortes C. y L. N.º 242

esta aceptación en el punto 2 del artículo después de:
“ejercicios presupuestarios,” se añade: “incluido aquel en
el que se ejercite el derecho de adquisición preferente”.

ARTÍCULO VEINTISIETE

- Las Enmiendas números 85, 86, 87, 89 y 90 del
Grupo Parlamentario Socialista no han sido aceptadas
por la Ponencia. En consecuencia se trasladan a Comi-
sión para su debate y votación.

- La Enmienda número 88 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- La Enmienda número 11 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acep-
tada por la Ponencia. En consecuencia se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO VEINTIOCHO

- La Enmienda número 91 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido parcialmente aceptada por la Ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación, se suprime al
final del apartado 1 la expresión: “de la Comunidad”.

ARTÍCULO VEINTINUEVE

- La Enmienda número 10 del Grupo Parlamentario
Popular no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- Las Enmiendas números 93 y 92 del Grupo Parla-
mentario Socialista no han sido aceptadas por la Ponen-
cia. En consecuencia se trasladan a Comisión para su
debate y votación.

- La Enmienda número 22 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO TREINTA

- La Enmienda número 11 del Grupo Parlamentario
Popular no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- Las Enmiendas números 238, 239 y 94 del Grupo
Parlamentario Socialista han sido parcialmente aceptadas
por la Ponencia. Como consecuencia de esta aceptación
este artículo pasa a tener una nueva redacción:

“Artículo 30. Instrumentos de ordenación del territo-
rio y evaluación de impacto ambiental.

1. En la elaboración y tramitación de las evaluaciones
establecidas por la legislación en materia de impacto
ambiental y de los planes y proyectos regionales regula-

dos en la legislación sobre ordenación del territorio,
cuando las actuaciones a que se refieran puedan afectar
al patrimonio arqueológico o etnológico, se efectuará
una estimación de la incidencia que el proyecto, obra o
actividad pueda tener sobre los mismos. Tal estimación
deberá ser realizada por un técnico con competencia pro-
fesional en la materia y someterse a informe de la Conse-
jería competente en materia de cultura, cuyas conclusio-
nes serán consideradas en la declaración de impacto
ambiental o instrumento de ordenación afectados.

2. En aquellos casos en los que las actuaciones pue-
dan afectar, directa o indirectamente, a bienes declarados
de interés cultural o inventariados, será preceptiva la
autorización de la Consejería competente en materia de
cultura”.

- La Enmienda número 95 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ARTÍCULO TREINTA Y UNO

- La Enmienda número 12 del Grupo Parlamentario
Popular no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Enmienda número 12 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acep-
tada por la Ponencia. En consecuencia se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO TREINTA Y DOS

- La Enmienda número 96 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido aceptada en sus propios términos por
la Ponencia. Como consecuencia de esta aceptación en el
apartado 2 del artículo se sustituye: “los valores que
aconsejan su conservación” por: “sus valores”.

ARTÍCULO TREINTA Y TRES

- La Enmienda número 97 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

ARTÍCULO TREINTA Y CUATRO

- La Enmienda número 13 del Grupo Parlamentario
Popular no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Enmienda número 98 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.
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ARTÍCULO TREINTA Y CINCO

- Las Enmiendas números 99 y 100 del Grupo Parla-
mentario Socialista no han sido aceptadas por la Ponen-
cia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para su
debate y votación.

ARTÍCULO TREINTA Y SEIS

- Las Enmiendas números 101 y 104 del Grupo Par-
lamentario Socialista han sido retiradas por sus propo-
nentes.

- Las Enmiendas números 102 y 103 del Grupo Par-
lamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO TREINTA Y SIETE

- Las Enmiendas números 240, 241, 105, 106 y 107
del Grupo Parlamentario Socialista no han sido acepta-
das por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan a
Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 14 del Grupo Parlamentario
Popular no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Enmienda número 23 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO TREINTA Y OCHO

- Las Enmiendas números 108, 109, 110, 111, 112 y
113 del Grupo Parlamentario Socialista no han sido
aceptadas por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan
a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO TREINTA Y NUEVE

- Las Enmiendas números 114 y 115 del Grupo Par-
lamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- Las Enmiendas números 24, 25, 26 del Procurador
D. Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por
la Ponencia. En consecuencia se trasladan a Comisión
para su debate y votación.

- La Enmienda número 116 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido parcialmente aceptada por la Ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación se añade al final
del apartado 3 del artículo: “sin perjuicio de incoar en su
caso el correspondiente procedimiento sancionador”.

ARTÍCULO CUARENTA

- La Enmienda número 27 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- Las Enmiendas números 117, 118 y 119 del Grupo
Parlamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda para el
segundo párrafo del punto 1 añadir: ”de” entre: “dispo-
ner la ejecución” y “las obras necesarias...”.

- Asimismo, la Ponencia, también por unanimidad,
acuerda sustituir en el apartado 3 del artículo la expre-
sión: “habrá de adoptar...” por: “habrá de tomar ...”.

ARTÍCULO CUARENTA Y UNO

- Las Enmiendas números 120, 242, 122 y 121 del
Grupo Parlamentario Socialista no han sido aceptadas
por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comi-
sión para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 123 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 123 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al artículo de un
nuevo punto 3, no ha sido aceptada por la Ponencia. En
consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ENMIENDA NÚMERO 28 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 28 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de un nuevo artículo 41 bis, no ha sido
aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO CUARENTA Y DOS

- Las Enmiendas números 124, 125 y 126 del Grupo
Parlamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO CUARENTA Y TRES

- Las Enmiendas números 127, 128, 129, 130, 131
del Grupo Parlamentario Socialista no han sido acepta-
das por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan a
Comisión para su debate y votación.
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ENMIENDA NÚMERO 132 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 132 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al artículo de un
nuevo punto 7, no ha sido aceptada por la Ponencia. En
consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO CUARENTA Y CUATRO

- La Enmienda número 133 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- Las Enmiendas números 135 y 136 del Grupo Par-
lamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- Las Enmiendas números 15 y 16 del Grupo Parla-
mentario Popular no han sido aceptadas por la Ponencia.
En consecuencia, se trasladan a Comisión para su debate
y votación.

- La Enmienda número 134 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido parcialmente aceptada por la Ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación, en el punto 2 de
artículo después de: “autorizar las obras” se suprime:
“actividades arqueológicas” y, se añade al final de este
apartado: “La competencia para autorizar excavaciones y
prospecciones arqueológicas corresponderá, en todo
caso, a dicha Consejería”.

ARTÍCULO CUARENTA Y CINCO

- Las Enmiendas números 137 y 138 del Grupo Par-
lamentario Socialista han sido retiradas por sus propo-
nentes.

- La Enmienda número 17 del Grupo Parlamentario
Popular ha sido aceptada en sus propios términos por la
Ponencia. Como consecuencia de esta aceptación, se
numera el primer punto y se añade un nuevo punto 2 al
artículo que resulta del siguiente tenor: “2. Los bienes
muebles que fuesen declarados de interés cultural como
colección no podrán disgregarse sin la autorización pre-
vista en el apartado anterior”.

- La Enmienda número 18 del Grupo Parlamentario
Popular no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ENMIENDA NÚMERO 139 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 139 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de un nuevo artículo 45 bis, no ha sido aceptada por
la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión
para su debate y votación.

ARTÍCULO CUARENTA Y SEIS

- Las Enmiendas números 140 y 141 del Grupo Par-
lamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO CUARENTA Y SIETE

- La Enmienda número 142 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ENMIENDA NÚMERO 143 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 143 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación de un nuevo
artículo 47 bis, no ha sido aceptada por la Ponencia. En
consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO CUARENTA Y OCHO

- Las Enmiendas números 144 y 145 del Grupo Par-
lamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- La Enmienda número 20 del Grupo Parlamentario
Popular ha sido parcialmente aceptada por la Ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación, se añade un
nuevo punto 2 con la siguiente redacción: “2. Los bienes
muebles incluidos en el inventario como colección no
podrán disgregarse sin la autorización prevista en el
apartado anterior”. Para ese momento el punto 2 anterior
pasa a ser el 3 y el punto 3 pasa a ser el 4.

- La Enmienda número 13 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acep-
tada por la Ponencia. En consecuencia se traslada a
Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 19 del Grupo Parlamentario
Popular no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ARTÍCULO CUARENTA Y NUEVE

- La Enmienda número 146 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Enmienda número 21 del Grupo Parlamentario
Popular no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.
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ENMIENDA NÚMERO 147 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 147 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de un nuevo artículo 49 bis, no ha sido aceptada por
la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión
para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 29 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 29 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de un nuevo artículo 49 bis, no ha sido
aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 30 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 30 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de un nuevo artículo 49 ter, no ha sido
aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 31 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 31 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de un nuevo artículo 49 quater, no ha sido
aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO CINCUENTA

- Las Enmiendas números 32, 33, 34 del Procurador
D. Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por
la Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión
para su debate y votación.

- La Enmienda número 148 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Enmienda número 149 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido parcialmente aceptada por la Ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación, al final del pri-
mer párrafo del artículo se añade después de: “como en
el subsuelo” la expresión: “o en una zona subacuática”.

ENMIENDA NÚMERO 150 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 150 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación de un nuevo

párrafo al artículo 50, no ha sido aceptada por la Ponen-
cia. En consecuencia, se traslada a Comisión para su
debate y votación.

ARTÍCULO CINCUENTA Y UNO

- Las Enmiendas números 151, 152, 153, 154, 155,
156 y 157 del Grupo Parlamentario Socialista no han
sido aceptadas por la Ponencia. En consecuencia, se tras-
ladan a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO CINCUENTA Y DOS

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO CINCUENTA Y TRES

- Las Enmiendas números 158, 159 y 160 del Grupo
Parlamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO CINCUENTA Y CUATRO

- Las Enmiendas números 161 y 162 del Grupo Par-
lamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 35 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 35 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de un nuevo artículo 54 bis, no ha sido
aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO CINCUENTA Y CINCO

- Las Enmiendas números 163, 165, 166 y 167 del
Grupo Parlamentario Socialista no han sido aceptadas
por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comi-
sión para su debate y votación.

- La Enmienda número 164 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido parcialmente aceptada por la Ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación el punto 2 del
artículo queda redactado como sigue: “2. Para la obten-
ción de las autorizaciones referidas en el apartado ante-
rior se exigirá el empleo de medios personales, profesio-
nales y medios técnicos adecuados. Cuando se trate de
actividades arqueológicas se exigirá la intervención de
profesionales o equipos que cuenten con la titulación o
acreditación que reglamentariamente se determine”.

- La Enmienda número 22 del Grupo Parlamentario
Popular no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.
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ARTÍCULO CINCUENTA Y SEIS

- La Enmienda número 168 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ARTÍCULO CINCUENTA Y SIETE

- Las Enmiendas números 169, 170 y 219 del Grupo
Parlamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO CINCUENTA Y OCHO

- Las Enmiendas números 23 y 24 del Grupo Parla-
mentario Popular no han sido aceptadas por la Ponencia.
En consecuencia, se trasladan a Comisión para su debate
y votación.

- La Enmienda número 174 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido aceptada en sus propios términos por
la Ponencia.

- La Enmienda número 175 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido aceptada en sus propios términos por
la Ponencia.

- Las Enmiendas números 171, 172, 173 y 176 del
Grupo Parlamentario Socialista no han sido aceptadas
por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comi-
sión para su debate y votación.

ARTÍCULO CINCUENTA Y NUEVE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO SESENTA

- Las Enmiendas números 177, 178, 179 y 180 del
Grupo Parlamentario Socialista no han sido aceptadas
por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comi-
sión para su debate y votación.

ARTÍCULO SESENTA Y UNO

- La Enmienda número 181 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ARTÍCULO SESENTA Y DOS

- La Enmienda número 36 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- La Enmienda número 182 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido aceptada en sus propios términos por
la Ponencia.

- La Enmienda número 183 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido aceptada en sus propios términos por
la Ponencia. Como consecuencia de esta aceptación, en
el apartado 1 del artículo se añade después de: “... simbó-
licas o significativas” la expresión: “de costumbres tradi-
cionales o formas de vida”.

- La Enmienda número 184 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido parcialmente aceptada por la Ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación se añade un
nuevo punto 2 que queda redactado asÍ: “2. Se conside-
ran incluidos en el patrimonio etnológico de Castilla y
León aquellos bienes muebles o inmuebles relacionados
con la economía y los procesos productivos e industria-
les del pasado que se consideren de interés de acuerdo a
lo referido en el artículo 1.2 de esta ley”.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda, suprimir la
coma después de: consuetudinariamente” y se añade
detrás de: “un colectivo,”.

ARTÍCULO SESENTA Y TRES

- La Enmienda número 189 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido parcialmente aceptada por la Ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación se cambia el
orden de los apartados pasando el 1 a ser el 3; el 2 a ser
el 1, suprimiéndose en este: “materiales más relevantes”
y creándose un nuevo apartado 2 con la siguiente redac-
ción: “2. En el acto administrativo por el que se acuerde
la citada declaración o la inclusión en el inventario se
establecerán las normas específicas de protección de los
valores que hubiese determinado la resolución aceptada”.

- Las Enmiendas números 193, 190, 191, 192, 185,
186, 187 y 188 del Grupo Parlamentario Socialista no
han sido aceptadas por la Ponencia. En consecuencia, se
trasladan a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO SESENTA Y CUATRO

- La Enmienda número 194 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se trasladan a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Enmienda número 14 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acep-
tada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO SESENTA Y CINCO

- Las Enmiendas números 38 y 39 del Procurador D.
Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.
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- Las Enmiendas números 195 y 196 del Grupo Par-
lamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 37 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 37 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación de un
nuevo Capítulo III, no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO SESENTA Y SEIS

- Las Enmiendas números 197 y 198 del Grupo Par-
lamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 199 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 199 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de un nuevo artículo 66 bis, no ha sido aceptada por
la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión
para su debate y votación.

ARTÍCULO SESENTA Y SIETE

- Las Enmiendas números 200 y 201 del Grupo Par-
lamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- La Enmienda número 25 del Grupo Parlamentario
Popular no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ARTÍCULO SESENTA Y OCHO

- Las Enmiendas números 202, 203 y 204 del Grupo
Parlamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO SESENTA Y NUEVE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO SETENTA

- La Enmienda número 40 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- Las Enmiendas números 205, 206, 207, 208, 209 y
210 del Grupo Parlamentario Socialista no han sido
aceptadas por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan
a Comisión para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 211 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 211 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al artículo de un
nuevo punto 7, no ha sido aceptada por la Ponencia. En
consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ENMIENDA NÚMERO 41 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 41 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al artí-
culo de un nuevo punto 7, no ha sido aceptada por la
Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión para
su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 42 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 42 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al artí-
culo de un nuevo punto 8, no ha sido aceptada por la
Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión para
su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 43 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 43 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al artí-
culo de un nuevo punto 9, no ha sido aceptada por la
Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión para
su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 44 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 44 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al artí-
culo de un nuevo punto 10, no ha sido aceptada por la
Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO SETENTA Y UNO

- La Enmienda número 212 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.
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ENMIENDA NÚMERO 45 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 45 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de un nuevo artículo 71 bis, no ha sido
aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO SETENTA Y DOS

- La Enmienda número 46 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- Las Enmiendas números 213, 214 y 215 del Grupo
Parlamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda añadir, en el
punto 1 del artículo, una coma después de la palabra:
“impulsará,” y otra después de: “sistema educativo,”.

ENMIENDA NÚMERO 216 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 216 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al artículo de un
nuevo punto 3, no ha sido aceptada por la Ponencia. En
consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ENMIENDA NÚMERO 47 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 47 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de un nuevo artículo 72 bis, no ha sido
aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO SETENTA Y TRES

- La Enmienda número 217 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Enmienda número 48 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- La Enmienda número 15 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acep-
tada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO SETENTA Y CUATRO

- Las Enmiendas números 26 y 27 del Grupo Parla-
mentario Popular no han sido aceptadas por la Ponencia.
En consecuencia, se trasladan a Comisión para su debate
y votación.

- La Enmienda número 218 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ARTÍCULO SETENTA Y CINCO

- La Enmienda número 221 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido aceptada en sus propios términos por
la Ponencia.

- Las Enmiendas números 222 y 220 del Grupo Par-
lamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 49 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 49 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de un nuevo artículo 75 bis, no ha sido
aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 223 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 223 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de un nuevo título VII, no ha sido aceptada por la
Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión para
su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 224 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 224 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de un nuevo artículo 75 bis, no ha sido aceptada por
la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión
para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 225 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 225 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de un nuevo artículo 75 ter, no ha sido aceptada por
la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión
para su debate y votación.
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ENMIENDA NÚMERO 226 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 226 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de un nuevo artículo 75 quater, no ha sido aceptada
por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión
para su debate y votación.

ARTÍCULO SETENTA Y SEIS

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO SETENTA Y SIETE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO SETENTA Y OCHO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO SETENTA Y NUEVE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO OCHENTA

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO OCHENTA Y UNO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda, suprimir la
numeración del artículo.

ARTÍCULO OCHENTA Y DOS

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO OCHENTA Y TRES

- La Enmienda número 30 del Grupo Parlamentario
Popular no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Enmienda número 227 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido parcialmente aceptada por la Ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación se suprime el
apartado g) del artículo.

ENMIENDA NÚMERO 29 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO POPULAR

- La Enmienda número 29 del Grupo Parlamentario
Popular, que propone la incorporación al artículo de un
nuevo apartado h), no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ENMIENDA NÚMERO 28 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO POPULAR

- La Enmienda número 28 del Grupo Parlamentario
Popular, que propone la incorporación al artículo de un
nuevo apartado i), no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO OCHENTA Y CUATRO

- Las Enmiendas números 31 y 32 del Grupo Parla-
mentario Popular no han sido aceptadas por la Ponencia.
En consecuencia, se trasladan a Comisión para su debate
y votación.

- Como consecuencia de la aceptación de la Enmien-
da número 227 del Grupo Parlamentario Socialista en el
apartado g) del artículo se añade después de “y entrega
establecidos en” la expresión: “los artículos 55, 60”.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda para el apar-
tado h) del artículo sustituir la expresión: “mediante el
incumplimiento de los” por: “incumpliendo los”.

ARTÍCULO OCHENTA Y CINCO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO OCHENTA Y SEIS

- La Enmienda número 33 del Grupo Parlamentario
Popular no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ARTÍCULO OCHENTA Y SIETE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO OCHENTA Y OCHO

- Las Enmiendas números 243, 244 y 245 del Grupo
Parlamentario Socialista, que proponen modificaciones
para los apartados a), b) y c) del punto 1 del artículo, han
sido aceptadas en sus propios términos por la Ponencia.

- La Enmienda número 34 del Grupo Parlamentario
Popular no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- Las Enmiendas números 50, 51, 52 y 53 del Procu-
rador D. Antonio Herreros Herreros no han sido acepta-
das por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO OCHENTA Y NUEVE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.
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ARTÍCULO NOVENTA

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda añadir un
nuevo párrafo 2 como consecuencia de la aceptación par-
cial de la Enmienda número 229 del Grupo Parlamenta-
rio Socialista por estar aquí mejor ubicada, y se numera-
ría el primer párrafo como punto 1 pues no tenía número.
El nuevo texto quedaría así: “2. El órgano competente
para incoar el procedimiento para la imposición de las
sanciones previstas en esta ley, podrá acordar como
medida cautelar la incautación de los bienes culturales o
instrumentales utilizados en las actividades que se esti-
men constitutivas de infracción”.

ARTÍCULO NOVENTA Y UNO

- La Enmienda número 228 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- Las Enmiendas números 246, 247 y 248 del Grupo
Parlamentario Socialista, que proponen modificaciones
para los apartados a), b) y c) del artículo, han sido acep-
tadas en sus propios términos por la Ponencia.

DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

DISPOSICIÓN ADICIONAL TERCERA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

ENMIENDA NÚMERO 8 DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO POPULAR

- La Enmienda número 8 del Grupo Parlamentario
Popular, que propone una nueva disposición adicional
quinta, no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ENMIENDA NÚMERO 35 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO POPULAR

- La Enmienda número 35 del Grupo Parlamentario
Popular, que propone una nueva disposición adicional
sexta, no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-

cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ENMIENDA NÚMERO 230 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 230 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de una disposición adicional, no ha sido aceptada
por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión
para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 231 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 231 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de una disposición adicional, no ha sido aceptada
por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión
para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 232 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 232 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de una disposición adicional, no ha sido aceptada
por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión
para su debate y votación.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA TERCERA

- La Enmienda número 54 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ENMIENDA NÚMERO 233 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 233 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de una disposición transitoria, no ha sido aceptada
por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión
para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 234 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 234 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
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Ley de una disposición transitoria, no ha sido aceptada
por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión
para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 235 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 235 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de una disposición transitoria, no ha sido aceptada
por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión
para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 236 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 236 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de una disposición transitoria, no ha sido aceptada
por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión
para su debate y votación.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

DISPOSICIÓN FINAL TERCERA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

ENMIENDA NÚMERO 55 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 55 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de una nueva disposición final cuarta, no ha
sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se tras-
lada a Comisión para su debate y votación.

Castillo de Fuensaldaña, a 20 de mayo de 2002.

Fdo.: Emilio Arroita García

Fdo.: Daniela Fernández González

Fdo.: Felicísimo Garabito Gregorio

Fdo.: Ángel Gómez González

Fdo.: Jesús Málaga Guerrero

TEXTO PROPUESTO POR LA PONENCIA

PROYECTO DE LEY DE PATRIMONIO CULTU-
RAL DE CASTILLA Y LEÓN

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El patrimonio cultural de Castilla y León, en el que
se incluyen los bienes de cualquier naturaleza y las mani-
festaciones de la actividad humana que, por sus valores,
sirven como testimonio y fuente de conocimiento de la
Historia y de la civilización, es, debido a su singularidad
y riqueza, un valor esencial de la identidad de la Comu-
nidad Autónoma. La salvaguarda, enriquecimiento y
difusión de los bienes que lo integran, cualesquiera que
sean su régimen y titularidad, son deberes encomendados
a todos los poderes públicos, derivados del mandato que
nuestro texto constitucional les dirige, para que promue-
van y tutelen el acceso a la cultura y velen por la conser-
vación y enriquecimiento del patrimonio histórico, cultu-
ral y artístico.

En virtud de lo dispuesto en el artículo 149.1 de la
Constitución española, y sin perjuicio de lo que establece
el apartado 2 de dicho precepto, la Comunidad de Casti-
lla y León es titular, con carácter exclusivo y en los tér-
minos del artículo 32.1.12ª de su Estatuto de Autonomía,
de competencias en materia de patrimonio histórico,
artístico, monumental, arqueológico, arquitectónico y
científico. Le corresponden por ello las potestades legis-
lativa y reglamentaria, así como la función ejecutiva,
incluida la inspección, en todo lo referente a dichas
materias que sea de interés para la Comunidad y no se
encuentre reservado al Estado.

Desde la asunción de las competencias correspon-
dientes por la Comunidad Autónoma, la mencionada
potestad legislativa se ha ejercitado en las materias de
Bibliotecas, Archivos y Patrimonio Documental y Muse-
os, mediante la Ley 9/1989, de 30 de noviembre, la Ley
6/1991, de 19 de abril, y la Ley 10/1994, de 8 de julio
respectivamente. La actuación en otros campos del patri-
monio cultural, como son los regulados en esta Ley, se
ha venido rigiendo por la legislación estatal, complemen-
tada y desarrollada por medio de reglamentos de la
Administración de la Comunidad referentes, fundamen-
talmente, a cuestiones de organización y procedimiento.

La presente Ley pretende dar satisfacción a la necesi-
dad de dotar a la Comunidad de Castilla y León de una
norma que al mismo tiempo complete el conjunto de
figuras de protección del Patrimonio Cultural hasta ahora
aplicable, y proporcione un marco de actuación en esta
materia más adecuado a nuestra realidad regional. Asi-
mismo establece normas específicas aplicables a nuevas
formas de actuación e intervención públicas y privadas
sobre los bienes a los que afecta, que han cobrado auge
en los últimos tiempos.
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La Ley tiene como finalidad la protección, acrecenta-
miento y difusión del Patrimonio Cultural de Castilla y
León, así como su investigación y transmisión a las
generaciones futuras. Contiene para su consecución un
conjunto de normas rectoras de la acción administrativa
dirigida a la protección y acrecentamiento del Patrimonio
Cultural de la Comunidad, y concreta los derechos y
deberes concernientes a quienes realicen actuaciones que
afecten a los bienes que lo integran.

El texto de la Ley está estructurado en un Título Pre-
liminar, que contiene disposiciones generales sobre las
distintas materias que constituyen el objeto de aquélla, y
siete títulos que tratan, respectivamente, de la clasifica-
ción de los bienes que integran el patrimonio cultural de
la Comunidad, de su régimen de protección y conserva-
ción, del patrimonio arqueológico, del patrimonio etno-
lógico y lingüístico, del patrimonio documental y biblio-
gráfico, de las medidas de fomento y, por último, del
régimen inspector y sancionador, además de una parte
final compuesta por tres disposiciones adicionales, tres
transitorias, dos derogatorias y tres disposiciones finales.

Partiendo de un concepto amplio de Patrimonio cul-
tural, en el que se integran los bienes muebles, inmue-
bles, actividades y específicamente, el patrimonio docu-
mental y bibliográfico y lingüístico, la Ley contiene los
principios, normas y procedimientos que han de regir la
política de protección de los bienes culturales en la
Comunidad Autónoma. Para ello establece en su Título
preliminar los principios básicos de actuación de las dis-
tintas instancias que intervienen en este ámbito, haciendo
una referencia especial a la Iglesia Católica, en conside-
ración al destacado papel que desempeña en la conserva-
ción de una parte muy importante de aquellos.

La protección que se dispensa al patrimonio cultural
de la Comunidad en virtud de esta Ley se articula en tres
regímenes que, en función del interés apreciado en los
bienes integrantes de aquél, determinan la aplicación de
las distintas normas de la misma. El primero de dichos
regímenes se refiere a todos los bienes en los que se
aprecien los valores definitorios de dicho Patrimonio. El
segundo se refiere a los bienes incluidos en el Inventario
de Bienes del Patrimonio Cultural de Castilla y León, y
el tercero a los bienes declarados de interés cultural. En
el Título I se definen estas categorías y se establecen las
normas de procedimiento que deben seguirse para la
inclusión de los distintos bienes en ellas.

El nivel mayor de protección establecido es, como se
ha dicho, el de los bienes de interés cultural, en cuya
regulación la Ley ha incorporado los planteamientos de
la legislación estatal vigente en el momento de su apro-
bación, aunque procurando completarla y clarificarla en
algunos extremos que en la práctica han resultado con-
flictivos o insuficientes. El sistema de protección que
establece la Ley pretende seguir así las pautas y princi-
pios que rigen en dicha legislación, con el propósito de
propiciar la homogeneidad, coordinación y colaboración

interadministrativa que se consideran necesarias para la
protección de estos bienes.

La Ley introduce, además, un segundo nivel de pro-
tección, el de los bienes inventariados, para complemen-
tar al anterior.

Pese al abandono que han sufrido durante largos perí-
odos de nuestra Historia, son muy numerosos en el terri-
torio de Castilla y León los ejemplos de bienes culturales
que, sin alcanzar el grado de excelencia que les haría
merecedores de la declaración como bienes de interés
cultural, presentan un incuestionable valor para su dis-
frute y utilización como exponentes de facetas de nuestra
cultura tales como el arte, la historia o la técnica, así
como la vida, costumbres, lengua y economía tradiciona-
les. La importancia que este valor confiere a estos bie-
nes, unida a su abundancia, dispersión y variedad, los
convierten en elementos caracterizadores de nuestro
territorio y sociedad, haciendo necesaria la articulación
de un sistema adecuado para su protección y tutela, en el
que se combinen la agilidad de los procedimientos de
declaración y control de intervenciones con las garantías
que exige la seguridad jurídica de sus titulares o posee-
dores. Por las razones anteriores se ha configurado para
estos bienes una categoría y régimen de protección,
como Bienes inventariados, de rango inferior a la de los
Bienes de Interés Cultural, previéndose la descentraliza-
ción de las funciones de tutela para los bienes inmuebles,
mediante la intervención municipal.

El Título II de la Ley contiene las normas especiales
para la protección de los bienes de interés cultural e
inventariados, junto con las que se aplican en general a
todos los bienes que integran el Patrimonio Cultural de
Castilla y León de acuerdo con esta Ley. El Capítulo I de
este Título contiene los deberes y derechos generales que
afectan a todo titular o poseedor de bienes integrantes del
Patrimonio Cultural de Castilla y León, hayan o no
hayan sido calificados como bienes de interés cultural o
inventariados, así como las normas de protección que
son comunes a ambas categorías. Entre estas normas se
incluyen las referentes a los derechos de tanteo y retracto
instituidos en beneficio de las entidades públicas y no
lucrativas, mediante los cuales se pretende favorecer la
conservación y utilización de los bienes más significati-
vos por tal clase de instituciones y garantizar el disfrute
y conservación en la Comunidad Autónoma de los bie-
nes muebles inventariados o declarados de interés cultu-
ral. Las normas de particular aplicación para la protec-
ción de los bienes inventariados y declarados de interés
cultural se encuentran igualmente recogidas en este Títu-
lo II, en sus Capítulos II y III, respectivamente. Todo
ello conforma el régimen general de protección y conser-
vación correspondiente a las categorías de bienes esta-
blecidas en la Ley, en el que se prevén las potestades
administrativas y deberes necesarios para garantizar su
conservación, así como la función de tutela sobre ellos
que corresponde a la Administración competente.
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En el Título III, referente al Patrimonio Arqueológi-
co, la Ley mantiene expresamente vigentes en la Comu-
nidad Autónoma algunas de las normas y medios de pro-
tección establecidos por la legislación estatal, en unos
casos por razones de competencia material y en otros,
como es el caso de los bienes susceptibles de ser trasla-
dados por el territorio del Estado, por considerar que
puede resultar más eficaz su protección si se utilizan
categorías y medios homogéneos, que no planteen dudas
sobre su aplicabilidad en las distintas Comunidades
Autónomas.

Siguiendo los criterios expuestos, se ha completado
en este Título el conjunto de actividades arqueológicas
hasta ahora previsto en la legislación aplicable, añadien-
do otras nuevas, como las de control arqueológico o los
estudios directos con reproducción de arte rupestre, ade-
más de regular después, en el Título VI, los requisitos
mínimos que deberán cumplirse en zonas arqueológicas
y espacios análogos que se declaren como espacios cul-
turales para la difusión de sus valores.

También en relación con el patrimonio arqueológico,
la Ley introduce algunas novedades encaminadas a refor-
zar la intervención preventiva en este campo, regulando,
en distintos apartados, su tratamiento en los instrumentos
de planeamiento urbanístico y en los estudios de evalua-
ción de impacto ambiental. Así mismo se ha completado
la normativa hasta ahora vigente sobre hallazgos casua-
les, con el fin de evitar la realización de actividades
arqueológicas no autorizadas.

En el Título IV, que trata del patrimonio etnológico y
lingüístico, tienen su marco de protección las manifesta-
ciones inmateriales del patrimonio cultural, junto con los
bienes, muebles o inmuebles que son testimonio de la
cultura y vida tradicionales. Se prevé en él la adopción
de medidas para su protección, adecuadas a la naturaleza
de los distintos bienes incluidos en dicho concepto.

El Título V contiene la regulación concerniente al
patrimonio documental y bibliográfico. Remite, para lo
que se refiere al primero de ambos sectores del Patrimo-
nio cultural, a la legislación especial de la Comunidad
Autónoma sobre Archivos y Patrimonio Documental. El
patrimonio bibliográfico se extiende a las distintas for-
mas de aparición de obras en ejemplares múltiples o para
una pluralidad de destinatarios. Para los bienes que inte-
gran estos sectores se establece un régimen de protección
afín al previsto en la Ley para los bienes muebles, con
las especificidades que resultan necesarias en razón de
sus peculiaridades y que se completa en la Disposición
adicional tercera.

El Título VI, referente a medidas de fomento, intro-
duce algunas previsiones nuevas cuya finalidad es el
mejor conocimiento, la comprensión de nuestro patrimo-
nio y su difusión, tanto en el sistema educativo como
mediante la implantación de servicios especializados.

El último de los Títulos de la Ley, dedicado al régi-
men inspector y sancionador, contiene la necesaria tipifi-
cación de las infracciones y sanciones correlativas a los
deberes que impone la Ley, con sujeción a la normativa
general sobre procedimiento administrativo más reciente,
adecuándola a las peculiaridades que normalmente ofre-
cen las actividades ilícitas en materia de Patrimonio Cul-
tural, según la experiencia proporcionada por la gestión.

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

Artículo 1. Finalidad.

1. La presente Ley tiene por objeto el conocimiento,
protección, acrecentamiento y difusión del patrimonio
cultural de Castilla y León, así como su investigación y
transmisión a las generaciones futuras.

2. Integran el patrimonio cultural de Castilla y León
los bienes muebles e inmuebles de interés artístico, histó-
rico, arquitectónico, paleontológico, arqueológico, etno-
lógico, científico o técnico. También forman parte del
mismo el patrimonio documental, bibliográfico y lingüís-
tico, así como las actividades y el patrimonio inmaterial
de la cultura popular y tradicional.

3. Los bienes más relevantes del patrimonio cultural
de Castilla y León deberán ser declarados de interés cul-
tural o inventariados con arreglo a lo previsto en esta
Ley.

Artículo 2. Competencia.

1. Corresponde a la Comunidad de Castilla y León la
competencia exclusiva sobre el patrimonio cultural ubi-
cado en su territorio, en los términos establecidos en la
Constitución y en su Estatuto de Autonomía.

2. Sin perjuicio de las competencias que correspon-
dan a los demás poderes públicos, son deberes y atribu-
ciones esenciales de la Comunidad de Castilla y León
garantizar la conservación de su patrimonio cultural, pro-
mover su investigación y enriquecimiento, así como
fomentar y tutelar el acceso de los ciudadanos a estos
bienes.

Artículo 3. Cooperación de las Administraciones públi -
cas.

1. La Comunidad de Castilla y León cooperará con la
Administración del Estado en la difusión internacional
del conocimiento de los bienes integrantes del patrimo-
nio cultural castellano y leonés, en la recuperación de
tales bienes cuando hubiesen sido ilícitamente exporta-
dos y en el intercambio de información científica, cultu-
ral y técnica con los demás Estados y con las organiza-
ciones internacionales.
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2. Las entidades locales tienen la obligación de prote-
ger y promover la conservación y el conocimiento de los
bienes integrantes del patrimonio cultural de Castilla y
León que se ubiquen en su ámbito territorial. Los Ayun-
tamientos comunicarán inmediatamente a la Consejería
de la Junta de Castilla y León competente en materia de
cultura cualquier hecho o situación que ponga o pueda
poner en peligro la integridad de tales bienes y adopta-
rán, en caso de emergencia y dentro de su propio ámbito
de actuación, las medidas cautelares necesarias para
defender y salvaguardar los bienes de dicho patrimonio
que se encuentren amenazados.

3. La Comunidad de Castilla y León podrá establecer
convenios de colaboración con otras Administraciones
Públicas para el mejor cumplimiento de los objetivos
establecidos en la presente Ley.

Artículo 4. Colaboración con la Iglesia Católica

1. La colaboración entre la Administración de la
Comunidad de Castilla y León y la Iglesia Católica en
las materias reguladas en la presente Ley se ajustará a lo
dispuesto en los Acuerdos suscritos por el Estado Espa-
ñol y la Santa Sede.

2. Una Comisión Mixta formada por miembros de la
Junta de Castilla y León y de la Iglesia Católica estable-
cerá el marco de la coordinación entre ambas institucio-
nes para elaborar y desarrollar planes de intervención
conjunta.

Artículo 5. Cooperación y acción ciudadana.

1. Las personas que observen peligro de destrucción
o deterioro en un bien integrante del patrimonio cultural
de Castilla y León deberán ponerlo inmediatamente en
conocimiento de la Administración competente, que
comprobará el objeto de la denuncia y actuará con arre-
glo a lo dispuesto en esta Ley.

2. Será pública la acción para exigir ante los órganos
administrativos y judiciales el cumplimiento de lo pre-
visto en esta Ley.

Artículo 6. Órganos e instituciones consultivas.

1. Son órganos consultivos de la Consejería compe-
tente en materia de cultura, para la aplicación de esta ley:

a) El Consejo del Patrimonio Cultural de Castilla y
León.

b) La Junta de Valoración y Adquisición de Bienes
Culturales de Castilla y León.

c) Aquellos otros que se determinen de forma regla-
mentaria.

2. Son instituciones consultivas de la Consejería
competente en materia de cultura, para la aplicación de
esta ley:

a) Las Reales Academias.

b) Las Universidades de Castilla y León.

c) Aquellas otras que reglamentariamente se determi-
nen.

3. La composición y funcionamiento del Consejo del
Patrimonio Cultural de Castilla y León se determinarán
por vía reglamentaria.

Artículo 7. Régimen jurídico aplicable a las distintas
categorías de bienes.

1. La protección y conservación del patrimonio cultu-
ral de Castilla y León se regirá por las siguientes normas:

a) Por el régimen común de protección establecido en
esta Ley, aplicable a todos los bienes integrantes del
patrimonio cultural de Castilla y León.

b) Por el régimen especial de protección establecido
para los bienes declarados de interés cultural.

c) Por el régimen especial de protección establecido
para los bienes inventariados.

2. A los efectos previstos en esta Ley tienen la consi-
deración de bienes inmuebles, además de los enumera-
dos en el artículo 334 del Código Civil, todos aquellos
elementos que puedan considerarse consustanciales con
los edificios y formen parte de ellos o la hubiesen forma-
do en otro tiempo, aunque en el caso de poder ser separa-
dos constituyan un todo perfecto de fácil aplicación a
otras construcciones o a usos distintos del suyo original,
cualquiera que sea la materia de que estén formados y
aunque su separación no perjudique visiblemente el
mérito histórico o artístico del inmueble al que están
adheridos.

3. Para la aplicación de los regímenes a que se refiere
el apartado .1 de este artículo en cuanto se refiera a los
bienes integrantes del patrimonio arqueológico, docu-
mental, bibliográfico, etnográfico y lingüístico, se ten-
drán así mismo en cuenta sus normas especiales.

TÍTULO I

De la clasificación del Patrimonio Cultural

CAPÍTULO I

De la declaración de los bienes de interés cultural

Artículo 8. Definición y clasificación.

1. Los bienes muebles e inmuebles y actividades inte-
grantes del Patrimonio Cultural de Castilla y León que
reúnan de forma singular y relevante las características
del artículo 1.2 de esta Ley serán declarados bienes de
interés cultural.
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2. Los bienes muebles declarados de interés cultural
podrán serlo de forma individual o como colección.

3. Los bienes inmuebles serán declarados de interés
cultural atendiendo a las siguientes categorías: monu-
mento, jardín histórico, conjunto histórico, sitio históri-
co, zona arqueológica, conjunto etnológico y vía históri-
ca.

A los efectos de la presente Ley, tienen la considera-
ción de:

a) Monumento: la construcción u obra producto de
actividad humana, de relevante interés histórico, arqui-
tectónico, arqueológico, artístico, etnológico, científico o
técnico, con inclusión de los muebles, instalaciones o
accesorios que expresamente se señalen como parte inte-
grante de él, y que por sí solos constituyan una unidad
singular.

b) Jardín histórico: el espacio delimitado, producto de
la ordenación por el hombre de elementos naturales, a
veces complementado con estructuras de fábrica, y esti-
mado de interés en función de su origen o pasado históri-
co o de sus valores estéticos, sensoriales o botánicos.

c) Conjunto histórico: la agrupación de bienes inmue-
bles que forman una unidad de asentamiento, continua o
dispersa, condicionada por una estructura física represen-
tativa de la evolución de una comunidad humana, por ser
testimonio de su cultura o constituya un valor de uso y
disfrute para la colectividad, aunque individualmente no
tengan una especial relevancia. Asimismo, es Conjunto
histórico cualquier núcleo individualizado de inmuebles
comprendidos en una unidad superior de población que
reúna esas mismas características y pueda ser claramente
delimitado.

d) Sitio histórico: el lugar o paraje natural vinculado
a acontecimientos o recuerdos del pasado, tradiciones
populares, creaciones culturales o literarias, y a obras del
hombre que posean valor histórico, etnológico, paleonto-
lógico o antropológico.

e) Zona arqueológica: el lugar o paraje natural en el
que existen bienes muebles o inmuebles susceptibles de
ser estudiados con metodología arqueológica, hayan o no
sido extraídos y tanto si se encuentran en la superficie
como en el subsuelo o bajo las aguas.

f) Conjunto etnológico: paraje o territorio transforma-
do por la acción humana, así como los conjuntos de
inmuebles, agrupados o dispersos, e instalaciones vincu-
lados a formas de vida tradicional.

g) Vía Histórica: en el caso de vías de comunicación
de reconocido valor histórico o cultural, cualquiera que
sea su naturaleza.

En todos los supuestos anteriormente citados, la
declaración de bien de interés cultural afectará tanto al
suelo como al subsuelo.

4. De forma excepcional podrá declararse bien de
interés cultural la obra de autores vivos, siempre y cuan-
do dos de las instituciones consultivas a las que se refiere
el artículo 6.2 de la presente Ley, emitan informe favora-
ble y medie autorización expresa del propietario, o la
adquisición de la obra por la Administración.

Artículo 9. Procedimiento de declaración.

1. La declaración de bien de interés cultural requerirá
la previa incoación y tramitación del expediente adminis-
trativo por la Consejería competente en materia de cultu-
ra. La iniciación del procedimiento se realizará de oficio,
pudiendo ser promovida a instancia de cualquier persona
física o jurídica.

2. En caso de promoverse la iniciación del procedi-
miento a instancia de parte, la denegación de la incoa-
ción será motivada y habrá de notificarse a los solicitan-
tes.

Artículo 10. Notificación, publicación y efectos de la
incoación.

1. La incoación del expediente para la declaración de
bien de interés cultural será notificada a los interesados
haciendo advertencia de lo previsto en el apartado 3 de
este artículo. Se comunicará también al Ayuntamiento en
cuyo término municipal esté ubicado el bien al que se
refiera el procedimiento, a fin de que realice las actua-
ciones previstas en la presente Ley.

En el caso de incoarse expediente para la declaración
de conjunto histórico, sitio histórico, zona arqueológica,
conjunto etnológico o vías históricas, la notificación se
efectuará mediante la publicación del acuerdo de inicia-
ción en el “Boletín Oficial de Castilla y León” y su expo-
sición en el tablón de edictos del Ayuntamiento, momen-
to en que será de aplicación lo dispuesto en el apartado 3
de este artículo.

2. Sin perjuicio de su eficacia desde la notificación,
el acuerdo de incoación del expediente correspondiente
será publicado en el Boletín Oficial de Castilla y León y
en el Boletín Oficial del Estado. En caso de tratarse de
bienes inmuebles se dará audiencia al Ayuntamiento
correspondiente y se abrirá un período de información
pública por un plazo mínimo de un mes.

3. La iniciación de procedimiento para la declaración
de un bien de interés cultural determinará, respecto al
bien afectado, la aplicación inmediata y provisional del
régimen de protección previsto en la presente Ley para
los bienes ya declarados. En caso de bienes inmuebles,
además, será de aplicación, en todo caso, lo establecido
en el artículo 34 de la presente Ley.

Artículo 11. Contenido del expediente de declaración.

1. En el expediente de declaración de un bien de inte-
rés cultural obrarán las siguientes especificaciones:
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a) Descripción clara y exhaustiva, con documenta-
ción gráfica, del bien objeto de la declaración, que facili-
te su correcta identificación.

b) En caso de inmuebles, las partes integrantes, perte-
nencias, accesorios y bienes muebles que, por su vincu-
lación con el inmueble, hayan de ser incorporados a la
declaración, los cuales se considerarán inseparables del
inmueble declarado. Además, habrán de figurar definidas
sus relaciones con el área territorial a la que pertenezca
y, en el caso de monumentos o Jardines Históricos, los
elementos que conformen su entorno, que estará consti-
tuido por los inmuebles y espacios cuya alteración pudie-
ra afectar a los valores propios del bien, su contempla-
ción, apreciación o estudio.

c) La determinación de la compatibilidad del uso al
que se dedique el bien que se pretenda declarar con su
correcta conservación. Si el uso al que se viniera desti-
nando el referido bien fuese incompatible con la adecua-
da conservación del mismo, podrá establecerse asimismo
su cese o modificación.

2. Para la declaración de un bien de interés cultural
habrá de constar informe favorable de, al menos, dos de
las instituciones consultivas a que se refiere el artículo 6
de la presente Ley; además, se dará audiencia a los inte-
resados.

Artículo 12. Conclusión y caducidad.

1. Corresponde a la Junta de Castilla y León, a pro-
puesta del titular de la Consejería competente en materia
de cultura, acordar la declaración de bien de interés cul-
tural. La resolución del procedimiento por cualquiera de
las restantes formas previstas en la Ley corresponderá al
Consejero competente en materia de cultura.

2. La resolución de declaración tendrá el contenido al
que se refiere el artículo 11.1 de la presente Ley.

3. El procedimiento habrá de resolverse en el plazo
máximo de veinticuatro meses a partir de la fecha de su
incoación. Si se produjera la caducidad del expediente, el
procedimiento no podrá volver a iniciarse en los tres
años siguientes, salvo que alguna de las instituciones
consultivas reconocidas por la Comunidad Autónoma lo
solicitase o así lo hiciera el propietario del bien.

Artículo 13. Notificación y publicación de la declaración

La resolución por la que se acuerde la declaración de
bien de interés cultural se publicará en el Boletín Oficial
de Castilla y León y en el Boletín Oficial del Estado y
será notificada a los interesados y al Ayuntamiento en el
que radique el bien declarado, si éste fuera inmueble.

Artículo 14. Registro de Bienes de Interés Cultural de
Castilla y León

1. Los bienes de interés cultural serán inscritos en el
Registro de Bienes de Interés Cultural de Castilla y

León, cuya gestión corresponderá a la Consejería compe-
tente en materia de Cultura. A cada bien se le dará un
código para su identificación

2. El Registro de Bienes de Interés Cultural de Casti-
lla y León tendrá por objeto la anotación e inscripción de
los actos que afecten a la identificación y localización de
dichos bienes, reflejará todos los actos que se realicen
sobre los bienes inscritos cuando afecten al contenido de
la declaración y dará fe de los datos en él consignados.
También se anotará preventivamente la incoación de los
expedientes de declaración.

3. Los titulares de bienes de interés cultural comuni-
carán al Registro cualquier intervención o traslado, así
como todos los actos jurídicos y aspectos técnicos que
puedan afectar a dicho bien.

4. Cualquier inscripción relativa a un bien que se
efectúe de oficio en el Registro de Bienes de Interés Cul-
tural de Castilla y León, será notificada a su titular.

5. El acceso al Registro será público en los términos
que se establezcan reglamentariamente, siendo precisa la
autorización expresa del titular del bien para la consulta
pública de los datos relativos a:

a) La situación jurídica y valor de los bienes inscri-
tos.

b) Su localización, en caso de bienes muebles.

6. De las inscripciones y anotaciones que se practi-
quen en el Registro de Bienes de Interés Cultural se dará
cuenta al Registro General de Bienes de Interés Cultural
del Estado.

Artículo 15. Inscripción en el Registro de la Propiedad.

La Consejería competente en materia de cultura ins-
tará de oficio la inscripción en el Registro de la Propie-
dad la declaración de bien de interés cultural, cuando se
trate de monumentos y jardines históricos.

Artículo 16. Procedimiento para dejar sin efecto una
declaración.

La declaración de un bien de interés cultural, en todo
o en parte, únicamente podrá dejarse sin efecto siguiendo
los mismos trámites establecidos para su declaración.

CAPÍTULO II

Del Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural de Cas-
tilla y León.

Artículo 17. Objeto del Inventario.

1. Los bienes muebles e inmuebles del patrimonio
cultural de Castilla y León que, sin llegar a ser declara-
dos de interés cultural, merezcan especial consideración
por su notable valor de acuerdo con lo establecido en el
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artículo 1.2 de la presente Ley, serán incluidos en el
Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural de Castilla
y León.

2. Los bienes muebles podrán incluirse en el Inventa-
rio individualmente o como colección.

3. Los bienes inmuebles se incluirán en el Inventario
en aquella de las siguientes categorías que resulte más
adecuada a sus características:

a) Monumento inventariado: inmuebles a los que se
refieren los apartados a) y b) del artículo 8.3 que, no
siendo declarados de interés cultural, se les reconozca un
destacado valor patrimonial.

b) Lugar inventariado: parajes o lugares a los que se
refieren los apartados c), d), f) y g) del artículo 8.3 que,
no siendo declarados de interés cultural, se les reconozca
un destacado valor patrimonial.

c) Yacimiento arqueológico inventariado: lugares o
parajes a los que se refiere el apartado e) del artículo 8.3
que, no siendo declarados de interés cultural, se les reco-
nozca un destacado valor patrimonial o aquellos donde
se presume razonablemente la existencia de restos arque-
ológicos.

Artículo 18. Inventario de Bienes del Patrimonio Cultu -
ral de Castilla y León.

1. Se crea el Inventario de Bienes del Patrimonio
Cultural de Castilla y León como instrumento de protec-
ción, estudio, consulta y difusión de los bienes muebles e
inmuebles a que se refiere el artículo 7.1. b). Correspon-
de la gestión del Inventario a la Consejería competente
en materia de cultura.

2. En el Inventario se inscribirán los datos que afec-
ten a la identificación y localización de dichos bienes y
se anotará de forma preventiva la iniciación de los proce-
dimientos de inclusión en el mismo. La organización y
funcionamiento del Inventario serán los que reglamenta-
riamente se determinen.

3. El acceso al Inventario se regirá por lo previsto
para el Registro de Bienes de Interés Cultural de Castilla
y León en el artículo 14.5 de la presente Ley.

4. Los bienes inscritos en el Inventario de Bienes del
Patrimonio Cultural de Castilla y León tendrán la consi-
deración de bienes inventariados a los efectos de la apli-
cación de esa Ley.

Artículo 19. Iniciación del procedimiento de inclusión en
el inventario.

1. La inclusión de un bien en el Inventario de Bienes
del Patrimonio Cultural de Castilla y León requerirá la
previa tramitación del correspondiente procedimiento.
La iniciación del procedimiento se hará de oficio,
pudiendo ser promovida a solicitud de cualquier persona
física o jurídica.

2. La denegación de la iniciación, cuando ésta haya
sido promovida mediante solicitud, deberá ser motivada
y habrá de notificarse a los solicitantes.

Artículo 20. Notificación, publicación y efectos de la
incoación.

1. El inicio del procedimiento al que se refiere el artí-
culo anterior será notificado a los interesados. Se comu-
nicará también al Ayuntamiento en cuyo término munici-
pal esté ubicado el bien al que se refiera el procedimien-
to, a fin de que realizce las actuaciones previstas en la
presente Ley.

Cuando se trate de incluir en el Inventario un lugar
inventariado o yacimiento arqueológico, la notificación
se efectuará mediante la publicación del acuerdo de ini-
ciación en el “Boletín Oficial de Castilla y León” y la
exposición del acuerdo de iniciación en el tablón de edic-
tos del Ayuntamiento, momento en que será de aplica-
ción lo dispuesto en el apartado 3 de este artículo.

2. Cuando el procedimiento de inclusión afecte a un
bien inmueble, se dará además audiencia al Ayuntamien-
to en cuyo término municipal radique y se abrirá un perí-
odo de información pública por un plazo mínimo de un
mes mediante la publicación del acuerdo de iniciación
del procedimiento en el Boletín Oficial de Castilla y
León.

3. La incoación de procedimiento para la inclusión de
un bien en el Inventario determinará, respecto al bien
afectado, la aplicación inmediata y provisional del régi-
men de protección previsto en la presente Ley para los
bienes ya inventariados. En caso de bienes inmuebles
será de aplicación, en todo caso, lo establecido en el artí-
culo 34 de la presente Ley.

4. De la iniciación del procedimiento para la inclu-
sión en el Inventario de un bien mueble se dará cuenta al
Inventario General de Bienes Muebles del Patrimonio
Histórico Español dependiente de la Administración del
Estado, para la correspondiente anotación preventiva.

Artículo 21. Contenido del expediente de inclusión en el
Inventario.

En todo expediente de inclusión de un bien en el
Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural de Castilla
y León figurará la descripción que facilite su correcta
identificación y además podrán establecerse las condi-
ciones de protección, intervención y uso.

Si el objeto del expediente fuera un bien inmueble se
especificarán, además, los elementos que lo integren
delimitando el área que resulte incluida en el Inventario.

Artículo 22. Terminación del procedimiento.

1. La resolución del procedimiento de inclusión de un
bien en el Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural
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de Castilla y León corresponde al titular de la Consejería
competente en materia de cultura, a propuesta de la
Dirección General competente en materia de patrimonio
histórico.

2. La resolución por la que se acuerde la inclusión
será notificada a los interesados y al Ayuntamiento en el
que se ubique el bien en la forma establecida en el artícu-
lo 13. En el caso de ser un inmueble se publicará en el
Boletín Oficial de Castilla y León.

3. De las inclusiones de bienes muebles en el Inven-
tario de Bienes del Patrimonio Cultural de Castilla y
León se dará cuenta al Inventario General de Bienes
Muebles de la Administración del Estado para que se
hagan las correspondientes inscripciones.

4. El procedimiento habrá de resolverse en el plazo
máximo de dieciocho meses a partir de la fecha de su
incoación. Si caducara el expediente, el procedimiento
no podrá volver a iniciarse en los tres años siguientes,
salvo que alguna de las instituciones consultivas recono-
cidas por la Comunidad Autónoma lo solicitase o así lo
hiciera el propietario del bien.

Artículo 23. Procedimiento de exclusión de un bien del
Inventario.

Los trámites para excluir un bien del Inventario serán
los mismos establecidos para su inclusión.

TÍTULO II

Régimen de conservación y protección del Patrimonio
Cultural de Castilla y León

CAPÍTULO I

Régimen común de conservación y protección

Artículo 24. Deber de conservación.

1. Los propietarios, poseedores y demás titulares de
derechos reales sobre bienes integrantes del patrimonio
cultural de Castilla y León están obligados a conservar-
los, custodiarlos y protegerlos debidamente para asegurar
su integridad y evitar su pérdida, destrucción o deterioro.

2. Los poderes públicos garantizarán la conservación,
protección y enriquecimiento del patrimonio cultural de
Castilla y León de acuerdo con lo establecido en esta
Ley.

3. Cuando los propietarios, poseedores o titulares de
derechos reales sobre bienes declarados de interés cultu-
ral o bienes inventariados no realicen las actuaciones
necesarias para el cumplimiento de las obligaciones pre-
vistas en el apartado 1 de este artículo, la Administración
competente, previo requerimiento a los interesados,
podrá ordenar su ejecución subsidiaria. Asimismo podrá
conceder una ayuda con carácter de anticipo reintegra-

ble, debiendo promover, en caso de bienes inmuebles, su
inscripción en el Registro de la Propiedad de conformi-
dad con lo previsto en la Ley del Patrimonio Histórico
Español. La Administración podrá realizar de modo
directo las obras necesarias si así lo requiriera la más efi-
caz conservación de los bienes y, también excepcional-
mente, podrá ordenar el depósito de los bienes muebles
en centros de carácter público en tanto no desaparezcan
las causas que originaron dicha necesidad.

Artículo 25. Acceso al patrimonio cultural.

1. Los propietarios, poseedores y demás titulares de
derechos reales sobre los bienes integrantes del patrimo-
nio cultural de Castilla y León facilitarán su acceso, con
fines de inspección, a la Administración competente.

2. En el caso de los bienes declarados de interés cul-
tural o inventariados estarán, además, obligados a permi-
tir el acceso de los investigadores previa solicitud moti-
vada. Igualmente deberán facilitar la visita pública en las
condiciones que se determinen, que en todo caso será
gratuita durante cuatro días al mes, en días y horario pre-
fijado, lo cual se anunciará.

La Administración competente en la materia podrá
dispensar del cumplimiento de estas obligaciones cuan-
do, en atención a las circunstancias concurrentes, entien-
da que existe causa suficientemente justificada para ello.

3. Los actos y disposiciones administrativas mediante
los cuales se establezcan las condiciones para el cumpli-
miento de los deberes previstos en este artículo deberán
garantizar el respeto a la intimidad personal y familiar.

Artículo 26. Derechos de tanteo y de retracto.

1. Toda pretensión de enajenación de un bien mueble
declarado de interés cultural o inventariado, de un
inmueble declarado con la categoría de monumento o
jardín histórico, o inventariado con la categoría de monu-
mento inventariado, habrá de ser notificada a la Conseje-
ría competente en materia de cultura, con indicación del
precio y las condiciones en que se propongan realizar
aquélla, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 38
de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histó-
rico Español.

2. En el plazo de dos meses desde la notificación pre-
vista en el apartado anterior, el órgano competente de la
Junta de Castilla y León podrá ejercer el derecho de tan-
teo para sí, para otras instituciones sin ánimo de lucro o
para cualquier entidad de derecho público, obligándose
al pago del precio convenido o del de remate de la subas-
ta en un periodo no superior a dos ejercicios presupuesta-
rios, incluido aquel en el que se ejercite el derecho de
adquisición preferente salvo acuerdo con el interesado en
otra forma de pago.

3. Los subastadores deben notificar igualmente, a la
Consejería competente en materia de cultura, con un
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plazo de antelación de dos meses, la fecha y lugar de
celebración de las subastas, cualquiera que sea la natura-
leza de éstas, en las que se pretenda enajenar cualquier
bien del patrimonio cultural de Castilla y León.

La Administración podrá ejercitar el derecho de
adquisición preferente en el plazo de diez días hábiles
desde la recepción de la notificación del precio de remate
por el órgano competente para su ejercicio.

4. Si la pretensión de enajenación y sus condiciones
no fuesen notificadas correctamente, la Administración
podrá ejercer el derecho de retracto, en los términos del
apartado .2, en el plazo de seis meses a partir de la fecha
en que se tenga conocimiento fehaciente de la enajena-
ción.

Artículo 27. Comercio de bienes muebles.

Las personas y entidades que se dediquen habitual-
mente al comercio de bienes entre los que se encuentren
muebles integrantes del patrimonio cultural de Castilla y
León llevarán un libro de registro legalizado por la Con-
sejería competente en materia de cultura, en el cual harán
constar las transacciones que efectúen. Se anotarán en el
citado libro los datos de identificación del objeto y las
partes que intervengan en cada transacción.

Artículo 28. Cambios de titularidad: supuestos especia -
les.

1. Los bienes declarados de interés cultural y los
inventariados que sean propiedad de la Comunidad
Autónoma o de las entidades locales serán imprescripti-
bles, inalienables e inembargables, salvo las transmisio-
nes que puedan efectuarse entre las Administraciones
públicas.

2. Los bienes muebles declarados de interés cultural
y los inventariados que estén en posesión de institucio-
nes eclesiásticas se regirán, a estos efectos, por lo dis-
puesto en el artículo 28, en relación con la disposición
transitoria 5ª, de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del
Patrimonio Histórico Español.

Artículo 29. Expropiación forzosa.

El incumplimiento de las obligaciones de protección
y conservación, de los bienes declarados de interés cultu-
ral o inventariados será causa de interés social para la
expropiación forzosa por la Administración.

Artículo 30. Instrumentos de ordenación del territorio y
evaluación de impacto ambiental.

1. En la elaboración y tramitación de las evaluaciones
establecidas por la legislación en materia de impacto
ambiental y de los planes y proyectos regionales regula-
dos en la legislación sobre ordenación del territorio,
cuando las actuaciones a que se refieran puedan afectar

al patrimonio arqueológico o etnológico, se efectuará
una estimación de la incidencia que el proyecto, obra o
actividad pueda tener sobre los mismos. Tal estimación
deberá ser realizada por un técnico con competencia pro-
fesional en la materia y someterse a informe de la Conse-
jería competente en materia de cultura, cuyas conclusio-
nes serán consideradas en la declaración de impacto
ambiental o instrumento de ordenación afectados.

2. En aquellos casos en los que las actuaciones pue-
dan afectar, directa o indirectamente, a bienes declarados
de interés cultural o inventariados, será preceptiva la
autorización de la Consejería competente en materia de
cultura.

Artículo 31. Suspensión de intervenciones.

1. La Administración podrá impedir el derribo y sus-
pender cualquier clase de obra o intervención en todos
aquellos bienes en que aprecie la concurrencia de alguno
de los valores a los que hace mención el artículo 1 de
esta Ley, aunque no hayan sido declarados de interés
cultural ni incluidos en el Inventario.

2. La Administración deberá resolver, en un plazo
máximo de dos meses, en favor de la continuación de la
obra o intervención iniciada, o bien procederá a iniciar
procedimiento de declaración de bien de interés cultural
o de inclusión en el Inventario.

3. La suspensión de las intervenciones citadas en este
artículo no comportará derecho a indemnización alguna.

CAPÍTULO II

Régimen de los bienes de interés cultural

Artículo 32. Régimen de protección.

1. Los bienes declarados de interés cultural gozarán
de la máxima protección y tutela.

2. La utilización de los bienes declarados de interés
cultural estará siempre subordinada a que no se pongan
en peligro sus valores. Cualquier cambio de uso habrá de
ser autorizado por la Consejería competente en materia
de cultura.

Artículo 33. Formalización de escrituras públicas.

Para formalizar en escritura pública la adquisición de
bienes declarados de interés cultural, o la transmisión de
derechos reales de disfrute sobre estos bienes o inscribir
los títulos correspondientes se estará a lo dispuesto en la
Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico
Español.
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SECCIÓN 1ª.

Régimen de los bienes inmuebles

Artículo 34. Incoación y suspensión de licencias.

1. La iniciación del procedimiento de declaración de
bien de interés cultural respecto de un inmueble determi-
nará la suspensión de las correspondientes licencias
municipales de parcelación, edificación o demolición en
las zonas afectadas, así como de los efectos de las ya
otorgadas. La suspensión se mantendrá hasta la resolu-
ción o caducidad del expediente incoado.

2. Las obras que, por causa de fuerza mayor, interés
general o urgencia, hubiesen de realizarse con carácter
inaplazable precisarán, en todo caso, autorización de la
Consejería competente en materia de cultura.

Artículo 35. Desplazamientos.

Un inmueble declarado bien de interés cultural es
inseparable de su entorno. No podrá procederse a su des-
plazamiento salvo en los términos fijados por la legisla-
ción estatal y, en cualquier caso, con el informe favora-
ble previo de la Consejería competente en materia de
cultura, en cuyo caso será preciso adoptar las cautelas
necesarias en aquello que pueda afectar al suelo o sub-
suelo.

Artículo 36. Autorización de intervenciones.

Cualquier intervención que pretenda realizarse en un
inmueble declarado bien de interés cultural habrá de ser
autorizada por la Consejería competente en materia de
cultura, con carácter previo a la concesión de la licencia
municipal, salvo en los casos previstos en el artículo 44.2
de la presente Ley.

Artículo 37. Planeamiento urbanístico.

La aprobación definitiva de cualquier planeamiento
urbanístico que incida sobre el área afectada por la decla-
ración de un inmueble como bien de interés cultural
requerirá el informe favorable de la Consejería compe-
tente en materia de cultura.

2. Si en el procedimiento de aprobación del planea-
miento se produjeran modificaciones en éste, como con-
secuencia de los informes sectoriales o del resultado del
trámite de información pública, que afectaran al conteni-
do del informe al que se refiere el apartado anterior o a
los bienes que en él se identifiquen como integrantes del
patrimonio cultural de la Comunidad, el órgano compe-
tente para la aprobación definitiva del instrumento      de
planeamiento urbanístico deberá solicitar un segundo
informe de la Consejería competente en materia de
cultura.

3. Los informes a los que se refieren los apartados
anteriores se entenderán favorables si transcurrieran tres
meses desde su petición y no se hubiesen emitido.

Artículo 38. Criterios de intervención en inmuebles.

1. Cualquier intervención en un inmueble declarado
bien de interés cultural estará encaminada a su conserva-
ción y mejora, de acuerdo con los siguientes criterios:

a) Se procurará el máximo estudio y óptimo conoci-
miento del bien para mejor adecuar la intervención pro-
puesta.

b) Se respetarán la memoria histórica y las caracterís-
ticas esenciales del bien, sin perjuicio de que pueda auto-
rizarse el uso de elementos, técnicas y materiales actua-
les para la mejor adaptación del bien a su uso y para des-
tacar determinados elementos o épocas.

c) Se conservarán las características volumétricas y
espaciales definidoras del inmueble, así como las aporta-
ciones de distintas épocas. En caso de que excepcional-
mente se autorice alguna supresión, ésta quedará debida-
mente documentada.

d) Se evitarán los intentos de reconstrucción, salvo en
los casos en los que la existencia de suficientes elemen-
tos originales así lo permita. No podrán realizarse
reconstrucciones miméticas que falseen su autenticidad
histórica. Cuando sea indispensable para la estabilidad y
el mantenimiento del inmueble la adición de materiales,
ésta habrá de ser reconocible y sin discordancia estética
o funcional con el resto del inmueble.

2. En lo referente al entorno de protección de un bien
inmueble, al volumen, a la tipología, a la morfología y al
cromatismo, las intervenciones no podrán alterar los
valores arquitectónicos y paisajísticos que definan el pro-
pio bien.

Artículo 39. Licencias.

1. La obtención de las autorizaciones exigidas en la
presente Ley no exime de la obligación de obtener licen-
cia municipal o cualesquiera otras autorizaciones que
sean precisas.

2. No podrán otorgarse licencias para la realización
de obras que, con arreglo a la presente Ley, requieran
cualquier autorización administrativa, hasta que ésta sea
concedida.

3. Las obras realizadas sin la autorización prevista en
el artículo 36 serán ilegales, y los Ayuntamientos y, en
su caso, la Consejería competente en materia de cultura
ordenarán, si fuese oportuno, su reconstrucción o demo-
lición con cargo al responsable de la infracción sin per-
juicio de incoar en su caso el correspondiente procedi-
miento sancionador.
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Artículo 40. Declaración de ruina.

1. Si a pesar de lo establecido en los artículos 24 y 32
llegase a iniciarse procedimiento de declaración de ruina
de algún inmueble declarado bien de interés cultural, la
Consejería competente en materia de cultura estará legi-
timada para intervenir como interesado en dicho expe-
diente, debiéndole ser notificada la apertura y las resolu-
ciones que en el mismo se adopten.

En ningún caso podrá procederse a la demolición sin
autorización de la Consejería competente en materia de
cultura. Si el inmueble estuviera declarado con las cate-
gorías de monumento o jardín histórico, la resolución por
la que se declare la ruina sólo podrá disponer la ejecu-
ción de las obras necesarias para su conservación o reha-
bilitación, previo informe de la Consejería competente
en materia de cultura.

2. La situación de ruina producida por incumplimien-
to de los deberes de conservación establecidos en esta
Ley conllevará la reposición, a cargo del titular de la pro-
piedad, del bien a su estado primigenio.

3. En el supuesto de que la situación del inmueble
conlleve peligro inminente de daños a personas, la enti-
dad que incoase expediente de ruina habrá de tomar las
medidas oportunas para evitar dichos daños, adoptando
las medidas necesarias para garantizar el mantenimiento
de las características y elementos singulares del edificio.
Dichas medidas no podrán incluir más demoliciones que
las estrictamente necesarias, y se atendrán a los términos
previstos en la resolución de la Consejería competente en
materia de cultura.

Artículo 41. Prohibiciones en monumentos y jardines
históricos.

1. En los monumentos y jardines históricos queda
prohibida la instalación de publicidad, cables, antenas,
conducciones aparentes y todo aquello que impida o
menoscabe la apreciación del bien dentro de su entorno.

2. Se prohibe también toda construcción que pueda
alterar el volumen, la tipología, la morfología o el cro-
matismo de los inmuebles a los que hace referencia este
artículo o perturbe su contemplación.

Artículo 42. Conservación de conjuntos históricos, sitios
históricos, zonas arqueológicas y conjuntos etnológicos.

1. La conservación de los conjuntos históricos com-
porta el mantenimiento de la estructura urbana y arqui-
tectónica y de la silueta paisajística, así como de las
características generales de su ambiente. Se considerarán
excepcionales las sustituciones de inmuebles y sólo
podrán realizarse en la medida que contribuyan a la con-
servación general del carácter del conjunto.

2. La conservación de los sitios históricos y conjun-
tos etnológicos comporta el mantenimiento de los valo-

res históricos, etnológicos, paleontológicos y antropoló-
gicos, el paisaje y las características generales de su
ambiente.

3. La conservación de las zonas arqueológicas com-
porta el mantenimiento de los valores históricos, paleon-
tológicos y antropológicos, así como la protección de
bienes afectados, ya hayan sido descubiertos o se
encuentren ocultos en el subsuelo o bajo las aguas conti-
nentales.

4. Para el cumplimiento de lo dispuesto en los aparta-
dos anteriores, no se admitirán modificaciones en las ali-
neaciones y rasantes existentes, alteraciones de volumen,
ni de edificabilidad, parcelaciones, agregaciones y, en
general, ningún cambio que afecte a la armonía de con-
junto. No obstante, podrán admitirse estas variaciones,
con carácter excepcional, siempre que contribuyan a la
conservación general del bien, y estén comprendidas en
la figura de planeamiento definida en el siguiente artícu-
lo.

5. En los sitios históricos y zonas arqueológicas
queda prohibida la colocación de cualquier clase de
publicidad, así como cables, antenas y conducciones apa-
rentes. Sólo en el caso en que se sitúen sobre suelo urba-
no se podrán autorizar dichas instalaciones, siempre que
guarden armonía con el ambiente en el que se encuen-
tren.

Artículo 43. Planeamiento en conjuntos históricos, sitios
históricos, zonas arqueológicas y conjuntos etnológicos.

1. La declaración de un conjunto histórico, sitio his-
tórico, zona arqueológica o conjunto etnológico determi-
nará la obligación para el Ayuntamiento en cuyo término
municipal radique, de redactar un plan especial de pro-
tección del área afectada u otro instrumento de los pre-
vistos en la legislación urbanística o de ordenación del
territorio que cumpla en todo caso los objetivos estable-
cidos en esta Ley.

2. La aprobación definitiva de este plan o instrumen-
tos urbanísticos requerirá el informe favorable de la Con-
sejería competente en materia de cultura, para cuya emi-
sión será aplicable el procedimiento previsto en los apar-
tados .2 y .3 del artículo 37 de esta Ley.

La obligatoriedad de dicho planeamiento no podrá
excusarse en la preexistencia de otro contradictorio con
la protección, ni en la inexistencia previa de planeamien-
to general.

3. Los instrumentos de planeamiento a los que se
refiere este artículo establecerán para todos los usos
públicos el orden de prioridad de su instalación en los
edificios y espacios que fuesen aptos para ello. Igual-
mente contemplarán las posibles áreas de rehabilitación
integrada que permitan la recuperación del área residen-
cial y de las actividades económicas adecuadas.

4. Los instrumentos de planeamiento a que se refiere
este artículo contendrán al menos:
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a) un catálogo exhaustivo de todos los elementos que
conformen el área afectada, incluidos aquellos de carác-
ter ambiental, señalados con precisión en un plano topo-
gráfico, definiendo las clases de protección y tipos de
actuación para cada elemento.

b) los criterios relativos a la conservación de facha-
das y cubiertas e instalaciones sobre las mismas, así
como de aquellos elementos más significativos existen-
tes en el interior.

c) los criterios para la determinación de los elementos
tipológicos básicos de las construcciones y de la estruc-
tura o morfología del espacio afectado que deban ser
objeto de potenciación o conservación.

d) la justificación de las modificaciones de alineacio-
nes, edificabilidad, parcelaciones o agregaciones que,
excepcionalmente, el plan proponga.

5. En el planeamiento se recogerán normas específi-
cas para la protección del patrimonio arqueológico, que
contemplarán, al menos, la zonificación de áreas de inte-
rés arqueológico, señaladas con precisión sobre plano
topográfico, definiendo los niveles de protección y la
compatibilidad de los usos con la conservación, así como
los requisitos técnicos que hayan de regir la autorización
de las actividades a las que se refiere el artículo 44.2.

6. En su redacción se contemplarán específicamente
las instalaciones eléctricas, telefónicas o cualesquiera
otras. Las antenas de televisión, pantallas de recepción
de ondas y dispositivos similares se situarán en lugares
en los que no perjudiquen la imagen urbana o de conjun-
to. Sólo se autorizarán aquellos rótulos cuando guarden
armonía con los valores de conjunto.

Artículo 44. Autorización de obras en conjuntos históri -
cos, sitios históricos y zonas arqueológicas y conjuntos
etnológicos.

1. En tanto no se apruebe definitivamente el instru-
mento urbanístico de protección con el informe a que
hace referencia el artículo 43.2 de la presente Ley, la
concesión de licencias o la ejecución de las ya otorgadas
antes de iniciarse el procedimiento de declaración así
como la emisión de órdenes de ejecución, precisará reso-
lución favorable de la Consejería competente en materia
de cultura.

2. Una vez aprobados definitivamente los citados ins-
trumentos urbanísticos, los Ayuntamientos serán compe-
tentes para autorizar las obras precisas para su desarrollo,
siempre que no afecten a bienes declarados de interés
cultural con la categoría de monumento o jardín históri-
co, o a sus entornos, debiendo dar cuenta a la Consejería
competente en materia de cultura de las licencias conce-
didas en un plazo máximo de diez días. La competencia
para autorizar excavaciones y prospecciones arqueológi-
cas corresponderá en todo caso a dicha Consejería.

3. Las obras que se realicen al amparo de licencias
que vulneren los citados instrumentos urbanísticos serán

ilegales y la Consejería competente en materia de cultura
habrá de ordenar su reconstrucción o demolición con
cargo al Ayuntamiento que las hubiese otorgado, sin per-
juicio de lo dispuesto en la legislación urbanística.

SECCIÓN 2ª.

Régimen de los bienes muebles

Artículo 45. Autorizaciones previas.

1. La modificación, restauración, traslado o altera-
ción de cualquier tipo de bienes muebles declarados de
interés cultural requerirá siempre autorización previa de
la Consejería competente en materia de cultura.

2. Los bienes muebles que fuesen declarados de inte-
rés cultural como colección, no podrán disgregarse sin la
autorización prevista en el apartado anterior.

Artículo 46. Traslados.

1. Para solicitar autorización de traslado de bienes
muebles declarados de interés cultural se comunicará a la
Consejería competente en materia de cultura el origen y
destino del traslado, y si éste se hace con carácter tempo-
ral o definitivo. La realización del traslado se comunica-
rá a la Consejería para su anotación en el Registro de
Bienes de Interés Cultural.

2. Los bienes muebles que, por su vinculación con un
inmueble, sean incorporados a la declaración de interés
cultural del mismo de acuerdo con lo previsto en los artí-
culos 11.1.b) y 12 de esta Ley, estarán sometidos al des-
tino de aquél, y su traslado, siempre con carácter excep-
cional, exigirá la previa autorización de la Consejería
competente en materia de cultura, previo informe favora-
ble de, al menos, dos de las instituciones consultivas a
las que se refiere el artículo 6 de la Ley.

Artículo 47. Fondos de archivos y museos.

El régimen de protección establecido en la presente
Ley para los bienes muebles declarados de interés cultu-
ral se aplicará también a todos los bienes culturales que
formen parte de las colecciones de los museos, de los
archivos históricos y del fondo antiguo de las bibliotecas
gestionados por la Administración de la Comunidad
Autónoma, sin perjuicio de las normas especiales que les
sean de aplicación.

CAPÍTULO III.

Régimen de los bienes inventariados

Artículo 48. Régimen de los bienes muebles inventaria -
dos.

1. Toda modificación, restauración, traslado, o altera-
ción de cualquier tipo sobre bienes muebles inventaria-
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dos, requerirá autorización previa de la Consejería com-
petente en materia de cultura.

Dicha autorización se entenderá concedida si transcu-
rrieran tres meses desde la recepción de la solicitud por
el órgano competente y éste no hubiera dictado la corres-
pondiente resolución.

2. Los bienes muebles incluidos en el inventario
como colección no podrán disgregarse sin la autorización
prevista en el apartado anterior.

3. Los propietarios de bienes muebles inventariados
y, en su caso, los demás titulares de derechos reales
sobre dichos bienes, están obligados a prestarlos, con las
debidas garantías, para exposiciones temporales que se
organicen por los Organismos competentes para la ejecu-
ción de esta Ley, y a permitir su estudio a los investiga-
dores, previa solicitud razonada. Para el cumplimiento de
esta última obligación la Consejería competente en mate-
ria de cultura podrá acordar el depósito de los bienes
afectados en un centro que reúna las condiciones adecua-
das para su examen, conservación y custodia.

4. No será obligatorio realizar los préstamos y depó-
sitos a que se refiere el apartado anterior por un período
superior a un mes por año.

Artículo 49. Régimen de los bienes inmuebles inventaria -
dos.

1. Las condiciones de protección que figuren en la
resolución por la que se acuerda la inclusión de un bien
inmueble en el Inventario, serán de obligada observancia
para los Ayuntamientos en el ejercicio de sus competen-
cias urbanísticas.

2. La inclusión de un bien inmueble en el Inventario
de Bienes del Patrimonio Cultural de Castilla y León
determinará, para el Ayuntamiento en cuyo término
municipal radique, la obligación de inscribirlo como tal
con carácter definitivo en el catálogo urbanístico de ele-
mentos protegidos previsto en la normativa o instrumen-
to de planeamiento urbanístico vigentes.

3. En tanto no se produzca la inclusión de los bienes
inmuebles inventariados en el catálogo urbanístico de
elementos protegidos al que se refiere el apartado ante-
rior, o ante la inexistencia de éste, la realización de cua-
lesquiera obras o intervenciones requerirá la autorización
previa de la Consejería competente en materia de cultura.

4. Sin perjuicio de lo contemplado en los apartados
anteriores, será de aplicación a los yacimientos arqueoló-
gicos inventariados la normativa específica sobre patri-
monio arqueológico establecida en esta Ley y en las dis-
posiciones que la desarrollen.

TÍTULO III

Del patrimonio arqueológico

CAPÍTULO I

Normas Generales

Artículo 50. Patrimonio arqueológico.

Constituyen el patrimonio arqueológico de Castilla y
León los bienes muebles e inmuebles de carácter históri-
co, así como los lugares en los que es posible reconocer
la actividad humana en el pasado, que precisen para su
localización o estudio métodos arqueológicos, hayan
sido o no extraídos de su lugar de origen, tanto si se
encuentran en la superficie como en el subsuelo o a una
zona subacuática.

También forman parte de este patrimonio los restos
materiales geológicos y paleontológicos que puedan rela-
cionarse con la historia del hombre.

Artículo 51. Definición de las actividades arqueológicas.

1. Tienen la consideración de actividades arqueológi-
cas las prospecciones, excavaciones, controles arqueoló-
gicos y estudios directos con reproducción de arte rupes-
tre que se definen en esta Ley, así como cualesquiera
otras actividades que tengan por finalidad la búsqueda,
documentación o investigación de bienes y lugares inte-
grantes del patrimonio arqueológico.

2. Son prospecciones arqueológicas las observaciones
y reconocimientos de la superficie o del subsuelo que se
lleven a cabo, sin remoción del terreno, con el fin de bus-
car, documentar e investigar bienes y lugares integrantes
del patrimonio arqueológico de cualquier tipo.

3. Son excavaciones arqueológicas las remociones de
terreno efectuadas con el fin de descubrir e investigar
bienes y lugares integrantes del patrimonio arqueológico
de cualquier tipo.

4. Son controles arqueológicos las supervisiones de
las remociones de terrenos que se realicen, en lugares en
los que se presuma la existencia de bienes del patrimonio
arqueológico pero no esté suficientemente comprobada,
con el fin de evaluar y establecer las medidas oportunas
de documentación y protección de las evidencias arqueo-
lógicas que, en su caso, se hallen.

5. Son estudios directos con reproducción de arte
rupestre todas las tareas, entre ellas la reproducción
mediante calco o por cualquier otro sistema, dirigidas a
la documentación e investigación de las manifestaciones
de arte rupestre.

Artículo 52. Órdenes para investigación.

La Consejería competente en materia de cultura
podrá ordenar la ejecución de excavaciones o prospec-
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ciones arqueológicas en cualquier terreno público o pri-
vado del territorio de Castilla y León en el que se presu-
ma la existencia de bienes del patrimonio arqueológico.
A efectos de la correspondiente indemnización regirá lo
dispuesto en la legislación vigente sobre expropiación
forzosa.

Artículo 53. Suspensión de obras.

La Consejería competente en materia de cultura
podrá ordenar la interrupción de obras por un período
máximo de dos meses en los lugares en que se hallen for-
tuitamente bienes del patrimonio arqueológico. En dicho
período de tiempo la Administración, a su cargo, realiza-
rá las intervenciones arqueológicas que considere opor-
tunas para decidir sobre el inicio del procedimiento para
su declaración del lugar como bien de interés cultural o
su inclusión en el Inventario, de conformidad con lo
establecido en esta Ley. Dicha interrupción no comporta-
rá derecho a indemnización alguna.

Artículo 54. Instrumentos urbanísticos.

1. Los instrumentos de planeamiento urbanístico que
se aprueben, modifiquen o revisen con posterioridad a la
entrada en vigor de esta Ley deberán incluir un catálogo
de los bienes integrantes del patrimonio arqueológico
afectados y las normas necesarias para su protección,
conforme a lo previsto en esta Ley, redactado por técnico
competente.

2. Para la redacción de dicho catálogo y normas, los
promotores del planeamiento realizarán las prospeccio-
nes y estudios necesarios, facilitando la Administración
de la Comunidad de Castilla y León los datos de los que
disponga.

3. Los lugares en que se encuentren bienes arqueoló-
gicos se clasificarán como suelo rústico con protección
cultural o, en su caso, con la categoría que corresponda
de conformidad con el artículo 16.2 de la Ley 5/1999, de
8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, salvo aque-
llos que se localicen en zonas urbanas o urbanizables que
hayan tenido tales clasificaciones con anterioridad a la
entrada en vigor de esta Ley.

4. La aprobación del catálogo y normas a que se
refiere este artículo requerirá el informe favorable de la
Consejería competente en materia de cultura, en un plazo
máximo de seis meses.

CAPÍTULO II

De las actividades arqueológicas y su autorización

Artículo 55. Autorización de actividades arqueológicas.

1. Para la realización de las actividades arqueológicas
que se definen en el artículo 51 de esta Ley o de trabajos
de consolidación o restauración de bienes muebles o

inmuebles del patrimonio arqueológico de Castilla y
León, será siempre necesaria autorización previa y
expresa de la Consejería competente en materia de cultu-
ra.

2. Para la obtención de las autorizaciones referidas el
apartado anterior se exigirá el empleo de medios perso-
nales, profesionales y medios técnicos adecuados. Cuan-
do se trate de actividades arqueológicas se exigirá la
intervención de profesionales o equipos que cuenten con
la titulación o acreditación que reglamentariamente se
determine.

3. Para solicitar la autorización de actividades arque-
ológicas será necesaria la presentación de un programa
detallado en el que se justifiquen su necesidad e interés
científico y la disponibilidad de medios adecuados para
la realización de los trabajos.

4. En la autorización de las excavaciones arqueológi-
cas la Administración determinará las áreas que se pue-
dan excavar y establecerá zonas de reserva arqueológica
que permitan realizar posteriores estudios.

5. Los titulares de autorizaciones para realizar exca-
vaciones arqueológicas garantizarán el mantenimiento y
conservación de las estructuras y materiales que se
hallen con ocasión de su ejecución. Para ello, programa-
rán y desarrollarán los trabajos necesarios en el transcur-
so de las excavaciones.

6. Todo descubrimiento de bienes integrantes del
patrimonio arqueológico que se produzca durante el
desarrollo de las actividades a que se refiere este artículo
deberá ser comunicado a la Consejería competente en
materia de cultura en el plazo máximo de treinta días.
Los bienes descubiertos serán entregados para su custo-
dia al Museo o centro que establezca dicha Consejería,
en el plazo y condiciones que ésta asimismo determine.

Artículo 56. Consecuencias del incumplimiento de obli -
gaciones.

El incumplimiento de las obligaciones que correspon-
den a los titulares de autorizaciones para la realización
de actividades arqueológicas o de las condiciones y tér-
minos establecidos en aquéllas, podrá dar lugar a la sus-
pensión de la autorización o a su revocación previa
audiencia del interesado, sin perjuicio de las sanciones a
que pudieran dar lugar, de conformidad a lo dispuesto en
el título VII de esta Ley.

Artículo 57. Autorización de obras.

1. Las solicitudes de autorización o licencia de obras
que afecten a una zona arqueológica o a un yacimiento
inventariado y supongan remoción de terrenos, deberán
ir acompañadas de un estudio sobre la incidencia de las
obras en el patrimonio arqueológico, elaborado por titu-
lado superior con competencia profesional en materia de
Arqueología.
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2. La Consejería competente en materia de cultura, a
la vista de las prospecciones, controles o excavaciones
arqueológicas a las que se refiera el estudio, podrá esta-
blecer las condiciones que deban incorporarse a la licen-
cia.

Artículo 58 Financiación de los trabajos arqueológicos.

1. En los casos en que una actuación arqueológica
resulte necesaria como requisito para la autorización o a
consecuencia de cualquier tipo de obras que afecten a
zonas o yacimientos declarados de interés cultural o a
bienes inventariados integrantes del Patrimonio Arqueo-
lógico, el promotor deberá presentar proyecto arqueoló-
gico ante la Administración competente para su aproba-
ción, previa a la ejecución de aquellas.

2. La financiación de los trabajos arqueológicos
correrá a cargo del promotor de las obras en el caso de
que se trate de entidades de derecho público. Si se tratara
de entidades de derecho privado, la Consejería compe-
tente en materia de cultura podrá participar en la finan-
ciación de los gastos mediante la concesión de ayudas en
los términos que se fijen reglamentariamente, a no ser
que se ejecute directamente el proyecto que se estime
necesario.

CAPÍTULO III

De los descubrimientos arqueológicos

Artículo 59. Régimen de propiedad.

Son bienes de dominio público todos los objetos y
restos materiales que posean los valores propios del
patrimonio cultural de Castilla y León y sean descubier-
tos como consecuencia de excavaciones, remociones de
tierra u obras de cualquier índole o por azar. Cuando se
trate de hallazgos casuales, en ningún caso será de apli-
cación a tales objetos lo dispuesto en el artículo 351 del
Código Civil.

Artículo 60. Hallazgos casuales.

1. Se consideran hallazgos casuales los descubri-
mientos de objetos y restos materiales que, poseyendo
los valores que son propios del patrimonio cultural de
Castilla y León, se produzcan por azar o como conse-
cuencia de cualquier tipo de remociones de tierra, demo-
liciones u obras de cualquier otra índole.

2. En ningún caso tendrán la consideración de hallaz-
gos casuales los bienes descubiertos en zonas arqueoló-
gicas, en yacimientos arqueológicos inventariados o en
aquellos lugares incluidos en los catálogos de instrumen-
tos urbanísticos a los que se refiere el artículo 54.

3. Todo hallazgo casual de bienes integrantes del
patrimonio arqueológico de Castilla y León deberá ser
comunicado inmediatamente por el hallador a la Conse-

jería competente en materia de cultura, con indicación
del lugar donde se haya producido.

4. Los promotores y la dirección facultativa deberán
paralizar en el acto las obras, de cualquier índole, si
aquéllas hubieren sido la causa del hallazgo casual, y
comunicarán éste inmediatamente a la Administración
competente, que en un plazo de dos meses determinará la
continuación de la obra o procederá a iniciar el procedi-
miento para la declaración del lugar donde se produjera
el hallazgo como bien de interés cultural o para su inclu-
sión en el Inventario. Dicha paralización no comportará
derecho a indemnización.

5. En ningún caso se podrá proceder a la extracción
de los hallazgos arqueológicos efectuados a menos que
ésta fuera indispensable para evitar su pérdida o destruc-
ción.

6. Una vez comunicado el descubrimiento, y hasta
que los objetos sean entregados a la Administración
competente, al descubridor le serán de aplicación las nor-
mas del depósito legal, salvo que los entregue a un
museo público.

Artículo 61. Premios por descubrimientos.

1. Los hallazgos casuales de bienes muebles darán
derecho a percibir de la Consejería competente en mate-
ria de cultura, en concepto de premio en metálico, la
mitad del valor que en tasación legal se atribuya a los
objetos hallados. Esta cantidad se dividirá a partes igua-
les entre el hallador y el propietario de los terrenos. Si
fuesen dos o más los halladores o propietarios se man-
tendrá igual proporción.

2. El incumplimiento de las obligaciones previstas en
el artículo anterior privará al hallador y, en su caso, al
propietario del derecho al premio indicado, quedando los
objetos de forma inmediata a disposición de la Adminis-
tración competente y con independencia de las sanciones
que procedan.

TÍTULO IV

Del patrimonio etnológico y lingüístico

CAPÍTULO I

Del patrimonio etnológico

Artículo 62. Definición.

1. Integran el patrimonio etnológico de Castilla y
León los lugares y los bienes muebles e inmuebles, así
como las actividades, conocimientos, prácticas, trabajos
y manifestaciones culturales transmitidos oral o consue-
tudinariamente que sean expresiones simbólicas o signi-
ficativas de costumbres tradicionales o formas de vida en
las que se reconozca un colectivo, o que constituyan un
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elemento de vinculación o relación social originarios o
tradicionalmente desarrollados en el territorio de la
Comunidad de Castilla y León.

2. Se consideran incluidos en el patrimonio etnológi-
co de Castilla y León aquellos bienes muebles o inmue-
bles, relacionados con la economía y los procesos pro-
ductivos e industriales del pasado que se consideren de
interés de acuerdo a lo referido en el artículo 1.2 de esta
ley.

Artículo 63. Medidas de protección.

1. La protección de los bienes del patrimonio etnoló-
gico de Castilla y León se realizará declarándolos o
inventariándolos con arreglo a lo previsto en esta Ley.

2. En el acto administrativo por el que se acordó la
citada declaración o la inclusión en el inventario se esta-
blecerán las normas específicas de protección de los
valores que hubiese determinado la resolución adoptada.

3. Cuando los bienes etnológicos inmateriales estén
en riesgo de desaparición, pérdida o deterioro, la Conse-
jería competente en materia de cultura promoverá y
adoptará las medidas oportunas conducentes a su estu-
dio, documentación y registro por cualquier medio que
garantice su transmisión y puesta en valor.

CAPÍTULO II

Del Patrimonio Lingüístico

Artículo 64. Definición.

Integran el patrimonio lingüístico de Castilla y León
las diferentes lenguas, hablas, variedades dialectales y
modalidades lingüísticas que tradicionalmente se hayan
venido utilizando en el territorio de la Comunidad de
Castilla y León.

Artículo 65. Medidas de protección.

1. La Administración competente adoptará las medi-
das oportunas tendentes a la protección y difusión de las
distintas manifestaciones del patrimonio lingüístico de
Castilla y León, tomando en consideración las caracterís-
ticas y circunstancias específicas de cada una de ellas.

2. Así mismo, velará por la integridad de los valores
de las obras literarias y de pensamiento de autores vincu-
lados al territorio de la Comunidad de Castilla y León,
cuando no conste la existencia de particulares legitima-
dos para el ejercicio de las acciones en defensa del dere-
cho moral de autor.

TÍTULO V

Del patrimonio documental y bibliográfico.

Artículo 66. Patrimonio documental.

El patrimonio documental de Castilla y León se regi-
rá por la Ley 6/1991, de 19 de abril, de los Archivos y
del Patrimonio Documental de Castilla y León, y por las
disposiciones que la modifiquen o desarrollen. En lo no
previsto en ellas será de aplicación cuanto se dispone con
carácter general en la presente Ley, y en especial en su
régimen de bienes muebles.

Artículo 67. Patrimonio bibliográfico.

1. Forman parte del patrimonio bibliográfico de Cas-
tilla y León:

a) Las obras literarias, históricas, científicas o artísti-
cas de carácter unitario o seriado, en escritura manuscri-
ta, impresa o registrada en lenguaje codificado en cual-
quier tipo de soporte, de las que no conste la existencia
de al menos tres ejemplares en las bibliotecas públicas o
en los servicios públicos responsables del depósito legal
existentes en la Comunidad Autónoma.

b) Las obras y colecciones bibliográficas conservadas
en Castilla y León que, sin estar incluidas en los aparta-
dos anteriores, se integren en el patrimonio bibliográfico
por resolución de la Consejería competente en materia de
cultura, en virtud de sus características singulares o por
haber sido producidas o reunidas por personas o entida-
des de especial relevancia en cualquier ámbito de activi-
dad.

c) Los ejemplares de las obras a que se refieren los
apartados anteriores y el siguiente, producidos en Casti-
lla y León que sean objeto del depósito legal.

2. Forman parte del patrimonio cultural y se les apli-
cará el régimen correspondiente al patrimonio bibliográ-
fico los ejemplares producto de ediciones o emisiones de
películas cinematográficas, fotografías, grabaciones
sonoras, videograbaciones y material multimedia, cual-
quiera que sea el soporte y la técnica utilizados para su
producción o reproducción.

Artículo 68. Régimen de protección.

1. El patrimonio bibliográfico se regirá por las nor-
mas que se establecen en este Título. En lo no previsto
en ellas será de aplicación cuanto se dispone con carácter
general en la presente Ley y en especial en su régimen de
bienes muebles.

2. Los bienes integrantes del patrimonio bibliográfico
y documental podrán ser declarados como bienes de inte-
rés cultural o inventariados conforme a lo establecido
para los bienes muebles en esta ley.
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3. Para todo lo referente a la confección del Censo de
los bienes integrantes del Patrimonio Documental y del
Catálogo Colectivo de los bienes integrantes del Patri-
monio Bibliográfico de Castilla y León y a los actos de
disposición, exportación e importación de dichos bienes,
serán aplicables las normas establecidas en la legislación
del Estado.

Artículo 69. Deberes de los titulares o poseedores.

1. Los titulares o poseedores de bienes constitutivos
del patrimonio documental y bibliográfico estarán obli-
gados a su conservación, debiendo facilitar la inspección
por parte de los organismos competentes para comprobar
la situación o estado de los bienes, y deberán permitir su
estudio por los investigadores, previa solicitud razonada
de éstos. Los particulares podrán ser dispensados del
cumplimiento de esta última obligación, en el caso de
que suponga una intromisión en su derecho a la intimi-
dad personal y familiar y a la propia imagen, en los tér-
minos que establece la legislación reguladora de esta
materia.

2. La obligación de permitir el estudio de los investi-
gadores podrá ser sustituida por la Administración com-
petente, a petición del interesado, mediante el depósito
temporal del bien en un archivo, biblioteca o centro aná-
logo de carácter público que reúna condiciones adecua-
das para la seguridad de los bienes y su investigación.

TÍTULO VI

De las medidas de fomento.

Artículo 70. Normas generales.

1. Las ayudas de las Administraciones públicas para
la investigación, documentación, conservación, recupera-
ción restauración y difusión de bienes integrantes del
patrimonio cultural de Castilla y León se concederán de
acuerdo con los criterios de publicidad, concurrencia y
objetividad, dentro de las previsiones presupuestarias.

2. En el otorgamiento de las ayudas a que se refiere
este título se establecerán las medidas necesarias para
evitar la especulación con bienes que se adquieran, res-
tauren, conserven o mejoren con ayudas públicas.

3. Las personas que no cumplan los deberes de con-
servación establecidos por esta Ley no podrán acogerse a
medidas de fomento para los bienes afectados por el
incumplimiento.

4. Las medidas de fomento podrán ser las siguientes:

a) Préstamos a través de convenios establecidos con
entidades financieras colaboradoras.

b) Subvenciones de intereses de préstamos.

c) Subvenciones a fondo perdido.

d) Avales en garantía de préstamos concedidos por
entidades financieras.

e) Asesoramiento y asistencia técnica.

f) Cualesquiera otras que puedan establecerse con
sujeción a la legislación de la Comunidad de Castilla y
León.

5. En los Presupuestos Generales de la Comunidad de
Castilla y León para cada ejercicio se consignarán crédi-
tos destinados a la protección, conservación, enriqueci-
miento, estudio y difusión del patrimonio cultural de
Castilla y León.

6. La Junta de Castilla y León aprobará programas
plurianuales de actuación para la conservación, mejora y
restauración del patrimonio cultural, acompañados de sus
correspondientes planes de financiación, previo informe
del Consejo del Patrimonio Cultural de Castilla y León.

Artículo 71. Uno por ciento cultural.

1. En el presupuesto de licitación de cada obra públi-
ca, financiada total o parcialmente por la Comunidad
Autónoma, se incluirá una partida equivalente al menos
al uno por ciento de los fondos aportados por la Comuni-
dad Autónoma con destino a financiar acciones de tutela
del Patrimonio Cultural de Castilla y León, preferente-
mente en la propia obra o en su inmediato entorno. La
Intervención General de la Comunidad Autónoma no fis-
calizará de conformidad propuesta de gasto alguna en
tanto no se acredite la retención del crédito preciso para
tales acciones.

2. Si la obra pública hubiera de construirse y explo-
tarse por particulares en virtud de concesión administra-
tiva y sin la participación financiera de la Comunidad
Autónoma, el uno por ciento se aplicará sobre el presu-
puesto total para su ejecución.

3. Quedan exceptuadas de lo dispuesto en los anterio-
res apartados las siguientes obras públicas:

a) Aquellas en que la aportación de la Comunidad
Autónoma o del concesionario sea inferior a cincuenta
millones de pesetas, sin tener en cuenta los eventuales
fraccionamientos en la contratación de una obra que
pueda ser considerada unitaria o globalmente.

b) Las que se realicen para cumplir específicamente
los objetivos de esta Ley.

4. Corresponde a la Consejería competente en mate-
ria de Cultura aprobar la normativa reglamentaria de
desarrollo de la obligación establecida en este artículo.
La misma Consejería establecerá directrices y objetivos
para la aplicación de la citada partida, que se comunica-
rán a la Administración General del Estado, con la finali-
dad de que puedan servirle de guía para las inversiones
que realice en la Comunidad Autónoma en aplicación del
uno por ciento cultural determinado por la legislación del
Patrimonio Histórico Español.



152738 de Julio de 2002B.O. Cortes C. y L. N.º 242

Artículo 72. Educación cultural.

1. La Administración competente impulsará, en los
diferentes niveles, etapas, ciclos y grados del sistema
educativo, materias y actividades para el conocimiento,
interpretación y valoración del patrimonio cultural.

2. En los sitios históricos, zonas arqueológicas y con-
juntos etnológicos podrán crearse centros destinados a
potenciar su difusión, y a favorecer la participación de
particulares y entidades en la gestión y difusión del patri-
monio. Las obras o intervenciones que deban realizarse
para ello estarían sujetas a las normas y requisitos esta-
blecidos en esta Ley.

Artículo 73. Instituto del Patrimonio Cultural de Castilla
y León.

1. La Junta de Castilla y León promoverá la creación
del Instituto del Patrimonio Cultural de Castilla y León,
a propuesta de la Consejería competente en materia de
cultura.

2. El Instituto desarrollará actividades y programas
de estudio, difusión, investigación, conservación y res-
tauración del Patrimonio Cultural de Castilla y León y
cualesquiera otras funciones que, en cumplimiento de los
fines de esta Ley, se le atribuyan específicamente.

3. El Instituto podrá encargarse de la ejecución de las
actividades del apartado anterior con financiación priva-
da o pública, en este último caso, si procede, a través de
convenios con otras administraciones y entidades.

Artículo 74. Espacios culturales.

1. La Junta de Castilla y León podrá declarar como
espacios culturales los lugares de destacado valor históri-
co que por sus especiales valores culturales y naturales
requieran para su gestión y difusión una atención prefe-
rente.

2. La declaración de un espacio cultural tendrá como
finalidad la difusión de sus valores y fomentar las activi-
dades que posibiliten el desarrollo sostenible de la zona
afectada.

3. La declaración de un espacio cultural obligará a la
aprobación de un plan de adecuación y usos que determi-
ne las medidas de conservación, mantenimiento, uso y
programa de actuaciones. Para el desarrollo de las previ-
siones del plan, éste deberá prever la constitución de un
órgano gestor responsable del cumplimiento de las nor-
mas de esta Ley.

4. En la declaración de un espacio cultural se tendrá
en cuenta lo establecido en los apartados 1 y 2 de los
artículos 9.1 y 11.2, y en el artículo 12 de la presente
Ley.

Artículo 75. Beneficios fiscales.

1. Los titulares de derecho sobre Bienes Culturales o
sobre los incluidos en el inventario, disfrutarán de los
beneficios fiscales, que en el ámbito de las respectivas
competencias, determinen la legislación del Estado, de la
Comunidad o las ordenanzas locales.

2. Los propietarios de bienes de interés cultural y de
obras incluidas en el Inventario podrán ceder dichos bie-
nes y derechos sobre los mismos en pago de sus deudas
tributarias en la forma que reglamentariamente se deter-
mine.

TÍTULO VII

Del régimen inspector y sancionador

CAPÍTULO I

Actividad de Inspección

Artículo 76. Función inspectora en materia de patrimo -
nio cultural.

Las Administraciones Públicas, en función de sus
competencias, podrán inspeccionar los bienes integrantes
del Patrimonio Cultural de Castilla y León y las activida-
des que puedan afectarles, cualquiera que sea su titulari-
dad, con el fin de comprobar el cumplimiento de las exi-
gencias previstas en esta Ley y en sus normas de desa-
rrollo.

Artículo 77. Personal encargado de la actividad inspec -
tora.

1. En el ámbito de competencias de la Administra-
ción de la Comunidad de Castilla y León la actividad de
inspección será ejercida por personal técnico o facultati-
vo, profesionalmente competente, de dicha Administra-
ción, debidamente habilitado y acreditado a este efecto
por la Consejería competente en materia de cultura de
acuerdo con las normas de esta Ley y de las que se dic-
ten en su desarrollo.

2. En el ejercicio de la actividad inspectora, el perso-
nal habilitado al efecto tendrá la consideración de agente
de la autoridad y, como tal, gozará de la protección y
atribuciones establecidas en la normativa vigente, en
especial, de las necesarias para recabar, de cualesquiera
personas y entidades relacionadas con bienes y activida-
des relacionados con el patrimonio cultural, cuanta infor-
mación, documentación y ayuda material le exija el ade-
cuado cumplimiento de sus funciones.

Artículo 78. Funciones de inspección.

El personal encargado de la actividad inspectora ten-
drá las funciones que reglamentariamente se le asignen y
principalmente las siguientes:



15274 8 de Julio de 2002 B.O. Cortes C. y L. N.º 242

a) Vigilancia e inspección sobre el cumplimiento de
la normativa.

b) Descubrimiento, persecución y denuncia de infrac-
ciones.

c) Levantar las pertinentes actas por infracciones
administrativas.

d) Proceder cautelarmente a la suspensión y precinto
de actividades y establecimientos y la incautación de los
bienes culturales o instrumentos utilizados en las activi-
dades que se estimen constitutivas de infracción, de
acuerdo con lo dispuesto en esta Ley.

e) Emitir informes sobre el estado de los bienes inte-
grantes del patrimonio cultural de Castilla y León y de
las intervenciones que sobre los mismos realicen.

f) Proponer la adopción de medidas cautelares o cual-
quier otra actuación que se estime necesaria para el
mejor cumplimiento de los fines encomendados a las
Administraciones competentes, cuando no tenga compe-
tencia para imponerlas de conformidad con lo previsto
en esta Ley.

Artículo 79. Normas de actuación.

1. El personal encargado de la actividad de inspec-
ción actuará provisto de la documentación que acredite
su condición, estando obligado a exhibirla cuando se
halle en el ejercicio de sus funciones, le sea o no requeri-
da.

2. El personal encargado de la actividad de inspec-
ción, en el cumplimiento de sus funciones, podrá recabar
el auxilio de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del
Estado y de la Policía Local conforme a la legislación
vigente.

3. El personal encargado de la inspección estará
facultado para acceder a los bienes integrantes del patri-
monio cultural de la Comunidad y a los lugares donde se
desarrollen actividades que puedan afectarles y permane-
cer libremente y en cualquier momento en ellos para el
ejercicio de sus funciones.

4. Asimismo, previa citación razonada, podrá reque-
rir la comparecencia de responsables e interesados en la
sede del organismo responsable de la inspección.

5. La actuación inspectora tendrá siempre carácter
confidencial. El personal que la realice observará el
deber de secreto profesional.

Artículo 80. Actas de Inspección.

1. El resultado de la inspección practicada será reco-
gido en un acta, que se sujetará a los requisitos y modelo
oficial que se determine.

2. Los hechos registrados en las actas de inspección
tendrán valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas en

contrario que puedan señalar o aportar los propios admi-
nistrados.

Artículo 81. Deberes de los interesados.

El titular o responsable de los bienes o actividades, su
representante legal o, en su defecto, el director, depen-
diente, empleado, o cualquier otra persona que en el
momento de actuación tuvieren conferida la responsabi-
lidad o posesión sobre un bien integrante del patrimonio
cultural o estuvieren al frente de cualquier actividad que
pudiere afectar al mismo, tendrán, en general, la obliga-
ción de prestar la colaboración necesaria para favorecer
el desempeño de las funciones inspectoras y, en particu-
lar:

a) La entrada y permanencia en los edificios, estable-
cimientos y locales, tanto si están abiertos al público
como si son de acceso restringido.

b) El control del desarrollo de la actividad mediante
el examen de instalaciones, documentos libros, registros
y demás instrumentos que permitan vigilar y comprobar
el cumplimiento de la normativa aplicable.

c) La realización de copias de la documentación a
que se refiere el apartado anterior, a expensas de la
Administración pública responsable de la inspección.

d) La obtención de información por los propios
medios de la Administración pública responsable de la
inspección.

CAPÍTULO II

Infracciones y Sanciones

Artículo 82. Infracciones administrativas.

Constituyen infracciones administrativas, que se san-
cionarán conforme a lo previsto en la presente Ley, los
hechos que a continuación se relacionan, clasificados en
infracciones leves, graves y muy graves.

Artículo 83. Infracciones leves.

Constituyen infracciones leves:

a) La falta de comunicación al Registro de Bienes de
Interés Cultural de Castilla y León de los actos jurídicos
y aspectos técnicos que afecten a los bienes en él inscri-
tos y de los traslados que afecten a dichos bienes.

b) El incumplimiento de los deberes de permitir el
estudio por investigadores, de facilitar la visita pública
en los términos del artículo 25.2 y de facilitar el acceso a
la Administración con fines de inspección, respecto a los
bienes declarados de interés cultural e inventariados, ya
se trata de bienes inmuebles como de muebles, patrimo-
nio documental y bibliográfico.
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c) El incumplimiento por parte de los propietarios,
poseedores y demás titulares de derechos reales, de los
deberes fijados en el artículo 24.1 de esta Ley.

d) La falta de notificación a la Consejería competente
en materia de cultura de la enajenación o venta de un
bien declarado de interés cultural o de un bien mueble
inventariado en los términos fijados en el artículo 26 de
la presente Ley.

e) El incumplimiento de los deberes establecidos en
el art. 27 para los comerciantes de bienes muebles inte-
grantes del patrimonio cultural de Castilla y León.

f) La falta de notificación a la Consejería competente
en materia de cultura de las licencias que concedan los
Ayuntamientos amparadas en un instrumento de los pre-
vistos en el artículo 43.

Artículo 84. Infracciones graves.

Constituyen infracciones graves:

a) La realización de obras o intervenciones en los
bienes a que se refieren los artículos 34, 36, 41, 42.5, 46,
49.3, 55, y 57 sin la autorización preceptiva de la Conse-
jería competente en materia de cultura, o incumpliendo
sus términos.

b) El incumplimiento de una orden de suspensión cau-
telar de obras o intervenciones en bienes de interés cultu-
ral o inventariados, en los casos a que se refiere el artícu-
lo 31 de esta Ley, así como en aquellos lugares en que se
hallen fortuitamente bienes del patrimonio arqueológico.

c) El incumplimiento del deber de paralizar las obras
en los casos a que se refiere el artículo 60.4.

d) El cambio de uso de los bienes declarados de inte-
rés cultural sin la autorización que se exige en esta Ley.

e) El otorgamiento de licencias y la emisión de órde-
nes de ejecución de obras o intervenciones sin la autori-
zación previa y preceptiva prevista en el artículo 44, así
como la falta de adopción de medidas oportunas en el
supuesto de ruina de los bienes señalados en el artículo
40.

f) La comisión de cualquiera de las infracciones tipi-
ficadas en el artículo 85, cuando recaigan sobre bienes
incluidos en el Inventario de Bienes del Patrimonio Cul-
tural de Castilla y León.

g) El incumplimiento de los deberes de comunicación
y entrega establecidos en los artículos 55, 60 y en la dis-
posición transitoria primera de esta Ley.

h) La obstrucción al ejercicio de la función inspectora
incumpliendo los deberes establecidos en el artículo 81.

Artículo 85. Infracciones muy graves.

Constituyen infracciones muy graves:

a) El derribo, desplazamiento, remoción o destruc-
ción, total o parcial, de inmuebles declarados bienes de
interés cultural, sin la preceptiva autorización.

b) La destrucción de bienes muebles declarados de
interés cultural.

c) Cualesquiera otras acciones u omisiones que con-
lleven la pérdida, destrucción o deterioro irreparable de
los bienes declarados de interés cultural.

Artículo 86. Responsabilidad.

1. Se considerarán responsables de las infracciones
recogidas en esta Ley, además de los que hayan cometi-
do los actos y omisiones en que la infracción consista:

a) Los promotores, por lo que respecta a la realiza-
ción ilegal de obras.

b) El director/es de la obra en lo que atañe al incum-
plimiento de las órdenes de suspensión o la ejecución de
obras ilegales.

c) Los que, conociendo la comisión de la infracción,
obtengan beneficio económico de las mismas.

2. Las sanciones que se impongan a distintos respon-
sables por motivo de unos mismos hechos tendrán carác-
ter independiente entre sí.

3. Cuando en aplicación de la presente Ley dos o más
personas resulten responsables de una infracción y no
fuese posible determinar su grado de participación, serán
solidariamente responsables a los efectos de las sancio-
nes económicas que se deriven.

4. La responsabilidad administrativa derivada de las
infracciones reguladas por esta Ley se extingue por el
pago o cumplimiento de la sanción, por prescripción y,
en el caso de personas físicas, por la muerte.

Artículo 87. Prescripción de infracciones y sanciones.

1. Las infracciones administrativas leves prescribirán
en el plazo de un año, las graves en el plazo de cinco
años y las muy graves en el plazo de diez años.

2. En los mismos plazos prescribirán, respectivamen-
te, las sanciones que se impongan por la comisión de
infracciones administrativas leves, graves y muy graves.

3. El plazo de prescripción de las infracciones se
computará desde el momento en que aquéllas se hubie-
ren cometido o que la Administración tuviera conoci-
miento de su comisión.

4. El plazo de prescripción de las sanciones se com-
putará desde el momento en que haya adquirido firmeza
la resolución por la que aquéllas hubieren sido impues-
tas.
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Artículo 88. Sanciones.

1. Las infracciones de las que resulte lesión al patri-
monio cultural de Castilla y León que pueda ser evaluada
económicamente, serán sancionadas con multa del tanto
al cuádruplo del valor del daño causado. En caso contra-
rio se sancionarán con arreglo a la siguiente escala:

a) Las infracciones leves con multa de hasta 6.000
euros.

b) Las infracciones graves con una multa de hasta
150.000 euros.

c) Las infracciones muy graves con una multa de
hasta 600.000 euros.

2. Cuando la cuantía de la multa resulte inferior al
beneficio obtenido con la comisión de la infracción, la
sanción será incrementada como mínimo hasta el límite
del beneficio.

3. Las sanciones se graduarán de acuerdo con el prin-
cipio de proporcionalidad y atendiendo a la gravedad de
los daños ocasionados.

4. En la realización ilícita de actividades que afectan
al patrimonio arqueológico se considerará agravante la
utilización de aparatos detectores de metales.

Los distribuidores o detallistas de aparatos detectores
de metales deberán exhibir en lugar visible de sus esta-
blecimientos el texto de las disposiciones que al respecto
establezca la Junta de Castilla y León.

5. Los hechos susceptibles de ser calificados con
arreglo a dos o más preceptos de esta Ley, lo serán por
aquel que suponga mayor sanción a la infracción cometi-
da.

Artículo 89. Reparación de daños.

1. En la misma resolución que imponga la sanción
que resulte procedente, la Administración ordenará al
infractor la reparación de los daños causados, mediante
órdenes ejecutivas, para restituir el bien afectado a su
estado anterior, siempre que sea posible.

2. El incumplimiento de esta obligación de repara-
ción facultará a la Administración para actuar de forma
subsidiaria, realizando las obras y actuaciones necesarias
a cargo del infractor y utilizando, en su caso, la vía de
apremio para reintegrarse de su coste.

Artículo 90. Procedimiento sancionador.

1. El procedimiento para el ejercicio de la potestad
sancionadora será el aplicable con carácter general en la
Administración de la Comunidad de Castilla y León, sin
perjuicio de las disposiciones especiales que se dicten en
desarrollo de la presente Ley.

2. El órgano competente para incoar el procedimiento
para la imposición de las sanciones previstas en esta ley,
podrá acordar como medida cautelar la incautación de
los bienes culturales o instrumentales utilizados en las
actividades que se estimen constitutivas de infracción.

Artículo 91. Competencia sancionadora.

La competencia para la imposición de las sanciones
corresponde:

a) Al titular de la Dirección General competente en
materia de patrimonio cultural: las multas hasta 60.000
euros (10.000.000 de pesetas).

b) Al Consejero competente en materia de cultura: las
multas comprendidas entre 60.000 euros (10.000.000 de
pesetas) y 150.000 euros (25.000.000 de pesetas).

c) A la Junta de Castilla y León: las multas superiores
a 150.000 euros (25.000.000 de pesetas).

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.

Los bienes situados en el ámbito territorial de la
Comunidad de Castilla y León que, con anterioridad a la
entrada en vigor de esta Ley, tuviesen la consideración
de bienes de interés cultural o incluidos en el Inventario
General de Bienes Muebles previsto en el artículo 26 de
la Ley de Patrimonio Histórico Español, serán considera-
dos, respectivamente, como bienes declarados de interés
cultural o inventariados, mientras no sea revisada su cla-
sificación con arreglo a las categorías establecidas en la
presente Ley.

Segunda.

Tendrán la consideración de bienes incluidos en el
Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural de Castilla
y León todos aquellos yacimientos arqueológicos recogi-
dos en los catálogos de cualquier figura de planeamiento
urbanístico aprobada definitivamente con anterioridad a
la publicación de esta Ley, a excepción de los bienes
declarados de interés cultural.

Tercera.

Sin perjuicio de lo dispuesto en la presente Ley, las
Administraciones a quienes corresponda su aplicación
quedarán también sujetas a los Acuerdos Internacionales
válidamente celebrados por España.

La actividad de tales Administraciones estará asimis-
mo encaminada al cumplimiento de las resoluciones y
recomendaciones que, para la protección del Patrimonio
Histórico, adopten los Organismos Internacionales de los
que España sea miembro.
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Cuarta.

Como medida preventiva contra la expoliación y el
deterioro de los bienes muebles integrantes del patrimo-
nio cultural de Castilla y León, la Administración pro-
moverá la utilización de medios técnicos para reproducir
dichos bienes, especialmente los incluidos en el patrimo-
nio documental y bibliográfico, si lo requiere su conser-
vación y difusión o lo aconsejan las condiciones de uso a
que estén sometidos.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.

1. Quienes a la entrada en vigor de esta Ley se
encuentren en posesión de bienes integrantes del patri-
monio arqueológico de Castilla y León dispondrán del
plazo de un año para comunicar la existencia de dichos
bienes a la Administración competente, si no se hubiera
comunicado con anterioridad, para su inclusión en los
instrumentos de inventario legalmente previstos.

2. Los titulares de permisos para actividades arqueo-
lógicas obtenidos con anterioridad a la entrada en vigor
de esta Ley dispondrán de tres años para entregar a la
Administración competente la memoria final, el material
gráfico o documental, el diario de la actividad y el Inven-
tario de materiales arqueológicos hallados, realizados de
conformidad con el Decreto 37/1985, de 11 de abril, y
con las normas establecidas en los correspondientes per-
misos, así como para entregar los materiales hallados en
el museo o centro designado por dicha Administración.

Segunda.

Los expedientes incoados con anterioridad a la entra-
da en vigor de esta Ley se tramitarán y resolverán según
lo dispuesto en la norma por la que fueron incoados.

Tercera.

En tanto se elaboran las normas precisas para el desa-
rrollo reglamentario de la presente Ley, serán de aplica-
ción las existentes que no contravengan lo previsto en
ella.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Quedan derogados el Decreto 37/1985, de 11 de
abril, por el que se establece la normativa de excavacio-
nes arqueológicas y paleontológicas de la Comunidad de
Castilla y León; los artículos 1º, 3º, 4º y 5º del Decreto
273/1994, de 1 de diciembre, sobre competencias y pro-
cedimientos en materia de Patrimonio Histórico en la
Comunidad de Castilla y León, y cuantas disposiciones
de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en
esta Ley.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.

La cuantía de las sanciones previstas en esta Ley
podrá ser actualizada, de acuerdo con el índice de pre-
cios al consumo por Decreto de la Junta de Castilla y
León.

Segunda.

En lo no regulado por la presente ley se aplicará con
carácter supletorio la legislación del Estado.

Tercera.

Se autoriza a la Junta de Castilla y León para dictar
las normas necesarias para el desarrollo y ejecución de
esta Ley.

P.L. 26-V

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
la Cámara, se ordena la publicación en el Boletín Oficial
de las Cortes de Castilla y León del Dictamen de la
Comisión de Educación y Cultura en el Proyecto de Ley
de Patrimonio Cultural de Castilla y León, P.L. 26-V.

Castillo de Fuensaldaña, a 04 de junio de 2002.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA

La Comisión de Educación y Cultura de las Cortes de Castilla y León, a la vista del Informe emitido por la Ponencia,
ha examinado el Proyecto de Ley de Patrimonio Cultural de Castilla y León, y, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 116 del Reglamento, tiene el honor de elevar al Excmo. Sr. Presidente el siguiente
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PROYECTO DE LEY DE PATRIMONIO
CULTURAL DE CASTILLA Y LEÓN

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El patrimonio cultural de Castilla y León, en el que
se incluyen los bienes de cualquier naturaleza y las mani-
festaciones de la actividad humana que, por sus valores,
sirven como testimonio y fuente de conocimiento de la
Historia y de la civilización, es, debido a su singularidad
y riqueza, un valor esencial de la identidad de la Comu-
nidad Autónoma. La salvaguarda, enriquecimiento y
difusión de los bienes que lo integran, cualesquiera que
sean su régimen y titularidad, son deberes encomendados
a todos los poderes públicos, derivados del mandato que
nuestro texto constitucional les dirige, para que promue-
van y tutelen el acceso a la cultura y velen por la conser-
vación y enriquecimiento del patrimonio histórico, cultu-
ral y artístico.

En virtud de lo dispuesto en el artículo 149.1 de la
Constitución española, y sin perjuicio de lo que establece
el apartado 2 de dicho precepto, la Comunidad de Casti-
lla y León es titular, con carácter exclusivo y en los tér-
minos del artículo 32.1.12ª de su Estatuto de Autonomía,
de competencias en materia de patrimonio histórico,
artístico, monumental, arqueológico, arquitectónico y
científico. Le corresponden por ello las potestades legis-
lativa y reglamentaria, así como la función ejecutiva,
incluida la inspección, en todo lo referente a dichas
materias que sea de interés para la Comunidad y no se
encuentre reservado al Estado.

Desde la asunción de las competencias correspon-
dientes por la Comunidad Autónoma, la mencionada
potestad legislativa se ha ejercitado en las materias de
Bibliotecas, Archivos y Patrimonio Documental y Muse-
os, mediante la Ley 9/1989, de 30 de noviembre, la Ley
6/1991, de 19 de abril, y la Ley 10/1994, de 8 de julio
respectivamente. La actuación en otros campos del patri-
monio cultural, como son los regulados en esta Ley, se
ha venido rigiendo por la legislación estatal, complemen-
tada y desarrollada por medio de reglamentos de la
Administración de la Comunidad referentes, fundamen-
talmente, a cuestiones de organización y procedimiento.

La presente Ley pretende dar satisfacción a la necesi-
dad de dotar a la Comunidad de Castilla y León de una
norma que al mismo tiempo complete el conjunto de
figuras de protección del Patrimonio Cultural hasta ahora
aplicable, y proporcione un marco de actuación en esta
materia más adecuado a nuestra realidad regional. Asi-
mismo establece normas específicas aplicables a nuevas
formas de actuación e intervención públicas y privadas
sobre los bienes a los que afecta, que han cobrado auge
en los últimos tiempos.
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potestad legislativa se ha ejercitado en las materias de
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os, mediante la Ley 9/1989, de 30 de noviembre, la Ley
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La presente Ley pretende dar satisfacción a la necesi-
dad de dotar a la Comunidad de Castilla y León de una
norma que al mismo tiempo complete el conjunto de
figuras de protección del Patrimonio Cultural hasta ahora
aplicable, y proporcione un marco de actuación en esta
materia más adecuado a nuestra realidad regional. Asi-
mismo establece normas específicas aplicables a nuevas
formas de actuación e intervención públicas y privadas
sobre los bienes a los que afecta, que han cobrado auge
en los últimos tiempos.

DICTAMEN
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La Ley tiene como finalidad la protección, acrecenta-
miento y difusión del Patrimonio Cultural de Castilla y
León, así como su investigación y transmisión a las
generaciones futuras. Contiene para su consecución un
conjunto de normas rectoras de la acción administrativa
dirigida a la protección y acrecentamiento del Patrimonio
Cultural de la Comunidad, y concreta los derechos y
deberes concernientes a quienes realicen actuaciones que
afecten a los bienes que lo integran.

El texto de la Ley está estructurado en un Título Pre-
liminar, que contiene disposiciones generales sobre las
distintas materias que constituyen el objeto de aquélla, y
siete títulos que tratan, respectivamente, de la clasifica-
ción de los bienes que integran el patrimonio cultural de
la Comunidad, de su régimen de protección y conserva-
ción, del patrimonio arqueológico, del patrimonio etno-
lógico y lingüístico, del patrimonio documental y biblio-
gráfico, de las medidas de fomento y, por último, del
régimen inspector y sancionador, además de una parte
final compuesta por tres disposiciones adicionales, tres
transitorias, dos derogatorias y tres disposiciones finales.

Partiendo de un concepto amplio de Patrimonio cul-
tural, en el que se integran los bienes muebles, inmue-
bles, actividades y específicamente, el patrimonio docu-
mental y bibliográfico y lingüístico, la Ley contiene los
principios, normas y procedimientos que han de regir la
política de protección de los bienes culturales en la
Comunidad Autónoma. Para ello establece en su Título
preliminar los principios básicos de actuación de las dis-
tintas instancias que intervienen en este ámbito, haciendo
una referencia especial a la Iglesia Católica, en conside-
ración al destacado papel que desempeña en la conserva-
ción de una parte muy importante de aquellos.

La protección que se dispensa al patrimonio cultural
de la Comunidad en virtud de esta Ley se articula en tres
regímenes que, en función del interés apreciado en los
bienes integrantes de aquél, determinan la aplicación de
las distintas normas de la misma. El primero de dichos
regímenes se refiere a todos los bienes en los que se
aprecien los valores definitorios de dicho Patrimonio. El
segundo se refiere a los bienes incluidos en el Inventario
de Bienes del Patrimonio Cultural de Castilla y León, y
el tercero a los bienes declarados de interés cultural. En
el Título I se definen estas categorías y se establecen las
normas de procedimiento que deben seguirse para la
inclusión de los distintos bienes en ellas.

El nivel mayor de protección establecido es, como se
ha dicho, el de los bienes de interés cultural, en cuya
regulación la Ley ha incorporado los planteamientos de
la legislación estatal vigente en el momento de su apro-
bación, aunque procurando completarla y clarificarla en
algunos extremos que en la práctica han resultado con-
flictivos o insuficientes. El sistema de protección que
establece la Ley pretende seguir así las pautas y princi-
pios que rigen en dicha legislación, con el propósito de
propiciar la homogeneidad, coordinación y colaboración
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interadministrativa que se consideran necesarias para la
protección de estos bienes.

La Ley introduce, además, un segundo nivel de pro-
tección, el de los bienes inventariados, para complemen-
tar al anterior.

Pese al abandono que han sufrido durante largos perí-
odos de nuestra Historia, son muy numerosos en el terri-
torio de Castilla y León los ejemplos de bienes culturales
que, sin alcanzar el grado de excelencia que les haría
merecedores de la declaración como bienes de interés
cultural, presentan un incuestionable valor para su dis-
frute y utilización como exponentes de facetas de nuestra
cultura tales como el arte, la historia o la técnica, así
como la vida, costumbres, lengua y economía tradiciona-
les. La importancia que este valor confiere a estos bie-
nes, unida a su abundancia, dispersión y variedad, los
convierten en elementos caracterizadores de nuestro
territorio y sociedad, haciendo necesaria la articulación
de un sistema adecuado para su protección y tutela, en el
que se combinen la agilidad de los procedimientos de
declaración y control de intervenciones con las garantías
que exige la seguridad jurídica de sus titulares o posee-
dores. Por las razones anteriores se ha configurado para
estos bienes una categoría y régimen de protección,
como Bienes inventariados, de rango inferior a la de los
Bienes de Interés Cultural, previéndose la descentraliza-
ción de las funciones de tutela para los bienes inmuebles,
mediante la intervención municipal.

El Título II de la Ley contiene las normas especiales
para la protección de los bienes de interés cultural e
inventariados, junto con las que se aplican en general a
todos los bienes que integran el Patrimonio Cultural de
Castilla y León de acuerdo con esta Ley. El Capítulo I de
este Título contiene los deberes y derechos generales que
afectan a todo titular o poseedor de bienes integrantes del
Patrimonio Cultural de Castilla y León, hayan o no
hayan sido calificados como bienes de interés cultural o
inventariados, así como las normas de protección que
son comunes a ambas categorías. Entre estas normas se
incluyen las referentes a los derechos de tanteo y retracto
instituidos en beneficio de las entidades públicas y no
lucrativas, mediante los cuales se pretende favorecer la
conservación y utilización de los bienes más significati-
vos por tal clase de instituciones y garantizar el disfrute
y conservación en la Comunidad Autónoma de los bie-
nes muebles inventariados o declarados de interés cultu-
ral. Las normas de particular aplicación para la protec-
ción de los bienes inventariados y declarados de interés
cultural se encuentran igualmente recogidas en este Títu-
lo II, en sus Capítulos II y III, respectivamente. Todo
ello conforma el régimen general de protección y conser-
vación correspondiente a las categorías de bienes esta-
blecidas en la Ley, en el que se prevén las potestades
administrativas y deberes necesarios para garantizar su
conservación, así como la función de tutela sobre ellos
que corresponde a la Administración competente.
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En el Título III, referente al Patrimonio Arqueológi-
co, la Ley mantiene expresamente vigentes en la Comu-
nidad Autónoma algunas de las normas y medios de pro-
tección establecidos por la legislación estatal, en unos
casos por razones de competencia material y en otros,
como es el caso de los bienes susceptibles de ser trasla-
dados por el territorio del Estado, por considerar que
puede resultar más eficaz su protección si se utilizan
categorías y medios homogéneos, que no planteen dudas
sobre su aplicabilidad en las distintas Comunidades
Autónomas.

Siguiendo los criterios expuestos, se ha completado
en este Título el conjunto de actividades arqueológicas
hasta ahora previsto en la legislación aplicable, añadien-
do otras nuevas, como las de control arqueológico o los
estudios directos con reproducción de arte rupestre, ade-
más de regular después, en el Título VI, los requisitos
mínimos que deberán cumplirse en zonas arqueológicas
y espacios análogos que se declaren como espacios cul-
turales para la difusión de sus valores.

También en relación con el patrimonio arqueológico,
la Ley introduce algunas novedades encaminadas a refor-
zar la intervención preventiva en este campo, regulando,
en distintos apartados, su tratamiento en los instrumentos
de planeamiento urbanístico y en los estudios de evalua-
ción de impacto ambiental. Así mismo se ha completado
la normativa hasta ahora vigente sobre hallazgos casua-
les, con el fin de evitar la realización de actividades
arqueológicas no autorizadas.

En el Título IV, que trata del patrimonio etnológico y
lingüístico, tienen su marco de protección las manifesta-
ciones inmateriales del patrimonio cultural, junto con los
bienes, muebles o inmuebles que son testimonio de la
cultura y vida tradicionales. Se prevé en él la adopción
de medidas para su protección, adecuadas a la naturaleza
de los distintos bienes incluidos en dicho concepto.

El Título V contiene la regulación concerniente al
patrimonio documental y bibliográfico. Remite, para lo
que se refiere al primero de ambos sectores del Patrimo-
nio cultural, a la legislación especial de la Comunidad
Autónoma sobre Archivos y Patrimonio Documental. El
patrimonio bibliográfico se extiende a las distintas for-
mas de aparición de obras en ejemplares múltiples o para
una pluralidad de destinatarios. Para los bienes que inte-
gran estos sectores se establece un régimen de protección
afín al previsto en la Ley para los bienes muebles, con
las especificidades que resultan necesarias en razón de
sus peculiaridades y que se completa en la Disposición
adicional tercera.

El Título VI, referente a medidas de fomento, intro-
duce algunas previsiones nuevas cuya finalidad es el
mejor conocimiento, la comprensión de nuestro patrimo-
nio y su difusión, tanto en el sistema educativo como
mediante la implantación de servicios especializados.
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El último de los Títulos de la Ley, dedicado al régi-
men inspector y sancionador, contiene la necesaria tipifi-
cación de las infracciones y sanciones correlativas a los
deberes que impone la Ley, con sujeción a la normativa
general sobre procedimiento administrativo más reciente,
adecuándola a las peculiaridades que normalmente ofre-
cen las actividades ilícitas en materia de Patrimonio Cul-
tural, según la experiencia proporcionada por la gestión.

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

Artículo 1. Finalidad.

1. La presente Ley tiene por objeto el conocimiento,
protección, acrecentamiento y difusión del patrimonio
cultural de Castilla y León, así como su investigación y
transmisión a las generaciones futuras.

2. Integran el patrimonio cultural de Castilla y León
los bienes muebles e inmuebles de interés artístico, histó-
rico, arquitectónico, paleontológico, arqueológico, etno-
lógico, científico o técnico. También forman parte del
mismo el patrimonio documental, bibliográfico y lingüís-
tico, así como las actividades y el patrimonio inmaterial
de la cultura popular y tradicional.

3. Los bienes más relevantes del patrimonio cultural
de Castilla y León deberán ser declarados de interés cul-
tural o inventariados con arreglo a lo previsto en esta
Ley.

Artículo 2. Competencia.

1. Corresponde a la Comunidad de Castilla y León la
competencia exclusiva sobre el patrimonio cultural ubi-
cado en su territorio, en los términos establecidos en la
Constitución y en su Estatuto de Autonomía.

2. Sin perjuicio de las competencias que correspon-
dan a los demás poderes públicos, son deberes y atribu-
ciones esenciales de la Comunidad de Castilla y León
garantizar la conservación de su patrimonio cultural, pro-
mover su investigación y enriquecimiento, así como
fomentar y tutelar el acceso de los ciudadanos a estos
bienes.

Artículo 3. Cooperación de las Administraciones públi -
cas.

1. La Comunidad de Castilla y León cooperará con la
Administración del Estado en la difusión internacional
del conocimiento de los bienes integrantes del patrimo-
nio cultural castellano y leonés, en la recuperación de
tales bienes cuando hubiesen sido ilícitamente exporta-
dos y en el intercambio de información científica, cultu-
ral y técnica con los demás Estados y con las organiza-
ciones internacionales.
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2. Las entidades locales tienen la obligación de prote-
ger y promover la conservación y el conocimiento de los
bienes integrantes del patrimonio cultural de Castilla y
León que se ubiquen en su ámbito territorial. Los Ayun-
tamientos comunicarán inmediatamente a la Consejería
de la Junta de Castilla y León competente en materia de
cultura cualquier hecho o situación que ponga o pueda
poner en peligro la integridad de tales bienes y adopta-
rán, en caso de emergencia y dentro de su propio ámbito
de actuación, las medidas cautelares necesarias para
defender y salvaguardar los bienes de dicho patrimonio
que se encuentren amenazados.

3. La Comunidad de Castilla y León podrá establecer
convenios de colaboración con otras Administraciones
Públicas para el mejor cumplimiento de los objetivos
establecidos en la presente Ley.

Artículo 4. Colaboración con la Iglesia Católica.

1. La colaboración entre la Administración de la
Comunidad de Castilla y León y la Iglesia Católica en
las materias reguladas en la presente Ley se ajustará a lo
dispuesto en los Acuerdos suscritos por el Estado Espa-
ñol y la Santa Sede.

2. Una Comisión Mixta formada por miembros de la
Junta de Castilla y León y de la Iglesia Católica estable-
cerá el marco de la coordinación entre ambas institucio-
nes para elaborar y desarrollar planes de intervención
conjunta.

Artículo 5. Cooperación y acción ciudadana.

1. Las personas que observen peligro de destrucción
o deterioro en un bien integrante del patrimonio cultural
de Castilla y León deberán ponerlo inmediatamente en
conocimiento de la Administración competente, que
comprobará el objeto de la denuncia y actuará con arre-
glo a lo dispuesto en esta Ley.

2. Será pública la acción para exigir ante los órganos
administrativos y judiciales el cumplimiento de lo pre-
visto en esta Ley.

Artículo 6. Órganos e instituciones consultivas.

1. Son órganos consultivos de la Consejería compe-
tente en materia de cultura, para la aplicación de esta ley:

a) El Consejo del Patrimonio Cultural de Castilla y
León.

b) La Junta de Valoración y Adquisición de Bienes
Culturales de Castilla y León.

c) Aquellos otros que se determinen de forma regla-
mentaria.
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conjunta.

Artículo 5. Cooperación y acción ciudadana.

1. Las personas que observen peligro de destrucción
o deterioro en un bien integrante del patrimonio cultural
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comprobará el objeto de la denuncia y actuará con arre-
glo a lo dispuesto en esta Ley.

2. Será pública la acción para exigir ante los órganos
administrativos y judiciales el cumplimiento de lo pre-
visto en esta Ley.

Artículo 6. Órganos e instituciones consultivas.

1. Son órganos consultivos de la Consejería compe-
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mentaria.
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2. Son instituciones consultivas de la Consejería
competente en materia de cultura, para la aplicación de
esta ley:

a) Las Reales Academias.

b) Las Universidades de Castilla y León.

c) Aquellas otras que reglamentariamente se determi-
nen.

3. La composición y funcionamiento del Consejo del
Patrimonio Cultural de Castilla y León se determinarán
por vía reglamentaria.

Artículo 7. Régimen jurídico aplicable a las distintas
categorías de bienes.

1. La protección y conservación del patrimonio cultu-
ral de Castilla y León se regirá por las siguientes normas:

a) Por el régimen común de protección establecido en
esta Ley, aplicable a todos los bienes integrantes del
patrimonio cultural de Castilla y León.

b) Por el régimen especial de protección establecido
para los bienes declarados de interés cultural.

c) Por el régimen especial de protección establecido
para los bienes inventariados.

2. A los efectos previstos en esta Ley tienen la consi-
deración de bienes inmuebles, además de los enumera-
dos en el artículo 334 del Código Civil, todos aquellos
elementos que puedan considerarse consustanciales con
los edificios y formen parte de ellos o la hubiesen forma-
do en otro tiempo, aunque en el caso de poder ser separa-
dos constituyan un todo perfecto de fácil aplicación a
otras construcciones o a usos distintos del suyo original,
cualquiera que sea la materia de que estén formados y
aunque su separación no perjudique visiblemente el
mérito histórico o artístico del inmueble al que están
adheridos.

3. Para la aplicación de los regímenes a que se refiere
el apartado .1 de este artículo en cuanto se refiera a los
bienes integrantes del patrimonio arqueológico, docu-
mental, bibliográfico, etnográfico y lingüístico, se ten-
drán así mismo en cuenta sus normas especiales.

TÍTULO I

De la clasificación del Patrimonio Cultural

CAPÍTULO I

De la declaración de los bienes de interés cultural

Artículo 8. Definición y clasificación.

1. Los bienes muebles e inmuebles y actividades inte-
grantes del Patrimonio Cultural de Castilla y León que
reúnan de forma singular y relevante las características
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del artículo 1.2 de esta Ley serán declarados bienes de
interés cultural.

2. Los bienes muebles declarados de interés cultural
podrán serlo de forma individual o como colección.

3. Los bienes inmuebles serán declarados de interés
cultural atendiendo a las siguientes categorías: monu-
mento, jardín histórico, conjunto histórico, sitio históri-
co, zona arqueológica, conjunto etnológico y vía históri-
ca.

A los efectos de la presente Ley, tienen la considera-
ción de:

a) Monumento: la construcción u obra producto de
actividad humana, de relevante interés histórico, arqui-
tectónico, arqueológico, artístico, etnológico, científico o
técnico, con inclusión de los muebles, instalaciones o
accesorios que expresamente se señalen como parte inte-
grante de él, y que por sí solos constituyan una unidad
singular.

b) Jardín histórico: el espacio delimitado, producto de
la ordenación por el hombre de elementos naturales, a
veces complementado con estructuras de fábrica, y esti-
mado de interés en función de su origen o pasado históri-
co o de sus valores estéticos, sensoriales o botánicos.

c) Conjunto histórico: la agrupación de bienes inmue-
bles que forman una unidad de asentamiento, continua o
dispersa, condicionada por una estructura física represen-
tativa de la evolución de una comunidad humana, por ser
testimonio de su cultura o constituya un valor de uso y
disfrute para la colectividad, aunque individualmente no
tengan una especial relevancia. Asimismo, es Conjunto
histórico cualquier núcleo individualizado de inmuebles
comprendidos en una unidad superior de población que
reúna esas mismas características y pueda ser claramente
delimitado.

d) Sitio histórico: el lugar o paraje natural vinculado
a acontecimientos o recuerdos del pasado, tradiciones
populares, creaciones culturales o literarias, y a obras del
hombre que posean valor histórico, etnológico, paleonto-
lógico o antropológico.

e) Zona arqueológica: el lugar o paraje natural en el
que existen bienes muebles o inmuebles susceptibles de
ser estudiados con metodología arqueológica, hayan o no
sido extraídos y tanto si se encuentran en la superficie
como en el subsuelo o bajo las aguas.

f) Conjunto etnológico: paraje o territorio transforma-
do por la acción humana, así como los conjuntos de
inmuebles, agrupados o dispersos, e instalaciones vincu-
lados a formas de vida tradicional.

g) Vía Histórica: en el caso de vías de comunicación
de reconocido valor histórico o cultural, cualquiera que
sea su naturaleza.
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En todos los supuestos anteriormente citados, la
declaración de bien de interés cultural afectará tanto al
suelo como al subsuelo.

4. De forma excepcional podrá declararse bien de
interés cultural la obra de autores vivos, siempre y cuan-
do dos de las instituciones consultivas a las que se refiere
el artículo 6.2 de la presente Ley, emitan informe favora-
ble y medie autorización expresa del propietario, o la
adquisición de la obra por la Administración.

Artículo 9. Procedimiento de declaración.

1. La declaración de bien de interés cultural requerirá
la previa incoación y tramitación del expediente adminis-
trativo por la Consejería competente en materia de cultu-
ra. La iniciación del procedimiento se realizará de oficio,
pudiendo ser promovida a instancia de cualquier persona
física o jurídica.

2. En caso de promoverse la iniciación del procedi-
miento a instancia de parte, la denegación de la incoa-
ción será motivada y habrá de notificarse a los solicitan-
tes.

Artículo 10. Notificación, publicación y efectos de la
incoación.

1. La incoación del expediente para la declaración de
bien de interés cultural será notificada a los interesados
haciendo advertencia de lo previsto en el apartado 3 de
este artículo. Se comunicará también al Ayuntamiento en
cuyo término municipal esté ubicado el bien al que se
refiera el procedimiento, a fin de que realice las actua-
ciones previstas en la presente Ley.

En el caso de incoarse expediente para la declaración
de conjunto histórico, sitio histórico, zona arqueológica,
conjunto etnológico o vías históricas, la notificación se
efectuará mediante la publicación del acuerdo de inicia-
ción en el “Boletín Oficial de Castilla y León” y su expo-
sición en el tablón de edictos del Ayuntamiento, momen-
to en que será de aplicación lo dispuesto en el apartado 3
de este artículo.

2. Sin perjuicio de su eficacia desde la notificación,
el acuerdo de incoación del expediente correspondiente
será publicado en el Boletín Oficial de Castilla y León y
en el Boletín Oficial del Estado. En caso de tratarse de
bienes inmuebles se dará audiencia al Ayuntamiento
correspondiente y se abrirá un período de información
pública por un plazo mínimo de un mes.

3. La iniciación de procedimiento para la declaración
de un bien de interés cultural determinará, respecto al
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cuyo término municipal esté ubicado el bien al que se
refiera el procedimiento, a fin de que realice las actua-
ciones previstas en la presente Ley.

En el caso de incoarse expediente para la declaración
de conjunto histórico, sitio histórico, zona arqueológica,
conjunto etnológico o vías históricas, la notificación se
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bien afectado, la aplicación inmediata y provisional del
régimen de protección previsto en la presente Ley para
los bienes ya declarados. En caso de bienes inmuebles,
además, será de aplicación, en todo caso, lo establecido
en el artículo 34 de la presente Ley.

Artículo 11. Contenido del expediente de declaración.

1. En el expediente de declaración de un bien de inte-
rés cultural obrarán las siguientes especificaciones:

a) Descripción clara y exhaustiva, con documenta-
ción gráfica, del bien objeto de la declaración, que facili-
te su correcta identificación.

b) En caso de inmuebles, las partes integrantes, perte-
nencias, accesorios y bienes muebles que, por su vincu-
lación con el inmueble, hayan de ser incorporados a la
declaración, los cuales se considerarán inseparables del
inmueble declarado. Además, habrán de figurar definidas
sus relaciones con el área territorial a la que pertenezca
y, en el caso de monumentos o Jardines Históricos, los
elementos que conformen su entorno, que estará consti-
tuido por los inmuebles y espacios cuya alteración pudie-
ra afectar a los valores propios del bien, su contempla-
ción, apreciación o estudio.

c) La determinación de la compatibilidad del uso al
que se dedique el bien que se pretenda declarar con su
correcta conservación. Si el uso al que se viniera desti-
nando el referido bien fuese incompatible con la adecua-
da conservación del mismo, podrá establecerse asimismo
su cese o modificación.

2. Para la declaración de un bien de interés cultural
habrá de constar informe favorable de, al menos, dos de
las instituciones consultivas a que se refiere el artículo 6
de la presente Ley; además, se dará audiencia a los inte-
resados.

Artículo 12. Conclusión y caducidad.

1. Corresponde a la Junta de Castilla y León, a pro-
puesta del titular de la Consejería competente en materia
de cultura, acordar la declaración de bien de interés cul-
tural. La resolución del procedimiento por cualquiera de
las restantes formas previstas en la Ley corresponderá al
Consejero competente en materia de cultura.

2. La resolución de declaración tendrá el contenido al
que se refiere el artículo 11.1 de la presente Ley.

3. El procedimiento habrá de resolverse en el plazo
máximo de veinticuatro meses a partir de la fecha de su
incoación. Si se produjera la caducidad del expediente, el
procedimiento no podrá volver a iniciarse en los tres
años siguientes, salvo que alguna de las instituciones
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consultivas reconocidas por la Comunidad Autónoma lo
solicitase o así lo hiciera el propietario del bien.

Artículo 13. Notificación y publicación de la declaración.

La resolución por la que se acuerde la declaración de
bien de interés cultural se publicará en el Boletín Oficial
de Castilla y León y en el Boletín Oficial del Estado y
será notificada a los interesados y al Ayuntamiento en el
que radique el bien declarado, si éste fuera inmueble.

Artículo 14. Registro de Bienes de Interés Cultural de
Castilla y León.

1. Los bienes de interés cultural serán inscritos en el
Registro de Bienes de Interés Cultural de Castilla y
León, cuya gestión corresponderá a la Consejería compe-
tente en materia de Cultura. A cada bien se le dará un
código para su identificación.

2. El Registro de Bienes de Interés Cultural de Casti-
lla y León tendrá por objeto la anotación e inscripción de
los actos que afecten a la identificación y localización de
dichos bienes, reflejará todos los actos que se realicen
sobre los bienes inscritos cuando afecten al contenido de
la declaración y dará fe de los datos en él consignados.
También se anotará preventivamente la incoación de los
expedientes de declaración.

3. Los titulares de bienes de interés cultural comuni-
carán al Registro cualquier intervención o traslado, así
como todos los actos jurídicos y aspectos técnicos que
puedan afectar a dicho bien.

4. Cualquier inscripción relativa a un bien que se
efectúe de oficio en el Registro de Bienes de Interés Cul-
tural de Castilla y León, será notificada a su titular.

5. El acceso al Registro será público en los términos
que se establezcan reglamentariamente, siendo precisa la
autorización expresa del titular del bien para la consulta
pública de los datos relativos a:

a) La situación jurídica y valor de los bienes inscri-
tos.

b) Su localización, en caso de bienes muebles.

6. De las inscripciones y anotaciones que se practi-
quen en el Registro de Bienes de Interés Cultural se dará
cuenta al Registro General de Bienes de Interés Cultural
del Estado.

Artículo 15. Inscripción en el Registro de la Propiedad.

La Consejería competente en materia de cultura ins-
tará de oficio la inscripción en el Registro de la Propie-
dad la declaración de bien de interés cultural, cuando se
trate de monumentos y jardines históricos.

consultivas reconocidas por la Comunidad Autónoma lo
solicitase o así lo hiciera el propietario del bien.

Artículo 13. Notificación y publicación de la declaración.

La resolución por la que se acuerde la declaración de
bien de interés cultural se publicará en el Boletín Oficial
de Castilla y León y en el Boletín Oficial del Estado y
será notificada a los interesados y al Ayuntamiento en el
que radique el bien declarado, si éste fuera inmueble.

Artículo 14. Registro de Bienes de Interés Cultural de
Castilla y León.

1. Los bienes de interés cultural serán inscritos en el
Registro de Bienes de Interés Cultural de Castilla y
León, cuya gestión corresponderá a la Consejería compe-
tente en materia de Cultura. A cada bien se le dará un
código para su identificación.

2. El Registro de Bienes de Interés Cultural de Casti-
lla y León tendrá por objeto la anotación e inscripción de
los actos que afecten a la identificación y localización de
dichos bienes, reflejará todos los actos que se realicen
sobre los bienes inscritos cuando afecten al contenido de
la declaración y dará fe de los datos en él consignados.
También se anotará preventivamente la incoación de los
expedientes de declaración.

3. Los titulares de bienes de interés cultural comuni-
carán al Registro cualquier intervención o traslado, así
como todos los actos jurídicos y aspectos técnicos que
puedan afectar a dicho bien.

4. Cualquier inscripción relativa a un bien que se
efectúe de oficio en el Registro de Bienes de Interés Cul-
tural de Castilla y León, será notificada a su titular.

5. El acceso al Registro será público en los términos
que se establezcan reglamentariamente, siendo precisa la
autorización expresa del titular del bien para la consulta
pública de los datos relativos a:

a) La situación jurídica y valor de los bienes inscri-
tos.

b) Su localización, en caso de bienes muebles.

6. De las inscripciones y anotaciones que se practi-
quen en el Registro de Bienes de Interés Cultural se dará
cuenta al Registro General de Bienes de Interés Cultural
del Estado.

Artículo 15. Inscripción en el Registro de la Propiedad.

La Consejería competente en materia de cultura ins-
tará de oficio la inscripción en el Registro de la Propie-
dad la declaración de bien de interés cultural, cuando se
trate de monumentos y jardines históricos.
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Artículo 16. Procedimiento para dejar sin efecto una
declaración.

La declaración de un bien de interés cultural, en todo
o en parte, únicamente podrá dejarse sin efecto siguiendo
los mismos trámites establecidos para su declaración.

CAPÍTULO II

Del Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural de
Castilla y León.

Artículo 17. Objeto del Inventario.

1. Los bienes muebles e inmuebles del patrimonio
cultural de Castilla y León que, sin llegar a ser declara-
dos de interés cultural, merezcan especial consideración
por su notable valor de acuerdo con lo establecido en el
artículo 1.2 de la presente Ley, serán incluidos en el
Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural de Castilla
y León.

2. Los bienes muebles podrán incluirse en el Inventa-
rio individualmente o como colección.

3. Los bienes inmuebles se incluirán en el Inventario
en aquella de las siguientes categorías que resulte más
adecuada a sus características:

a) Monumento inventariado: inmuebles a los que se
refieren los apartados a) y b) del artículo 8.3 que, no
siendo declarados de interés cultural, se les reconozca un
destacado valor patrimonial.

b) Lugar inventariado: parajes o lugares a los que se
refieren los apartados c), d), f) y g) del artículo 8.3 que,
no siendo declarados de interés cultural, se les reconozca
un destacado valor patrimonial.

c) Yacimiento arqueológico inventariado: lugares o
parajes a los que se refiere el apartado e) del artículo 8.3
que, no siendo declarados de interés cultural, se les reco-
nozca un destacado valor patrimonial o aquellos donde se
presume razonablemente la existencia de restos arqueoló-
g i c o s .

Artículo 18. Inventario de Bienes del Patrimonio Cultu -
ral de Castilla y León.

1. Se crea el Inventario de Bienes del Patrimonio
Cultural de Castilla y León como instrumento de protec-
ción, estudio, consulta y difusión de los bienes muebles e
inmuebles a que se refiere el artículo 7.1. b). Correspon-
de la gestión del Inventario a la Consejería competente
en materia de cultura.

2. En el Inventario se inscribirán los datos que afec-
ten a la identificación y localización de dichos bienes y
se anotará de forma preventiva la iniciación de los proce-
dimientos de inclusión en el mismo. La organización y
funcionamiento del Inventario serán los que reglamenta-
riamente se determinen.

Artículo 16. Procedimiento para dejar sin efecto una
declaración.

La declaración de un bien de interés cultural, en todo
o en parte, únicamente podrá dejarse sin efecto siguiendo
los mismos trámites establecidos para su declaración.

CAPÍTULO II

Del Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural de
Castilla y León.

Artículo 17. Objeto del Inventario.

1. Los bienes muebles e inmuebles del patrimonio
cultural de Castilla y León que, sin llegar a ser declara-
dos de interés cultural, merezcan especial consideración
por su notable valor de acuerdo con lo establecido en el
artículo 1.2 de la presente Ley, serán incluidos en el
Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural de Castilla
y León.

2. Los bienes muebles podrán incluirse en el Inventa-
rio individualmente o como colección.

3. Los bienes inmuebles se incluirán en el Inventario
en aquella de las siguientes categorías que resulte más
adecuada a sus características:

a) Monumento inventariado: inmuebles a los que se
refieren los apartados a) y b) del artículo 8.3 que, no
siendo declarados de interés cultural, se les reconozca un
destacado valor patrimonial.

b) Lugar inventariado: parajes o lugares a los que se
refieren los apartados c), d), f) y g) del artículo 8.3 que,
no siendo declarados de interés cultural, se les reconozca
un destacado valor patrimonial.

c) Yacimiento arqueológico inventariado: lugares o
parajes a los que se refiere el apartado e) del artículo 8.3
que, no siendo declarados de interés cultural, se les reco-
nozca un destacado valor patrimonial o aquellos donde se
presume razonablemente la existencia de restos arqueoló-
g i c o s .

Artículo 18. Inventario de Bienes del Patrimonio Cultu -
ral de Castilla y León.

1. Se crea el Inventario de Bienes del Patrimonio
Cultural de Castilla y León como instrumento de protec-
ción, estudio, consulta y difusión de los bienes muebles e
inmuebles a que se refiere el artículo 7.1. b). Correspon-
de la gestión del Inventario a la Consejería competente
en materia de cultura.

2. En el Inventario se inscribirán los datos que afec-
ten a la identificación y localización de dichos bienes y
se anotará de forma preventiva la iniciación de los proce-
dimientos de inclusión en el mismo. La organización y
funcionamiento del Inventario serán los que reglamenta-
riamente se determinen.
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3. El acceso al Inventario se regirá por lo previsto
para el Registro de Bienes de Interés Cultural de Castilla
y León en el artículo 14.5 de la presente Ley.

4. Los bienes inscritos en el Inventario de Bienes del
Patrimonio Cultural de Castilla y León tendrán la consi-
deración de bienes inventariados a los efectos de la apli-
cación de esa Ley.

Artículo 19. Iniciación del procedimiento de inclusión en
el inventario.

1. La inclusión de un bien en el Inventario de Bienes
del Patrimonio Cultural de Castilla y León requerirá la
previa tramitación del correspondiente procedimiento.
La iniciación del procedimiento se hará de oficio,
pudiendo ser promovida a solicitud de cualquier persona
física o jurídica.

2. La denegación de la iniciación, cuando ésta haya
sido promovida mediante solicitud, deberá ser motivada
y habrá de notificarse a los solicitantes.

Artículo 20. Notificación, publicación y efectos de la
incoación.

1. El inicio del procedimiento al que se refiere el artí-
culo anterior será notificado a los interesados. Se comu-
nicará también al Ayuntamiento en cuyo término munici-
pal esté ubicado el bien al que se refiera el procedimien-
to, a fin de que realizce las actuaciones previstas en la
presente Ley.

Cuando se trate de incluir en el Inventario un lugar
inventariado o yacimiento arqueológico, la notificación
se efectuará mediante la publicación del acuerdo de ini-
ciación en el “Boletín Oficial de Castilla y León” y la
exposición del acuerdo de iniciación en el tablón de edic-
tos del Ayuntamiento, momento en que será de aplica-
ción lo dispuesto en el apartado 3 de este artículo.

2. Cuando el procedimiento de inclusión afecte a un
bien inmueble, se dará además audiencia al Ayuntamien-
to en cuyo término municipal radique y se abrirá un perí-
odo de información pública por un plazo mínimo de un
mes mediante la publicación del acuerdo de iniciación
del procedimiento en el Boletín Oficial de Castilla y
León.

3. La incoación de procedimiento para la inclusión de
un bien en el Inventario determinará, respecto al bien
afectado, la aplicación inmediata y provisional del régi-
men de protección previsto en la presente Ley para los
bienes ya inventariados. En caso de bienes inmuebles
será de aplicación, en todo caso, lo establecido en el artí-
culo 34 de la presente Ley.

4. De la iniciación del procedimiento para la inclu-
sión en el Inventario de un bien mueble se dará cuenta al
Inventario General de Bienes Muebles del Patrimonio
Histórico Español dependiente de la Administración del
Estado, para la correspondiente anotación preventiva.

3. El acceso al Inventario se regirá por lo previsto
para el Registro de Bienes de Interés Cultural de Castilla
y León en el artículo 14.5 de la presente Ley.

4. Los bienes inscritos en el Inventario de Bienes del
Patrimonio Cultural de Castilla y León tendrán la consi-
deración de bienes inventariados a los efectos de la apli-
cación de esa Ley.

Artículo 19. Iniciación del procedimiento de inclusión en
el inventario.

1. La inclusión de un bien en el Inventario de Bienes
del Patrimonio Cultural de Castilla y León requerirá la
previa tramitación del correspondiente procedimiento.
La iniciación del procedimiento se hará de oficio,
pudiendo ser promovida a solicitud de cualquier persona
física o jurídica.

2. La denegación de la iniciación, cuando ésta haya
sido promovida mediante solicitud, deberá ser motivada
y habrá de notificarse a los solicitantes.

Artículo 20. Notificación, publicación y efectos de la
incoación.

1. El inicio del procedimiento al que se refiere el artí-
culo anterior será notificado a los interesados. Se comu-
nicará también al Ayuntamiento en cuyo término munici-
pal esté ubicado el bien al que se refiera el procedimien-
to, a fin de que realizce las actuaciones previstas en la
presente Ley.

Cuando se trate de incluir en el Inventario un lugar
inventariado o yacimiento arqueológico, la notificación
se efectuará mediante la publicación del acuerdo de ini-
ciación en el “Boletín Oficial de Castilla y León” y la
exposición del acuerdo de iniciación en el tablón de edic-
tos del Ayuntamiento, momento en que será de aplica-
ción lo dispuesto en el apartado 3 de este artículo.

2. Cuando el procedimiento de inclusión afecte a un
bien inmueble, se dará además audiencia al Ayuntamien-
to en cuyo término municipal radique y se abrirá un perí-
odo de información pública por un plazo mínimo de un
mes mediante la publicación del acuerdo de iniciación
del procedimiento en el Boletín Oficial de Castilla y
León.

3. La incoación de procedimiento para la inclusión de
un bien en el Inventario determinará, respecto al bien
afectado, la aplicación inmediata y provisional del régi-
men de protección previsto en la presente Ley para los
bienes ya inventariados. En caso de bienes inmuebles
será de aplicación, en todo caso, lo establecido en el artí-
culo 34 de la presente Ley.

4. De la iniciación del procedimiento para la inclu-
sión en el Inventario de un bien mueble se dará cuenta al
Inventario General de Bienes Muebles del Patrimonio
Histórico Español dependiente de la Administración del
Estado, para la correspondiente anotación preventiva.
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Artículo 21. Contenido del expediente de inclusión en el
Inventario.

En todo expediente de inclusión de un bien en el
Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural de Castilla
y León figurará la descripción que facilite su correcta
identificación y además podrán establecerse las condi-
ciones de protección, intervención y uso.

Si el objeto del expediente fuera un bien inmueble se
especificarán, además, los elementos que lo integren
delimitando el área que resulte incluida en el Inventario.

Artículo 22. Terminación del procedimiento.

1. La resolución del procedimiento de inclusión de un
bien en el Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural
de Castilla y León corresponde al titular de la Consejería
competente en materia de cultura, a propuesta de la
Dirección General competente en materia de patrimonio
histórico.

2. La resolución por la que se acuerde la inclusión
será notificada a los interesados y al Ayuntamiento en el
que se ubique el bien en la forma establecida en el artícu-
lo 13. En el caso de ser un inmueble se publicará en el
Boletín Oficial de Castilla y León.

3. De las inclusiones de bienes muebles en el Inven-
tario de Bienes del Patrimonio Cultural de Castilla y
León se dará cuenta al Inventario General de Bienes
Muebles de la Administración del Estado para que se
hagan las correspondientes inscripciones.

4. El procedimiento habrá de resolverse en el plazo
máximo de dieciocho meses a partir de la fecha de su
incoación. Si caducara el expediente, el procedimiento
no podrá volver a iniciarse en los tres años siguientes,
salvo que alguna de las instituciones consultivas recono-
cidas por la Comunidad Autónoma lo solicitase o así lo
hiciera el propietario del bien.

Artículo 23. Procedimiento de exclusión de un bien del
Inventario.

Los trámites para excluir un bien del Inventario serán
los mismos establecidos para su inclusión.

TÍTULO II

Régimen de conservación y protección del Patrimonio
Cultural de Castilla y León

CAPÍTULO I

Régimen común de conservación y protección

Artículo 24. Deber de conservación.

1. Los propietarios, poseedores y demás titulares de
derechos reales sobre bienes integrantes del patrimonio

Artículo 21. Contenido del expediente de inclusión en el
Inventario.

En todo expediente de inclusión de un bien en el
Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural de Castilla
y León figurará la descripción que facilite su correcta
identificación y además podrán establecerse las condi-
ciones de protección, intervención y uso.

Si el objeto del expediente fuera un bien inmueble se
podrán especificar, además, de los elementos que lo inte-
gren, la delimitación del área que resulte afectada por la
inclusión de aquél en el Inventario.

Artículo 22. Terminación del procedimiento.

1. La resolución del procedimiento de inclusión de un
bien en el Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural
de Castilla y León corresponde al titular de la Consejería
competente en materia de cultura, a propuesta de la
Dirección General competente en materia de patrimonio
histórico.

2. La resolución por la que se acuerde la inclusión
será notificada a los interesados y al Ayuntamiento en el
que se ubique el bien en la forma establecida en el artícu-
lo 13. En el caso de ser un inmueble se publicará en el
Boletín Oficial de Castilla y León.

3. De las inclusiones de bienes muebles en el Inven-
tario de Bienes del Patrimonio Cultural de Castilla y
León se dará cuenta al Inventario General de Bienes
Muebles de la Administración del Estado para que se
hagan las correspondientes inscripciones.

4. El procedimiento habrá de resolverse en el plazo
máximo de dieciocho meses a partir de la fecha de su
incoación. Si caducara el expediente, el procedimiento
no podrá volver a iniciarse en los tres años siguientes,
salvo que alguna de las instituciones consultivas recono-
cidas por la Comunidad Autónoma lo solicitase o así lo
hiciera el propietario del bien.

Artículo 23. Procedimiento de exclusión de un bien del
Inventario.

Los trámites para excluir un bien del Inventario serán
los mismos establecidos para su inclusión.

TÍTULO II

Régimen de conservación y protección del Patrimonio
Cultural de Castilla y León

CAPÍTULO I

Régimen común de conservación y protección

Artículo 24. Deber de conservación.

1. Los propietarios, poseedores y demás titulares de
derechos reales sobre bienes integrantes del patrimonio
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cultural de Castilla y León están obligados a conservar-
los, custodiarlos y protegerlos debidamente para asegurar
su integridad y evitar su pérdida, destrucción o deterioro.

2. Los poderes públicos garantizarán la conservación,
protección y enriquecimiento del patrimonio cultural de
Castilla y León de acuerdo con lo establecido en esta
Ley.

3. Cuando los propietarios, poseedores o titulares de
derechos reales sobre bienes declarados de interés cultu-
ral o bienes inventariados no realicen las actuaciones
necesarias para el cumplimiento de las obligaciones pre-
vistas en el apartado 1 de este artículo, la Administración
competente, previo requerimiento a los interesados,
podrá ordenar su ejecución subsidiaria. Asimismo podrá
conceder una ayuda con carácter de anticipo reintegra-
ble, debiendo promover, en caso de bienes inmuebles, su
inscripción en el Registro de la Propiedad de conformi-
dad con lo previsto en la Ley del Patrimonio Histórico
Español. La Administración podrá realizar de modo
directo las obras necesarias si así lo requiriera la más efi-
caz conservación de los bienes y, también excepcional-
mente, podrá ordenar el depósito de los bienes muebles
en centros de carácter público en tanto no desaparezcan
las causas que originaron dicha necesidad.

Artículo 25. Acceso al patrimonio cultural.

1. Los propietarios, poseedores y demás titulares de
derechos reales sobre los bienes integrantes del patrimo-
nio cultural de Castilla y León facilitarán su acceso, con
fines de inspección, a la Administración competente.

2. En el caso de los bienes declarados de interés cul-
tural o inventariados estarán, además, obligados a permi-
tir el acceso de los investigadores previa solicitud moti-
vada. Igualmente deberán facilitar la visita pública en las
condiciones que se determinen, que en todo caso será
gratuita durante cuatro días al mes, en días y horario pre-
fijado, lo cual se anunciará.

La Administración competente en la materia podrá
dispensar del cumplimiento de estas obligaciones cuan-
do, en atención a las circunstancias concurrentes, entien-
da que existe causa suficientemente justificada para ello.

3. Los actos y disposiciones administrativas mediante
los cuales se establezcan las condiciones para el cumpli-
miento de los deberes previstos en este artículo deberán
garantizar el respeto a la intimidad personal y familiar.

cultural de Castilla y León están obligados a conservar-
los, custodiarlos y protegerlos debidamente para asegurar
su integridad y evitar su pérdida, destrucción o deterioro.

2. Los poderes públicos garantizarán la conservación,
protección y enriquecimiento del patrimonio cultural de
Castilla y León de acuerdo con lo establecido en esta
Ley.

3. Cuando los propietarios, poseedores o titulares de
derechos reales sobre bienes declarados de interés cultu-
ral o bienes inventariados no realicen las actuaciones
necesarias para el cumplimiento de las obligaciones pre-
vistas en el apartado 1 de este artículo, la Administración
competente, previo requerimiento a los interesados,
podrá ordenar su ejecución subsidiaria. Asimismo podrá
conceder una ayuda con carácter de anticipo reintegra-
ble, debiendo promover, en caso de bienes inmuebles, su
inscripción en el Registro de la Propiedad de conformi-
dad con lo previsto en la Ley del Patrimonio Histórico
Español. La Administración podrá realizar de modo
directo las obras necesarias si así lo requiriera la más efi-
caz conservación de los bienes y, también excepcional-
mente, podrá ordenar el depósito de los bienes muebles
en centros de carácter público en tanto no desaparezcan
las causas que originaron dicha necesidad.

Artículo 25. Acceso al patrimonio cultural.

1. Los propietarios, poseedores y demás titulares de
derechos reales sobre los bienes integrantes del patrimo-
nio cultural de Castilla y León facilitarán a la Adminis-
tración competente, el acceso a dichos bienes, con fines
de inspección y de realización de los estudios previos e
informes necesarios para la tramitación de los procedi-
mientos de declaración como Bien de Interés Cultural o
de inclusión en el Inventario que puedan afectarles.

2. En el caso de los bienes declarados de interés cul-
tural o inventariados estarán, además, obligados a permi-
tir el acceso de los investigadores previa solicitud moti-
vada. Igualmente deberán facilitar la visita pública en las
condiciones que se determinen, que en todo caso será
gratuita durante cuatro días al mes, en días y horario pre-
fijado, lo cual se anunciará.

La Administración competente en la materia podrá
dispensar del cumplimiento de estas obligaciones cuan-
do, en atención a las circunstancias concurrentes, entien-
da que existe causa suficientemente justificada para ello.

3. Los propietarios de bienes muebles inventariados o
declarados y, en su caso, los demás titulares de derechos
reales sobre dichos bienes, están obligados a prestarlos,
con las debidas garantías, para exposiciones temporales
que se organicen por los Organismos competentes para
la ejecución de esta Ley, y a permitir su estudio a los
investigadores, previa solicitud razonada. Para el cumpli-
miento de esta última obligación la Consejería compe-
tente en materia de cultura podrá acordar el depósito de
los bienes afectados en un centro que reúna las condicio-
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Artículo 26. Derechos de tanteo y de retracto.

1. Toda pretensión de enajenación de un bien mueble
declarado de interés cultural o inventariado, de un
inmueble declarado con la categoría de monumento o
jardín histórico, o inventariado con la categoría de monu-
mento inventariado, habrá de ser notificada a la Conseje-
ría competente en materia de cultura, con indicación del
precio y las condiciones en que se propongan realizar
aquélla, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 38
de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histó-
rico Español.

2. En el plazo de dos meses desde la notificación pre-
vista en el apartado anterior, el órgano competente de la
Junta de Castilla y León podrá ejercer el derecho de tan-
teo para sí, para otras instituciones sin ánimo de lucro o
para cualquier entidad de derecho público, obligándose
al pago del precio convenido o del de remate de la subas-
ta en un periodo no superior a dos ejercicios presupuesta-
rios, incluido aquel en el que se ejercite el derecho de
adquisición preferente salvo acuerdo con el interesado en
otra forma de pago.

3. Los subastadores deben notificar igualmente, a la
Consejería competente en materia de cultura, con un
plazo de antelación de dos meses, la fecha y lugar de
celebración de las subastas, cualquiera que sea la natura-
leza de éstas, en las que se pretenda enajenar cualquier
bien del patrimonio cultural de Castilla y León.

La Administración podrá ejercitar el derecho de
adquisición preferente en el plazo de diez días hábiles
desde la recepción de la notificación del precio de remate
por el órgano competente para su ejercicio.

4. Si la pretensión de enajenación y sus condiciones
no fuesen notificadas correctamente, la Administración
podrá ejercer el derecho de retracto, en los términos del
apartado .2, en el plazo de seis meses a partir de la fecha
en que se tenga conocimiento fehaciente de la enajena-
ción.

Artículo 27. Comercio de bienes muebles.

Las personas y entidades que se dediquen habitual-
mente al comercio de bienes entre los que se encuentren
muebles integrantes del patrimonio cultural de Castilla y
León llevarán un libro de registro legalizado por la Con-

nes adecuadas para su examen, conservación y custodia.

No será obligatorio realizar los préstamos y depósitos
a que se refiere el párrafo anterior por un periodo supe-
rior a un mes por año.

4. Los actos y disposiciones administrativas mediante
los cuales se establezcan las condiciones para el cumpli-
miento de los deberes previstos en este artículo deberán
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Artículo 26. Derechos de tanteo y de retracto.

1. Toda pretensión de enajenación de un bien mueble
declarado de interés cultural o inventariado, de un
inmueble declarado con la categoría de monumento o
jardín histórico, o inventariado con la categoría de monu-
mento inventariado, habrá de ser notificada a la Conseje-
ría competente en materia de cultura, con indicación del
precio y las condiciones en que se propongan realizar
aquélla, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 38
de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histó-
rico Español.

2. En el plazo de dos meses desde la notificación pre-
vista en el apartado anterior, el órgano competente de la
Junta de Castilla y León podrá ejercer el derecho de tan-
teo para sí, para otras instituciones sin ánimo de lucro o
para cualquier entidad de derecho público, obligándose
al pago del precio convenido o del de remate de la subas-
ta en un periodo no superior a dos ejercicios presupuesta-
rios, incluido aquel en el que se ejercite el derecho de
adquisición preferente salvo acuerdo con el interesado en
otra forma de pago.

3. Los subastadores deben notificar igualmente, a la
Consejería competente en materia de cultura, con un
plazo de antelación de dos meses, la fecha y lugar de
celebración de las subastas, cualquiera que sea la natura-
leza de éstas, en las que se pretenda enajenar cualquier
bien del patrimonio cultural de Castilla y León.

La Administración podrá ejercitar el derecho de
adquisición preferente en el plazo de diez días hábiles
desde la recepción de la notificación del precio de remate
por el órgano competente para su ejercicio.

4. Si la pretensión de enajenación y sus condiciones
no fuesen notificadas correctamente, la Administración
podrá ejercer el derecho de retracto, en los términos del
apartado .2, en el plazo de seis meses a partir de la fecha
en que se tenga conocimiento fehaciente de la enajena-
ción.

Artículo 27. Comercio de bienes muebles.

Las personas y entidades que se dediquen habitual-
mente al comercio de bienes entre los que se encuentren
muebles integrantes del patrimonio cultural de Castilla y
León llevarán un libro de registro legalizado por la Con-
sejería competente en materia de cultura, en el cual harán
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sejería competente en materia de cultura, en el cual harán
constar las transacciones que efectúen. Se anotarán en el
citado libro los datos de identificación del objeto y las
partes que intervengan en cada transacción.

Artículo 28. Cambios de titularidad: supuestos espe-
ciales.

1. Los bienes declarados de interés cultural y los
inventariados que sean propiedad de la Comunidad
Autónoma o de las entidades locales serán imprescripti-
bles, inalienables e inembargables, salvo las transmisio-
nes que puedan efectuarse entre las Administraciones
públicas.

2. Los bienes muebles declarados de interés cultural
y los inventariados que estén en posesión de institucio-
nes eclesiásticas se regirán, a estos efectos, por lo dis-
puesto en el artículo 28, en relación con la disposición
transitoria 5ª, de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del
Patrimonio Histórico Español.

Artículo 29. Expropiación forzosa.

El incumplimiento de las obligaciones de protección
y conservación, de los bienes declarados de interés cultu-
ral o inventariados será causa de interés social para la
expropiación forzosa por la Administración.

Artículo 30. Instrumentos de ordenación del territorio y
evaluación de impacto ambiental.

1. En la elaboración y tramitación de las evaluaciones
establecidas por la legislación en materia de impacto
ambiental y de los planes y proyectos regionales regula-
dos en la legislación sobre ordenación del territorio,
cuando las actuaciones a que se refieran puedan afectar
al patrimonio arqueológico o etnológico, se efectuará
una estimación de la incidencia que el proyecto, obra o
actividad pueda tener sobre los mismos. Tal estimación

constar las transacciones que efectúen. Se anotarán en el
citado libro los datos de identificación del objeto y las
partes que intervengan en cada transacción.

Artículo 28. Cambios de titularidad: supuestos espe-
ciales.

1. Los bienes declarados de interés cultural y los
inventariados que sean propiedad de la Comunidad
Autónoma o de las entidades locales serán imprescripti-
bles, inalienables e inembargables, salvo las transmisio-
nes que puedan efectuarse entre las Administraciones
públicas.

2. Los bienes muebles declarados de interés cultural
y los inventariados que estén en posesión de institucio-
nes eclesiásticas se regirán, a estos efectos, por lo dis-
puesto en el artículo 28, en relación con la disposición
transitoria 5ª, de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del
Patrimonio Histórico Español.

Artículo 29. Expropiación forzosa.

1. El incumplimiento de las obligaciones de protec-
ción y conservación, de los bienes declarados de interés
cultural o inventariados será causa de interés social para
la expropiación forzosa por la Administración.

2. Podrá acordarse igualmente la expropiación por
causa de interés social de los inmuebles que impidan o
perturben la utilización, la contemplación, el acceso o el
disfrute de los bienes de interés cultural, que atenten
contra la armonía ambiental o que generen riesgo para su
conservación.

3. La adquisición de los inmuebles necesarios para la
instalación, ampliación o mejora de archivos, bibliotecas
y museos de titularidad pública se considerará de utilidad
pública a efectos de su expropiación forzosa por la
Administración.

4. Los Ayuntamientos, en el ámbito de su competen-
cia, podrán ejercitar la potestad expropiatoria al amparo
de lo previsto en los apartados anteriores debiendo noti-
ficar previamente su propósito a la Administración de la
Comunidad Autónoma, que tendrá preferencia en el ejer-
cicio de tal potestad.

Artículo 30. Instrumentos de ordenación del territorio y
evaluación de impacto ambiental.

1. En la elaboración y tramitación de las evaluaciones
establecidas por la legislación en materia de impacto
ambiental y de los planes y proyectos regionales regula-
dos en la legislación sobre ordenación del territorio,
cuando las actuaciones a que se refieran puedan afectar
al patrimonio arqueológico o etnológico, se efectuará
una estimación de la incidencia que el proyecto, obra o
actividad pueda tener sobre los mismos. Tal estimación
deberá ser realizada por un técnico con competencia pro-



152958 de Julio de 2002B.O. Cortes C. y L. N.º 242

deberá ser realizada por un técnico con competencia pro-
fesional en la materia y someterse a informe de la Conse-
jería competente en materia de cultura, cuyas conclusio-
nes serán consideradas en la declaración de impacto
ambiental o instrumento de ordenación afectados.

2. En aquellos casos en los que las actuaciones pue-
dan afectar, directa o indirectamente, a bienes declarados
de interés cultural o inventariados, será preceptiva la
autorización de la Consejería competente en materia de
cultura.

Artículo 31. Suspensión de intervenciones.

1. La Administración podrá impedir el derribo y sus-
pender cualquier clase de obra o intervención en todos
aquellos bienes en que aprecie la concurrencia de alguno
de los valores a los que hace mención el artículo 1 de
esta Ley, aunque no hayan sido declarados de interés
cultural ni incluidos en el Inventario.

2. La Administración deberá resolver, en un plazo
máximo de dos meses, en favor de la continuación de la
obra o intervención iniciada, o bien procederá a iniciar
procedimiento de declaración de bien de interés cultural
o de inclusión en el Inventario.

3. La suspensión de las intervenciones citadas en este
artículo no comportará derecho a indemnización alguna.

CAPÍTULO II

Régimen de los bienes de interés cultural

Artículo 32. Régimen de protección.

1. Los bienes declarados de interés cultural gozarán
de la máxima protección y tutela.

2. La utilización de los bienes declarados de interés
cultural estará siempre subordinada a que no se pongan
en peligro sus valores. Cualquier cambio de uso habrá de
ser autorizado por la Consejería competente en materia
de cultura.

Artículo 33. Formalización de escrituras públicas.

Para formalizar en escritura pública la adquisición de
bienes declarados de interés cultural, o la transmisión de
derechos reales de disfrute sobre estos bienes o inscribir
los títulos correspondientes se estará a lo dispuesto en la
Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico
Español.
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máximo de dos meses, a favor de la continuación de la
obra o intervención iniciada estableciendo las condicio-
nes que, en su caso, procedan para la preservación o
documentación de los citados valores, o bien procederá a
iniciar procedimiento de declaración de bien de interés
cultural o de inclusión en el Inventario.

3. La suspensión de las intervenciones citadas en este
artículo no comportará derecho a indemnización alguna.
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en peligro sus valores. Cualquier cambio de uso habrá de
ser autorizado por la Consejería competente en materia
de cultura.

Artículo 33. Formalización de escrituras públicas.

Para formalizar en escritura pública la adquisición de
bienes declarados de interés cultural, o la transmisión de
derechos reales de disfrute sobre estos bienes o inscribir
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Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico
Español.
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SECCIÓN 1ª.

Régimen de los bienes inmuebles

Artículo 34. Incoación y suspensión de licencias.

1. La iniciación del procedimiento de declaración de
bien de interés cultural respecto de un inmueble determi-
nará la suspensión de las correspondientes licencias
municipales de parcelación, edificación o demolición en
las zonas afectadas, así como de los efectos de las ya
otorgadas. La suspensión se mantendrá hasta la resolu-
ción o caducidad del expediente incoado.

2. Las obras que, por causa de fuerza mayor, interés
general o urgencia, hubiesen de realizarse con carácter
inaplazable precisarán, en todo caso, autorización de la
Consejería competente en materia de cultura.

Artículo 35. Desplazamientos.

Un inmueble declarado bien de interés cultural es
inseparable de su entorno. No podrá procederse a su des-
plazamiento salvo en los términos fijados por la legisla-
ción estatal y, en cualquier caso, con el informe favora-
ble previo de la Consejería competente en materia de
cultura, en cuyo caso será preciso adoptar las cautelas
necesarias en aquello que pueda afectar al suelo o sub-
suelo.

Artículo 36. Autorización de intervenciones.

Cualquier intervención que pretenda realizarse en un
inmueble declarado bien de interés cultural habrá de ser
autorizada por la Consejería competente en materia de
cultura, con carácter previo a la concesión de la licencia
municipal, salvo en los casos previstos en el artículo 44.2
de la presente Ley.

Artículo 37. Planeamiento urbanístico.

La aprobación definitiva de cualquier planeamiento
urbanístico que incida sobre el área afectada por la decla-
ración de un inmueble como bien de interés cultural
requerirá el informe favorable de la Consejería compe-
tente en materia de cultura.

2. Si en el procedimiento de aprobación del planea-
miento se produjeran modificaciones en éste, como con-
secuencia de los informes sectoriales o del resultado del
trámite de información pública, que afectaran al conteni-
do del informe al que se refiere el apartado anterior o a
los bienes que en él se identifiquen como integrantes del
patrimonio cultural de la Comunidad, el órgano compe-
tente para la aprobación definitiva del instrumento de
planeamiento urbanístico deberá solicitar un segundo
informe de la Consejería competente en materia de cultu-
ra.
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ble previo de la Consejería competente en materia de
cultura, en cuyo caso será preciso adoptar las cautelas
necesarias en aquello que pueda afectar al suelo o sub-
suelo.

Artículo 36. Autorización de intervenciones.

Cualquier intervención que pretenda realizarse en un
inmueble declarado bien de interés cultural habrá de ser
autorizada por la Consejería competente en materia de
cultura, con carácter previo a la concesión de la licencia
municipal, salvo en los casos previstos en el artículo 44.2
de la presente Ley.

Artículo 37. Planeamiento urbanístico.

1. La aprobación definitiva de cualquier planeamien-
to urbanístico que incida sobre el área afectada por la
declaración de un inmueble como bien de interés cultural
requerirá el informe favorable de la Consejería compe-
tente en materia de cultura.

2. Si en el procedimiento de aprobación del planea-
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3. Los informes a los que se refieren los apartados
anteriores se entenderán favorables si transcurrieran tres
meses desde su petición y no se hubiesen emitido.

Artículo 38. Criterios de intervención en inmuebles.

1. Cualquier intervención en un inmueble declarado
bien de interés cultural estará encaminada a su conserva-
ción y mejora, de acuerdo con los siguientes criterios:

a) Se procurará el máximo estudio y óptimo conoci-
miento del bien para mejor adecuar la intervención pro-
puesta.

b) Se respetarán la memoria histórica y las caracterís-
ticas esenciales del bien, sin perjuicio de que pueda auto-
rizarse el uso de elementos, técnicas y materiales actua-
les para la mejor adaptación del bien a su uso y para des-
tacar determinados elementos o épocas.

c) Se conservarán las características volumétricas y
espaciales definidoras del inmueble, así como las aporta-
ciones de distintas épocas. En caso de que excepcional-
mente se autorice alguna supresión, ésta quedará debida-
mente documentada.

d) Se evitarán los intentos de reconstrucción, salvo en
los casos en los que la existencia de suficientes elemen-
tos originales así lo permita. No podrán realizarse
reconstrucciones miméticas que falseen su autenticidad
histórica. Cuando sea indispensable para la estabilidad y
el mantenimiento del inmueble la adición de materiales,
ésta habrá de ser reconocible y sin discordancia estética
o funcional con el resto del inmueble.

2. En lo referente al entorno de protección de un bien
inmueble, al volumen, a la tipología, a la morfología y al
cromatismo, las intervenciones no podrán alterar los
valores arquitectónicos y paisajísticos que definan el pro-
pio bien.

Artículo 39. Licencias.

1. La obtención de las autorizaciones exigidas en la
presente Ley no exime de la obligación de obtener licen-
cia municipal o cualesquiera otras autorizaciones que
sean precisas.

2. No podrán otorgarse licencias para la realización
de obras que, con arreglo a la presente Ley, requieran
cualquier autorización administrativa, hasta que ésta sea
concedida.

3. Las obras realizadas sin la autorización prevista en
el artículo 36 serán ilegales, y los Ayuntamientos y, en
su caso, la Consejería competente en materia de cultura
ordenarán, si fuese oportuno, su reconstrucción o demo-
lición con cargo al responsable de la infracción sin per-
juicio de incoar en su caso el correspondiente procedi-
miento sancionador.

3. Los informes a los que se refieren los apartados
anteriores se entenderán favorables si transcurrieran tres
meses desde su petición y no se hubiesen emitido.

Artículo 38. Criterios de intervención en inmuebles.

1. Cualquier intervención en un inmueble declarado
bien de interés cultural estará encaminada a su conserva-
ción y mejora, de acuerdo con los siguientes criterios:

a) Se procurará el máximo estudio y óptimo conoci-
miento del bien para mejor adecuar la intervención pro-
puesta.

b) Se respetarán la memoria histórica y las caracterís-
ticas esenciales del bien, sin perjuicio de que pueda auto-
rizarse el uso de elementos, técnicas y materiales actua-
les para la mejor adaptación del bien a su uso y para des-
tacar determinados elementos o épocas.

c) Se conservarán las características volumétricas y
espaciales definidoras del inmueble, así como las aporta-
ciones de distintas épocas. En caso de que excepcional-
mente se autorice alguna supresión, ésta quedará debida-
mente documentada.

d) Se evitarán los intentos de reconstrucción, salvo en
los casos en los que la existencia de suficientes elemen-
tos originales así lo permita. No podrán realizarse
reconstrucciones miméticas que falseen su autenticidad
histórica. Cuando sea indispensable para la estabilidad y
el mantenimiento del inmueble la adición de materiales,
ésta habrá de ser reconocible y sin discordancia estética
o funcional con el resto del inmueble.

2. En lo referente al entorno de protección de un bien
inmueble, al volumen, a la tipología, a la morfología y al
cromatismo, las intervenciones no podrán alterar los
valores arquitectónicos y paisajísticos que definan el pro-
pio bien.

Artículo 39. Licencias.

1. La obtención de las autorizaciones exigidas en la
presente Ley no exime de la obligación de obtener licen-
cia municipal o cualesquiera otras autorizaciones que
sean precisas.

2. No podrán otorgarse licencias para la realización
de obras que, con arreglo a la presente Ley, requieran
cualquier autorización administrativa, hasta que ésta sea
concedida.

3. Las obras realizadas sin la autorización prevista en
el artículo 36 serán ilegales, y los Ayuntamientos y, en
su caso, la Consejería competente en materia de cultura
ordenarán, si fuese oportuno, su reconstrucción o demo-
lición con cargo al responsable de la infracción sin per-
juicio de incoar en su caso el correspondiente procedi-
miento sancionador.
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Artículo 40. Declaración de ruina.

1. Si a pesar de lo establecido en los artículos 24 y 32
llegase a iniciarse procedimiento de declaración de ruina
de algún inmueble declarado bien de interés cultural, la
Consejería competente en materia de cultura estará legi-
timada para intervenir como interesado en dicho expe-
diente, debiéndole ser notificada la apertura y las resolu-
ciones que en el mismo se adopten.

En ningún caso podrá procederse a la demolición sin
autorización de la Consejería competente en materia de
cultura. Si el inmueble estuviera declarado con las cate-
gorías de monumento o jardín histórico, la resolución por
la que se declare la ruina sólo podrá disponer la ejecu-
ción de las obras necesarias para su conservación o reha-
bilitación, previo informe de la Consejería competente
en materia de cultura.

2. La situación de ruina producida por incumplimien-
to de los deberes de conservación establecidos en esta
Ley conllevará la reposición, a cargo del titular de la pro-
piedad, del bien a su estado primigenio.

3. En el supuesto de que la situación del inmueble
conlleve peligro inminente de daños a personas, la enti-
dad que incoase expediente de ruina habrá de tomar las
medidas oportunas para evitar dichos daños, adoptando
las medidas necesarias para garantizar el mantenimiento
de las características y elementos singulares del edificio.
Dichas medidas no podrán incluir más demoliciones que
las estrictamente necesarias, y se atendrán a los términos
previstos en la resolución de la Consejería competente en
materia de cultura.

Artículo 41. Prohibiciones en monumentos y jardines
históricos.

1. En los monumentos y jardines históricos queda
prohibida la instalación de publicidad, cables, antenas,
conducciones aparentes y todo aquello que impida o
menoscabe la apreciación del bien dentro de su entorno.

2. Se prohibe también toda construcción que pueda
alterar el volumen, la tipología, la morfología o el cro-
matismo de los inmuebles a los que hace referencia este
artículo o perturbe su contemplación.

Artículo 42. Conservación de conjuntos históricos, sitios
históricos, zonas arqueológicas y conjuntos etnológicos.

1. La conservación de los conjuntos históricos com-
porta el mantenimiento de la estructura urbana y arqui-
tectónica y de la silueta paisajística, así como de las
características generales de su ambiente. Se considerarán
excepcionales las sustituciones de inmuebles y sólo
podrán realizarse en la medida que contribuyan a la con-
servación general del carácter del conjunto.

2. La conservación de los sitios históricos y conjun-
tos etnológicos comporta el mantenimiento de los valo-
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2. La situación de ruina producida por incumplimien-
to de los deberes de conservación establecidos en esta
Ley conllevará la reposición, a cargo del titular de la pro-
piedad, del bien a su estado primigenio.

3. En el supuesto de que la situación del inmueble
conlleve peligro inminente de daños a personas, la enti-
dad que incoase expediente de ruina habrá de tomar las
medidas oportunas para evitar dichos daños, adoptando
las medidas necesarias para garantizar el mantenimiento
de las características y elementos singulares del edificio.
Dichas medidas no podrán incluir más demoliciones que
las estrictamente necesarias, y se atendrán a los términos
previstos en la resolución de la Consejería competente en
materia de cultura.

Artículo 41. Prohibiciones en monumentos y jardines
históricos.

1. En los monumentos y jardines históricos queda
prohibida la instalación de publicidad, cables, antenas,
conducciones aparentes y todo aquello que impida o
menoscabe la apreciación del bien dentro de su entorno.

2. Se prohibe también toda construcción que pueda
alterar el volumen, la tipología, la morfología o el cro-
matismo de los inmuebles a los que hace referencia este
artículo o perturbe su contemplación.

Artículo 42. Conservación de conjuntos históricos, sitios
históricos, zonas arqueológicas y conjuntos etnológicos.

1. La conservación de los conjuntos históricos com-
porta el mantenimiento de la estructura urbana y arqui-
tectónica y de la silueta paisajística, así como de las
características generales de su ambiente. Se considerarán
excepcionales las sustituciones de inmuebles y sólo
podrán realizarse en la medida que contribuyan a la con-
servación general del carácter del conjunto.

2. La conservación de los sitios históricos y conjun-
tos etnológicos comporta el mantenimiento de los valo-
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res históricos, etnológicos, paleontológicos y antropoló-
gicos, el paisaje y las características generales de su
ambiente.

3. La conservación de las zonas arqueológicas com-
porta el mantenimiento de los valores históricos, paleon-
tológicos y antropológicos, así como la protección de
bienes afectados, ya hayan sido descubiertos o se
encuentren ocultos en el subsuelo o bajo las aguas conti-
nentales.

4. Para el cumplimiento de lo dispuesto en los aparta-
dos anteriores, no se admitirán modificaciones en las ali-
neaciones y rasantes existentes, alteraciones de volumen,
ni de edificabilidad, parcelaciones, agregaciones y, en
general, ningún cambio que afecte a la armonía de con-
junto. No obstante, podrán admitirse estas variaciones,
con carácter excepcional, siempre que contribuyan a la
conservación general del bien, y estén comprendidas en
la figura de planeamiento definida en el siguiente artícu-
lo.

5. En los sitios históricos y zonas arqueológicas
queda prohibida la colocación de cualquier clase de
publicidad, así como cables, antenas y conducciones apa-
rentes. Sólo en el caso en que se sitúen sobre suelo urba-
no se podrán autorizar dichas instalaciones, siempre que
guarden armonía con el ambiente en el que se encuen-
tren.

Artículo 43. Planeamiento en conjuntos históricos, sitios
históricos, zonas arqueológicas y conjuntos etnológicos.

1. La declaración de un conjunto histórico, sitio his-
tórico, zona arqueológica o conjunto etnológico determi-
nará la obligación para el Ayuntamiento en cuyo término
municipal radique, de redactar un plan especial de pro-
tección del área afectada u otro instrumento de los pre-
vistos en la legislación urbanística o de ordenación del
territorio que cumpla en todo caso los objetivos estable-
cidos en esta Ley.

2. La aprobación definitiva de este plan o instrumen-
tos urbanísticos requerirá el informe favorable de la Con-
sejería competente en materia de cultura, para cuya emi-
sión será aplicable el procedimiento previsto en los apar-
tados .2 y .3 del artículo 37 de esta Ley.

La obligatoriedad de dicho planeamiento no podrá
excusarse en la preexistencia de otro contradictorio con
la protección, ni en la inexistencia previa de planeamien-
to general.

3. Los instrumentos de planeamiento a los que se
refiere este artículo establecerán para todos los usos
públicos el orden de prioridad de su instalación en los
edificios y espacios que fuesen aptos para ello. Igual-
mente contemplarán las posibles áreas de rehabilitación
integrada que permitan la recuperación del área residen-
cial y de las actividades económicas adecuadas.
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4. Los instrumentos de planeamiento a que se refiere
este artículo contendrán al menos:

a) un catálogo exhaustivo de todos los elementos que
conformen el área afectada, incluidos aquellos de carác-
ter ambiental, señalados con precisión en un plano topo-
gráfico, definiendo las clases de protección y tipos de
actuación para cada elemento.

b) los criterios relativos a la conservación de facha-
das y cubiertas e instalaciones sobre las mismas, así
como de aquellos elementos más significativos existen-
tes en el interior.

c) los criterios para la determinación de los elementos
tipológicos básicos de las construcciones y de la estruc-
tura o morfología del espacio afectado que deban ser
objeto de potenciación o conservación.

d) la justificación de las modificaciones de alineacio-
nes, edificabilidad, parcelaciones o agregaciones que,
excepcionalmente, el plan proponga.

5. En el planeamiento se recogerán normas específi-
cas para la protección del patrimonio arqueológico, que
contemplarán, al menos, la zonificación de áreas de inte-
rés arqueológico, señaladas con precisión sobre plano
topográfico, definiendo los niveles de protección y la
compatibilidad de los usos con la conservación, así como
los requisitos técnicos que hayan de regir la autorización
de las actividades a las que se refiere el artículo 44.2.

6. En su redacción se contemplarán específicamente
las instalaciones eléctricas, telefónicas o cualesquiera
otras. Las antenas de televisión, pantallas de recepción
de ondas y dispositivos similares se situarán en lugares
en los que no perjudiquen la imagen urbana o de conjun-
to. Sólo se autorizarán aquellos rótulos cuando guarden
armonía con los valores de conjunto.

Artículo 44. Autorización de obras en conjuntos históri -
cos, sitios históricos y zonas arqueológicas y conjuntos
etnológicos.

1. En tanto no se apruebe definitivamente el instru-
mento urbanístico de protección con el informe a que
hace referencia el artículo 43.2 de la presente Ley, la
concesión de licencias o la ejecución de las ya otorgadas
antes de iniciarse el procedimiento de declaración así
como la emisión de órdenes de ejecución, precisará reso-
lución favorable de la Consejería competente en materia
de cultura.

2. Una vez aprobados definitivamente los citados ins-
trumentos urbanísticos, los Ayuntamientos serán compe-
tentes para autorizar las obras precisas para su desarrollo,
siempre que no afecten a bienes declarados de interés
cultural con la categoría de monumento o jardín históri-
co, o a sus entornos, debiendo dar cuenta a la Consejería
competente en materia de cultura de las licencias conce-
didas en un plazo máximo de diez días. La competencia
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1. En tanto no se apruebe definitivamente el instru-
mento urbanístico de protección con el informe a que
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2. Una vez aprobados definitivamente los citados ins-
trumentos urbanísticos, los Ayuntamientos serán compe-
tentes para autorizar las obras precisas para su desarrollo,
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didas en un plazo máximo de diez días. La competencia
para autorizar excavaciones y prospecciones arqueológi-
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para autorizar excavaciones y prospecciones arqueológi-
cas corresponderá en todo caso a dicha Consejería.

3. Las obras que se realicen al amparo de licencias
que vulneren los citados instrumentos urbanísticos serán
ilegales y la Consejería competente en materia de cultura
habrá de ordenar su reconstrucción o demolición con
cargo al Ayuntamiento que las hubiese otorgado, sin per-
juicio de lo dispuesto en la legislación urbanística.

SECCIÓN 2ª.

Régimen de los bienes muebles

Artículo 45. Autorizaciones previas.

1. La modificación, restauración, traslado o altera-
ción de cualquier tipo de bienes muebles declarados de
interés cultural requerirá siempre autorización previa de
la Consejería competente en materia de cultura.

2. Los bienes muebles que fuesen declarados de inte-
rés cultural como colección, no podrán disgregarse sin la
autorización prevista en el apartado anterior.

Artículo 46. Traslados.

1. Para solicitar autorización de traslado de bienes
muebles declarados de interés cultural se comunicará a la
Consejería competente en materia de cultura el origen y
destino del traslado, y si éste se hace con carácter tempo-
ral o definitivo. La realización del traslado se comunica-
rá a la Consejería para su anotación en el Registro de
Bienes de Interés Cultural.

2. Los bienes muebles que, por su vinculación con un
inmueble, sean incorporados a la declaración de interés
cultural del mismo de acuerdo con lo previsto en los artí-
culos 11.1.b) y 12 de esta Ley, estarán sometidos al des-
tino de aquél, y su traslado, siempre con carácter excep-
cional, exigirá la previa autorización de la Consejería
competente en materia de cultura, previo informe favora-
ble de, al menos, dos de las instituciones consultivas a
las que se refiere el artículo 6 de la Ley.

Artículo 47. Fondos de archivos y museos.

El régimen de protección establecido en la presente
Ley para los bienes muebles declarados de interés cultu-
ral se aplicará también a todos los bienes culturales que
formen parte de las colecciones de los museos, de los
archivos históricos y del fondo antiguo de las bibliotecas
gestionados por la Administración de la Comunidad
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Autónoma, sin perjuicio de las normas especiales que les
sean de aplicación.

CAPÍTULO III.

Régimen de los bienes inventariados

Artículo 48. Régimen de los bienes muebles inventa-
riados.

1. Toda modificación, restauración, traslado, o altera-
ción de cualquier tipo sobre bienes muebles inventaria-
dos, requerirá autorización previa de la Consejería com-
petente en materia de cultura.

Dicha autorización se entenderá concedida si transcu-
rrieran tres meses desde la recepción de la solicitud por
el órgano competente y éste no hubiera dictado la corres-
pondiente resolución.

2. Los bienes muebles incluidos en el inventario
como colección no podrán disgregarse sin la autorización
prevista en el apartado anterior.

3. Los propietarios de bienes muebles inventariados
y, en su caso, los demás titulares de derechos reales
sobre dichos bienes, están obligados a prestarlos, con las
debidas garantías, para exposiciones temporales que se
organicen por los Organismos competentes para la ejecu-
ción de esta Ley, y a permitir su estudio a los investiga-
dores, previa solicitud razonada. Para el cumplimiento de
esta última obligación la Consejería competente en mate-
ria de cultura podrá acordar el depósito de los bienes
afectados en un centro que reúna las condiciones adecua-
das para su examen, conservación y custodia.

4. No será obligatorio realizar los préstamos y depó-
sitos a que se refiere el apartado anterior por un período
superior a un mes por año.

Artículo 49. Régimen de los bienes inmuebles inventa-
riados.

1. Las condiciones de protección que figuren en la
resolución por la que se acuerda la inclusión de un bien
inmueble en el Inventario, serán de obligada observancia
para los Ayuntamientos en el ejercicio de sus competen-
cias urbanísticas.

2. La inclusión de un bien inmueble en el Inventario
de Bienes del Patrimonio Cultural de Castilla y León
determinará, para el Ayuntamiento en cuyo término
municipal radique, la obligación de inscribirlo como tal
con carácter definitivo en el catálogo urbanístico de ele-
mentos protegidos previsto en la normativa o instrumen-
to de planeamiento urbanístico vigentes.

3. En tanto no se produzca la inclusión de los bienes
inmuebles inventariados en el catálogo urbanístico de
elementos protegidos al que se refiere el apartado ante-
rior, o ante la inexistencia de éste, la realización de cua-
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lesquiera obras o intervenciones requerirá la autorización
previa de la Consejería competente en materia de cultura.

4. Sin perjuicio de lo contemplado en los apartados
anteriores, será de aplicación a los yacimientos arqueoló-
gicos inventariados la normativa específica sobre patri-
monio arqueológico establecida en esta Ley y en las dis-
posiciones que la desarrollen.

TÍTULO III

Del patrimonio arqueológico

CAPÍTULO I

Normas Generales

Artículo 50. Patrimonio arqueológico.

Constituyen el patrimonio arqueológico de Castilla y
León los bienes muebles e inmuebles de carácter históri-
co, así como los lugares en los que es posible reconocer
la actividad humana en el pasado, que precisen para su
localización o estudio métodos arqueológicos, hayan
sido o no extraídos de su lugar de origen, tanto si se
encuentran en la superficie como en el subsuelo o a una
zona subacuática.

También forman parte de este patrimonio los restos
materiales geológicos y paleontológicos que puedan rela-
cionarse con la historia del hombre.

Artículo 51. Definición de las actividades arqueológicas.

1. Tienen la consideración de actividades arqueológi-
cas las prospecciones, excavaciones, controles arqueoló-
gicos y estudios directos con reproducción de arte rupes-
tre que se definen en esta Ley, así como cualesquiera
otras actividades que tengan por finalidad la búsqueda,
documentación o investigación de bienes y lugares inte-
grantes del patrimonio arqueológico.

2. Son prospecciones arqueológicas las observaciones
y reconocimientos de la superficie o del subsuelo que se
lleven a cabo, sin remoción del terreno, con el fin de bus-
car, documentar e investigar bienes y lugares integrantes
del patrimonio arqueológico de cualquier tipo.

3. Son excavaciones arqueológicas las remociones de
terreno efectuadas con el fin de descubrir e investigar
bienes y lugares integrantes del patrimonio arqueológico
de cualquier tipo.

4. Son controles arqueológicos las supervisiones de
las remociones de terrenos que se realicen, en lugares en
los que se presuma la existencia de bienes del patrimonio
arqueológico pero no esté suficientemente comprobada,
con el fin de evaluar y establecer las medidas oportunas
de documentación y protección de las evidencias arqueo-
lógicas que, en su caso, se hallen.
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localización o estudio métodos arqueológicos, hayan
sido o no extraídos de su lugar de origen, tanto si se
encuentran en la superficie como en el subsuelo o a una
zona subacuática.

También forman parte de este patrimonio los restos
materiales geológicos y paleontológicos que puedan rela-
cionarse con la historia del hombre.

Artículo 51. Definición de las actividades arqueológicas.

1. Tienen la consideración de actividades arqueológi-
cas las prospecciones, excavaciones, controles arqueoló-
gicos y estudios directos con reproducción de arte rupes-
tre que se definen en esta Ley, así como cualesquiera
otras actividades que tengan por finalidad la búsqueda,
documentación o investigación de bienes y lugares inte-
grantes del patrimonio arqueológico.

2. Son prospecciones arqueológicas las observaciones
y reconocimientos de la superficie o del subsuelo que se
lleven a cabo, sin remoción del terreno, con el fin de bus-
car, documentar e investigar bienes y lugares integrantes
del patrimonio arqueológico de cualquier tipo.

3. Son excavaciones arqueológicas las remociones de
terreno efectuadas con el fin de descubrir e investigar
bienes y lugares integrantes del patrimonio arqueológico
de cualquier tipo.

4. Son controles arqueológicos las supervisiones de
las remociones de terrenos que se realicen, en lugares en
los que se presuma la existencia de bienes del patrimonio
arqueológico pero no esté suficientemente comprobada,
con el fin de evaluar y establecer las medidas oportunas
de documentación y protección de las evidencias arqueo-
lógicas que, en su caso, se hallen.
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5. Son estudios directos con reproducción de arte
rupestre todas las tareas, entre ellas la reproducción
mediante calco o por cualquier otro sistema, dirigidas a
la documentación e investigación de las manifestaciones
de arte rupestre.

Artículo 52. Órdenes para investigación.

La Consejería competente en materia de cultura
podrá ordenar la ejecución de excavaciones o prospec-
ciones arqueológicas en cualquier terreno público o pri-
vado del territorio de Castilla y León en el que se presu-
ma la existencia de bienes del patrimonio arqueológico.
A efectos de la correspondiente indemnización regirá lo
dispuesto en la legislación vigente sobre expropiación
forzosa.

Artículo 53. Suspensión de obras.

La Consejería competente en materia de cultura
podrá ordenar la interrupción de obras por un período
máximo de dos meses en los lugares en que se hallen for-
tuitamente bienes del patrimonio arqueológico. En dicho
período de tiempo la Administración, a su cargo, realiza-
rá las intervenciones arqueológicas que considere opor-
tunas para decidir sobre el inicio del procedimiento para
su declaración del lugar como bien de interés cultural o
su inclusión en el Inventario, de conformidad con lo
establecido en esta Ley. Dicha interrupción no comporta-
rá derecho a indemnización alguna.

Artículo 54. Instrumentos urbanísticos.

1. Los instrumentos de planeamiento urbanístico que
se aprueben, modifiquen o revisen con posterioridad a la
entrada en vigor de esta Ley deberán incluir un catálogo
de los bienes integrantes del patrimonio arqueológico
afectados y las normas necesarias para su protección,
conforme a lo previsto en esta Ley, redactado por técnico
competente.

2. Para la redacción de dicho catálogo y normas, los
promotores del planeamiento realizarán las prospeccio-
nes y estudios necesarios, facilitando la Administración
de la Comunidad de Castilla y León los datos de los que
disponga.

3. Los lugares en que se encuentren bienes arqueoló-
gicos se clasificarán como suelo rústico con protección
cultural o, en su caso, con la categoría que corresponda
de conformidad con el artículo 16.2 de la Ley 5/1999, de
8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, salvo aque-
llos que se localicen en zonas urbanas o urbanizables que
hayan tenido tales clasificaciones con anterioridad a la
entrada en vigor de esta Ley.

4. La aprobación del catálogo y normas a que se
refiere este artículo requerirá el informe favorable de la
Consejería competente en materia de cultura, en un plazo
máximo de seis meses.

5. Son estudios directos con reproducción de arte
rupestre todas las tareas, entre ellas la reproducción
mediante calco o por cualquier otro sistema, dirigidas a
la documentación e investigación de las manifestaciones
de arte rupestre.

Artículo 52. Órdenes para investigación.

La Consejería competente en materia de cultura
podrá ordenar la ejecución de excavaciones o prospec-
ciones arqueológicas en cualquier terreno público o pri-
vado del territorio de Castilla y León en el que se presu-
ma la existencia de bienes del patrimonio arqueológico.
A efectos de la correspondiente indemnización regirá lo
dispuesto en la legislación vigente sobre expropiación
forzosa.

Artículo 53. Suspensión de obras.

La Consejería competente en materia de cultura
podrá ordenar la interrupción de obras por un período
máximo de dos meses en los lugares en que se hallen for-
tuitamente bienes del patrimonio arqueológico. En dicho
período de tiempo la Administración, a su cargo, realiza-
rá las intervenciones arqueológicas que considere opor-
tunas para decidir sobre el inicio del procedimiento para
su declaración del lugar como bien de interés cultural o
su inclusión en el Inventario, de conformidad con lo
establecido en esta Ley. Dicha interrupción no comporta-
rá derecho a indemnización alguna.

Artículo 54. Instrumentos urbanísticos.

1. Los instrumentos de planeamiento urbanístico que
se aprueben, modifiquen o revisen con posterioridad a la
entrada en vigor de esta Ley deberán incluir un catálogo
de los bienes integrantes del patrimonio arqueológico
afectados y las normas necesarias para su protección,
conforme a lo previsto en esta Ley, redactado por técnico
competente.

2. Para la redacción de dicho catálogo y normas, los
promotores del planeamiento realizarán las prospeccio-
nes y estudios necesarios, facilitando la Administración
de la Comunidad de Castilla y León los datos de los que
disponga.

3. Los lugares en que se encuentren bienes arqueoló-
gicos se clasificarán como suelo rústico con protección
cultural o, en su caso, con la categoría que corresponda
de conformidad con el artículo 16.2 de la Ley 5/1999, de
8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, salvo aque-
llos que se localicen en zonas urbanas o urbanizables que
hayan tenido tales clasificaciones con anterioridad a la
entrada en vigor de esta Ley.

4. La aprobación del catálogo y normas a que se
refiere este artículo requerirá el informe favorable de la
Consejería competente en materia de cultura, en un plazo
máximo de seis meses.
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CAPÍTULO II

De las actividades arqueológicas y su autorización

Artículo 55. Autorización de actividades arqueológicas.

1. Para la realización de las actividades arqueológicas
que se definen en el artículo 51 de esta Ley o de trabajos
de consolidación o restauración de bienes muebles o
inmuebles del patrimonio arqueológico de Castilla y
León, será siempre necesaria autorización previa y
expresa de la Consejería competente en materia de cultu-
ra.

2. Para la obtención de las autorizaciones referidas el
apartado anterior se exigirá el empleo de medios perso-
nales, profesionales y medios técnicos adecuados. Cuan-
do se trate de actividades arqueológicas se exigirá la
intervención de profesionales o equipos que cuenten con
la titulación o acreditación que reglamentariamente se
determine.

3. Para solicitar la autorización de actividades arque-
ológicas será necesaria la presentación de un programa
detallado en el que se justifiquen su necesidad e interés
científico y la disponibilidad de medios adecuados para
la realización de los trabajos.

4. En la autorización de las excavaciones arqueológi-
cas la Administración determinará las áreas que se pue-
dan excavar y establecerá zonas de reserva arqueológica
que permitan realizar posteriores estudios.

5. Los titulares de autorizaciones para realizar exca-
vaciones arqueológicas garantizarán el mantenimiento y
conservación de las estructuras y materiales que se
hallen con ocasión de su ejecución. Para ello, programa-
rán y desarrollarán los trabajos necesarios en el transcur-
so de las excavaciones.

6. Todo descubrimiento de bienes integrantes del
patrimonio arqueológico que se produzca durante el
desarrollo de las actividades a que se refiere este artículo
deberá ser comunicado a la Consejería competente en
materia de cultura en el plazo máximo de treinta días.
Los bienes descubiertos serán entregados para su custo-
dia al Museo o centro que establezca dicha Consejería,
en el plazo y condiciones que ésta asimismo determine.

Artículo 56. Consecuencias del incumplimiento de obli -
gaciones.

El incumplimiento de las obligaciones que correspon-
den a los titulares de autorizaciones para la realización
de actividades arqueológicas o de las condiciones y tér-
minos establecidos en aquéllas, podrá dar lugar a la sus-
pensión de la autorización o a su revocación previa
audiencia del interesado, sin perjuicio de las sanciones a
que pudieran dar lugar, de conformidad a lo dispuesto en
el título VII de esta Ley.

CAPÍTULO II

De las actividades arqueológicas y su autorización

Artículo 55. Autorización de actividades arqueológicas.

1. Para la realización de las actividades arqueológicas
que se definen en el artículo 51 de esta Ley o de trabajos
de consolidación o restauración de bienes muebles o
inmuebles del patrimonio arqueológico de Castilla y
León, será siempre necesaria autorización previa y
expresa de la Consejería competente en materia de cultu-
ra.

2. Para la obtención de las autorizaciones referidas el
apartado anterior se exigirá el empleo de medios perso-
nales, profesionales y medios técnicos adecuados. Cuan-
do se trate de actividades arqueológicas se exigirá la
intervención de profesionales o equipos que cuenten con
la titulación o acreditación que reglamentariamente se
determine.

3. Para solicitar la autorización de actividades arque-
ológicas será necesaria la presentación de un programa
detallado en el que se justifiquen su necesidad e interés
científico y la disponibilidad de medios adecuados para
la realización de los trabajos.

4. En la autorización de excavaciones arqueológicas
la Administración determinará las áreas que se puedan
excavar y establecerá zonas de reserva arqueológica que
permitan realizar posteriores estudios.

5. Los titulares de autorizaciones para realizar exca-
vaciones arqueológicas garantizarán el mantenimiento y
conservación de las estructuras y materiales que se
hallen con ocasión de su ejecución. Para ello, programa-
rán y desarrollarán los trabajos necesarios en el transcur-
so de las excavaciones.

6. Todo descubrimiento de bienes integrantes del
patrimonio arqueológico que se produzca durante el
desarrollo de las actividades a que se refiere este artículo
deberá ser comunicado a la Consejería competente en
materia de cultura en el plazo máximo de treinta días.
Los bienes descubiertos serán entregados para su custo-
dia al Museo o centro que establezca dicha Consejería,
en el plazo y condiciones que ésta asimismo determine.

Artículo 56. Consecuencias del incumplimiento de obli -
gaciones.

El incumplimiento de las obligaciones que correspon-
den a los titulares de autorizaciones para la realización
de actividades arqueológicas o de las condiciones y tér-
minos establecidos en aquéllas, podrá dar lugar a la sus-
pensión de la autorización o a su revocación previa
audiencia del interesado, sin perjuicio de las sanciones a
que pudieran dar lugar, de conformidad a lo dispuesto en
el título VII de esta Ley.
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Artículo 57. Autorización de obras.

1. Las solicitudes de autorización o licencia de obras
que afecten a una zona arqueológica o a un yacimiento
inventariado y supongan remoción de terrenos, deberán
ir acompañadas de un estudio sobre la incidencia de las
obras en el patrimonio arqueológico, elaborado por titu-
lado superior con competencia profesional en materia de
Arqueología.

2. La Consejería competente en materia de cultura, a
la vista de las prospecciones, controles o excavaciones
arqueológicas a las que se refiera el estudio, podrá estable-
cer las condiciones que deban incorporarse a la licencia.

Artículo 58. Financiación de los trabajos arqueológicos.

1. En los casos en que una actuación arqueológica
resulte necesaria como requisito para la autorización o a
consecuencia de cualquier tipo de obras que afecten a
zonas o yacimientos declarados de interés cultural o a
bienes inventariados integrantes del Patrimonio Arqueo-
lógico, el promotor deberá presentar proyecto arqueoló-
gico ante la Administración competente para su aproba-
ción, previa a la ejecución de aquellas.

2. La financiación de los trabajos arqueológicos
correrá a cargo del promotor de las obras en el caso de
que se trate de entidades de derecho público. Si se tratara
de entidades de derecho privado, la Consejería compe-
tente en materia de cultura podrá participar en la finan-
ciación de los gastos mediante la concesión de ayudas en
los términos que se fijen reglamentariamente, a no ser
que se ejecute directamente el proyecto que se estime
necesario.

CAPÍTULO III

De los descubrimientos arqueológicos

Artículo 59. Régimen de propiedad.

Son bienes de dominio público todos los objetos y
restos materiales que posean los valores propios del
patrimonio cultural de Castilla y León y sean descubier-
tos como consecuencia de excavaciones, remociones de
tierra u obras de cualquier índole o por azar. Cuando se
trate de hallazgos casuales, en ningún caso será de apli-
cación a tales objetos lo dispuesto en el artículo 351 del
Código Civil.

Artículo 60. Hallazgos casuales.

1. Se consideran hallazgos casuales los descubri-
mientos de objetos y restos materiales que, poseyendo
los valores que son propios del patrimonio cultural de
Castilla y León, se produzcan por azar o como conse-
cuencia de cualquier tipo de remociones de tierra, demo-
liciones u obras de cualquier otra índole.

Artículo 57. Autorización de obras.

1. Las solicitudes de autorización o licencia de obras
que afecten a una zona arqueológica o a un yacimiento
inventariado y supongan remoción de terrenos, deberán
ir acompañadas de un estudio sobre la incidencia de las
obras en el patrimonio arqueológico, elaborado por titu-
lado superior con competencia profesional en materia de
Arqueología.

2. La Consejería competente en materia de cultura, a
la vista de las prospecciones, controles o excavaciones
arqueológicas a las que se refiera el estudio, podrá estable-
cer las condiciones que deban incorporarse a la licencia.

Artículo 58. Financiación de los trabajos arqueológicos.

1. En los casos en que una actuación arqueológica
resulte necesaria como requisito para la autorización o a
consecuencia de cualquier tipo de obras que afecten a
zonas o yacimientos declarados de interés cultural o a
bienes inventariados integrantes del Patrimonio Arqueo-
lógico, el promotor deberá presentar proyecto arqueoló-
gico ante la Administración competente para su aproba-
ción, previa a la ejecución de aquellas.

2. La financiación de los trabajos arqueológicos a que
se refiere este artículo correrá a cargo del promotor de
las obras en el caso de que se trate de entidades de dere-
cho público. Si se tratara de particulares, la Consejería
competente en materia de cultura podrá participar en la
financiación de los gastos mediante la concesión de ayu-
das en los términos que se fijen reglamentariamente, a no
ser que se ejecute directamente el proyecto que se estime
necesario.

CAPÍTULO III

De los descubrimientos arqueológicos

Artículo 59. Régimen de propiedad.

Son bienes de dominio público todos los objetos y
restos materiales que posean los valores propios del
patrimonio cultural de Castilla y León y sean descubier-
tos como consecuencia de excavaciones, remociones de
tierra u obras de cualquier índole o por azar. Cuando se
trate de hallazgos casuales, en ningún caso será de apli-
cación a tales objetos lo dispuesto en el artículo 351 del
Código Civil.

Artículo 60. Hallazgos casuales.

1. Se consideran hallazgos casuales los descubri-
mientos de objetos y restos materiales que, poseyendo
los valores que son propios del patrimonio cultural de
Castilla y León, se produzcan por azar o como conse-
cuencia de cualquier tipo de remociones de tierra, demo-
liciones u obras de cualquier otra índole.
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2. En ningún caso tendrán la consideración de hallaz-
gos casuales los bienes descubiertos en zonas arqueoló-
gicas, en yacimientos arqueológicos inventariados o en
aquellos lugares incluidos en los catálogos de instrumen-
tos urbanísticos a los que se refiere el artículo 54.

3. Todo hallazgo casual de bienes integrantes del
patrimonio arqueológico de Castilla y León deberá ser
comunicado inmediatamente por el hallador a la Conse-
jería competente en materia de cultura, con indicación
del lugar donde se haya producido.

4. Los promotores y la dirección facultativa deberán
paralizar en el acto las obras, de cualquier índole, si
aquéllas hubieren sido la causa del hallazgo casual, y
comunicarán éste inmediatamente a la Administración
competente, que en un plazo de dos meses determinará la
continuación de la obra o procederá a iniciar el procedi-
miento para la declaración del lugar donde se produjera
el hallazgo como bien de interés cultural o para su inclu-
sión en el Inventario. Dicha paralización no comportará
derecho a indemnización.

5. En ningún caso se podrá proceder a la extracción
de los hallazgos arqueológicos efectuados a menos que
ésta fuera indispensable para evitar su pérdida o destruc-
ción.

6. Una vez comunicado el descubrimiento, y hasta
que los objetos sean entregados a la Administración
competente, al descubridor le serán de aplicación las nor-
mas del depósito legal, salvo que los entregue a un
museo público.

Artículo 61. Premios por descubrimientos.

1. Los hallazgos casuales de bienes muebles darán
derecho a percibir de la Consejería competente en mate-
ria de cultura, en concepto de premio en metálico, la
mitad del valor que en tasación legal se atribuya a los
objetos hallados. Esta cantidad se dividirá a partes igua-
les entre el hallador y el propietario de los terrenos. Si
fuesen dos o más los halladores o propietarios se man-
tendrá igual proporción.

2. El incumplimiento de las obligaciones previstas en
el artículo anterior privará al hallador y, en su caso, al
propietario del derecho al premio indicado, quedando los
objetos de forma inmediata a disposición de la Adminis-
tración competente y con independencia de las sanciones
que procedan.

TÍTULO IV

Del patrimonio etnológico y lingüístico

CAPÍTULO I

Del patrimonio etnológico

Artículo 62. Definición.

1. Integran el patrimonio etnológico de Castilla y
León los lugares y los bienes muebles e inmuebles, así

2. En ningún caso tendrán la consideración de hallaz-
gos casuales los bienes descubiertos en zonas arqueoló-
gicas, en yacimientos arqueológicos inventariados o en
aquellos lugares incluidos en los catálogos de instrumen-
tos urbanísticos a los que se refiere el artículo 54.

3. Todo hallazgo casual de bienes integrantes del
patrimonio arqueológico de Castilla y León deberá ser
comunicado inmediatamente por el hallador a la Conse-
jería competente en materia de cultura, con indicación
del lugar donde se haya producido.

4. Los promotores y la dirección facultativa deberán
paralizar en el acto las obras, de cualquier índole, si
aquéllas hubieren sido la causa del hallazgo casual, y
comunicarán éste inmediatamente a la Administración
competente, que en un plazo de dos meses determinará la
continuación de la obra o procederá a iniciar el procedi-
miento para la declaración del lugar donde se produjera
el hallazgo como bien de interés cultural o para su inclu-
sión en el Inventario. Dicha paralización no comportará
derecho a indemnización.

5. En ningún caso se podrá proceder a la extracción
de los hallazgos arqueológicos efectuados a menos que
ésta fuera indispensable para evitar su pérdida o destruc-
ción.

6. Una vez comunicado el descubrimiento, y hasta
que los objetos sean entregados a la Administración
competente, al descubridor le serán de aplicación las nor-
mas del depósito legal, salvo que los entregue a un
museo público.

Artículo 61. Premios por descubrimientos.

1. Los hallazgos casuales de bienes muebles darán
derecho a percibir de la Consejería competente en mate-
ria de cultura, en concepto de premio en metálico, la
mitad del valor que en tasación legal se atribuya a los
objetos hallados. Esta cantidad se dividirá a partes igua-
les entre el hallador y el propietario de los terrenos. Si
fuesen dos o más los halladores o propietarios se man-
tendrá igual proporción.

2. El incumplimiento de las obligaciones previstas en
el artículo anterior privará al hallador y, en su caso, al
propietario del derecho al premio indicado, quedando los
objetos de forma inmediata a disposición de la Adminis-
tración competente y con independencia de las sanciones
que procedan.

TÍTULO IV

Del patrimonio etnológico y lingüístico

CAPÍTULO I

Del patrimonio etnológico

Artículo 62. Definición.

1. Integran el patrimonio etnológico de Castilla y
León los lugares y los bienes muebles e inmuebles, así
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como las actividades, conocimientos, prácticas, trabajos
y manifestaciones culturales transmitidos oral o consue-
tudinariamente que sean expresiones simbólicas o signi-
ficativas de costumbres tradicionales o formas de vida en
las que se reconozca un colectivo, o que constituyan un
elemento de vinculación o relación social originarios o
tradicionalmente desarrollados en el territorio de la
Comunidad de Castilla y León.

2. Se consideran incluidos en el patrimonio etnológi-
co de Castilla y León aquellos bienes muebles o inmue-
bles, relacionados con la economía y los procesos pro-
ductivos e industriales del pasado que se consideren de
interés de acuerdo a lo referido en el artículo 1.2 de esta
ley.

Artículo 63. Medidas de protección.

1. La protección de los bienes del patrimonio etnoló-
gico de Castilla y León se realizará declarándolos o
inventariándolos con arreglo a lo previsto en esta Ley.

2. En el acto administrativo por el que se acordó la
citada declaración o la inclusión en el inventario se esta-
blecerán las normas específicas de protección de los
valores que hubiese determinado la resolución adoptada.

3. Cuando los bienes etnológicos inmateriales estén
en riesgo de desaparición, pérdida o deterioro, la Conse-
jería competente en materia de cultura promoverá y
adoptará las medidas oportunas conducentes a su estu-
dio, documentación y registro por cualquier medio que
garantice su transmisión y puesta en valor.

CAPÍTULO II

Del Patrimonio Lingüístico

Artículo 64. Definición.

Integran el patrimonio lingüístico de Castilla y León
las diferentes lenguas, hablas, variedades dialectales y
modalidades lingüísticas que tradicionalmente se hayan
venido utilizando en el territorio de la Comunidad de
Castilla y León.

Artículo 65. Medidas de protección.

1. La Administración competente adoptará las medi-
das oportunas tendentes a la protección y difusión de las
distintas manifestaciones del patrimonio lingüístico de
Castilla y León, tomando en consideración las caracterís-
ticas y circunstancias específicas de cada una de ellas.

2. Así mismo, velará por la integridad de los valores
de las obras literarias y de pensamiento de autores vincu-
lados al territorio de la Comunidad de Castilla y León,
cuando no conste la existencia de particulares legitima-
dos para el ejercicio de las acciones en defensa del dere-
cho moral de autor.

como las actividades, conocimientos, prácticas, trabajos
y manifestaciones culturales transmitidos oral o consue-
tudinariamente que sean expresiones simbólicas o signi-
ficativas de costumbres tradicionales o formas de vida en
las que se reconozca un colectivo, o que constituyan un
elemento de vinculación o relación social originarios o
tradicionalmente desarrollados en el territorio de la
Comunidad de Castilla y León.

2. Se consideran incluidos en el patrimonio etnológi-
co de Castilla y León aquellos bienes muebles o inmue-
bles, relacionados con la economía y los procesos pro-
ductivos e industriales del pasado que se consideren de
interés de acuerdo a lo referido en el artículo 1.2 de esta
ley.

Artículo 63. Medidas de protección.

1. La protección de los bienes del patrimonio etnoló-
gico de Castilla y León se realizará declarándolos o
inventariándolos con arreglo a lo previsto en esta Ley.

2. En el acto administrativo por el que se acordó la
citada declaración o la inclusión en el inventario se esta-
blecerán las normas específicas de protección de los
valores que hubiese determinado la resolución adoptada.

3. Cuando los bienes etnológicos inmateriales estén
en riesgo de desaparición, pérdida o deterioro, la Conse-
jería competente en materia de cultura promoverá y
adoptará las medidas oportunas conducentes a su estu-
dio, documentación y registro por cualquier medio que
garantice su transmisión y puesta en valor.

CAPÍTULO II

Del Patrimonio Lingüístico

Artículo 64. Definición.

Integran el patrimonio lingüístico de Castilla y León
las diferentes lenguas, hablas, variedades dialectales y
modalidades lingüísticas que tradicionalmente se hayan
venido utilizando en el territorio de la Comunidad de
Castilla y León.

Artículo 65. Medidas de protección.

1. La Administración competente adoptará las medi-
das oportunas tendentes a la protección y difusión de las
distintas manifestaciones del patrimonio lingüístico de
Castilla y León, tomando en consideración las caracterís-
ticas y circunstancias específicas de cada una de ellas.

2. Asimismo, velará por la integridad de los valores
de las obras literarias y de pensamiento de autores vincu-
lados al territorio de la Comunidad de Castilla y León,
cuando no conste la existencia de particulares legitima-
dos para el ejercicio de las acciones en defensa del dere-
cho moral de autor.
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TÍTULO V

Del patrimonio documental y bibliográfico.

Artículo 66. Patrimonio documental.

El patrimonio documental de Castilla y León se regi-
rá por la Ley 6/1991, de 19 de abril, de los Archivos y
del Patrimonio Documental de Castilla y León, y por las
disposiciones que la modifiquen o desarrollen. En lo no
previsto en ellas será de aplicación cuanto se dispone con
carácter general en la presente Ley, y en especial en su
régimen de bienes muebles.

Artículo 67. Patrimonio bibliográfico.

1. Forman parte del patrimonio bibliográfico de Cas-
tilla y León:

a) Las obras literarias, históricas, científicas o artísti-
cas de carácter unitario o seriado, en escritura manuscri-
ta, impresa o registrada en lenguaje codificado en cual-
quier tipo de soporte, de las que no conste la existencia
de al menos tres ejemplares en las bibliotecas públicas o
en los servicios públicos responsables del depósito legal
existentes en la Comunidad Autónoma.

b) Las obras y colecciones bibliográficas conservadas
en Castilla y León que, sin estar incluidas en los aparta-
dos anteriores, se integren en el patrimonio bibliográfico
por resolución de la Consejería competente en materia de
cultura, en virtud de sus características singulares o por
haber sido producidas o reunidas por personas o entida-
des de especial relevancia en cualquier ámbito de activi-
dad.

c) Los ejemplares de las obras a que se refieren los
apartados anteriores y el siguiente, producidos en Casti-
lla y León que sean objeto del depósito legal.

2. Forman parte del patrimonio cultural y se les apli-
cará el régimen correspondiente al patrimonio bibliográ-
fico los ejemplares producto de ediciones o emisiones de
películas cinematográficas, fotografías, grabaciones
sonoras, videograbaciones y material multimedia, cual-
quiera que sea el soporte y la técnica utilizados para su
producción o reproducción.

Artículo 68. Régimen de protección.

1. El patrimonio bibliográfico se regirá por las nor-
mas que se establecen en este Título. En lo no previsto
en ellas será de aplicación cuanto se dispone con carácter
general en la presente Ley y en especial en su régimen de
bienes muebles.

2. Los bienes integrantes del patrimonio bibliográfico
y documental podrán ser declarados como bienes de inte-
rés cultural o inventariados conforme a lo establecido
para los bienes muebles en esta ley.

TÍTULO V

Del patrimonio documental y bibliográfico.

Artículo 66. Patrimonio documental.

El patrimonio documental de Castilla y León se regi-
rá por la Ley 6/1991, de 19 de abril, de los Archivos y
del Patrimonio Documental de Castilla y León, y por las
disposiciones que la modifiquen o desarrollen. En lo no
previsto en ellas será de aplicación cuanto se dispone con
carácter general en la presente Ley, y en especial en su
régimen de bienes muebles.

Artículo 67. Patrimonio bibliográfico.

1. Forman parte del patrimonio bibliográfico de Cas-
tilla y León:

a) Las obras literarias, históricas, científicas o artísti-
cas de carácter unitario o seriado, en escritura manuscri-
ta, impresa o registrada en lenguaje codificado en cual-
quier tipo de soporte, de las que no conste la existencia
de al menos tres ejemplares en las bibliotecas públicas o
en los servicios públicos responsables del depósito legal
existentes en la Comunidad Autónoma.

b) Las obras y colecciones bibliográficas conservadas
en Castilla y León que, sin estar incluidas en los aparta-
dos anteriores, se integren en el patrimonio bibliográfico
por resolución de la Consejería competente en materia de
cultura, en virtud de sus características singulares o por
haber sido producidas o reunidas por personas o entida-
des de especial relevancia en cualquier ámbito de activi-
dad.

c) Los ejemplares de las obras a que se refieren los
apartados anteriores y el siguiente, producidos en Casti-
lla y León que sean objeto del depósito legal.

2. Forman parte del patrimonio cultural y se les apli-
cará el régimen correspondiente al patrimonio bibliográ-
fico los ejemplares producto de ediciones o emisiones de
películas cinematográficas, fotografías, grabaciones
sonoras, videograbaciones y material multimedia que
reúnan alguna de las características que se establecen en
el apartado anterior cualquiera que sea el soporte y la
técnica utilizados para su producción o reproducción.

Artículo 68. Régimen de protección.

1. El patrimonio bibliográfico se regirá por las nor-
mas que se establecen en este Título. En lo no previsto
en ellas será de aplicación cuanto se dispone con carácter
general en la presente Ley y en especial en su régimen de
bienes muebles.

2. Los bienes integrantes del patrimonio bibliográfico
y documental podrán ser declarados como bienes de inte-
rés cultural o inventariados conforme a lo establecido
para los bienes muebles en esta ley.
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3. Para todo lo referente a la confección del Censo de
los bienes integrantes del Patrimonio Documental y del
Catálogo Colectivo de los bienes integrantes del Patri-
monio Bibliográfico de Castilla y León y a los actos de
disposición, exportación e importación de dichos bienes,
serán aplicables las normas establecidas en la legislación
del Estado.

Artículo 69. Deberes de los titulares o poseedores.

1. Los titulares o poseedores de bienes constitutivos
del patrimonio documental y bibliográfico estarán obli-
gados a su conservación, debiendo facilitar la inspección
por parte de los organismos competentes para comprobar
la situación o estado de los bienes, y deberán permitir su
estudio por los investigadores, previa solicitud razonada
de éstos. Los particulares podrán ser dispensados del
cumplimiento de esta última obligación, en el caso de
que suponga una intromisión en su derecho a la intimi-
dad personal y familiar y a la propia imagen, en los tér-
minos que establece la legislación reguladora de esta
materia.

2. La obligación de permitir el estudio de los investi-
gadores podrá ser sustituida por la Administración com-
petente, a petición del interesado, mediante el depósito
temporal del bien en un archivo, biblioteca o centro aná-
logo de carácter público que reúna condiciones adecua-
das para la seguridad de los bienes y su investigación.

TÍTULO VI

De las medidas de fomento.

Artículo 70. Normas generales.

1. Las ayudas de las Administraciones públicas para
la investigación, documentación, conservación, recupera-
ción restauración y difusión de bienes integrantes del
patrimonio cultural de Castilla y León se concederán de
acuerdo con los criterios de publicidad, concurrencia y
objetividad, dentro de las previsiones presupuestarias.

2. En el otorgamiento de las ayudas a que se refiere
este título se establecerán las medidas necesarias para
evitar la especulación con bienes que se adquieran, res-
tauren, conserven o mejoren con ayudas públicas.

3. Las personas que no cumplan los deberes de con-
servación establecidos por esta Ley no podrán acogerse a
medidas de fomento para los bienes afectados por el
incumplimiento.

4. Las medidas de fomento podrán ser las siguientes:

a) Préstamos a través de convenios establecidos con
entidades financieras colaboradoras.

b) Subvenciones de intereses de préstamos.

c) Subvenciones a fondo perdido.

3. Para todo lo referente a la confección del Censo de
los bienes integrantes del Patrimonio Documental y del
Catálogo Colectivo de los bienes integrantes del Patri-
monio Bibliográfico de Castilla y León y a los actos de
disposición, exportación e importación de dichos bienes,
serán aplicables las normas establecidas en la legislación
del Estado.

Artículo 69. Deberes de los titulares o poseedores.

1. Los titulares o poseedores de bienes constitutivos
del patrimonio documental y bibliográfico estarán obli-
gados a su conservación, debiendo facilitar la inspección
por parte de los organismos competentes para comprobar
la situación o estado de los bienes, y deberán permitir su
estudio por los investigadores, previa solicitud razonada
de éstos. Los particulares podrán ser dispensados del
cumplimiento de esta última obligación, en el caso de
que suponga una intromisión en su derecho a la intimi-
dad personal y familiar y a la propia imagen, en los tér-
minos que establece la legislación reguladora de esta
materia.

2. La obligación de permitir el estudio de los investi-
gadores podrá ser sustituida por la Administración com-
petente, a petición del interesado, mediante el depósito
temporal del bien en un archivo, biblioteca o centro aná-
logo de carácter público que reúna condiciones adecua-
das para la seguridad de los bienes y su investigación.

TÍTULO VI

De las medidas de fomento.

Artículo 70. Normas generales.

1. Las ayudas de las Administraciones públicas para
la investigación, documentación, conservación, recupera-
ción restauración y difusión de bienes integrantes del
patrimonio cultural de Castilla y León se concederán de
acuerdo con los criterios de publicidad, concurrencia y
objetividad, dentro de las previsiones presupuestarias.

2. En el otorgamiento de las ayudas a que se refiere
este título se establecerán las medidas necesarias para
evitar la especulación con bienes que se adquieran, res-
tauren, conserven o mejoren con ayudas públicas.

3. Las personas que no cumplan los deberes de con-
servación establecidos por esta Ley no podrán acogerse a
medidas de fomento para los bienes afectados por el
incumplimiento.

4. Las medidas de fomento podrán ser las siguientes:

a) Préstamos a través de convenios establecidos con
entidades financieras colaboradoras.

b) Subvenciones de intereses de préstamos.

c) Subvenciones a fondo perdido.
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d) Avales en garantía de préstamos concedidos por
entidades financieras.

e) Asesoramiento y asistencia técnica.

f) Cualesquiera otras que puedan establecerse con
sujeción a la legislación de la Comunidad de Castilla y
León.

5. En los Presupuestos Generales de la Comunidad de
Castilla y León para cada ejercicio se consignarán crédi-
tos destinados a la protección, conservación, enriqueci-
miento, estudio y difusión del patrimonio cultural de
Castilla y León.

6. La Junta de Castilla y León aprobará programas
plurianuales de actuación para la conservación, mejora y
restauración del patrimonio cultural, acompañados de sus
correspondientes planes de financiación, previo informe
del Consejo del Patrimonio Cultural de Castilla y León.

Artículo 71. Uno por ciento cultural.

1. En el presupuesto de licitación de cada obra públi-
ca, financiada total o parcialmente por la Comunidad
Autónoma, se incluirá una partida equivalente al menos
al uno por ciento de los fondos aportados por la Comuni-
dad Autónoma con destino a financiar acciones de tutela
del Patrimonio Cultural de Castilla y León, preferente-
mente en la propia obra o en su inmediato entorno. La
Intervención General de la Comunidad Autónoma no fis-
calizará de conformidad propuesta de gasto alguna en
tanto no se acredite la retención del crédito preciso para
tales acciones.

2. Si la obra pública hubiera de construirse y explo-
tarse por particulares en virtud de concesión administra-
tiva y sin la participación financiera de la Comunidad
Autónoma, el uno por ciento se aplicará sobre el presu-
puesto total para su ejecución.

3. Quedan exceptuadas de lo dispuesto en los anterio-
res apartados las siguientes obras públicas:

a) Aquellas en que la aportación de la Comunidad
Autónoma o del concesionario sea inferior a cincuenta
millones de pesetas, sin tener en cuenta los eventuales
fraccionamientos en la contratación de una obra que
pueda ser considerada unitaria o globalmente.

b) Las que se realicen para cumplir específicamente
los objetivos de esta Ley.

4. Corresponde a la Consejería competente en mate-
ria de Cultura aprobar la normativa reglamentaria de
desarrollo de la obligación establecida en este artículo.
La misma Consejería establecerá directrices y objetivos
para la aplicación de la citada partida, que se comunica-
rán a la Administración General del Estado, con la finali-
dad de que puedan servirle de guía para las inversiones
que realice en la Comunidad Autónoma en aplicación del
uno por ciento cultural determinado por la legislación del
Patrimonio Histórico Español.

d) Avales en garantía de préstamos concedidos por
entidades financieras.

e) Asesoramiento y asistencia técnica.

f) Cualesquiera otras que puedan establecerse con
sujeción a la legislación de la Comunidad de Castilla y
León.

5. En los Presupuestos Generales de la Comunidad de
Castilla y León para cada ejercicio se consignarán crédi-
tos destinados a la protección, conservación, enriqueci-
miento, estudio y difusión del patrimonio cultural de
Castilla y León.

6. La Junta de Castilla y León aprobará programas
plurianuales de actuación para la conservación, mejora y
restauración del patrimonio cultural, acompañados de sus
correspondientes planes de financiación, previo informe
del Consejo del Patrimonio Cultural de Castilla y León.

Artículo 71. Uno por ciento cultural.

1. En el presupuesto de licitación de cada obra públi-
ca, financiada total o parcialmente por la Comunidad
Autónoma, se incluirá una partida equivalente al menos
al uno por ciento de los fondos aportados por la Comuni-
dad Autónoma con destino a financiar acciones de tutela
del Patrimonio Cultural de Castilla y León, preferente-
mente en la propia obra o en su inmediato entorno. La
Intervención General de la Comunidad Autónoma no fis-
calizará de conformidad propuesta de gasto alguna en
tanto no se acredite la retención del crédito preciso para
tales acciones.

2. Si la obra pública hubiera de construirse y explo-
tarse por particulares en virtud de concesión administra-
tiva y sin la participación financiera de la Comunidad
Autónoma, el uno por ciento se aplicará sobre el presu-
puesto total para su ejecución.

3. Quedan exceptuadas de lo dispuesto en los anterio-
res apartados las siguientes obras públicas:

a) Aquellas en que la aportación de la Comunidad
Autónoma o del concesionario sea inferior a cincuenta
millones de pesetas, sin tener en cuenta los eventuales
fraccionamientos en la contratación de una obra que
pueda ser considerada unitaria o globalmente.

b) Las que se realicen para cumplir específicamente
los objetivos de esta Ley.

4. Corresponde a la Consejería competente en mate-
ria de Cultura aprobar la normativa reglamentaria de
desarrollo de la obligación establecida en este artículo.
La misma Consejería establecerá directrices y objetivos
para la aplicación de la citada partida, que se comunica-
rán a la Administración General del Estado, con la finali-
dad de que puedan servirle de guía para las inversiones
que realice en la Comunidad Autónoma en aplicación del
uno por ciento cultural determinado por la legislación del
Patrimonio Histórico Español.
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Artículo 72. Educación cultural.

1. La Administración competente impulsará, en los
diferentes niveles, etapas, ciclos y grados del sistema
educativo, materias y actividades para el conocimiento,
interpretación y valoración del patrimonio cultural.

2. En los sitios históricos, zonas arqueológicas y con-
juntos etnológicos podrán crearse centros destinados a
potenciar su difusión, y a favorecer la participación de
particulares y entidades en la gestión y difusión del patri-
monio. Las obras o intervenciones que deban realizarse
para ello estarían sujetas a las normas y requisitos esta-
blecidos en esta Ley.

Artículo 73. Instituto del Patrimonio Cultural de Castilla
y León.

1. La Junta de Castilla y León promoverá la creación
del Instituto del Patrimonio Cultural de Castilla y León,
a propuesta de la Consejería competente en materia de
cultura.

2. El Instituto desarrollará actividades y programas
de estudio, difusión, investigación, conservación y res-
tauración del Patrimonio Cultural de Castilla y León y
cualesquiera otras funciones que, en cumplimiento de los
fines de esta Ley, se le atribuyan específicamente.

3. El Instituto podrá encargarse de la ejecución de las
actividades del apartado anterior con financiación priva-
da o pública, en este último caso, si procede, a través de
convenios con otras administraciones y entidades.

Artículo 74. Espacios culturales.

1. La Junta de Castilla y León podrá declarar como
espacios culturales los lugares de destacado valor históri-
co que por sus especiales valores culturales y naturales
requieran para su gestión y difusión una atención prefe-
rente.

2. La declaración de un espacio cultural tendrá como
finalidad la difusión de sus valores y fomentar las activi-
dades que posibiliten el desarrollo sostenible de la zona
afectada.

3. La declaración de un espacio cultural obligará a la
aprobación de un plan de adecuación y usos que determi-
ne las medidas de conservación, mantenimiento, uso y
programa de actuaciones. Para el desarrollo de las previ-
siones del plan, éste deberá prever la constitución de un
órgano gestor responsable del cumplimiento de las nor-
mas de esta Ley.

4. En la declaración de un espacio cultural se tendrá
en cuenta lo establecido en los apartados 1 y 2 de los
artículos 9.1 y 11.2, y en el artículo 12 de la presente
Ley.

Artículo 72. Educación cultural.

1. La Administración competente impulsará, en los
diferentes niveles, etapas, ciclos y grados del sistema
educativo, materias y actividades para el conocimiento,
interpretación y valoración del patrimonio cultural.

2. En los sitios históricos, zonas arqueológicas y con-
juntos etnológicos podrán crearse centros destinados a
potenciar su difusión, y a favorecer la participación de
particulares y entidades en la gestión y difusión del patri-
monio. Las obras o intervenciones que deban realizarse
para ello estarían sujetas a las normas y requisitos esta-
blecidos en esta Ley.

Artículo 73. Instituto del Patrimonio Cultural de Castilla
y León.

1. La Junta de Castilla y León promoverá la creación
del Instituto del Patrimonio Cultural de Castilla y León,
a propuesta de la Consejería competente en materia de
cultura.

2. El Instituto desarrollará actividades y programas
de estudio, difusión, investigación, conservación y res-
tauración del Patrimonio Cultural de Castilla y León y
cualesquiera otras funciones que, en cumplimiento de los
fines de esta Ley, se le atribuyan específicamente.

3. El Instituto podrá encargarse de la ejecución de las
actividades del apartado anterior con financiación priva-
da o pública, en este último caso, si procede, a través de
convenios con otras administraciones y entidades.

Artículo 74. Espacios culturales.

1. La Junta de Castilla y León podrá declarar como
espacios culturales aquellos inmuebles declarados bienes
de interés cultural que, por sus especiales valores cultu-
rales y naturales, requieran para su gestión y difusión
una atención preferente.

2. La declaración de un espacio cultural tendrá como
finalidad la difusión de sus valores y fomentar las activi-
dades que posibiliten el desarrollo sostenible de la zona
afectada.

3. La declaración de un espacio cultural obligará a la
aprobación de un plan de adecuación y usos que determi-
ne las medidas de conservación, mantenimiento, uso y
programa de actuaciones. Para el desarrollo de las previ-
siones del plan, éste deberá prever la constitución de un
órgano gestor responsable del cumplimiento de las nor-
mas de esta Ley.

4. En la declaración de un espacio cultural se tendrá
en cuenta lo establecido en los apartados 1 y 2 de los
artículos 9, 11.1 y 12 de la presente Ley.
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Artículo 75. Beneficios fiscales.

1. Los titulares de derecho sobre Bienes Culturales o
sobre los incluidos en el inventario, disfrutarán de los
beneficios fiscales, que en el ámbito de las respectivas
competencias, determinen la legislación del Estado, de la
Comunidad o las ordenanzas locales.

2. Los propietarios de bienes de interés cultural y de
obras incluidas en el Inventario podrán ceder dichos bie-
nes y derechos sobre los mismos en pago de sus deudas
tributarias en la forma que reglamentariamente se deter-
mine.

TÍTULO VII

Del régimen inspector y sancionador

CAPÍTULO I

Actividad de Inspección

Artículo 76. Función inspectora en materia de patrimo -
nio cultural.

Las Administraciones Públicas, en función de sus
competencias, podrán inspeccionar los bienes integrantes
del Patrimonio Cultural de Castilla y León y las activida-
des que puedan afectarles, cualquiera que sea su titulari-
dad, con el fin de comprobar el cumplimiento de las exi-
gencias previstas en esta Ley y en sus normas de desa-
rrollo.

Artículo 77. Personal encargado de la actividad inspec -
tora.

1. En el ámbito de competencias de la Administra-
ción de la Comunidad de Castilla y León la actividad de
inspección será ejercida por personal técnico o facultati-
vo, profesionalmente competente, de dicha Administra-
ción, debidamente habilitado y acreditado a este efecto
por la Consejería competente en materia de cultura de
acuerdo con las normas de esta Ley y de las que se dic-
ten en su desarrollo.

2. En el ejercicio de la actividad inspectora, el perso-
nal habilitado al efecto tendrá la consideración de agente
de la autoridad y, como tal, gozará de la protección y
atribuciones establecidas en la normativa vigente, en
especial, de las necesarias para recabar, de cualesquiera
personas y entidades relacionadas con bienes y activida-
des relacionados con el patrimonio cultural, cuanta infor-
mación, documentación y ayuda material le exija el ade-
cuado cumplimiento de sus funciones.

Artículo 78. Funciones de inspección.

El personal encargado de la actividad inspectora ten-
drá las funciones que reglamentariamente se le asignen y
principalmente las siguientes:

Artículo 75. Beneficios fiscales.

1. Los titulares de derecho sobre Bienes Culturales o
sobre los incluidos en el inventario, disfrutarán de los
beneficios fiscales, que en el ámbito de las respectivas
competencias, determinen la legislación del Estado, de la
Comunidad o las ordenanzas locales.

2. Los propietarios de bienes de interés cultural y de
obras incluidas en el Inventario podrán ceder dichos bie-
nes y derechos sobre los mismos en pago de sus deudas
tributarias en la forma que reglamentariamente se deter-
mine.

TÍTULO VII

Del régimen inspector y sancionador

CAPÍTULO I

Actividad de Inspección

Artículo 76. Función inspectora en materia de patrimo -
nio cultural.

Las Administraciones Públicas, en función de sus
competencias, podrán inspeccionar los bienes integrantes
del Patrimonio Cultural de Castilla y León y las activida-
des que puedan afectarles, cualquiera que sea su titulari-
dad, con el fin de comprobar el cumplimiento de las exi-
gencias previstas en esta Ley y en sus normas de desa-
rrollo.

Artículo 77. Personal encargado de la actividad inspec -
tora.

1. En el ámbito de competencias de la Administra-
ción de la Comunidad de Castilla y León la actividad de
inspección será ejercida por personal técnico o facultati-
vo, profesionalmente competente, de dicha Administra-
ción, debidamente habilitado y acreditado a este efecto
por la Consejería competente en materia de cultura de
acuerdo con las normas de esta Ley y de las que se dic-
ten en su desarrollo.

2. En el ejercicio de la actividad inspectora, el perso-
nal habilitado al efecto tendrá la consideración de agente
de la autoridad y, como tal, gozará de la protección y
atribuciones establecidas en la normativa vigente, en
especial, de las necesarias para recabar, de cualesquiera
personas y entidades relacionadas con bienes y activida-
des relacionados con el patrimonio cultural, cuanta infor-
mación, documentación y ayuda material le exija el ade-
cuado cumplimiento de sus funciones.

Artículo 78. Funciones de inspección.

El personal encargado de la actividad inspectora ten-
drá las funciones que reglamentariamente se le asignen y
principalmente las siguientes:
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a) Vigilancia e inspección sobre el cumplimiento de
la normativa.

b) Descubrimiento, persecución y denuncia de infrac-
ciones.

c) Levantar las pertinentes actas por infracciones
administrativas.

d) Proceder cautelarmente a la suspensión y precinto
de actividades y establecimientos y la incautación de los
bienes culturales o instrumentos utilizados en las activi-
dades que se estimen constitutivas de infracción, de
acuerdo con lo dispuesto en esta Ley.

e) Emitir informes sobre el estado de los bienes inte-
grantes del patrimonio cultural de Castilla y León y de
las intervenciones que sobre los mismos realicen.

f) Proponer la adopción de medidas cautelares o cual-
quier otra actuación que se estime necesaria para el
mejor cumplimiento de los fines encomendados a las
Administraciones competentes, cuando no tenga compe-
tencia para imponerlas de conformidad con lo previsto
en esta Ley.

Artículo 79. Normas de actuación.

1. El personal encargado de la actividad de inspec-
ción actuará provisto de la documentación que acredite
su condición, estando obligado a exhibirla cuando se
halle en el ejercicio de sus funciones, le sea o no requeri-
da.

2. El personal encargado de la actividad de inspec-
ción, en el cumplimiento de sus funciones, podrá recabar
el auxilio de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del
Estado y de la Policía Local conforme a la legislación
vigente.

3. El personal encargado de la inspección estará
facultado para acceder a los bienes integrantes del patri-
monio cultural de la Comunidad y a los lugares donde se
desarrollen actividades que puedan afectarles y permane-
cer libremente y en cualquier momento en ellos para el
ejercicio de sus funciones.

4. Asimismo, previa citación razonada, podrá reque-
rir la comparecencia de responsables e interesados en la
sede del organismo responsable de la inspección.

5. La actuación inspectora tendrá siempre carácter
confidencial. El personal que la realice observará el
deber de secreto profesional.

Artículo 80. Actas de Inspección.

1. El resultado de la inspección practicada será reco-
gido en un acta, que se sujetará a los requisitos y modelo
oficial que se determine.

2. Los hechos registrados en las actas de inspección
tendrán valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas en

a) Vigilancia e inspección sobre el cumplimiento de
la normativa.

b) Descubrimiento, persecución y denuncia de infrac-
ciones.

c) Levantar las pertinentes actas por infracciones
administrativas.

d) Proceder cautelarmente a la suspensión y precinto
de actividades y establecimientos y la incautación de los
bienes culturales o instrumentos utilizados en las activi-
dades que se estimen constitutivas de infracción, de
acuerdo con lo dispuesto en esta Ley.

e) Emitir informes sobre el estado de los bienes inte-
grantes del patrimonio cultural de Castilla y León y de
las intervenciones que sobre los mismos realicen.

f) Proponer la adopción de medidas cautelares o cual-
quier otra actuación que se estime necesaria para el
mejor cumplimiento de los fines encomendados a las
Administraciones competentes, cuando no tenga compe-
tencia para imponerlas de conformidad con lo previsto
en esta Ley.

Artículo 79. Normas de actuación.

1. El personal encargado de la actividad de inspec-
ción actuará provisto de la documentación que acredite
su condición, estando obligado a exhibirla cuando se
halle en el ejercicio de sus funciones, le sea o no requeri-
da.

2. El personal encargado de la actividad de inspec-
ción, en el cumplimiento de sus funciones, podrá recabar
el auxilio de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del
Estado y de la Policía Local conforme a la legislación
vigente.

3. El personal encargado de la inspección estará
facultado para acceder a los bienes integrantes del patri-
monio cultural de la Comunidad y a los lugares donde se
desarrollen actividades que puedan afectarles y permane-
cer libremente y en cualquier momento en ellos para el
ejercicio de sus funciones.

4. Asimismo, previa citación razonada, podrá reque-
rir la comparecencia de responsables e interesados en la
sede del organismo responsable de la inspección.

5. La actuación inspectora tendrá siempre carácter
confidencial. El personal que la realice observará el
deber de secreto profesional.

Artículo 80. Actas de Inspección.

1. El resultado de la inspección practicada será reco-
gido en un acta, que se sujetará a los requisitos y modelo
oficial que se determine.

2. Los hechos registrados en las actas de inspección
tendrán valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas en
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contrario que puedan señalar o aportar los propios admi-
nistrados.

Artículo 81. Deberes de los interesados.

El titular o responsable de los bienes o actividades, su
representante legal o, en su defecto, el director, depen-
diente, empleado, o cualquier otra persona que en el
momento de actuación tuvieren conferida la responsabi-
lidad o posesión sobre un bien integrante del patrimonio
cultural o estuvieren al frente de cualquier actividad que
pudiere afectar al mismo, tendrán, en general, la obliga-
ción de prestar la colaboración necesaria para favorecer
el desempeño de las funciones inspectoras y, en particu-
lar:

a) La entrada y permanencia en los edificios, estable-
cimientos y locales, tanto si están abiertos al público
como si son de acceso restringido.

b) El control del desarrollo de la actividad mediante
el examen de instalaciones, documentos libros, registros
y demás instrumentos que permitan vigilar y comprobar
el cumplimiento de la normativa aplicable.

c) La realización de copias de la documentación a
que se refiere el apartado anterior, a expensas de la
Administración pública responsable de la inspección.

d) La obtención de información por los propios
medios de la Administración pública responsable de la
inspección.

CAPÍTULO II

Infracciones y Sanciones

Artículo 82. Infracciones administrativas.

Constituyen infracciones administrativas, que se san-
cionarán conforme a lo previsto en la presente Ley, los
hechos que a continuación se relacionan, clasificados en
infracciones leves, graves y muy graves.

Artículo 83. Infracciones leves.

Constituyen infracciones leves:

a) La falta de comunicación al Registro de Bienes de
Interés Cultural de Castilla y León de los actos jurídicos
y aspectos técnicos que afecten a los bienes en él inscri-
tos y de los traslados que afecten a dichos bienes.

b) El incumplimiento de los deberes de permitir el
estudio por investigadores, de facilitar la visita pública
en los términos del artículo 25.2 y de facilitar el acceso a
la Administración con fines de inspección, respecto a los
bienes declarados de interés cultural e inventariados, ya
se trata de bienes inmuebles como de muebles, patrimo-
nio documental y bibliográfico.

contrario que puedan señalar o aportar los propios admi-
nistrados.

Artículo 81. Deberes de los interesados.

El titular o responsable de los bienes o actividades, su
representante legal o, en su defecto, el director, depen-
diente, empleado, o cualquier otra persona que en el
momento de actuación tuvieren conferida la responsabi-
lidad o posesión sobre un bien integrante del patrimonio
cultural o estuvieren al frente de cualquier actividad que
pudiere afectar al mismo, tendrán, en general, la obliga-
ción de prestar la colaboración necesaria para favorecer
el desempeño de las funciones inspectoras y, en particu-
lar:

a) La entrada y permanencia en los edificios, estable-
cimientos y locales, tanto si están abiertos al público
como si son de acceso restringido.

b) El control del desarrollo de la actividad mediante
el examen de instalaciones, documentos libros, registros
y demás instrumentos que permitan vigilar y comprobar
el cumplimiento de la normativa aplicable.

c) La realización de copias de la documentación a
que se refiere el apartado anterior, a expensas de la
Administración pública responsable de la inspección.

d) La obtención de información por los propios
medios de la Administración pública responsable de la
inspección.

CAPÍTULO II

Infracciones y Sanciones

Artículo 82. Infracciones administrativas.

Constituyen infracciones administrativas, que se san-
cionarán conforme a lo previsto en la presente Ley, los
hechos que a continuación se relacionan, clasificados en
infracciones leves, graves y muy graves.

Artículo 83. Infracciones leves.

Constituyen infracciones leves:

a) La falta de comunicación al Registro de Bienes de
Interés Cultural de Castilla y León de los actos jurídicos
y aspectos técnicos que afecten a los bienes en él inscri-
tos y de los traslados que afecten a dichos bienes.

b) El incumplimiento de los deberes de permitir el
estudio por investigadores, de facilitar la visita pública
en los términos del artículo 25.2 y de facilitar el acceso a
la Administración con fines de inspección, respecto a los
bienes declarados de interés cultural e inventariados, ya
se trate de bienes inmuebles como de muebles, patrimo-
nio documental y bibliográfico.
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c) El incumplimiento por parte de los propietarios,
poseedores y demás titulares de derechos reales, de los
deberes fijados en el artículo 24.1 de esta Ley.

d) La falta de notificación a la Consejería competente
en materia de cultura de la enajenación o venta de un
bien declarado de interés cultural o de un bien mueble
inventariado en los términos fijados en el artículo 26 de
la presente Ley.

e) El incumplimiento de los deberes establecidos en
el art. 27 para los comerciantes de bienes muebles inte-
grantes del patrimonio cultural de Castilla y León.

f) La falta de notificación a la Consejería competente
en materia de cultura de las licencias que concedan los
Ayuntamientos amparadas en un instrumento de los pre-
vistos en el artículo 43.

Artículo 84. Infracciones graves.

Constituyen infracciones graves:

a) La realización de obras o intervenciones en los
bienes a que se refieren los artículos 34, 36, 41, 42.5, 46,
49.3, 55, y 57 sin la autorización preceptiva de la Conse-
jería competente en materia de cultura, o incumpliendo
sus términos.

b) El incumplimiento de una orden de suspensión cau-
telar de obras o intervenciones en bienes de interés cultu-
ral o inventariados, en los casos a que se refiere el artícu-
lo 31 de esta Ley, así como en aquellos lugares en que se
hallen fortuitamente bienes del patrimonio arqueológico.

c) El incumplimiento del deber de paralizar las obras
en los casos a que se refiere el artículo 60.4.

d) El cambio de uso de los bienes declarados de inte-
rés cultural sin la autorización que se exige en esta Ley.

e) El otorgamiento de licencias y la emisión de órde-
nes de ejecución de obras o intervenciones sin la autori-
zación previa y preceptiva prevista en el artículo 44, así
como la falta de adopción de medidas oportunas en el
supuesto de ruina de los bienes señalados en el artículo
40.

f) La comisión de cualquiera de las infracciones tipi-
ficadas en el artículo 85, cuando recaigan sobre bienes
incluidos en el Inventario de Bienes del Patrimonio Cul-
tural de Castilla y León.

c) El incumplimiento por parte de los propietarios,
poseedores y demás titulares de derechos reales, de los
deberes fijados en el artículo 24.1 de esta Ley.

d) La falta de notificación a la Consejería competente
en materia de cultura de la enajenación o venta de un
bien declarado de interés cultural o de un bien mueble
inventariado en los términos fijados en el artículo 26 de
la presente Ley.

e) El incumplimiento de los deberes establecidos en
el art. 27 para los comerciantes de bienes muebles inte-
grantes del patrimonio cultural de Castilla y León.

f) La falta de notificación a la Consejería competente
en materia de cultura de las licencias que concedan los
Ayuntamientos amparadas en un instrumento de los pre-
vistos en el artículo 43.

g) La modificación, restauración, traslado o altera-
ción de bienes muebles inventariados sin la autorización
prevista en el artículo 48.1, o contraviniendo los térmi-
nos de la autorización obtenida.

h) El incumplimiento de las obligaciones de depósito
legal establecidas en la normativa sobre dicha materia,
respecto de bienes que deban integrar el patrimonio
bibliográfico de conformidad con el artículo 67.

Artículo 84. Infracciones graves.

Constituyen infracciones graves:

a) La realización de obras, traslados o intervenciones
en los casos a que se refieren los artículos 34, 36, 41,
42.5, 45, 46.2, 49.3, 55, y 57 sin la autorización precepti-
va de la Consejería competente en materia de cultura, o
incumpliendo sus términos.

b) El incumplimiento de una orden de suspensión cau-
telar de obras o intervenciones en bienes de interés cultu-
ral o inventariados, en los casos a que se refiere el artícu-
lo 31 de esta Ley, así como en aquellos lugares en que se
hallen fortuitamente bienes del patrimonio arqueológico.

c) El incumplimiento del deber de paralizar las obras
en los casos a que se refiere el artículo 60.4.

d) El cambio de uso de los bienes declarados de inte-
rés cultural sin la autorización que se exige en esta Ley.

e) El otorgamiento de licencias y la emisión de órde-
nes de ejecución de obras o intervenciones sin la autori-
zación previa y preceptiva prevista en el artículo 44, con-
traviniendo los términos de la autorización o con incum-
plimiento de lo previsto en el artículo 49.2, así como la
falta de adopción de medidas oportunas en el supuesto de
ruina de los bienes señalados en el artículo 40.

f) La comisión de cualquiera de las infracciones tipi-
ficadas en el artículo 85, cuando recaigan sobre bienes
incluidos en el Inventario de Bienes del Patrimonio Cul-
tural de Castilla y León.
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g) El incumplimiento de los deberes de comunicación
y entrega establecidos en los artículos 55, 60 y en la dis-
posición transitoria primera de esta Ley.

h) La obstrucción al ejercicio de la función inspectora
incumpliendo los deberes establecidos en el artículo 81.

Artículo 85. Infracciones muy graves.

Constituyen infracciones muy graves:

a) El derribo, desplazamiento, remoción o destruc-
ción, total o parcial, de inmuebles declarados bienes de
interés cultural, sin la preceptiva autorización.

b) La destrucción de bienes muebles declarados de
interés cultural.

c) Cualesquiera otras acciones u omisiones que con-
lleven la pérdida, destrucción o deterioro irreparable de
los bienes declarados de interés cultural.

Artículo 86. Responsabilidad.

1. Se considerarán responsables de las infracciones
recogidas en esta Ley, además de los que hayan cometi-
do los actos y omisiones en que la infracción consista:

a) Los promotores, por lo que respecta a la realiza-
ción ilegal de obras.

b) El director/es de la obra en lo que atañe al incum-
plimiento de las órdenes de suspensión o la ejecución de
obras ilegales.

c) Los que, conociendo la comisión de la infracción,
obtengan beneficio económico de las mismas.

2. Las sanciones que se impongan a distintos respon-
sables por motivo de unos mismos hechos tendrán carác-
ter independiente entre sí.

3. Cuando en aplicación de la presente Ley dos o más
personas resulten responsables de una infracción y no
fuese posible determinar su grado de participación, serán
solidariamente responsables a los efectos de las sancio-
nes económicas que se deriven.

4. La responsabilidad administrativa derivada de las
infracciones reguladas por esta Ley se extingue por el
pago o cumplimiento de la sanción, por prescripción y,
en el caso de personas físicas, por la muerte.

Artículo 87. Prescripción de infracciones y sanciones.

1. Las infracciones administrativas leves prescribirán
en el plazo de un año, las graves en el plazo de cinco
años y las muy graves en el plazo de diez años.

2. En los mismos plazos prescribirán, respectivamen-
te, las sanciones que se impongan por la comisión de
infracciones administrativas leves, graves y muy graves.
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a) Los promotores, por lo que respecta a la realiza-
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b) El director/es de la obra en lo que atañe al incum-
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obras ilegales.
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obtengan beneficio económico de la misma.

2. Las sanciones que se impongan a distintos respon-
sables por motivo de unos mismos hechos tendrán carác-
ter independiente entre sí.

3. Cuando en aplicación de la presente Ley dos o más
personas resulten responsables de una infracción y no
fuese posible determinar su grado de participación, serán
solidariamente responsables a los efectos de las sancio-
nes económicas que se deriven.

4. La responsabilidad administrativa derivada de las
infracciones reguladas por esta Ley se extingue por el
pago o cumplimiento de la sanción, por prescripción y,
en el caso de personas físicas, por la muerte.

Artículo 87. Prescripción de infracciones y sanciones.

1. Las infracciones administrativas leves prescribirán
en el plazo de un año, las graves en el plazo de cinco
años y las muy graves en el plazo de diez años.
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te, las sanciones que se impongan por la comisión de
infracciones administrativas leves, graves y muy graves.
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3. El plazo de prescripción de las infracciones se
computará desde el momento en que aquéllas se hubie-
ren cometido o que la Administración tuviera conoci-
miento de su comisión.

4. El plazo de prescripción de las sanciones se com-
putará desde el momento en que haya adquirido firmeza
la resolución por la que aquéllas hubieren sido impues-
tas.

Artículo 88. Sanciones.

1. Las infracciones de las que resulte lesión al patri-
monio cultural de Castilla y León que pueda ser evaluada
económicamente, serán sancionadas con multa del tanto
al cuádruplo del valor del daño causado. En caso contra-
rio se sancionarán con arreglo a la siguiente escala:

a) Las infracciones leves con multa de hasta 6.000
euros.

b) Las infracciones graves con una multa de hasta
150.000 euros.

c) Las infracciones muy graves con una multa de
hasta 600.000 euros.

2. Cuando la cuantía de la multa resulte inferior al
beneficio obtenido con la comisión de la infracción, la
sanción será incrementada como mínimo hasta el límite
del beneficio.

3. Las sanciones se graduarán de acuerdo con el prin-
cipio de proporcionalidad y atendiendo a la gravedad de
los daños ocasionados.

4. En la realización ilícita de actividades que afectan
al patrimonio arqueológico se considerará agravante la
utilización de aparatos detectores de metales.

Los distribuidores o detallistas de aparatos detectores
de metales deberán exhibir en lugar visible de sus esta-
blecimientos el texto de las disposiciones que al respecto
establezca la Junta de Castilla y León.

5. Los hechos susceptibles de ser calificados con
arreglo a dos o más preceptos de esta Ley, lo serán por
aquel que suponga mayor sanción a la infracción cometi-
da.

Artículo 89. Reparación de daños.

1. En la misma resolución que imponga la sanción
que resulte procedente, la Administración ordenará al
infractor la reparación de los daños causados, mediante
órdenes ejecutivas, para restituir el bien afectado a su
estado anterior, siempre que sea posible.

2. El incumplimiento de esta obligación de repara-
ción facultará a la Administración para actuar de forma
subsidiaria, realizando las obras y actuaciones necesarias

3. El plazo de prescripción de las infracciones se
computará desde el momento en que aquéllas se hubie-
ren cometido o que la Administración tuviera conoci-
miento de su comisión.

4. El plazo de prescripción de las sanciones se com-
putará desde el momento en que haya adquirido firmeza
la resolución por la que aquéllas hubieren sido impues-
tas.

Artículo 88. Sanciones.

1. Las infracciones de las que resulte lesión al patri-
monio cultural de Castilla y León que pueda ser evaluada
económicamente, serán sancionadas con multa del tanto
al cuádruplo del valor del daño causado. En caso contra-
rio se sancionarán con arreglo a la siguiente escala:

a) Las infracciones leves con multa de hasta 6.000
euros.

b) Las infracciones graves con una multa de hasta
150.000 euros.

c) Las infracciones muy graves con una multa de
hasta 600.000 euros.

2. Cuando la cuantía de la multa resulte inferior al
beneficio obtenido con la comisión de la infracción, la
sanción será incrementada como mínimo hasta el límite
del beneficio.

3. Las sanciones se graduarán de acuerdo con el prin-
cipio de proporcionalidad y atendiendo a la gravedad de
los daños o riesgos ocasionados, la importancia de los
bienes culturales afectados, el grado de intencionalidad
de los responsables de la infracción y la reincidencia.

4. En la realización ilícita de actividades que afectan
al patrimonio arqueológico se considerará agravante la
utilización de aparatos detectores de metales.

Los distribuidores o detallistas de aparatos detectores
de metales deberán exhibir en lugar visible de sus esta-
blecimientos el texto de las disposiciones que al respecto
establezca la Junta de Castilla y León.

5. Los hechos susceptibles de ser calificados con
arreglo a dos o más preceptos de esta Ley, lo serán por
aquel que suponga mayor sanción a la infracción cometi-
da.

Artículo 89. Reparación de daños.

1. En la misma resolución que imponga la sanción
que resulte procedente, la Administración ordenará al
infractor la reparación de los daños causados, mediante
órdenes ejecutivas, para restituir el bien afectado a su
estado anterior, siempre que sea posible.

2. El incumplimiento de esta obligación de repara-
ción facultará a la Administración para actuar de forma
subsidiaria, realizando las obras y actuaciones necesarias
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a cargo del infractor y utilizando, en su caso, la vía de
apremio para reintegrarse de su coste.

Artículo 90. Procedimiento sancionador.

1. El procedimiento para el ejercicio de la potestad
sancionadora será el aplicable con carácter general en la
Administración de la Comunidad de Castilla y León, sin
perjuicio de las disposiciones especiales que se dicten en
desarrollo de la presente Ley.

2. El órgano competente para incoar el procedimiento
para la imposición de las sanciones previstas en esta ley,
podrá acordar como medida cautelar la incautación de
los bienes culturales o instrumentales utilizados en las
actividades que se estimen constitutivas de infracción.

Artículo 91. Competencia sancionadora.

La competencia para la imposición de las sanciones
corresponde:

a) Al titular de la Dirección General competente en
materia de patrimonio cultural: las multas hasta 60.000
euros (10.000.000 de pesetas).

b) Al Consejero competente en materia de cultura: las
multas comprendidas entre 60.000 euros (10.000.000 de
pesetas) y 150.000 euros (25.000.000 de pesetas).

c) A la Junta de Castilla y León: las multas superiores
a 150.000 euros (25.000.000 de pesetas).

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.

Los bienes situados en el ámbito territorial de la
Comunidad de Castilla y León que, con anterioridad a la
entrada en vigor de esta Ley, tuviesen la consideración
de bienes de interés cultural o incluidos en el Inventario
General de Bienes Muebles previsto en el artículo 26 de
la Ley de Patrimonio Histórico Español, serán considera-
dos, respectivamente, como bienes declarados de interés
cultural o inventariados, mientras no sea revisada su cla-
sificación con arreglo a las categorías establecidas en la
presente Ley.

Segunda.

Tendrán la consideración de bienes incluidos en el
Inventario de Bienes del Patrimonio Cultural de Castilla
y León todos aquellos yacimientos arqueológicos recogi-
dos en los catálogos de cualquier figura de planeamiento
urbanístico aprobada definitivamente con anterioridad a
la publicación de esta Ley, a excepción de los bienes
declarados de interés cultural.
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Tercera.

Sin perjuicio de lo dispuesto en la presente Ley, las
Administraciones a quienes corresponda su aplicación
quedarán también sujetas a los Acuerdos Internacionales
válidamente celebrados por España.

La actividad de tales Administraciones estará asimis-
mo encaminada al cumplimiento de las resoluciones y
recomendaciones que, para la protección del Patrimonio
Histórico, adopten los Organismos Internacionales de los
que España sea miembro.

Cuarta.

Como medida preventiva contra la expoliación y el
deterioro de los bienes muebles integrantes del patrimo-
nio cultural de Castilla y León, la Administración pro-
moverá la utilización de medios técnicos para reproducir
dichos bienes, especialmente los incluidos en el patrimo-
nio documental y bibliográfico, si lo requiere su conser-
vación y difusión o lo aconsejan las condiciones de uso a
que estén sometidos.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.

1. Quienes a la entrada en vigor de esta Ley se
encuentren en posesión de bienes integrantes del patri-
monio arqueológico de Castilla y León dispondrán del
plazo de un año para comunicar la existencia de dichos
bienes a la Administración competente, si no se hubiera
comunicado con anterioridad, para su inclusión en los
instrumentos de inventario legalmente previstos.

2. Los titulares de permisos para actividades arqueo-
lógicas obtenidos con anterioridad a la entrada en vigor

Tercera.

Sin perjuicio de lo dispuesto en la presente Ley, las
Administraciones a quienes corresponda su aplicación
quedarán también sujetas a los Acuerdos Internacionales
válidamente celebrados por España.

La actividad de tales Administraciones estará asimis-
mo encaminada al cumplimiento de las resoluciones y
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dichos bienes, especialmente los incluidos en el patrimo-
nio documental y bibliográfico, si lo requiere su conser-
vación y difusión o lo aconsejan las condiciones de uso a
que estén sometidos.

Quinta.

Las declaraciones de los bienes a los que se refiere la
Disposición Adicional Primera podrán ser completadas o
revisadas mediante la determinación y delimitación de
los mismos, la declaración de los entornos y bienes mue-
bles afectados por la declaración, la adecuación de su
calificación a las categorías establecidas en la presente
Ley o la aprobación de cualquiera de los elementos y cri-
terios específicos previstos en la misma para la determi-
nación de los distintos regímenes de conservación y pro-
tección. Los procedimientos y competencias administra-
tivas que regirán para la aplicación de esta disposición se
establecerán reglamentariamente.

Sexta.

La Administración de la Comunidad realizará las
gestiones oportunas conducentes al retorno a la Comuni-
dad Autónoma de aquellos bienes integrantes del Patri-
monio Cultural de Castilla y León con claro interés para
la misma que se encuentren fuera de su territorio.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.

1. Quienes a la entrada en vigor de esta Ley se
encuentren en posesión de bienes integrantes del patri-
monio arqueológico de Castilla y León dispondrán del
plazo de un año para comunicar la existencia de dichos
bienes a la Administración competente, si no se hubiera
comunicado con anterioridad, para su inclusión en los
instrumentos de inventario legalmente previstos.

2. Los titulares de permisos para actividades arqueo-
lógicas obtenidos con anterioridad a la entrada en vigor
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de esta Ley dispondrán de tres años para entregar a la
Administración competente la memoria final, el material
gráfico o documental, el diario de la actividad y el Inven-
tario de materiales arqueológicos hallados, realizados de
conformidad con el Decreto 37/1985, de 11 de abril, y
con las normas establecidas en los correspondientes per-
misos, así como para entregar los materiales hallados en
el museo o centro designado por dicha Administración.

Segunda.

Los expedientes incoados con anterioridad a la entra-
da en vigor de esta Ley se tramitarán y resolverán según
lo dispuesto en la norma por la que fueron incoados.

Tercera.

En tanto se elaboran las normas precisas para el desa-
rrollo reglamentario de la presente Ley, serán de aplica-
ción las existentes que no contravengan lo previsto en
ella.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Quedan derogados el Decreto 37/1985, de 11 de
abril, por el que se establece la normativa de excavacio-
nes arqueológicas y paleontológicas de la Comunidad de
Castilla y León; los artículos 1º, 3º, 4º y 5º del Decreto
273/1994, de 1 de diciembre, sobre competencias y pro-
cedimientos en materia de Patrimonio Histórico en la
Comunidad de Castilla y León, y cuantas disposiciones
de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en
esta Ley.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.

La cuantía de las sanciones previstas en esta Ley
podrá ser actualizada, de acuerdo con el índice de pre-
cios al consumo por Decreto de la Junta de Castilla y
León.

Segunda.

En lo no regulado por la presente ley se aplicará con
carácter supletorio la legislación del Estado.

Tercera.

Se autoriza a la Junta de Castilla y León para dictar
las normas necesarias para el desarrollo y ejecución de
esta Ley.
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Castillo de Fuensaldaña, a 4 de junio de 2002.

EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN,

Fdo.: Felicísimo Garabito Gregorio

LA SECRETARIA DE LA COMISIÓN,

Fdo.: Leonisa Ull Laita
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P.L. 26-VI

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
la Cámara, se ordena la publicación en el Boletín Oficial
de las Cortes de Castilla y León de las Enmiendas y
Votos Particulares que se mantienen para su defensa en
Pleno, presentados por los Grupos Parlamentarios de la
Cámara al Dictamen de la Comisión de Educación y Cul-
tura en el Proyecto Ley de Patrimonio Cultural de Casti-
lla y León, P.L. 26-VI.

Castillo de Fuensaldaña, a 2 de julio de 2002.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

Los Procuradores por la UNIÓN DEL PUEBLO
LEONÉS, integrado en el Grupo Parlamentario Mixto,
mantienen las enmiendas defendidas y no incorporadas
al dictamen de la Comisión relativa al Proyecto de Ley
de Patrimonio Cultural de Castilla y León.

En Fuensaldaña a 7 de junio de 2002.

Fdo.: Joaquín Otero Pereira

Fdo.: José M.ª Rodríguez de Francisco

Fdo.: Daniela Fernández González

AL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN

El GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de
las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido
en los artículos 117 y concordantes del Reglamento de la
Cámara comunica su voluntad de mantener para su deba-
te en el Pleno las siguientes enmiendas y votos particula-
res al Proyecto de Ley de Patrimonio Cultural de Castilla
y León.

La totalidad de enmiendas de este Grupo Parlamenta-
rio que, debatidas y votadas no hayan sido incorporadas
al dictamen de la Comisión.

Fuensaldaña 5 de junio de 2002.

EL PORTAVOZ

Fdo.: José Francisco Martín Martínez

P.L. 32-IV

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
la Cámara, se ordena la publicación en el Boletín Oficial
de las Cortes de Castilla y León del Informe de la Ponen-

cia de la Comisión de Presidencia en el Proyecto de Ley
de Fundaciones de Castilla y León, P.L. 32-IV.

Castillo de Fuensaldaña, a 12 de junio de 2002.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

A LA COMISIÓN DE PRESIDENCIA

La Ponencia encargada de redactar el Informe sobre
el Proyecto de Ley de Fundaciones de Castilla y León,
integrada por los señores Antona del Val, Fernández
González, González Hernández, Granado Martínez y
Hernando Sanz, ha estudiado con todo detenimiento
dicho Proyecto de Ley, así como las enmiendas presenta-
das al mismo, y en cumplimiento de lo dispuesto en el
artículo 113 del Reglamento de las Cortes de Castilla y
León, eleva a la Comisión el siguiente:

INFORME

Antes de entrar en el estudio pormenorizado del Pro-
yecto de Ley y de las distintas enmiendas al articulado
presentadas al mismo, la Ponencia adoptó el criterio de
que aquellas enmiendas sobre las que no recayera un
pleno acuerdo entre los ponentes o que no fueran retira-
das por sus autores, se entenderán apoyadas por los Pro-
curadores y Grupos Parlamentarios que las presentaron,
remitiéndose a la Comisión para su futuro debate y vota-
ción.

TÍTULO DEL PROYECTO DE LEY

- La Enmienda número 1 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

- La Enmienda número 1 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO UNO

- La Enmienda número 2 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO DOS

- La Enmienda número 3 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.
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ARTÍCULO TRES

- La Enmienda número 2 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- Las Enmiendas números 4, 5, 6, 7 y 8 del Procura-
dor D. Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas
por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comi-
sión para su debate y votación.

- La Ponencia, acuerda, por unanimidad, introducir
una modificación en el apartado 4 de este artículo consis-
tente en añadir, tras la expresión “podrá establecerse que
los fundadores y sus cónyuges y parientes dentro del
cuarto grado”, las palabras “de consanguinidad”.

ARTÍCULO CUATRO

- Las Enmiendas números 9 y 10 del Procurador D.
Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO CINCO

- La Enmienda número 11 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ENMIENDA NÚMERO 12 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 12 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Títu-
lo I del Proyecto de Ley de un nuevo Artículo 5 bis, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO SEIS

- Las Enmiendas números 13, 14 y 15 del Procurador
D. Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por
la Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión
para su debate y votación.

ARTÍCULO SIETE

- La Enmienda número 16 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO OCHO

- La Enmienda número 17 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ENMIENDA NÚMERO 18 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 18 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de un nuevo Artículo 8 bis, no ha sido
aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO NUEVE

- La Enmienda número 3 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- La Enmienda número 20 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ENMIENDA NÚMERO 19 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 19 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de un nuevo Artículo 9 bis, no ha sido
aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO DIEZ

- La Enmienda número 4 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- La Enmienda número 21 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO ONCE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO DOCE

- La Enmienda número 5 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

ARTÍCULO TRECE

- La Enmienda número 6 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- La Enmienda número 22 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO CATORCE

- La Enmienda número 7 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.



15324 8 de Julio de 2002 B.O. Cortes C. y L. N.º 242

- Las Enmiendas números 23, 24 y 25 del Procurador
D. Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por
la Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión
para su debate y votación.

ARTÍCULO QUINCE

- La Enmienda número 8 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

ARTÍCULO DIECISÉIS

- La Enmienda número 9 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- La Enmienda número 26 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO DIECISIETE

- Las Enmiendas números 10 y 11 del Grupo Parla-
mentario Socialista han sido retiradas por sus proponen-
tes.

- La Enmienda número 27 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO DIECIOCHO

- La Enmienda número 12 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- La Enmienda número 28 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO DIECINUEVE

- La Enmienda número 13 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- La Enmienda número 29 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO VEINTE

- La Enmienda número 14 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

ARTÍCULO VEINTIUNO

- La Enmienda número 15 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

ENMIENDA NÚMERO 30 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 30 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de un nuevo Artículo 21 bis, no ha sido
aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO VEINTIDÓS

- La Enmienda número 16 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- La Enmienda número 31 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO VEINTITRÉS

- La Enmienda número 32 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO VEINTICUATRO

- La Enmienda número 17 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- Las Enmiendas números 33, 34, 35 y 36 del Procu-
rador D. Antonio Herreros Herreros no han sido acepta-
das por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO VEINTICINCO

- La Enmienda número 18 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

ARTÍCULO VEINTISÉIS

- La Enmienda número 19 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- Las Enmiendas números 37 y 38 del Procurador D.
Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO VEINTISIETE

- La Enmienda número 20 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- Las Enmiendas números 40 y 39 del Procurador D.
Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.
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ARTÍCULO VEINTIOCHO

- La Enmienda número 21 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- La Enmienda número 41 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO VEINTINUEVE

- La Enmienda número 22 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- Las Enmiendas números 42 y 43 del Procurador D.
Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO TREINTA

- La Enmienda número 23 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- La Enmienda número 44 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO TREINTA Y UNO

- Las Enmiendas números 24 y 25 del Grupo Parla-
mentario Socialista han sido retiradas por sus proponen-
tes.

- La Enmienda número 45 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda introducir
una modificación en el apartado 1 de este artículo consis-
tente en introducir, al comienzo del apartado, tras la
expresión “la extinción de la Fundación, salvo en el
supuesto de extinción por fusión...”, las palabras “o por
absorción”.

ARTÍCULO TREINTA Y DOS

- La Enmienda número 46 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO TREINTA Y TRES

- La Enmienda número 47 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO TREINTA Y CUATRO

- La Enmienda número 26 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

ARTÍCULO TREINTA Y CINCO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO TREINTA Y SEIS

- Las Enmiendas números 48 y 49 del Procurador D.
Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 50 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 50 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de un nuevo Artículo 36 Bis, no ha sido
aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO TREINTA Y SIETE

- La Enmienda número 27 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes.

- La Enmienda número 51 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO TREINTA Y OCHO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO TREINTA Y NUEVE

- La Enmienda número 52 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO CUARENTA

- La Enmienda número 53 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ENMIENDAS NÚMEROS 28, 29, 30, 31, 32, 33 Y 34
DEL GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

- Las Enmiendas números 28, 29, 30, 31, 32 y 33 del
Grupo Parlamentario Socialista, que proponen la inclu-
sión en el Proyecto de Ley de un nuevo Título denomi-
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nado “De los incentivos a las actividades privadas de
interés general” y la incorporación al mismo de cinco
nuevos artículos, no han sido aceptadas por la Ponencia.
En consecuencia, se trasladan a Comisión para su debate
y votación.

- La Enmienda número 34 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación de un articulo al
nuevo Título que dicho Grupo pretende crear a través de
las enmiendas referenciadas en el párrafo anterior, ha
sido retirada por sus proponentes.

ENMIENDA NÚMERO 54 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 54 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de un nuevo artículo bajo la rúbrica de un
nuevo Título denominado “Consejo de Fundaciones de
Castilla y León”, no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

DISPOSICIÓN ADICIONAL

- La Enmienda número 55 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ENMIENDA NÚMERO 35 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 35 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de una nueva disposición adicional, no ha sido acep-
tada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 56 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 56 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de una nueva disposición adicional, no ha
sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se tras-
lada a Comisión para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 57 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 57 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de una nueva disposición adicional, no ha
sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se tras-
lada a Comisión para su debate y votación.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

- La Enmienda número 58 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ENMIENDA NÚMERO 59 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 59 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de una nueva disposición transitoria, no ha
sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se tras-
lada a Comisión para su debate y votación.

DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA

- La Enmienda número 60 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

ENMIENDA NÚMERO 61 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 61 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de una nueva disposición final, no ha sido
aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

Castillo de Fuensaldaña, a 12 de junio de 2002.

Fdo.: Pedro Luis Antona del Val

Fdo.: Daniela Fernández González

Fdo.: Cipriano González Hernandez

Fdo.: Octavio Granado Martínez

Fdo.: Camilo Eusebio Hernando Sanz

TEXTO PROPUESTO POR LA PONENCIA

PROYECTO DE LEY DE FUNDACIONES DE
CASTILLA Y LEÓN

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

Desde una perspectiva de bienestar y desarrollo
colectivo, la satisfacción de necesidades de interés gene-
ral constituye hoy, claramente, una tarea compartida
entre los distintos poderes públicos y la sociedad civil.
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Dentro de estas iniciativas sociales de participación
sin ánimo de lucro ocupan las Fundaciones un lugar muy
destacado, por lo que desde la Junta de Castilla y León
se ha apostado decididamente por el impulso de políticas
dirigidas a propiciar el desarrollo del sector, que ya tiene
una importancia cuantitativa y cualitativa de primer
orden.

La Fundación constituye en el fondo una manifesta-
ción del dinamismo de nuestra sociedad, dinamismo que
exige del legislador un constante esfuerzo de adaptación
para prestar la cobertura legal y el estímulo de ese tejido
social.

En este contexto, se considera necesario establecer
una regulación propia que tenga en cuenta las peculiari-
dades, necesidades e intereses de nuestra Comunidad
Autónoma y facilite la promoción, constitución y funcio-
namiento de las Fundaciones que realicen sus actividades
en su ámbito territorial.

El artículo 32.1.27 del Estatuto de Autonomía de
Castilla y León, incluye entre las competencias exclusi-
vas de la Comunidad Autónoma las referidas a las Fun-
daciones que desarrollen principalmente sus funciones
en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, sin
perjuicio de las competencias que el artículo 149 de la
Constitución reserva al Estado, que en relación con las
fundaciones se concretan en el establecimiento de las
condiciones básicas del derecho de fundación reconocido
en el artículo 34 de la Constitución Española, y en la
regulación de los aspectos civiles, procesales y mercanti-
les de las mismas, así como las cuestiones referidas a la
Hacienda Pública.

Al amparo de la mencionada reserva constitucional,
el Estado promulgó la Ley 30/1.994, de 24 de noviem-
bre, de Fundaciones e incentivos fiscales a la participa-
ción privada en actividades de interés general, en la que
se establecen las normas básicas y las de general aplica-
ción, con independencia del ámbito de actuación de las
Fundaciones; regulación que se respeta escrupulosamen-
te en la presente Ley.

II

Por lo que se refiere al contenido de la Ley, consta de
ocho Títulos, una Disposición Adicional, una Disposi-
ción Transitoria y dos Disposiciones Finales.

Se pretende que la regulación sea precisa y fácil de
interpretar y aplicar, por los destinatarios de la norma,
evitando reproducir preceptos que sean de aplicación
general al amparo de la legislación estatal existente sobre
Fundaciones.

En busca de la máxima seguridad jurídica, se ha des-
cendido en ocasiones a una casuística muy concreta para
evitar en la medida de lo posible, la existencia de lagu-
nas, cuya integración siempre resulta compleja.

Son destacables los siguientes aspectos:

• Se prevé que la capacidad para fundar por la Admi-
nistración de la Comunidad o entidades del sector públi-
co autonómico, deberá ser autorizada por la Junta de
Castilla y León, que determinará las condiciones que
deba cumplir la creación de la persona jurídica fundacio-
nal.

• Se realiza una regulación más detallada de la consti-
tución de la fundación “mortis causa”. Igualmente, se
establecen las actuaciones a seguir para su inscripción
por el encargado del Registro de Fundaciones, así como
el plazo para resolver y notificar y los efectos del silen-
cio administrativo.

• En los aspectos económicos, se indica que las apor-
taciones no dinerarias deberán valorarse de acuerdo con
los criterios establecidos para la valoración de las aporta-
ciones a las sociedades mercantiles de responsabilidad
limitada.

• Se refuerza considerablemente, las funciones de
asesoramiento, apoyo y colaboración por parte del Pro-
tectorado, limitando la intervención de la Administración
a lo estrictamente necesario para garantizar la legalidad
de constitución y funcionamiento de las Fundaciones, y
potenciando las garantías de los Patronatos y gestores en
los procedimientos y facilitándoles el ejercicio de sus
funciones. Con el fin de descargar la realización de
actuaciones ante la Administración, se establece que sea
el Protectorado el que promueva la inscripción en el
Registro de Fundaciones en todos los supuestos en que
haya intervenido previamente.

• Se dan facilidades de actuación al Patronato, poten-
ciándose la actuación por delegación y representación.

• Se introduce una forma nueva de aceptar el cargo
ante el Patronato mediante certificación de su Secretario
con el Vº Bº del Presidente, para los miembros del Patro-
nato que pasen a formar parte del mismo con posteriori-
dad a su constitución. Igualmente, se completa la regula-
ción existente sobre aceptación de los cargos del Patro-
nato.

• Se definen los gastos del Patronato en el artículo 13,
estableciendo que la Junta de Castilla y León deberá
determinar el porcentaje de las rentas e ingresos de las
Fundaciones que como máximo pueden destinarse a
sufragar los gastos del Patronato.

• Se amplían los supuestos de delegabilidad de las
facultades del Patronato, y se permite la constitución de
comisiones ejecutivas como una fórmula de actuación
del mismo.

• Se regula las vacantes que surgen en el patronato.

• Se enumeran los modos de adquirir de las Funda-
ciones.

• La enajenación de los bienes y derechos que consti-
tuyen el patrimonio de la Fundación deberá llevarse a
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cabo mediante procedimientos que garanticen la concu-
rrencia pública y la imparcialidad, salvo en aquellos
casos en que las circunstancias determinen la convenien-
cia de utilizar otros sistemas.

• Se desarrollan los principios de actuación de las
Fundaciones recogidos en la legislación estatal.

• En orden a la actividad de las Fundaciones se man-
tiene la posibilidad de que ejerzan actividades mercanti-
les o industriales, aunque en el supuesto de que se trate
de actividades no coincidentes con los fines de la Funda-
ción, solamente pueden llevarse a cabo a través de socie-
dades mercantiles no personalistas.

• La elaboración y aprobación del presupuesto se
concibe exclusivamente como instrumento para la ges-
tión de la Fundación, aunque debe remitirse al Protecto-
rado un ejemplar a efectos de constancia en el mismo.
Las cuentas anuales deben elaborarse siguiendo las nor-
mas y criterios de la adaptación sectorial del Plan Gene-
ral de Contabilidad para las entidades sin fines lucrati-
vos.

• La parte de las rentas e ingresos de la Fundación
que no se destine a la realización de las actividades para
el cumplimiento de los fines, ni al pago de los gastos del
Patronato, constituye un incremento del patrimonio de la
Fundación, sin que necesariamente deba ser formalizado
como incremento de la dotación fundacional.

• Se da una definición de ingresos netos a los efectos
de la Ley.

• Se mejora el régimen de la autocontratación.

• Es novedosa la regulación de la absorción de estas
entidades.

• Presenta una regulación más detallada la fusión.

• El artículo 31 señala las actuaciones a realizar por el
órgano de liquidación y prevé la posibilidad de que el
Protectorado recabe del órgano de liquidación informa-
ción periódica del proceso e información adicional de la
documentación facilitada.

• Se prevé un posterior desarrollo reglamentario de
los órganos de la Administración a quienes se confíe las
funciones y competencias de Protectorado.

La Ley, al tener que conjugar su regulación con los
contenidos de la Ley 30/1994, utiliza una técnica norma-
tiva que va desde la reproducción literal de preceptos
completos de la Ley Estatal, hasta la remisión a “los pre-
ceptos que resultan de aplicación de la citada Ley
30/1994. También prevé, con respecto alguno de sus
contenidos su posterior desarrollo reglamentario: así en
el artículo 32 se deja pendiente de determinar por la
Junta cuales sean los órganos de la Administración Auto-
nómica a los que corresponde el ejercicio de las funcio-
nes y competencias de Protectorado de la Fundaciones
que realicen sus actividades preferentemente en el ámbi-
to de la Comunidad, o el artículo 36.5 por lo que se refie-

re a la Organización y Funcionamiento del Registro de
Fundaciones.

TÍTULO I

Disposiciones Generales

Artículo 1º. Objeto.-

Es objeto de la presente Ley el establecer el régimen
jurídico de las Fundaciones cuya actividad se desarrolle
principalmente en el territorio de la Comunidad de Casti-
lla y León.

Artículo 2º. Normas reguladoras.-

Las Fundaciones objeto de la presente Ley se regirán
por la voluntad del fundador al constituir la Fundación,
por sus Estatutos y, en todo caso, al amparo de lo previs-
to en el artículo 149.1 de la Constitución, por los precep-
tos de la legislación estatal de Fundaciones que sean de
aplicación general así como por la presente Ley.

Artículo 3º. Fines y beneficiarios.-

1. Las finalidades fundacionales han de ser lícitas, de
interés general y sus actividades han de beneficiar a
colectivos genéricos de personas. Tendrán esta conside-
ración las colectividades de trabajadores de una o varias
empresas y sus familiares.

2. Los fundadores y los miembros del Patronato, así
como sus cónyuges y parientes de consanguinidad dentro
del cuarto grado o de afinidad dentro del segundo, sólo
podrán ser beneficiarios de las actividades de las Funda-
ciones cuando pertenezcan a los colectivos genéricos
determinados de acuerdo con las reglas establecidas en
los Estatutos.

3. Se exceptúan de lo dispuesto en el número 2 los
supuestos en que la Fundación tenga como finalidad
exclusiva o principal la conservación y/o gestión de los
bienes del Patrimonio Español, siempre que se cumplan
las exigencias de la normativa vigente sobre Patrimonio
Histórico.

4. En los Estatutos de las Fundaciones que se consti-
tuyan para realizar las actividades de acción social que se
enumeran a continuación, podrá establecerse que los fun-
dadores y sus cónyuges y parientes dentro del cuarto
grado de consanguinidad o de afinidad dentro del segun-
do, gocen de condiciones especiales para beneficiarse de
los servicios que preste la Fundación:

- Protección de la infancia y de la juventud. Se consi-
derarán actividades de protección de la infancia y de la
juventud las de rehabilitación y formación de niños y
jóvenes, la de asistencia a lactantes, la custodia y aten-
ción a niños menores de seis años de edad, la realización
de cursos, excursiones, campamentos o viajes infantiles



153298 de Julio de 2002B.O. Cortes C. y L. N.º 242

y juveniles y otras análogas prestadas en favor de perso-
nas menores de veinticinco años de edad.

- Asistencia a la tercera edad.

- Educación especial y asistencia a personas con
minusvalía.

- Asistencia a minorías étnicas.

- Asistencia a refugiados y asilados.

- Asistencia a transeúntes.

- Asistencia a personas con cargas familiares no com-
partidas.

- Acción social comunitaria y familiar.

- Asistencia a ex-reclusos.

- Reinserción social y prevención de la delincuencia.

- Asistencia a alcohólicos y toxicómanos.

- Cooperación para el desarrollo.

Artículo 4º. Personalidad jurídica.-

Las Fundaciones reguladas en la presente Ley, ten-
drán personalidad jurídica desde la inscripción de la
escritura pública de su constitución en el Registro de
Fundaciones de Castilla y León. La inscripción sólo
podrá ser denegada cuando dicha escritura no se ajuste a
las prescripciones de la Ley.

Artículo 5º. Domicilio.-

El domicilio social de las Fundaciones objeto de la
presente Ley, deberá radicar en el ámbito territorial de la
Comunidad de Castilla y León.

TÍTULO II

Constitución de la Fundación

Artículo 6º. Capacidad para fundar.-

1. La capacidad para fundar se regirá por los precep-
tos de la legislación de Fundaciones que sean de aplica-
ción general al amparo de lo dispuesto en el artículo
149.1 de la Constitución.

2. El ejercicio de esta competencia por la Administra-
ción de la Comunidad de Castilla y León, o entidades del
sector público autonómico, deberá ser autorizado por la
Junta de Castilla y León, que determinará las condicio-
nes y limitaciones que deba cumplir la creación de la
persona jurídica fundacional.

Artículo 7º. Formas de constitución.-

1. La Fundación podrá constituirse por acto inter
vivos o mortis causa.

2. La constitución de la Fundación por acto inter
vivos se realizará mediante escritura pública otorgada en
la forma que determina el artículo siguiente.

3. En el caso de la constitución de Fundaciones
mediante acto mortis causa, la inscripción constitutiva en
el Registro de Fundaciones de Castilla y León deberá tra-
mitarse por los albaceas. En su defecto, dicha escritura se
otorgará por los herederos testamentarios, y en caso de
que éstos no existieran, por la persona que se designe por
el Protectorado.

4. Si las disposiciones testamentarias contienen todos
los requisitos exigidos en la legislación aplicable, la ins-
cripción constitutiva puede interesarse directamente
aportando al Registro el documento notarial en que cons-
ten las últimas voluntades del fundador.

5. Si en la constitución de una Fundación por acto
mortis causa, el testador no hubiera concretado todos los
extremos que debe tener la escritura de constitución con-
forme se establece en la presente Ley, y siempre que en
las disposiciones testamentarias conste la voluntad de
crear una Fundación y disponer de los bienes y derechos
de la dotación, será necesario que por las personas que
corresponda según lo dispuesto en el apartado tercero de
este artículo, se otorgue la escritura pública con los
requisitos y pronunciamientos exigidos por la normativa
aplicable.

6. El encargado del Registro de Fundaciones de Cas-
tilla y León calificará la validez extrínseca de la docu-
mentación presentada y acordará la inscripción de la
Fundación, previo informe favorable del Protectorado
que corresponda, en el que se acredite la adecuación y
suficiencia de la dotación fundacional, la consideración
de interés general de los fines fundacionales y la confor-
midad del contenido de los Estatutos a lo dispuesto en el
ordenamiento jurídico.

7. En el supuesto de que no se cumplan los requisitos
señalados en el apartado anterior, se adoptará y notificará
a los interesados resolución motivada denegando la ins-
cripción de la Fundación de que se trate, previo requeri-
miento de subsanación y/o mejora de la documentación
presentada.

Artículo 8º. Escritura de constitución y Estatutos.-

En cuanto al contenido mínimo de los estatutos y de
la escritura de constitución de una Fundación se estará a
lo dispuesto en los preceptos de la legislación estatal
sobre fundaciones que sean de aplicación general al
amparo de lo previsto en el artículo 149.1. de la Consti-
tución.

Artículo 9º. Dotación.-

1. La dotación de la Fundación estará constituida por
los bienes y derechos que sean aportados por el fundador
y deberá acreditarse ante el Notario actuante la realidad
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de su aportación, salvo que conste en la escritura pública
de constitución la voluntad de hacer la aportación de
forma sucesiva, en cuyo caso es imprescindible acreditar
la aportación efectiva de al menos el 25 %, debiendo
aportarse el resto en un plazo inferior a cinco años conta-
dos desde el otorgamiento de la citada escritura.

2. Las aportaciones no dinerarias deberán valorarse
de acuerdo con los criterios establecidos para la valora-
ción de las aportaciones a las sociedades mercantiles de
responsabilidad limitada.

3. Tendrán la consideración de dotación fundacional,
los compromisos de aportaciones de terceros si están
garantizados formalmente por cualquiera de los medios
admitidos en Derecho, debiendo constar las garantías en
la escritura de constitución. A estas aportaciones será de
aplicación igualmente lo dispuesto en los apartados ante-
riores.

TÍTULO III

Gobierno de la Fundación

Artículo 10º. Patronato.-

1. En toda Fundación deberá existir, con la denomi-
nación de Patronato, un órgano de gobierno y representa-
ción de la misma.

2. El Patronato de la Fundación estará formado por
un mínimo de tres miembros y puede estar integrado
tanto por personas físicas como por personas jurídicas.

3. Las personas físicas deberán tener plena capacidad
de obrar y no deberán estar inhabilitadas para el ejercicio
de cargo público, desempeñando personalmente sus car-
gos en el Patronato. No obstante, en el caso de las perso-
nas físicas designadas por razón del cargo que ocuparen
en otras entidades o instituciones, podrá actuar en su
nombre la persona a quien corresponda legalmente la
sustitución en dicho cargo. También podrán delegar, con
carácter permanente, el desempeño de sus funciones en
otra persona dependiente de la entidad en la que desem-
peñaren el cargo por razón del que les corresponde ser
miembros del Patronato.

4. En nombre de las personas jurídicas que sean
miembros del Patronato actuaran las personas físicas
acreditadas como representantes por las mismas.

5. Los patronos habrán de cumplir sus funciones con
arreglo a lo dispuesto en el ordenamiento jurídico y en
los Estatutos de la Fundación.

Artículo 11º. Estructura y organización del Patronato.-

1. En los Estatutos o en la escritura fundacional
puede establecerse la forma de designación del Presiden-
te y del Secretario del Patronato. En ausencia de dicha
regulación, los miembros del Patronato elegirán de entre
ellos un Presidente y un Secretario.

2. Corresponde al Presidente del Patronato presidir
las reuniones del mismo y dirigir sus debates, así como
la representación de la Fundación ante todo tipo de per-
sonas o entidades, salvo en aquellos supuestos concretos
en que el Patronato delegue dicha representación en
alguno de sus miembros u otorgue poder notarial al efec-
to, específico o genérico.

3. Las funciones de Secretario del Patronato podrán
ser desempeñadas por personas físicas que no ostenten la
condición de miembros del mismo, con voz y sin voto.

Artículo 12º. Aceptación y renuncia de los cargos del
Patronato.-

1. Los miembros del Patronato no podrán ejercer sus
funciones sin la previa aceptación formal y expresa de
sus cargos en documento público, en documento privado
con firma legitimada por notario o mediante compare-
cencia realizada al efecto en el Registro de Fundaciones
de Castilla y León. La aceptación de cargos en el Patro-
nato por parte de las personas jurídicas deberá efectuarse
por quién ostente la representación legal de las mismas.

Sin perjuicio de la posibilidad de utilizar cualquiera
de las formas previstas en el apartado anterior, los patro-
nos que hayan de incorporarse con posterioridad a la ins-
cripción de la Fundación y constitución del primer Patro-
nato, podrán aceptar sus cargos ante el mismo. La acep-
tación podrá acreditarse mediante certificación expedida
por el Secretario del Patronato, con el visto bueno del
Presidente.

2. La aceptación debe inscribirse en el Registro de
Fundaciones de Castilla y León a instancia de los acep-
tantes o del Patronato, en el plazo de dos meses desde
que se efectúe.

3. La renuncia, efectuada en la forma establecida en
las disposiciones estatales que sean de aplicación gene-
ral, al amparo de lo previsto en el artículo 149.1 de la
Constitución, deberá inscribirse en el Registro de Funda-
ciones de Castilla y León, en el plazo de dos meses
desde que se efectúe.

Artículo 13º. Gastos del Patronato y gratuidad de los
cargos en el mismo.-

1. Se entiende por gastos del Patronato los derivados
de la celebración de las sesiones del mismo, así como los
que origine a los patronos el desempeño de sus cargos,
de los que tienen derecho a ser reembolsados, previa jus-
tificación de los mismos, salvo disposición en contrario
del fundador.

2. La Junta de Castilla y León establecerá el porcen-
taje de las rentas e ingresos de las Fundaciones que como
máximo pueden destinarse a sufragar los gastos del
Patronato.
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3. En los Estatutos de la Fundación podrá establecer-
se un porcentaje inferior al señalado reglamentariamente.

4. Los patronos no podrán percibir retribución alguna
por el ejercicio de sus funciones en el Patronato.

Artículo 14º. Delegaciones y apoderamientos.-

1. El Patronato podrá delegar sus facultades en uno o
más de sus miembros, salvo las referidas a los siguientes
supuestos: a) interpretación y modificación de los Estatu-
tos; b) aprobación de memorias, planes de actuación,
cuentas anuales y presupuestos de la Fundación; c) esta-
blecer Reglamentos de régimen interior de los centros
que, en su caso, gestione la Fundación; d) establecimien-
to de las reglas para la determinación de los beneficiarios
de la Fundación, cuando tenga atribuida esta facultad el
Patronato; e) extinción de la Fundación; f) fusión con
otra u otras fundaciones; g) otorgamiento de poderes, y
h) adopción de acuerdos o realización de actos que
requieran autorización o ratificación del Protectorado.

2. Siempre que el volumen de gestión o cualquier
otra circunstancia lo aconsejen, el Patronato podrá acor-
dar la constitución de comisiones ejecutivas formadas
por el número de patronos que determine y con la deno-
minación que estime conveniente. En dichas comisiones
podrán delegarse las funciones y competencias que el
Patronato estime conveniente, con las limitaciones que
se señalan en el párrafo 1. del presente artículo.

3. El Patronato podrá otorgar poderes generales o
especiales para la representación de la Fundación ante
todo tipo de personas y entidades, salvo que los Estatutos
dispongan lo contrario.

4. Las delegaciones, apoderamientos y su revocación
deberán inscribirse en el Registro de Fundaciones de
Castilla y León.

Artículo 15º. Sustitución, cese y suspensión de los patro -
nos.-

1. En casos de imposibilidad temporal de los titulares
de los distintos cargos dentro del Patronato serán susti-
tuidos en la forma prevista en los Estatutos. Si en los
mismos no existen reglas aplicables, el Patronato desig-
nará a los patronos que deben realizar provisionalmente
las funciones de Presidente y Secretario.

2. Las vacantes que surjan en el Patronato se cubrirán
de la forma prevista en los Estatutos. Si mediante el pro-
cedimiento previsto no pudieran cubrirse las vacantes
producidas y el número de miembros activos del Patro-
nato fuera inferior a tres, deberá promoverse la corres-
pondiente modificación estatutaria en los términos pre-
vistos en la presente Ley. El Protectorado deberá desig-
nar las personas que formarán parte del Patronato
provisionalmente, hasta que se produzca la modificación
estatutaria y se incorporen los nuevos miembros.

3. El cese de los patronos de una Fundación se regirá
por los preceptos de la legislación de Fundaciones que
sean de aplicación general al amparo de lo dispuesto en
el artículo 149.1.8 de la Constitución Española.

4. La sustitución, cese y suspensión de patronos se
inscribirán en el Registro de Fundaciones de Castilla y
León.

Artículo 16º. Responsabilidad de los patronos.-

Los patronos deberán desempeñar el cargo con la
diligencia prevista en la legislación estatal que sea de
aplicación general al amparo de lo previsto en el artículo
149.1 de la Constitución y responderán de su gestión en
los términos que aquella establece.

TÍTULO IV

Patrimonio de la Fundación

Artículo 17º. Administración y disposición del patrimo -
nio.-

1. La administración y disposición del patrimonio de
la Fundación, corresponde al Patronato en la forma esta-
blecida en los Estatutos y con sujeción a lo dispuesto en
la presente Ley y en el resto del ordenamiento jurídico.

2. La Fundación debe figurar como titular de todos
los bienes y derechos que integran su patrimonio en
todos los Registros y oficinas públicas en que deban
estar inscritos, y se inscribirán en el Registro de Funda-
ciones de Castilla y León.

Artículo 18º. Naturaleza de los bienes y derechos que
forman el patrimonio.-

1. Los bienes y derechos, así como las inversiones
financieras, que sean donados o legados por cualquier
persona o entidad tendrán la consideración legal de dota-
ción fundacional si se afectan al cumplimiento de los
fines fundacionales.

2. Las inversiones realizadas con subvenciones de
capital, sean públicas o privadas, tendrán la considera-
ción de dotación fundacional.

3. Si las donaciones o legados consisten en aportacio-
nes dinerarias sólo tendrán la consideración de dotación
fundacional cuando lo indique expresamente quien los
aporte. A falta de dicho pronunciamiento se entenderá
que están destinadas a financiar los gastos de las activi-
dades de la Fundación para el cumplimiento de sus fines.

4. Las Fundaciones no podrán tener participación
alguna en sociedades mercantiles en las que deban res-
ponder personalmente de las deudas sociales.

Si la Fundación recibe donaciones, herencias o lega-
dos que incluyan participaciones mayoritarias en socie-
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dades mercantiles personalistas, deberán promover la
transformación de las mismas en sociedades mercantiles
en las que los socios tengan limitada la responsabilidad.
Si la participación fuera minoritaria o no pudiera llevarse
a cabo la transformación por cualquier circunstancia,
deberá enajenarse la participación de forma inmediata. Si
resulta perjudicial para los intereses de la Fundación
efectuar la enajenación en un plazo inferior a tres meses,
deberá solicitarse autorización del Protectorado para
mantener la participación durante el tiempo que aconse-
jen las circunstancias.

Artículo 19º. Enajenación y gravamen.-

1. El Patronato podrá acordar la enajenación y grava-
men de los bienes y derechos que constituyen el patrimo-
nio de la fundación, cuando resulte conveniente para los
intereses de la misma.

2. La enajenación deberá llevarse a cabo mediante
procedimientos que garanticen la concurrencia pública y
la imparcialidad, salvo en aquellos casos en que las cir-
cunstancias determinen la conveniencia de utilizar otros
sistemas.

3. Será necesaria la autorización previa del Protecto-
rado para enajenar bienes o derechos que formen parte
de la dotación fundacional o estén vinculados directa-
mente al cumplimiento de fines, o su valor sea superior
al 20 % del valor total del grupo de bienes o derechos de
la Fundación de la misma naturaleza que los que se pre-
tende enajenar, así como para establecer cargas o gravá-
menes sobre ellos. La transmisión de bienes o derechos
de la Fundación en los supuestos en que no es necesaria
la previa autorización del Protectorado se comunicará de
forma detallada al mismo, en un plazo no superior a un
mes desde la celebración del correspondiente negocio
jurídico.

4. También es necesaria la autorización previa del
Protectorado para enajenar establecimientos mercantiles,
industriales o comerciales, cuya titularidad corresponda a
la Fundación.

5. En el supuesto de enajenación de elementos patri-
moniales que formen parte de la dotación fundacional,
los bienes y/o derechos que se obtengan como contra-
prestación también tendrán la consideración de dotación
fundacional.

6. Las enajenaciones y gravámenes deberán inscribir-
se en el Registro de Fundaciones de Castilla y León.

Artículo 20º. Herencias y donaciones.-

1. El Patronato, previa autorización del Protectorado,
podrá repudiar herencias, legados o donaciones cuando
considere de forma motivada que su aceptación no es
conveniente a los intereses de la Fundación.

2. La aceptación de legados o donaciones con cargas
que impliquen para la Fundación obligaciones ajenas al
cumplimiento de los fines fundacionales, sólo podrá
efectuarse con autorización previa del Protectorado.

TÍTULO V

Funcionamiento y actividad de la Fundación

Artículo 21º. Principios de actuación.-

Todas las actuaciones de las Fundaciones deben estar
dirigidas al cumplimiento de sus fines; objetivo al que
está vinculado su patrimonio, y al que deberán destinarse
efectivamente las rentas y recursos obtenidos. Para ello,
las Fundaciones habrán de gestionarse teniendo en cuen-
ta los siguientes principios:

a) Programar las actividades fundacionales en los tér-
minos previstos en los Estatutos y en la presente Ley.

b) Dar información suficiente de los fines y activida-
des para que sean conocidos por sus eventuales benefi-
ciarios y demás interesados.

c) Actuar con criterios de imparcialidad y no discri-
minación en la determinación de sus beneficiarios.

Artículo 22º. Actividades mercantiles e industriales.-

1. Las Fundaciones pueden realizar actividades eco-
nómicas coincidentes con los fines fundacionales o rela-
cionadas directamente con el cumplimiento de los mis-
mos.

2. La realización de actividades mercantiles indepen-
dientes de los fines fundacionales solo podrá efectuarse a
través de sociedades mercantiles no personalistas y pre-
via autorización del Protectorado. No obstante, si
mediante herencia, donación o legado pasa a formar
parte del patrimonio de una Fundación un negocio
empresarial en funcionamiento que no esté constituido
como sociedad mercantil, podrá continuar la Fundación
con la explotación directa del mismo durante el tiempo
imprescindible para efectuar su transformación, dando
cuenta del proceso de transformación al Protectorado.

3. A estos efectos se considerará actividad mercantil
independiente de los fines fundacionales, la participación
mayoritaria en sociedades mercantiles no personalistas
cuyo objeto no coincida con los fines fundacionales.

Se entenderá por participación mayoritaria aquella
que represente más del 50 por 100 del capital social o de
los derechos de voto, computándose a estos efectos tanto
las participaciones mayoritarias que se adquieran en un
solo acto, como las adquisiciones sucesivas de participa-
ciones minoritarias, cuya acumulación dé lugar a que la
Fundación ostente una participación mayoritaria en la
sociedad de que se trate.
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4. Las participaciones superiores al 25 por ciento en
el capital social de entidades mercantiles que no tengan
la consideración de participaciones mayoritarias deberán
comunicarse al Protectorado.

5. En todo caso, el resultado neto de las actividades
mercantiles deberá destinarse al cumplimiento de los
fines de la Fundación.

Artículo 23º. Financiación de las actividades.-

El desarrollo de las actividades de la Fundación se
financiará con los recursos que provengan del rendimien-
to de su Patrimonio, con los recursos netos que reciba de
la realización de actividades mercantiles, y con las ayu-
das, subvenciones y donaciones de personas públicas o
privadas. También podrá percibir ingresos por los servi-
cios que preste, siempre que su precio no implique una
limitación injustificada de los beneficiarios.

Artículo 24º. Régimen administrativo, financiero y con -
table.-

1. En el Patronato de la Fundación deberá llevarse un
libro de actas y los libros de contabilidad exigidos por la
normativa aplicable y aquellos otros que se consideren
necesarios para el buen desarrollo y control de las activi-
dades. Todos ellos deberán ser debidamente legalizados
por el Registro de Fundaciones de Castilla y León, salvo
en los supuestos en que deban legalizarse en el Registro
Mercantil, de conformidad con la normativa reguladora
del mismo.

2. La gestión económico-financiera de la Fundación
se regirá por los principios y criterios generales determi-
nados en la normativa vigente.

3. Antes de comenzar cada ejercicio, el Patronato de
la Fundación deberá aprobar el Presupuesto de Gastos e
Ingresos, así como los cambios previstos en relación con
los bienes de la Fundación. Una vez aprobado, deberá
remitirse un ejemplar al Protectorado para constancia en
el mismo.

4. En el plazo de seis meses desde la finalización de
cada ejercicio, el Patronato deberá aprobar las cuentas
anuales de la Fundación correspondientes a dicho ejerci-
cio, y remitir al Protectorado los siguientes documentos
contables: inventario patrimonial de la Fundación, balan-
ce de situación, cuenta de resultados, en los que conste
de forma cierta la situación económica, financiera y
patrimonial de la Fundación, así como una Memoria, en
la que se incluirá información sobre las actividades lle-
vadas a cabo durante el ejercicio para el cumplimiento de
los fines, las variaciones patrimoniales habidas, los cam-
bios en el órgano de Gobierno de la Fundación, el grado
de cumplimiento del presupuesto aprobado, el cumpli-
miento de los fines fundacionales y de la aplicación de
recursos a los mismos, e información detallada de los
importes consignados en las diferentes partidas.

Los documentos referidos a las cuentas anuales debe-
rán elaborarse siguiendo los modelos, normas y criterios
establecidos en la adaptación sectorial del Plan General
de Contabilidad para las entidades sin fines lucrativos.

5. El Protectorado deberá analizar la documentación
a que se refiere el apartado 4. de este artículo y si consi-
dera que cumple los requisitos formales y materiales
establecidos en la normativa vigente, adoptará Resolu-
ción de conformidad y promoverá su anotación y depósi-
to en el Registro de Fundaciones de Castilla y León.

6. Para comprobar el cumplimiento de los requisitos
por parte de la documentación referida a las cuentas
anuales, el Protectorado podrá dirigir requerimientos al
Patronato de la Fundación para que en el plazo que seña-
le aporte la documentación acreditativa de los datos con-
signados en los documentos contables y en las Memo-
rias, y en todo caso, antes de adoptar Resolución decla-
rando que las cuentas presentadas no son adecuadas a la
normativa vigente, deberá interesar del Patronato la sub-
sanación y/o mejora de la documentación aportada.

7. Cuando concurran circunstancias que así lo acon-
sejen, el Patronato, o el Protectorado mediante Resolu-
ción motivada, podrán acordar que las cuentas anuales de
la Fundación sean sometidas a auditoría externa.

8. La obligación de presentar las cuentas anuales al
Protectorado, y su posterior anotación y depósito en el
Registro de Fundaciones de Castilla y León, se establece
con independencia de la obligación de depositar las men-
cionadas cuentas en el Registro Mercantil en los casos en
que así lo disponga la regulación del mismo.

Artículo 25º. Destino de rentas e ingresos.-

1. Al menos el 70 por ciento de los ingresos netos
que obtengan las Fundaciones deberá destinarse a la rea-
lización de actividades para el cumplimiento de los fines
fundacionales en un plazo no superior a los tres ejerci-
cios siguientes a aquél en que se perciban, debiéndose
destinar el resto, deducidos los gastos del patronato, a
incrementar el patrimonio fundacional.

Se entenderá, a estos efectos, por ingresos netos el
importe de todas las rentas e ingresos de la Fundación,
deducidos los gastos directamente necesarios para su
obtención.

2. Lo dispuesto en el número anterior no afecta a la
incorporación de bienes y derechos que tengan la consi-
deración de dotación fundacional, conforme se dispone
en el artículo 20.

Artículo 26º. Autocontratación.-

1. El Patronato necesita autorización previa del Pro-
tectorado para la celebración de cualquier tipo de contra-
to entre la Fundación y alguno o algunos de los miem-
bros del mismo, o sus familiares hasta el tercer grado.
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También es necesaria dicha autorización para celebrar
contratos con personas jurídicas participadas mayorita-
riamente por los miembros del Patronato o sus familiares
hasta el tercer grado, o que tengan el efectivo control
sobre las mismas.

2. En el supuesto de que una persona, física o jurídi-
ca, vinculada contractualmente con la Fundación pase a
formar parte del Patronato de la misma, la aceptación del
cargo quedará en suspenso hasta que el Protectorado, a
instancia del Patronato o del patrono afectado, declare la
compatibilidad de ambas situaciones o transcurra el
plazo establecido sin que manifieste su disconformidad.

TÍTULO VI

Modificación, fusión y extinción de la Fundación

Artículo 27º. Modificación de los Estatutos.-

En el supuesto de que al amparo de la legislación
estatal aplicable, el Patronato acordara la modificación o
nueva redacción de los Estatutos, ésta se comunicará
inmediatamente al Protectorado, acompañando la escri-
tura pública en la que conste. Si el Protectorado conside-
ra que la documentación aportada no reúne los requisitos
formales y materiales, adoptará Resolución motivada
declarando la no adecuación de la modificación estatuta-
ria a la normativa aplicable, en el plazo de tres meses a
contar desde la notificación al mismo del correspondien-
te acuerdo del Patronato.

Si los nuevos Estatutos son conformes a la normativa
vigente, el Protectorado promoverá la inscripción de los
mismos en el Registro de Fundaciones de Castilla y
León.

Artículo 28º. Absorción de otras entidades.-

1. Las Fundaciones pueden absorber otras Fundacio-
nes siempre que sea conveniente a sus intereses y no
queden desnaturalizados los fines fundacionales.

2. Los acuerdos de absorción adoptados por los
Patronatos deberán comunicarse al Protectorado, infor-
mando sobre las condiciones convenidas y acompañan-
do, en su caso, el nuevo texto de los Estatutos.

3. El Protectorado podrá oponerse expresamente a la
absorción en el plazo de tres meses y mediante Resolu-
ción motivada.

4. Si el Protectorado no se opone en la forma descrita
en el apartado anterior, los Patronatos podrán realizar las
actuaciones necesarias para materializar la absorción,
remitiendo al Protectorado la correspondiente escritura
pública para constancia en el mismo.

5. El Protectorado deberá promover las inscripciones
que procedan en el Registro de Fundaciones de Castilla y
León.

Artículo 29º. Fusión.-

1. Cuando los intereses de la Fundación lo aconsejen
y siempre que no lo hubiera prohibido el fundador, el
Patronato podrá acordar la fusión con otra u otras Funda-
ciones que tengan fines fundacionales análogos.

Los acuerdos de fusión deberán comunicarse al Pro-
tectorado, acompañando memoria acreditativa de las cir-
cunstancias que aconsejan la fusión frente a otras posi-
bles alternativas, e informando de las condiciones conve-
nidas con las Fundaciones afectadas.

El Protectorado podrá oponerse expresamente a la
fusión en el plazo de tres meses, mediante Resolución
motivada, en cuyo caso no podrá llevarse a cabo.

Si el Protectorado no se opone en la forma estableci-
da en el apartado anterior, el Patronato podrá realizar las
actuaciones necesarias para materializar la fusión, remi-
tiendo al Protectorado la correspondiente escritura públi-
ca para constancia en el mismo.

2. Si por el fundador se hubiere prohibido la posibili-
dad de acordar la fusión de la Fundación, ésta sólo podrá
acordarse cuando sea la única manera de evitar la liqui-
dación de dicha Fundación y previa autorización del Pro-
tectorado.

3. El Protectorado deberá promover las inscripciones
que procedan en el Registro de Fundaciones de Castilla y
León.

Si de la fusión resulta una nueva Fundación cuya ins-
cripción constitutiva corresponda inscribir en el Registro
de Fundaciones de Castilla y León, deberán efectuarse
simultáneamente las inscripciones de extinción por
fusión y de constitución de la nueva entidad.

Artículo 30º. Extinción.-

1. La extinción de la Fundación, será acordada en los
términos previstos en la legislación estatal que resulte de
aplicación, al amparo de lo previsto en el artículo 149.1
de la Constitución.

2. Por el Protectorado deberá tramitarse la inscripción
del acuerdo de extinción o la resolución judicial que, en
su caso, se produzca en el Registro de Fundaciones de
Castilla y León.

Artículo 31º. Liquidación.-

1. La extinción de la Fundación, salvo en el supuesto
de extinción por fusión o por absorción, determinará la
apertura del procedimiento de liquidación, que deberá
realizarse por el Patronato con el control y asesoramiento
del Protectorado, al que deberá darse cuenta de las actua-
ciones llevadas a cabo.

2. El órgano de liquidación deberá realizar las
siguientes actuaciones: confección del inventario y
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balance de situación de la Fundación a fecha de inicio
del procedimiento de liquidación; finalización de las
operaciones de gestión que estaban iniciadas al acordarse
la extinción; nuevas operaciones de gestión que deban
llevarse a cabo con las limitaciones previstas; cobro de
créditos pendientes; cancelación de deudas con los acree-
dores de todo tipo y por el orden de prelación estableci-
do, y cualquier otra que sea conveniente o necesaria para
los interesados en el procedimiento.

3. El Protectorado podrá recabar del órgano de liqui-
dación información periódica del proceso e información
adicional de la documentación facilitada, debiendo
impugnar ante el Juez los actos de liquidación que consi-
dere contrarios al ordenamiento o a los Estatutos, previo
requerimiento de subsanación en los casos en que quepa
esta posibilidad.

4. El haber que resulte de la liquidación se adjudicará
a las Fundaciones o entidades privadas no lucrativas que
haya designado el fundador o determine el Patronato si el
fundador le otorgó dicha facultad. A falta de estipulación
alguna por parte del fundador o cuando las entidades
designadas no reúnan los requisitos exigidos, la decisión
corresponderá al Protectorado, previa petición de infor-
me al Patronato.

Las Fundaciones o entidades no lucrativas menciona-
das en el apartado anterior deberán tener afectados con
carácter permanente sus bienes, derechos y recursos al
cumplimiento de fines de interés general, incluso para el
supuesto de su extinción o disolución.

5. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, en
la escritura de constitución de la Fundación podrá esta-
blecerse que los bienes y derechos resultantes de la liqui-
dación de la misma sean adjudicados a alguna entidad
pública que persiga fines de interés general.

6. Aprobadas las actuaciones de liquidación por el
Patronato y efectuada la adjudicación del haber resultan-
te de la misma, el Protectorado promoverá las inscripcio-
nes que procedan en el Registro de Fundaciones de Cas-
tilla y León.

TÍTULO VII

El Protectorado

Artículo 32º. El Protectorado.-

1. El Protectorado es el órgano administrativo de ase-
soramiento, apoyo técnico y control de las Fundaciones.

2. El ejercicio de las funciones y competencias de
Protectorado de las Fundaciones que realizan sus activi-
dades preferentemente en el ámbito territorial de la
Comunidad Autónoma de Castilla y León corresponde a
los órganos de la Administración autonómica que deter-
mine reglamentariamente la Junta de Castilla y León.

Artículo 33º. Funciones de Protectorado.-

1. Para garantizar el recto ejercicio del derecho de
Fundación y asegurar la legalidad de constitución y fun-
cionamiento de las Fundaciones de competencia de la
Comunidad de Castilla y León, corresponde al Protecto-
rado el ejercicio de las siguientes funciones:

- Informar a los interesados sobre el régimen jurídico,
económico y fiscal de las Fundaciones, así como de los
trámites y procedimientos para su constitución.

- Asesorar a las fundaciones sobre las cuestiones jurí-
dicas, contables y fiscales que se susciten en la constitu-
ción y funcionamiento de las mismas.

- Apoyar a las Fundaciones en la realización de las
actividades para el cumplimiento de sus fines.

- Velar por la efectiva realización de actividades diri-
gidas al cumplimiento de los fines fundacionales, procu-
rando respetar la voluntad del fundador siempre que no
sea contraria a lo dispuesto en la normativa aplicable y
persiga fines de interés general.

- Comprobar la aplicación de los recursos de la Fun-
dación al cumplimiento de los fines fundacionales en los
términos previstos en esta Ley.

- Verificar que las actuaciones de las Fundaciones y
sus órganos de gobierno y administración se llevan a
cabo de conformidad con lo dispuesto en el ordenamien-
to jurídico.

- Ejercer provisionalmente las funciones de gobierno
y administración de las Fundaciones en que no exista
Patronato en los términos que dispone la presente Ley,
así como en los supuestos de intervención temporal acor-
dados por el órgano judicial competente.

- Cualquier otra función que establezcan las leyes.

Artículo 34º. Intervención temporal.-

El Protectorado promoverá la inscripción en el Regis-
tro de Fundaciones de Castilla y León de la resolución
judicial que acuerde la intervención temporal de la Fun-
dación.

Artículo 35º. Procedimientos administrativos.-

1. El Protectorado adoptará Resolución expresa en
todos los procedimientos iniciados a instancia de los
interesados y la notificará en el plazo de tres meses a
partir del día siguiente a la recepción de la solicitud.
Transcurrido dicho plazo sin que haya notificado la reso-
lución expresa, podrán entenderse estimadas las solicitu-
des o peticiones.

El citado plazo quedará en suspenso cuando deba
requerirse al interesado para la subsanación de deficien-
cias y la aportación de documentos y otros elementos de
juicio necesarios, por el tiempo que medie entre la notifi-
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cación del requerimiento y su efectivo cumplimiento por
el destinatario, o, en su defecto, el transcurso del plazo
concedido por el Protectorado. Caso de que así no se
hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa
resolución que deberá ser dictada en los términos del
artículo 42 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior,
cuando se trate de la primera inscripción de la Funda-
ción, se entenderá denegada la inscripción si transcurre
el plazo de tres meses, contados desde el día siguiente a
la recepción de la solicitud de inscripción en el Registro
de Fundaciones de Castilla y León, sin que por el citado
órgano administrativo se haya notificado Resolución
expresa a los interesados.

3. Los certificados que deba emitir el Protectorado en
el curso de los diferentes procedimientos, así como los
de acreditación de todo tipo de hechos y circunstancias
que soliciten los interesados, deberán expedirse en el
plazo de un mes desde la recepción de la solicitud.

TÍTULO VIII

El Registro de Fundaciones

Artículo 36º. Registro de Fundaciones.-

1. Se crea el Registro de Fundaciones de la Comuni-
dad de Castilla y León en el que se inscribirán todas las
Fundaciones que desarrollen principalmente sus activida-
des y cumplan sus fines en el ámbito territorial de la
Comunidad de Castilla y León y de este modo lo mani-
fiesten expresamente en su escritura de constitución.

2. El ejercicio de las funciones de Registro a que se
refiere la presente Ley corresponderá al órgano adminis-
trativo que determine la Junta de Castilla y León.

3. El Registro de Fundaciones tendrá carácter públi-
co.

4. Las inscripciones y anotaciones en el Registro de
Fundaciones de Castilla y León que sean promovidas por
el Protectorado, o sea requisito imprescindible la actua-
ción previa del mismo, deberán practicarse en el plazo de
un mes a contar desde la recepción de la documentación
correspondiente procedente del Protectorado.

5. La organización y funcionamiento del Registro de
Fundaciones de Castilla y León se establecerá reglamen-
tariamente.

Artículo 37º. Obligatoriedad de la inscripción.-

1. La inscripción en el registro de Fundaciones de
Castilla y León es obligatoria para todas las Fundaciones
que desarrollen principalmente sus funciones en la
Comunidad de Castilla y León.

2. Asimismo, podrán inscribirse aquellas Fundacio-
nes que no estando incluidas en el apartado anterior, ten-
gan una delegación abierta en nuestra Comunidad.

Artículo 38. Certificados de denominación.-

1. Cualquier interesado podrá solicitar del Registro
de Fundaciones de Castilla y León certificaciones acredi-
tativas de la no existencia de ninguna Fundación en
dicho Registro con la misma denominación, ni con otra
similar que pueda prestarse a confusión.

2. Por parte del encargado del Registro de Fundacio-
nes de Castilla y León se practicarán anotaciones en el
mismo de las certificaciones expedidas, que quedarán sin
efecto con el transcurso de tres meses desde que fueren
practicadas.

3. En el caso de que por existir otra Fundación con la
misma denominación o similar, no pueda emitirse el cer-
tificado negativo de denominación, el encargado del
Registro de Fundaciones de Castilla y León lo comunica-
rá al interesado, indicando las denominaciones afectadas.
Se procederá de la misma forma en el caso de que se
hayan expedido certificados negativos de denominación
en los tres meses anteriores que afecten a la denomina-
ción solicitada, pero en la comunicación al interesado
deberá indicarse además la fecha en que quedarían sin
efecto dichas certificaciones.

Artículo 39º. Publicidad registral.-

Quienes acrediten la condición de interesados podrán
obtener certificaciones o notas simples de los datos que
constan en el Registro de Fundaciones de Castilla y
León.

Artículo 40. Eficacia registral.-

Los actos no inscritos que deban constar en el Regis-
tro de Fundaciones de Castilla y León no pueden perjudi-
car a terceros de buena fe que no conozcan su existencia.
La buena fe se presume hasta que se demuestre que el
tercero conocía el acto de que se trate.

DISPOSICIÓN ADICIONAL

Las Fundaciones preexistentes de competencia auto-
nómica constituidas a fe y conciencia estarán sujetas a
los preceptos de la presente Ley, salvo aquellos cuya
aplicación suponga, en virtud de lo dispuesto expresa-
mente por el fundador, el cumplimiento de una condición
resolutoria que implique la extinción de la Fundación.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

Las Fundaciones que sean competencia de la Comu-
nidad de Castilla y León en cuyos estatutos figuren dis-
posiciones contrarias a lo dispuesto en la presente Ley,
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deberán efectuar las modificaciones estatutarias corres-
pondientes en el plazo de un año desde su entrada en
vigor. Transcurrido este plazo, quedarán sin efecto tales
disposiciones.

La obligación señalada en el párrafo anterior, no
alcanzará a las disposiciones que resulten de general
aplicación de conformidad con lo dispuesto en el artículo
149. 1 de la Constitución, para las que el plazo de adap-
tación será el determinado por la normativa estatal sobre
fundaciones.

DISPOSICIONES FINALES

PRIMERA:

Se autoriza a la Junta de Castilla y León para dictar
cuantas normas reglamentarias sean precisas para el
desarrollo y aplicación de la presente Ley.

SEGUNDA:

La presente Ley entrará en vigor a los treinta días de
su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León.

P.L. 32-V

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
la Cámara, se ordena la publicación en el Boletín Oficial
de las Cortes de Castilla y León del Dictamen de la
Comisión de Presidencia en el Proyecto de Ley de Fun-
daciones de Castilla y León, P.L. 32-V.

Castillo de Fuensaldaña, a 19 de junio de 2002.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE PRESIDENCIA

La Comisión de Presidencia de las Cortes de Castilla
y León, a la vista del Informe emitido por la Ponencia,
ha examinado el Proyecto de Ley de Fundaciones de
Castilla y León y, de acuerdo con lo dispuesto en el artí-
culo 116 del Reglamento, tiene el honor de elevar al
Excmo. Sr. Presidente de la Cámara Dictamen de confor-
midad con dicho Informe, sin introducir variaciones en el
texto propuesto por la Ponencia, publicado en el Boletín
Oficial de las Cortes de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 19 de junio de 2002.

EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN,

Fdo.: José Carlos Monsalve Rodríguez

LA SECRETARIA DE LA COMISIÓN,

Fdo.: M.ª Luisa Puente Canosa

P.L. 32-VI

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
la Cámara, se ordena la publicación en el Boletín Oficial
de las Cortes de Castilla y León de las Enmiendas y
Votos Particulares que se mantienen para su defensa en
Pleno, presentados por los Grupos Parlamentarios de la
Cámara al Dictamen de la Comisión de Presidencia en el
Proyecto Ley de Fundaciones de Castilla y León, P.L.
32-VI.

Castillo de Fuensaldaña, a 2 de julio de 2002.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

AL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN

Antonio Herreros Herreros, Procurador de IZQUIER-
DA UNIDA-IZQUIERDA DE CASTILLA Y LEÓN,
integrado en el Grupo Parlamentario Mixto, al amparo de
lo establecido en los artículos 117 y concordantes del
Reglamento de la Cámara, comunica que pretende defen-
der en el Pleno las ENMIENDAS al Proyecto de Ley de
Fundaciones de Castilla y León que, después de haber
sido defendidas y votadas en Comisión, no han sido
incorporadas en el Dictamen.

Castillo de Fuensaldaña, 19 de junio de 2002.

EL PROCURADOR

Fdo.: Antonio Herreros Herreros

EL PORTAVOZ

Fdo.: Joaquín Otero Pereira

AL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN

El GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de
las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido
en los artículos 117 y concordantes del Reglamento de la
Cámara comunica su voluntad de mantener para su deba-
te en el Pleno las siguientes enmiendas y votos particula-
res al Proyecto de Ley de Fundaciones de Castilla y
León:

La totalidad de enmiendas presentadas por este
Grupo Parlamentario que, debatidas y votadas no hayan
sido incorporadas al dictamen de la Comisión.

Fuensaldaña a 21 de junio de 2002.

EL PORTAVOZ

Fdo.: José Francisco Martín Martínez
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P.L. 35-IV

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
la Cámara, se ordena la publicación en el Boletín Oficial
de las Cortes de Castilla y León del Informe de la Ponen-
cia de la Comisión de Educación y Cultura en el Proyec-
to de Ley de Juventud de Castilla y León, P.L. 35-IV.

Castillo de Fuensaldaña, a 3 de junio de 2002.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

A LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA

La Ponencia encargada de redactar el Informe sobre
el Proyecto de Ley de Juventud de Castilla y León, inte-
grada por los señores Crespo Lorenzo, Fernández Gon-
zález, De la Hoz Quintano, Lozano San Pedro y Miano
Marino ha estudiado con todo detenimiento dicho Pro-
yecto de Ley, así como las enmiendas presentadas al
mismo, y en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo
113 del Reglamento de las Cortes de Castilla y León,
eleva a la Comisión el siguiente:

INFORME

Antes de entrar en el estudio pormenorizado del Pro-
yecto de Ley y de las distintas enmiendas al articulado
presentadas al mismo, la Ponencia adoptó el criterio de
que aquellas enmiendas sobre las que no recayera un
pleno acuerdo entre los ponentes o que no fueran retira-
das por sus autores, se entenderán apoyadas por los Pro-
curadores y Grupos Parlamentarios que las presentaron,
remitiéndose a la Comisión para su futuro debate y vota-
ción.

TÍTULO DEL PROYECTO DE LEY

- No se han presentado enmiendas al Título del Pro-
yecto de Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

- La Enmienda número 1 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone una nueva redacción de la Expo-
sición de Motivos, no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO UNO

- Las Enmiendas números 1 y 2 del Procurador D.
Juan Carlos Rad Moradillo no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- La Enmienda número 2 del Grupo Parlamentario
Socialista, ha sido aceptada por la Ponencia pero no en
los términos en que venia formulada, ya que la expre-
sión: “castellano-leonesas” ha sido sustituida por: “caste-
llano y leonesas”. Como consecuencia de esta aceptación
se añade, al final del apartado 2, el siguiente párrafo:
“Será también de aplicación a las asociaciones juveniles
encuadradas dentro de las comunidades castellano y leo-
nesas asentadas fuera del territorio a que se refiere la Ley
5/1986.”.

ARTÍCULO DOS

- Las Enmiendas números 1 y 2 del Procurador D.
Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- La Enmienda número 3 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido aceptada en sus propios términos por
la Ponencia.

- La Enmienda número 3 del Procurador D. Juan Car-
los Rad Moradillo no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- La Enmienda número 1 de los Procuradores D. Joa-
quín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acepta-
da por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comi-
sión para su debate y votación.

- La Enmienda número 4 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido retirada por sus proponentes por enten-
der que la finalidad que con ella se perseguía ha quedado
cumplida con la aprobación, por unanimidad, por la
Ponencia de la Enmienda al artículo 73, apartado 2, des-
pués referida.

ARTÍCULO TRES

- La Enmienda número 5 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- Las Enmiendas números 4 y 5 del Procurador D.
Juan Carlos Rad Moradillo no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO CUATRO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO CINCO

- La Enmienda número 6 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone una nueva redacción de este arti-
culo, no ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuen-
cia, se traslada a Comisión para su debate y votación.
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ARTÍCULO SEIS

- La Enmienda número 7 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO SIETE

- La Enmienda número 8 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 6 del Procurador D. Juan Car-
los Rad Moradillo no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO OCHO

- La Enmienda número 9 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 7 del Procurador D. Juan Car-
los Rad Moradillo no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- La Enmienda número 24 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acep-
tada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 1 del Grupo Parlamentario
Popular ha sido aceptada en sus propios términos por la
Ponencia.

ARTÍCULO NUEVE

- La Enmienda número 10 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO DIEZ

- La Enmienda número 11 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- Las Enmiendas números 8, 9 y 10 del Procurador D.
Juan Carlos Rad Moradillo no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- La Enmienda número 2 de los Procuradores D. Joa-
quín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acepta-
da por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comi-
sión para su debate y votación.

- La Enmienda número 2 del Grupo Parlamentario
Popular ha sido aceptada en sus propios términos por la
Ponencia.

- La Enmienda número 3 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO ONCE

- La Enmienda número 12 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ARTÍCULO DOCE

- Las Enmiendas números 13, 14 y 15 del Grupo Par-
lamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO TRECE

- La Enmienda número 16 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone una nueva redacción de este arti-
culo, no ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuen-
cia, se traslada a Comisión para su debate y votación.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda añadir al
final del apartado 3.b) después de la palabra: “estables”
la expresión: “e indefinidos” y en el apartado 3.c) des-
pués de: “autoempleo juvenil” la expresión: “y las inicia-
tivas emprendedoras y empresariales”.

- Las Enmiendas números 4 y 5 del Procurador D.
Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO CATORCE

- La Enmienda número 17 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- Las Enmiendas números 6, 7 y 8 del Procurador D.
Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- La Enmienda número 25 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
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cisco y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acep-
tada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda añadir en el
apartado 2 a) después de la expresión: “Favorecer a los
jóvenes en el acceso a la compra,” la palabra “autocons-
trucción”.

ARTÍCULO QUINCE

- La Enmienda número 18 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- Las Enmiendas números 9 y 10 del Procurador D.
Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- La Enmienda número 11 del Procurador D. Juan
Carlos Rad Moradillo no ha sido aceptada por la Ponen-
cia. En consecuencia, se traslada a Comisión para su
debate y votación.

ARTÍCULO DIECISÉIS

- La Enmienda número 19 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO DIECISIETE

- La Enmienda número 20 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 32 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acep-
tada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda añadir un
nuevo apartado 2 con la siguiente redacción: “2. La
Administración de la Comunidad Autónoma facilitará y
fomentará la práctica deportiva en colaboración con los
Entes Locales y asociaciones juveniles promoviendo la
utilización de instalaciones deportivas de centros educa-
tivos en horarios no lectivos” pasando el anterior aparta-
do 2 a ser el apartado 3.

ARTÍCULO DIECIOCHO

- La Enmienda número 21 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 11 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO DIECINUEVE

- La Enmienda número 22 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 12 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO VEINTE

- La Enmienda número 23 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO VEINTIUNO

- La Enmienda número 24 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- Las Enmiendas números 12 y 13 del Procurador D.
Juan Carlos Rad Moradillo no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- Las Enmiendas números 13 y 14 del Procurador D.
Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda añadir, al
final del apartado b), la expresión: “fomentando la crea-
ción de redes de jóvenes para el desarrollo rural”.

ARTÍCULO VEINTIDÓS

- La Enmienda número 25 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 15 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ENMIENDA NÚMERO 55 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA.

- La Enmienda número 55 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de la división en
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Capítulos y Secciones del Titulo III, no ha sido aceptada
por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión
para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 26 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA.

- La Enmienda número 26 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone una nueva redacción del encabe-
zamiento del Titulo III, no ha sido aceptada por la
Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión para
su debate y votación

ARTÍCULO VEINTITRÉS

- La Enmienda número 27 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ARTÍCULO VEINTICUATRO

- La Enmienda número 28 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- Las Enmiendas números 34 y 33 de los Procurado-
res D. Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez
de Francisco y D.ª Daniela Fernández González no han
sido aceptadas por la Ponencia. En consecuencia, se tras-
ladan a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 17 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO VEINTICINCO

- La Enmienda número 29 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO VEINTISÉIS

- La Enmienda número 30 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- Las Enmiendas números 18 y 16 del Procurador D.
Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO VEINTISIETE

- La Enmienda número 31 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no

ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 3 del Grupo Parlamentario
Popular ha sido aceptada por la Ponencia pero no en los
términos en que venia formulada. En consecuencia, el
apartado c) queda redactado de la siguiente manera: “c)
Inspeccionar y realizar tareas de seguimiento a las escue-
las de animación juvenil y tiempo libre reconocidas por
la propia corporación local, a efectos exclusivos de la
posible revocación de las mismas”.

ARTÍCULO VEINTIOCHO

- La Enmienda número 32 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Enmienda número 3 de los Procuradores D. Joa-
quín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acepta-
da por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comi-
sión para su debate y votación.

ARTÍCULO VEINTINUEVE

- La Enmienda número 33 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 4 del Grupo Parlamentario
Popular ha sido aceptada en sus propios términos por la
Ponencia.

ARTÍCULO TREINTA

- La Enmienda número 34 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO TREINTA Y UNO

- La Enmienda número 35 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO TREINTA Y DOS

- La Enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO TREINTA Y TRES

- La Enmienda número 37 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone una nueva redacción de este arti-
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culo, no ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuen-
cia, se traslada a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 4 de los Procuradores D. Joa-
quín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acepta-
da por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comi-
sión para su debate y votación.

ARTÍCULO TREINTA Y CUATRO

- La Enmienda número 38 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 26 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acep-
tada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO TREINTA Y CINCO

- La Enmienda número 39 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda números 5 del Grupo Parlamentario
Popular ha sido aceptada en sus propios términos por la
Ponencia.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda añadir, en la
ultima frase del apartado 1, el pronombre relativo:”que”
después de la expresión “Las actividades de tiempo libre
“ y la palabra “generalmente” tras “se desarrollan”.
Como consecuencia de esta nueva enmienda introducida
por la Ponencia y de la aceptación de la Enmienda núme-
ro 5 del Grupo Parlamentario Popular, antes referida, la
frase final del apartado 1 queda redactado así: “Las acti-
vidades de tiempo libre que se desarrollan generalmente
tanto en instalaciones fijas como en tiendas de campaña
o construcciones de carácter no estable”.

- La Enmienda número 6 del Grupo Parlamentario
Popular ha sido aceptada en sus propios términos por la
Ponencia.

ARTÍCULO TREINTA Y SEIS

- La Enmienda número 40 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO TREINTA Y SIETE

- La Enmienda número 41 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 7 del Grupo Parlamentario
Popular ha sido aceptada en sus propios términos por la
Ponencia.

ARTÍCULO TREINTA Y OCHO

- La Enmienda número 42 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO TREINTA Y NUEVE

- La Enmienda número 43 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda añadir al
artículo un nuevo apartado c) con la siguiente redacción:
“c) Cualquier otra que se establezca reglamentariamen-
te”.

ARTÍCULO CUARENTA

- La Enmienda número 44 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 8 del Grupo Parlamentario
Popular ha sido aceptada en sus propios términos por la
Ponencia.

ARTÍCULO CUARENTA Y UNO

- La Enmienda número 45 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ARTÍCULO CUARENTA Y DOS

- La Enmienda número 46 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO CUARENTA Y TRES

- La Enmienda número 47 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 9 del Grupo Parlamentario
Popular ha sido aceptada en sus propios términos por la
Ponencia.
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ARTÍCULO CUARENTA Y CUATRO

- La Enmienda número 48 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO CUARENTA Y CINCO

- La Enmienda número 49 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO CUARENTA Y SEIS

- La Enmienda número 50 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO CUARENTA Y SIETE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO CUARENTA Y OCHO

- La Enmienda número 51 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO CUARENTA Y NUEVE

- La Enmienda número 52 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO CINCUENTA

- La Enmienda número 53 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de este articulo, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 54 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA.

- La Enmienda número 54 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la adición de un nuevo artículo
50 bis dentro del Titulo III, no ha sido aceptada por la
Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO CINCUENTA Y UNO

- La Enmienda número 56 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido aceptada en sus propios términos por
la Ponencia.

- La Enmienda número 19 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO CINCUENTA Y DOS

- Las Enmiendas números 14, 17 y 15 del Procurador
D. Juan Carlos Rad Moradillo no han sido aceptadas por
la Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión
para su debate y votación.

- Las Enmiendas números 57 y 58 del Grupo Parla-
mentario Socialista no han sido aceptadas por la Ponen-
cia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para su
debate y votación.

- Las Enmiendas números 5, 6 y 7 de los Procurado-
res D. Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez
de Francisco y D.ª Daniela Fernández no han sido acep-
tadas por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan a
Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 20 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- Las Enmiendas números 60 y 59 del Grupo Parla-
mentario Socialista han sido aceptadas en sus propios
términos por la Ponencia.

ARTÍCULO CINCUENTA Y TRES

- La Enmienda número 61 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Enmienda número 16 del Procurador D. Juan
Carlos Rad Moradillo no ha sido aceptada por la Ponen-
cia. En consecuencia, se traslada a Comisión para su
debate y votación.

- La Enmienda número 8 de los Procuradores D. Joa-
quín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández no ha sido aceptada por la
Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO CINCUENTA Y CUATRO

- La Enmienda número 62 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido aceptada en sus propios términos por
la Ponencia.
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- La Enmienda número 9 de los Procuradores D. Joa-
quín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández no ha sido aceptada por la
Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO CINCUENTA Y CINCO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ENMIENDA NÚMERO 63 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA.

- La Enmienda número 63 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la completa supresión de los
Capítulos III y IV del Titulo IV, no ha sido aceptada por
la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión
para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 28 DE LOS PROCURADO-
RES D. JOAQUÍN OTERO PEREIRA, D. JOSÉ
MARÍA RODRÍGUEZ DE FRANCISCO Y D.ª DANIE-
LA FERNÁNDEZ

- La Enmienda número 28 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández, que propone modificar la
denominación de “Consejo de la Juventud de Castilla y
Leon” por “Consejo de la Juventud de Castilla y Leon-
Conseyu de la Mocedá de Castiella y Llión” en el titulo
del Capitulo III y en todos los artículos que lo integran,
no ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO CINCUENTA Y SEIS.

- La Enmienda número 21 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone una nueva redacción de
este articulo, no ha sido aceptada por la Ponencia. En
consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO CINCUENTA Y SIETE

- La Enmienda número 27 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández no ha sido aceptada por la
Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO CINCUENTA Y OCHO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO CINCUENTA Y NUEVE

- La Enmienda número 29 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-

cisco y D.ª Daniela Fernández no ha sido aceptada por la
Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión para
su debate y votación.

- Las Enmiendas números 22, 23, 24, 25, 26, y 26 bis
del Procurador D. Antonio Herreros Herreros no han
sido aceptadas por la Ponencia. En consecuencia, se tras-
ladan a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO SESENTA

- La Enmienda número 10 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández no ha sido aceptada por la
Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO SESENTA Y UNO

- La Enmienda número 27 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO SESENTA Y DOS

- Las Enmiendas números 28, 30, 29, 31, 32, 33, 34,
35 y 36 del Procurador D. Antonio Herreros Herreros no
han sido aceptadas por la Ponencia. En consecuencia, se
trasladan a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 11 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández no ha sido aceptada por la
Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO SESENTA Y TRES

- Las Enmiendas números 37, 38 y 39 del Procurador
D. Antonio Herreros no han sido aceptadas por la Ponen-
cia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para su
debate y votación.

ARTÍCULO SESENTA Y CUATRO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO SESENTA Y CINCO

- Las Enmiendas números 40, 41, 42, 43, 44 y 45 del
Procurador D. Antonio Herreros Herreros no han sido
aceptadas por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan
a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO SESENTA Y SEIS

- Las Enmiendas números 46 y 47 del Procurador D.
Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por la
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Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO SESENTA Y SIETE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO SESENTA Y OCHO

- La Enmienda número 10 del Grupo Parlamentario
Popular ha sido aceptada en sus propios términos por la
Ponencia.

ARTÍCULO SESENTA Y NUEVE

- La Enmienda número 30 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández no ha sido aceptada por la
Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión para
su debate y votación.

- La Enmienda número 18 del Procurador D. Juan
Carlos Rad Moradillo no ha sido aceptada por la Ponen-
cia. En consecuencia, se traslada a Comisión para su
debate y votación.

ARTÍCULO SETENTA

- Las Enmiendas números 12, 14, 15 y 16 de los Pro-
curadores D. Joaquín Otero Pereira, D. José María
Rodríguez de Francisco y D.ª Daniela Fernández no han
sido aceptadas por la Ponencia. En consecuencia, se tras-
ladan a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 13 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández ha sido retirada por sus
proponentes.

ARTÍCULO SETENTA Y UNO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO SETENTA Y DOS

- Las Enmiendas números 17 y 18 de los Procurado-
res D. Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez
de Francisco y D.ª Daniela Fernández no han sido acep-
tadas por la Ponencia. En consecuencia, se trasladan a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO SETENTA Y TRES

- Las Enmiendas números 64 y 65 del Grupo Parla-
mentario Socialista no han sido aceptadas por la Ponen-
cia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para su
debate y votación.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda añadir en el
apartado 2 del artículo después de: “prioridades presu-
puestarias”, la expresión: “en cuantía suficiente”.

- La Enmienda número 48 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO SETENTA Y CUATRO

- La Enmienda número 19 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández, que coincide parcialmen-
te con la Enmienda número 19 del Procurador D. Juan
Carlos Rad Moradillo y con la Enmienda número 66 del
Grupo Parlamentario Socialista, ha sido aceptada en sus
propios términos por la Ponencia.

- La Enmienda número 19 del Procurador D. Juan
Carlos Rad Moradillo, que coincide literalmente con la
Enmienda número 66 del Grupo Parlamentario Socialista
y parcialmente con la Enmienda número 19 de los Procu-
radores D. Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodrí-
guez de Francisco y D.ª Daniela Fernández, ha sido
aceptada en sus propios términos por la Ponencia.

- La Enmienda número 66 del Grupo Parlamentario
Socialista, que coincide literalmente con la Enmienda
número 19 del Procurador D. Juan Carlos Rad Moradillo
y parcialmente con la Enmienda número 19 de los Procu-
radores D. Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodrí-
guez de Francisco y D.ª Daniela Fernández, ha sido
aceptada en sus propios términos por la Ponencia.

- La Enmienda número 20 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández no ha sido aceptada por la
Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO SETENTA Y CINCO

- La Enmienda número 11 del Grupo Parlamentario
Popular ha sido retirada por sus proponentes.

- La Enmienda número 67 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Ponencia, por unanimidad, acuerda añadir en el
apartado 1 del artículo, después de la expresión: “el régi-
men de precios de los servicios” las palabras: “, si exis-
tiere,” eliminándolas, a su vez, del mismo apartado des-
pués de la expresión:”líneas de promoción juvenil”.

ARTÍCULO SETENTA Y SEIS

- La Enmienda número 12 del Grupo Parlamentario
Popular ha sido aceptada en sus propios términos por la
Ponencia.
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- La Enmienda número 68 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Enmienda número 21 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández no ha sido aceptada por la
Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO SETENTA Y SIETE

- La Enmienda número 13 del Grupo Parlamentario
Popular ha sido aceptada en sus propios términos por la
Ponencia.

ARTÍCULO SETENTA Y OCHO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO SETENTA Y NUEVE

- La Enmienda número 69 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Enmienda número 49 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ARTÍCULO OCHENTA

- Las Enmiendas números 23 y 22 de los Procurado-
res D. Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez
de Francisco y D.ª Daniela Fernández han sido retiradas
por sus proponentes.

ARTÍCULO OCHENTA Y UNO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO OCHENTA Y DOS

- La Enmienda número 31 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández ha sido retirada por sus
proponentes.

ARTÍCULO OCHENTA Y TRES

- La Enmienda número 70 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido aceptada en sus propios términos por
la Ponencia.

ARTÍCULO OCHENTA Y CUATRO

- La Enmienda número 71 del Grupo Parlamentario
Socialista ha sido aceptada en sus propios términos por
la Ponencia.

ARTÍCULO OCHENTA Y CINCO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO OCHENTA Y SEIS

- La Enmienda número 35 de los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Fran-
cisco y D.ª Daniela Fernández ha sido retirada por sus
proponentes.

ARTÍCULO OCHENTA Y SIETE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO OCHENTA Y OCHO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO OCHENTA Y NUEVE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

ENMIENDA NÚMERO 76 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 76 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de una nueva disposición adicional, no ha sido acep-
tada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 77 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 77 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de una nueva disposición adicional, no ha sido acep-
tada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 78 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 78 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de una nueva disposición adicional, no ha sido acep-
tada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.
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ENMIENDA NÚMERO 79 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 79 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de una nueva disposición adicional, no ha sido acep-
tada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 81 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 81 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de una nueva disposición adicional, no ha sido acep-
tada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 82 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 82 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de una nueva disposición adicional, no ha sido acep-
tada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 72 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 72 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de las disposiciones
transitorias Primera y Segunda del Proyecto de Ley, no
ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA

- No se han presentado enmiendas referidas, única-
mente, a esta disposición.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA,

- No se han presentado enmiendas referidas, única-
mente, a esta disposición

ENMIENDA NÚMERO 80 DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 80 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de una nueva disposición transitoria, no ha sido
aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

- La Enmienda número 73 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de esta disposición,
no ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA

- La Enmienda número 14 del Grupo Parlamentario
Popular ha sido aceptada en sus propios términos por la
Ponencia.

- La Enmienda número 50 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

DISPOSICIÓN FINAL TERCERA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

DISPOSICIÓN FINAL CUARTA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

DISPOSICIÓN FINAL QUINTA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

DISPOSICIÓN FINAL SEXTA

- La Enmienda número 74 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de esta disposición,
no ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

- La Enmienda número 15 del Grupo Parlamentario
Popular ha sido aceptada en sus propios términos por la
Ponencia.

DISPOSICIÓN FINAL SÉPTIMA

- La Enmienda número 75 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la supresión de esta disposición,
no ha sido aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se
traslada a Comisión para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 6 DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO POPULAR

- La Enmienda número 16 del Grupo Parlamentario
Popular, que propone la adición de una nueva disposi-
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ción final octava, ha sido aceptada en sus propios térmi-
nos por la Ponencia.

Castillo de Fuensaldaña, a 14 de junio de 2002.

Fdo.: José María Crespo Lorenzo

Fdo.: Daniela Fernández González

Fdo.:. Raúl de la Hoz Quintano

Fdo.: Manuel Lozano San Pedro

Fdo.: José Manuel Miano Marino

TEXTO PROPUESTO POR LA PONENCIA

PROYECTO DE LEY DE JUVENTUD DE
CASTILLA Y LEÓN

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Constitución Española en su artículo 9.2 enco-
mienda a los poderes públicos promover las condiciones
para que la libertad y la igualdad del individuo y de los
grupos en que se integran sean reales y efectivas, remo-
ver los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y
facilitar la participación de todos los ciudadanos. Los
poderes públicos deben actuar positivamente apoyando
el avance de la colectividad hacia una sociedad más
libre, igualitaria y participativa, que pueda ser una reali-
dad plena en el futuro. Un futuro que pertenece, por defi-
nición, a los jóvenes, quienes deben participar activa-
mente en el progreso social. Por ello, la Constitución
Española en su artículo 48 contiene un mandato genérico
dirigido a los poderes públicos en orden a promover las
condiciones que hagan posible la participación libre y
eficaz de la Juventud en el desarrollo político, social,
económico y cultural.

Fundamentado en el mandato constitucional, y a fin
de desarrollar el mismo, el Estatuto de Autonomía de
Castilla y León, dispone en su art. 32.1.19 que la Comu-
nidad de Castilla y León tiene competencia exclusiva en
materia de promoción y atención a la Juventud. Esta
competencia fue asumida originariamente en la etapa
preautonómica a través del Real Decreto 2469/82, de 12
de agosto, sobre transferencia de competencias, funcio-
nes y servicios de la Administración del Estado al Con-
sejo General de Castilla y León en materia de cultura.

Motivada por la demanda social existente y en el
ejercicio de sus competencias, la Administración de la
Comunidad de Castilla y León ha ido dictando un con-
junto de disposiciones juveniles de carácter reglamenta-
rio, además de la Ley 3/1984, de 5 de octubre, de crea-
ción del Consejo de la Juventud de Castilla y León.
Dicho marco normativo se ha centrado tradicionalmente
en ámbitos de actuación concretos como la animación
juvenil y el tiempo libre, el asociacionismo juvenil, las
instalaciones juveniles y la información juvenil, entre

otros, dejando sin definir otros ámbitos de intervención
relevantes para los jóvenes. De ahí la necesidad de una
Ley de Juventud capaz de articular, las competencias
entre distintas administraciones públicas, definir nítida-
mente los servicios específicos que deben ponerse a dis-
posición de los jóvenes, coordinar las distintas medidas
de carácter transversal y aquellas otras de carácter inte-
rinstitucional, y facilitar los procesos de participación
juveniles. Esta Ley se configura por tanto como una
norma jurídica de carácter innovador, no sólo en la
Comunidad de Castilla y León sino también, en el con-
junto del Estado Español.

Justificado por los cambios y las necesidades socia-
les, el proceso experimentado en España por las actua-
ciones que las distintas administraciones públicas dirigen
a los jóvenes, ha sufrido una significativa transformación
en las últimas décadas. Esta evolución se ha plasmado en
intervenciones que, partiendo de las actividades orienta-
das al tiempo libre, han dado paso en años posteriores a
la creación de distintos servicios para los jóvenes. No
obstante, la propia demanda social ha orientado las
acciones que las administraciones públicas dirigen al
colectivo juvenil, potenciando aquellos ámbitos relacio-
nados con los temas vinculados con los procesos de
emancipación juvenil.

Genéricamente, y a fin de ordenar las distintas medi-
das destinadas a los jóvenes desde las administraciones
públicas y promover otras de nueva creación en las dife-
rentes estructuras administrativas, se han puesto en fun-
cionamiento en la última década planes de carácter inte-
gral o global dirigidos específicamente a los jóvenes, con
resultados desiguales en las distintas Comunidades Autó-
nomas. Estos Planes han encontrado una de sus principa-
les dificultades en la articulación de medidas transversa-
les dentro de cada Institución. La Administración Gene-
ral del Estado también ha participado de procesos
similares.

Los distintos modelos que han generado estas inter-
venciones tienen como característica la superposición de
los mismos, y no la sustitución de unos por otros. Así,
las acciones de tiempo libre conviven dentro de las mis-
mas administraciones con acciones destinadas a los jóve-
nes en materia de empleo o vivienda y de otros servicios
puestos a disposición del colectivo juvenil. Esta trayecto-
ria, ha tenido un reflejo similar en otros países de la
Unión Europea, que por otro lado desarrollan modelos de
intervención en favor de los jóvenes apoyados en una
trayectoria democrática más prolongada. Con la plena
integración de España en la Unión Europea y los progra-
mas dirigidos a jóvenes desde la misma, se consolidan
modelos diferenciados pero coincidentes en el apoyo
prestado al joven desde las administraciones e institucio-
nes.

Recogiendo la experiencia aportada por esta trayecto-
ria, y buscando dotar de mayor agilidad, eficacia y efi-
ciencia las acciones dirigidas a los jóvenes desde las
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administraciones públicas y promover procesos de parti-
cipación social, la Junta de Castilla y León ha puesto de
manifiesto recientemente las líneas directrices, en rela-
ción con el colectivo juvenil, en el I Plan General de
Juventud de Castilla y León, donde se establecen estrate-
gias y planificaciones que hacen coherente y participati-
va la presencia de los jóvenes dentro de la Administra-
ción Autonómica. Dicho Plan, aprobado el 26 de abril de
2.001, determina la elaboración y aprobación de un Pro-
yecto de Ley de Juventud, como aspecto concreto y
determinante en el ámbito normativo de la Comunidad
de Castilla y León.

La presente Ley se estructura en seis Títulos y uno
más de carácter Preliminar, que consta de ochenta y
nueve artículos, una disposición adicional, dos disposi-
ciones transitorias, una derogatoria y siete finales.

El Título Preliminar contiene el objeto de la Ley y
delimita su ámbito de aplicación, que se extiende a todos
los jóvenes residentes o transeúntes en el territorio caste-
llano y leonés, así como a todas las personas físicas y
jurídicas que realicen actividades o presten servicios que
tengan por destinatarios a los jóvenes.

Este Título establece, asimismo, los principios infor-
madores de la Ley y las bases y criterios que deben regir
la planificación y programación de las actuaciones en
materia de Juventud y cuya finalidad, no es otra, que
dotar a las administraciones públicas de un instrumento
que las permita llevar a cabo un diseño ordenado, cohe-
rente y racionalizado de sus políticas de Juventud, asegu-
rando al mismo tiempo la continuidad de las mismas.

El Título I efectúa una delimitación de competencias
en materia de Juventud, especificando, por un lado, las
que corresponden a la Comunidad Autónoma de Castilla
y León y, por otro lado, a las Entidades Locales com-
prendidas dentro de su ámbito territorial. En este sentido,
la Ley de Juventud de Castilla y León, se perfila como
un considerable avance sectorial del futuro Pacto Local
Autonómico, donde prima la descentralización, la articu-
lación de las competencias y la coordinación de las mis-
mas, favoreciendo la máxima eficacia y eficiencia en la
aplicación de acciones dirigidas a los jóvenes desde la
administración local, y clarificando y ordenando el papel
de las distintas administraciones.

La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las
Bases de Régimen Local, dispone en su artículo 2 la
obligación para el Estado y las Comunidades Autónomas
a través de su legislación, de garantizar la autonomía e
intervención de las Entidades Locales en asuntos que son
de su interés mediante la atribución de competencias, de
conformidad con los principios de descentralización y de
máxima proximidad de la gestión administrativa a los
ciudadanos.

En este sentido, el artículo 83 de la Ley 1/1998, de 4
de junio, de Régimen Local de Castilla y León, señala
que la Comunidad Autónoma, atribuirá a los municipios

y provincias las competencias que su derecho a la auto-
nomía demande, de acuerdo con lo establecido en el artí-
culo 2.1 de la Ley Reguladora de las Bases de Régimen
Local. Siguiendo esta línea, el artículo 20 de la Ley de
Régimen Local de Castilla y León establece que los
municipios de Castilla y León ejercerán competencias,
en los términos de la legislación del Estado y de las
Leyes de la Comunidad Autónoma, en materia de aten-
ción a la Juventud.

Por otra parte, y con el objeto de garantizar la coordi-
nación de las actuaciones que, estando dirigidas a los
jóvenes, se desarrollen desde la Administración de la
Comunidad de Castilla y León, se refuerza el papel de la
Comisión de Coordinación para la Política de Juventud,
como órgano de carácter colegiado.

Asimismo, esta Ley crea la Comisión Autonómica de
Juventud, integrada por representantes de la Junta de
Castilla y León y de las Corporaciones Locales y cuya
finalidad es fijar las bases y los criterios generales de
coordinación que permitan alcanzar un diseño armoniza-
do, unificado y coherente de los distintos planes, progra-
mas y actuaciones que, en materia de Juventud, lleven a
cabo los poderes públicos autonómico y local en el ámbi-
to territorial de Castilla y León.

El Título II contempla un conjunto de ámbitos de
actuación de la Administración de la Comunidad de Cas-
tilla y León – empleo, vivienda, formación, servicios
sociales, deporte, salud, consumo, medio ambiente,
medio agrario y sociedad de la información – que se con-
sideran esenciales para garantizar el desarrollo personal
y profesional de la Juventud y en los que se prevé, por
consiguiente, el establecimiento de acciones dirigidas a
los jóvenes desde la Administración Autonómica.

Dentro de estos sectores se refleja un especial énfasis
en el empleo y en la vivienda. El contexto social actual
exige un firme apoyo y estímulo a los jóvenes por parte
de los poderes públicos y, por lo tanto, la articulación de
un conjunto de medidas a través de las cuales se facilite,
se impulse y se estimule el acceso de los jóvenes al
empleo y la vivienda como presupuesto indispensable
para lograr su autonomía personal y conseguir su inte-
gración social y profesional. Este impulso debe encontrar
su máximo impacto en el ámbito rural debido a las carac-
terísticas geográficas del territorio de Castilla y León.

El Título III regula las denominadas líneas de promo-
ción juvenil. Se trata de un conjunto de servicios y acti-
vidades encaminados a fomentar la información y la for-
mación entre los jóvenes, la promoción cultural, las acti-
vidades de ocio y tiempo libre, el turismo juvenil, las
instalaciones juveniles y el carné joven.

Así, la Ley regula la Red de Información Juvenil de
Castilla y León, integrada por determinados servicios de
información juvenil dependientes de las entidades públi-
cas y de las privadas que soliciten su reconocimiento e
integración en la Red, y cuyo objeto, es proporcionar a



15350 8 de Julio de 2002 B.O. Cortes C. y L. N.º 242

los jóvenes la información y orientación necesaria en los
distintos ámbitos de la sociedad, potenciando su partici-
pación y facilitando su inserción social y laboral.

La Ley crea, asimismo, la Red de Formación Juvenil
de la Comunidad, de la que formarán parte, por un lado,
la Escuela de Formación Juvenil de Castilla y León
dependiente de la administración de la Comunidad de
Castilla y León, y, por otro, las escuelas de animación
juvenil y tiempo libre, dependientes de las entidades
públicas y privadas que soliciten su reconocimiento e
integración en dicha Red. A través de la Red de Forma-
ción Juvenil de Castilla y León se articularán todas aque-
llas actuaciones encaminadas a proporcionar a los jóve-
nes una formación en el ámbito de la educación no for-
mal.

Cabe señalar que, en línea con lo anteriormente
expuesto, se transfieren a las Corporaciones Locales,
desde la Junta, importantes competencias en materia de
información y formación juvenil, a través de este texto
normativo.

Por otra parte, el Título III regula las actividades cul-
turales y artísticas, de tiempo libre y de turismo juvenil.
Las actividades de aire libre, se someten a un régimen de
autorización administrativa previa, con el objeto de ase-
gurar el mantenimiento de unas condiciones de calidad
permanentes en materia higiénico-sanitaria, alimenticia,
de seguridad, educativa y medio ambiental para los parti-
cipantes.

En este Título se hace una clara referencia al fomento
de los valores culturales y la promoción de los jóvenes
artistas de Castilla y León, al tiempo que se marcan
directrices para potenciar el turismo juvenil de la Comu-
nidad con la creación de una oficina para ese fin.

También crea la Ley en este Título, la Red de Instala-
ciones Juveniles de Castilla y León, constituida por
albergues, residencias, campamentos juveniles, espacios
jóvenes y centros de Juventud, y estableciendo un regis-
tro de instalaciones juveniles en el que serán inscritas
aquellas reconocidas como tales.

Por último, el Título III se refiere a las distintas
modalidades de carné joven, que ofrecen a los jóvenes,
una serie de ventajas y facilidades para acceder a servi-
cios de carácter cultural, deportivo, recreativo, de consu-
mo, de transporte y otros similares, y al mismo tiempo
abre nuevas perspectivas para el establecimiento de otros
carnés para los jóvenes.

El Título IV, que lleva por rúbrica “De la participa-
ción juvenil”, aborda la regulación del Consejo de la
Juventud de Castilla y León y de los Consejos Provincia-
les, Comarcales y Locales de Juventud, así como de las
asociaciones juveniles de la Comunidad. En este aparta-
do de la Ley se establecen líneas básicas que hacen refe-
rencia al mundo asociativo juvenil de la Comunidad con
incorporaciones y modificaciones importantes respecto
de la Ley de creación del Consejo de la Juventud de Cas-

tilla y León, obsoleta en algunos aspectos, fomentando y
clarificando las formas de participación juvenil.

El Título V tiene por objeto la regulación de la finan-
ciación de los servicios y actividades prestados , realiza-
dos y promovidos por las administraciones autonómica y
local. Se establece aquí la financiación de las líneas de
promoción juvenil, así como las ayudas a los jóvenes a
título particular o a entidades que trabajan en el ámbito
de la Juventud.

Finalmente, la Ley, en su Título VI, establece el régi-
men sancionador a través de la inspección de servicios,
actividades e instalaciones juveniles con un régimen de
infracciones y sanciones en las materias afectadas por la
Ley, que tienen por finalidad alcanzar un mayor grado de
protección de los derechos de los jóvenes que hagan uso
de los servicios, actividades e instalaciones juveniles.

Por último, las disposiciones adicionales, transitorias
y finales cierran un texto legal comprometido con los
jóvenes de Castilla y León, constituyendo la más rele-
vante actuación con la población juvenil en estas nueve
provincias desde que, en los primeros años de la década
de los ochenta, se transfirió esta competencia desde el
Estado a nuestra Comunidad Autónoma.

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

Art. 1.- Objeto y ámbito de aplicación de la Ley.

1. La presente Ley tiene por objeto establecer una
ordenación de los servicios y actividades, promovidas y
organizadas por personas físicas y jurídicas, públicas y
privadas, en el ámbito de la Comunidad de Castilla y
León, que tengan por destinatarios a los jóvenes, con el
fin de obtener un efectivo desarrollo y protección de sus
derechos, así como impulsar su participación libre y efi-
caz en el desarrollo político, social, económico y cultural
de la Comunidad.

2. Esta Ley será de aplicación a todos los jóvenes
residentes en el territorio de Castilla y León, y a las per-
sonas físicas y jurídicas, públicas y privadas, que reali-
cen actividades o presten servicios que afecten, directa o
indirectamente, a los jóvenes. Así mismo será de aplica-
ción a los jóvenes transeúntes en el territorio de Castilla
y León en lo referente a los Títulos III y VI.

Será también de aplicación a las asociaciones juveni-
les encuadradas dentro de las comunidades castellano y
leonesas asentadas fuera del territorio a que se refiere la
Ley 5/1986.

3. Se consideran jóvenes, a efectos de la presente
Ley, aquellas personas físicas con edad comprendida
entre los catorce y los treinta años, sin perjuicio de lo
establecido en otras normas promovidas por el Estado o
la Unión Europea.
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4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado ante-
rior, esta Ley también resultará de aplicación a aquellas
personas físicas menores de catorce años en las materias
de tiempo libre y participación juvenil a que se refiere la
presente Ley. Asimismo resultará de aplicación, en un
máximo de seis años, respecto al límite superior de edad
del apartado anterior en aquellas materias vinculadas a
los procesos de emancipación y de participación juvenil
en la forma que reglamentariamente se determine.

Art. 2.- Principios rectores.

Son principios rectores de la presente Ley:

a) El Desarrollo de Valores Democráticos, concebi-
dos como la promoción de programas y acciones tenden-
tes a potenciar la convivencia, la igualdad, la tolerancia y
la solidaridad.

b) La Igualdad de Oportunidades, que toma como
base de referencia el principio constitucional de igualdad
entre hombres y mujeres. Esta igualdad de oportunidades
se traduce en los distintos ámbitos de mayor relevancia
para a los jóvenes. En el ámbito social, se prestará espe-
cial atención a corregir las desigualdades entre los jóve-
nes y las de éstos frente a otros sectores poblacionales;
así mismo, se pondrá especial énfasis en los jóvenes más
desfavorecidos, en especial en aquellos con problemas
de adaptación, discapacidades, y en situación o riesgo de
exclusión social. En el ámbito económico y cultural ten-
drán especial atención aquellos jóvenes con menos recur-
sos. Y en el territorial, se prestará especial atención a la
corrección de desigualdades, generando actuaciones
específicas dirigidas a los jóvenes residentes en el medio
rural.

c) La Integración Social, entendida como la implica-
ción de la sociedad en su conjunto, y en especial de las
distintas Administraciones Públicas y de los agentes
sociales, en la articulación de medidas que impulsen la
inserción en el ámbito social, económico, político y cul-
tural de los jóvenes de la Comunidad de Castilla y León.

d) La Participación Juvenil, concebida como la impli-
cación de los jóvenes con la sociedad en general. Por su
parte, las Administraciones Públicas desarrollarán planes
y medidas para promover los procesos de participación
juvenil.

e) La Planificación, a través del establecimiento por
parte de distintas Administraciones Públicas de un marco
de ordenación adaptado y estable en materia de Juven-
tud, que garantice una coherencia, eficacia, continuidad
y optimización de recursos, en todas las acciones y plan-
teamientos que se lleven a cabo en esta materia.

f) La Transversalidad, como orientación y coordina-
ción de líneas y medidas llevadas a cabo desde los depar-
tamentos de una Administración, especializados en
determinados sectores poblacionales, con aquellos otros
centrados en sectores de actividad.

g) La Coordinación, entendida como la ordenada ges-
tión de competencias en materia de Juventud, estable-
ciendo órganos de participación en los ámbitos determi-
nados en la presente Ley, para favorecer la homogenei-
dad de servicios entre todos los jóvenes de Castilla y
León, y evitar, en la medida de lo posible, la duplicidad
de intervenciones y recursos.

Art. 3.- Planificación y programación de actuaciones.

1. Con el objeto de fomentar la atención a la Juven-
tud, las administraciones públicas de Castilla y León lle-
varán a cabo una planificación de las actuaciones que
vayan dirigidas a los jóvenes.

2. Las funciones de ordenación, coordinación, plani-
ficación y programación dentro de la Junta de Castilla y
León, en los ámbitos que establece la presente Ley,
corresponderán a la Consejería competente en materia de
Juventud, sin perjuicio de las competencias que tengan
atribuidas otros órganos de la Administración de la
Comunidad de Castilla y León y de las Corporaciones
Locales.

3. Para coordinar acciones y servicios en materia de
Juventud, la Junta de Castilla y León, las Diputaciones
Provinciales y los Ayuntamientos de más de 20.000
habitantes realizarán los siguientes Planes de Juventud:

- Planes Generales de Juventud de Castilla y León:
desarrollados por la Junta de Castilla y León.

- Planes Provinciales de Juventud: desarrollados por
las Diputaciones Provinciales.

- Planes Municipales de Juventud: desarrollados por
los Ayuntamientos de más de 20.000 habitantes.

4. Las administraciones públicas de Castilla y León
referidas en el apartado anterior, elaborarán los corres-
pondientes Planes de Juventud para cada período legisla-
tivo. Estas planificaciones desarrollarán los ámbitos
específicos dirigidos a los jóvenes, sin que exista depen-
dencia de objetivos y acciones entre las distintas admi-
nistraciones, si bien, se considera necesaria la exposición
de las mismas para la adecuada coordinación, colabora-
ción y optimización de recursos.

Art. 4.- Análisis de necesidades y seguimiento de actua -
ciones.

1. La Junta de Castilla y León promoverá la realiza-
ción de estudios y el establecimiento de mecanismos que
permitan la obtención de datos fiables y actuales sobre
aspectos relevantes que afecten al colectivo joven, con el
objeto de conocer y atender sus necesidades e inquietu-
des. Como mínimo, se realizará un estudio cada cuatro
años. Dicho estudio se centrará en los aspectos más rele-
vantes desarrollados en esta Ley, colaborando en el
ámbito de la participación juvenil, el Consejo de la
Juventud de Castilla y León.
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2. La Consejería competente en materia de Juventud
de la Junta de Castilla y León, dispondrá igualmente de
un sistema de evaluación de la eficacia y calidad de los
recursos, servicios y procedimientos específicos para el
desarrollo de las actuaciones previstas en el Título III.

3. La planificación, programación y ejecución de las
actuaciones que se lleven a cabo en el marco de lo dis-
puesto en esta Ley deberán tomar en consideración los
resultados del análisis de necesidades y del seguimiento
y evaluación de lo desarrollado.

TÍTULO I

De la organización administrativa y de la distribución de
competencias.

Capítulo I

De la organización administrativa.

Art. 5.- De la Consejería competente en materia de
Juventud.

Corresponderá a la Consejería competente en materia
de Juventud la coordinación y ejecución de acciones de
este sector de actividad administrativa.

Art. 6.- De la coordinación de acciones en materia de
Juventud.

1. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León establecerá la coordinación de acciones en materia
de Juventud atendiendo a las siguientes bases:

a) Las medidas desarrolladas desde las distintas Con-
sejerías, que afecten de modo no exclusivo a los jóvenes,
podrán ser acompañadas de otras medidas a favor de
éstos, a través de la Consejería competente en materia de
Juventud.

b) En aquellos supuestos en que se arbitren medidas
de intervención, cuyo destinatario exclusivo sea el colec-
tivo juvenil, deberán contar con la adecuada coordina-
ción a través de la Comisión descrita en el articulo
siguiente.

c) En todo caso, la orientación metodológica de las
acciones destinadas a los jóvenes desde las distintas
Consejerías de la Junta de Castilla y León contarán nece-
sariamente con el asesoramiento de la Consejería compe-
tente en materia de Juventud.

2. Para asegurar la correcta aplicación, eficacia y
seguimiento de las obligaciones, acciones y servicios a
que hace referencia la presente Ley, se establecerán las
siguientes Comisiones de coordinación:

a) Comisión de Coordinación para la política de
Juventud, como órgano de la Administración de la
Comunidad de Castilla y León para el establecimiento de

los contenidos transversales a que hace referencia el
Título II de la presente Ley.

b) Comisión de Juventud de Castilla y León, como
órgano consultivo, de coordinación y de colaboración en
materia de Juventud entre la Administración Autonómica
y las Corporaciones Locales.

Art. 7.- De la Comisión de Coordinación para la política
de Juventud de la Administración Autonómica.

1. A través de la Comisión de Coordinación para la
política de Juventud, la Junta de Castilla y León asegura-
rá la coordinación de las medidas dirigidas a los jóvenes
desde las distintas Consejerías en los ámbitos a que hace
referencia la presente Ley.

2. La Comisión de Coordinación para la política de
Juventud estará adscrita a la Consejería competente en
materia de Juventud.

3. La Comisión de Coordinación para la política de
Juventud tendrá como funciones, además de las que
reglamentariamente se la puedan atribuir, las siguientes:

a) Proponer medidas que puedan ser integradas en el
Plan General de Juventud.

b) Velar por el seguimiento y efectivo cumplimiento
de las medidas transversales contempladas en el Plan
General de Juventud.

4. La composición de la Comisión se desarrollará
reglamentariamente, estando integrada, al menos, por:

a) Un Presidente: El Presidente de la Junta de Castilla
y León.

b) Un Vicepresidente Primero: El Consejero compe-
tente en materia de Juventud.

c) Un Vicepresidente Segundo: El titular del órgano
de Juventud.

d) Vocales: Los titulares de las Direcciones Genera-
les y representantes de los Organismos cuyas materias
están contempladas en el Título II de esta Ley.

e) Actuará como Secretario de la Comisión, un fun-
cionario nombrado por el Consejero competente en
materia de Juventud.

Art. 8.- De la Comisión de Juventud de Castilla y León.

1. La Comisión de Juventud de Castilla y León tiene
como fin servir de foro de encuentro, debate y coordina-
ción en materia de Juventud entre la Administración de
la Comunidad de Castilla y León y las Corporaciones
Locales.

2. Estarán representados en esta Comisión, la Admi-
nistración de la Comunidad de Castilla y León, los muni-
cipios de más de 20.000 habitantes y, el resto de munici-
pios, a través de las Diputaciones Provinciales. La com-
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posición, organización y bases de funcionamiento se
determinarán reglamentariamente, estando al menos
constituida por los siguientes miembros:

a) Un Presidente: El Consejero competente en mate-
ria de Juventud.

b) Un Vicepresidente: El titular del órgano de Juven-
tud.

c) Vocales: Los titulares de en materia de Juventud
de las Corporaciones Locales.

d) Actuará como Secretario de la Comisión, un fun-
cionario nombrado por el Presidente de la Comisión.

3. La Comisión de Juventud de Castilla y León estará
adscrita a la Consejería competente en materia de Juven-
tud.

4. La Comisión de Juventud de Castilla y León tendrá
como funciones, además de las que se la puedan atribuir
reglamentariamente, las siguientes:

a) Detectar y analizar necesidades, en relación con
los problemas que afecten al sector juvenil, teniendo en
cuenta las distintas realidades territoriales.

b) Ser el ámbito de exposición de los planes de
Juventud.

c) Coordinar acciones de planificación que persigan
optimizar recursos y evitar duplicidades.

d) Elaborar un informe con carácter bianual sobre el
grado de cumplimiento de los diferentes planes de juven-
tud.

5. La Comisión de Juventud de Castilla y León podrá
crear subcomisiones de carácter técnico para su asesora-
miento tal y como se determine reglamentariamente.

Capítulo II

De la distribución de competencias.

Art. 9.- De las competencias en materia de Juventud de
la Comunidad Autónoma.

1. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León, coordinará con las Corporaciones Locales el esta-
blecimiento de medidas permanentes a favor de los jóve-
nes.

2. La Junta de Castilla y León aprobará el correspon-
diente Plan General de Juventud en el primer semestre de
cada legislatura.

3. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León regulará en materia de promoción juvenil, los
siguientes ámbitos:

a) Formación juvenil.

b) Información juvenil.

c) Actividades juveniles a que hace referencia la pre-
sente Ley.

d) Instalaciones juveniles de la Comunidad.

e) Distintas modalidades de carné joven.

4. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León será competente para la expedición de titulaciones
en las materias de promoción juvenil determinadas en la
presente Ley.

5. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León garantizará y fomentará la participación de los
jóvenes castellanos y leoneses en la vida política, social,
económica y cultural de la Comunidad Autónoma.

6. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León será competente en materia de inspección en los
ámbitos previstos en la presente Ley.

Art. 10.- De las competencias en materia de Juventud de
las Corporaciones Locales.

1. Las Corporaciones Locales, en el ejercicio de su
derecho de autonomía reconocido constitucionalmente,
ejercerán competencias en materia de Juventud en los
términos establecidos en la presente Ley y en la Ley
7/1985, reguladora de las Bases de Régimen Local.

2. Son competencias de las Diputaciones Provinciales
y de los Ayuntamientos con más de 20.000 habitantes,
las siguientes:

a) Crear con el número y extensión adecuada, las uni-
dades administrativas necesarias para la gestión de com-
petencias a ellos atribuidas por la presente Ley.

b) Establecer medidas a favor de los jóvenes en su
ámbito territorial.

c) Desarrollar líneas de promoción juvenil en el
ámbito de competencias establecido en el Título III.

d) Garantizar y fomentar la participación de los jóve-
nes, en la vida política, social, económica y cultural en
sus respectivos ámbitos de competencia.

e) Aprobar los correspondientes planes de Juventud,
en un periodo no superior a un año desde el inicio de la
legislatura. Una vez aprobados los Planes Provinciales y
Municipales de Juventud serán remitidos, a efectos infor-
mativos, a la Consejería competente en materia de
Juventud de la Junta de Castilla y León en un período no
superior a un mes desde su aprobación. En todo caso,
desarrollarán una planificación específica en materia de
Juventud en su ámbito territorial de competencia, velan-
do por:

- Desarrollar las competencias asignadas a través de
la presente Ley.

- Garantizar la coordinación con la Junta de Castilla y
León de acciones, programas y servicios destinados a los
jóvenes, a fin de optimizar los recursos existentes y ase-
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gurar su máxima eficacia y eficiencia, evitando duplici-
dades innecesarias.

- Asegurar la coherencia y complementariedad del
desarrollo de Planes de Juventud Provinciales y Munici-
pales con los Planes Generales de Juventud.

f) La inspección en los ámbitos de formación e infor-
mación juvenil previstos en la presente Ley a efectos de
revocación de servicios.

g) Las demás competencias que, de acuerdo con la
legislación vigente, correspondan a las Corporaciones
Locales o les sean atribuidas.

TÍTULO II

De las líneas transversales de intervención.

Capítulo I

De la organización transversal en materia de Juventud.

Art. 11.- De las funciones transversales de la Consejería
competente en materia de Juventud.

La Consejería competente en materia de Juventud de
la Administración de la Comunidad de Castilla y León
tendrá las siguientes funciones transversales:

a) Informar con carácter previo las medidas específi-
cas destinadas a los jóvenes y desarrolladas por la Con-
sejería competente en cada materia.

b) Planificar y ejecutar medidas destinadas específi-
camente a los jóvenes, complementarias a las que sean
puestas en funcionamiento por otros órganos administra-
tivos de la Junta.

Art. 12.- De la planificación transversal.

1. Con carácter general, la Consejería competente en
materia de Juventud y aquellos otros órganos de la Junta
de Castilla y León afectados por este Título, establecerán
una programación de las acciones, que quedará integrada
en el Plan General de Juventud. La coordinación de
acciones se llevará a cabo a través de la Comisión de
Coordinación para la política de Juventud.

2. Con carácter específico, las Consejerías competen-
tes en materia de Empleo y Vivienda adoptarán en sus
convocatorias de ayudas públicas una reserva económica
porcentual a favor de los jóvenes, en relación con cada
una de las medidas que pudieran generarse para poten-
ciar los citados ámbitos.

Capítulo II

De la Juventud y de los distintos sectores de actuación.

Art. 13.- Juventud y Empleo.

1. La Junta de Castilla y León, en materia de Empleo,
desarrollará acciones encaminadas a facilitar el acceso al

mercado laboral de los jóvenes, ejecutando acciones que
contribuyan a mejorar la experiencia laboral de éstos y a
cubrir otras necesidades que pudieran encontrar en su iti-
nerario de inserción laboral.

2. La Junta de Castilla y León elaborará planes y
medidas destinadas al fomento del empleo juvenil con
otras Administraciones para promover el autoempleo y la
contratación por cuenta ajena. En todo caso, se primará
la estabilidad laboral y la igualdad de oportunidades.

3. La Consejería competente en materia de Empleo
ejecutará las medidas que afecten a los jóvenes castella-
nos y leoneses, teniendo en cuenta, los siguientes aspec-
tos:

a) Potenciar itinerarios de inserción laboral, con espe-
cial atención a la formación para el acceso al mercado de
trabajo.

b) Fomentar ayudas a la contratación por cuenta
ajena para la promoción de la contratación de jóvenes en
puestos de trabajo estables e indefinidos.

c) Desarrollar el autoempleo juvenil y las iniciativas
emprendedoras y empresariales.

Art. 14.- Juventud y Vivienda.

1. La Junta de Castilla y León facilitará los procesos
de autonomía personal de los jóvenes y su asentamiento
dentro de la Comunidad de Castilla y León. Para ello, y
complementariamente al ámbito del empleo, desarrollará
una política activa para facilitar a los jóvenes el acceso a
una vivienda digna.

2. La Consejería competente en materia de Vivienda
ejecutará las medidas que afecten a los jóvenes castella-
nos y leoneses, con base en los siguientes aspectos:

a) Favorecer a los jóvenes en el acceso a la compra,
autoconstrucción o rehabilitación de la primera vivienda,
teniendo en cuenta sus necesidades y posibilidades eco-
nómico-financieras.

b) Promover el acceso a la vivienda en régimen de
alquiler para jóvenes.

Art. 15.- Juventud y Educación.

1. La Junta de Castilla y León establecerá entre los
jóvenes acciones de conexión entre la educación formal,
y aquella denominada como no formal. Las acciones en
materia de educación no formal se desarrollarán según lo
establecido en la presente Ley, sin perjuicio de lo esta-
blecido en otras leyes relacionadas con el ámbito educa-
tivo.

2. Se prestará especial atención a la educación en
valores a que hace referencia esta Ley, la igualdad de
oportunidades y la prevención de comportamientos
xenófobos o racistas, así como cualquier otro tipo de dis-
criminación social.
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3. La Consejería competente en materia de Educación
ejecutará las medidas relacionadas con la educación for-
mal que afecten a los jóvenes castellanos y leoneses,
además de aquellas pertenecientes al ámbito de la educa-
ción no formal atendiendo los siguientes aspectos:

a) Ejecutar programas y actividades complementarias
que favorezcan la reincorporación al sistema educativo o
el acceso al empleo, así como el desarrollo de activida-
des pedagógicas.

b) Adoptar medidas que fomenten el asociacionismo
estudiantil.

4. La Consejería competente en materia de Juventud
tendrá como funciones, en materia de Educación no for-
mal, las siguientes:

a) Planificar y ejecutar, medidas relativas a la educa-
ción no formal destinadas a los jóvenes castellanos y leo-
neses.

b) Crear un sistema permanente de reconocimiento
recíproco de créditos entre aquellos ámbitos de la educa-
ción formal y de la no formal interrelacionados, como
reglamentariamente se establezca.

c) Promover el asociacionismo juvenil como uno de
los principales agentes en el ámbito de la educación no
formal.

Art. 16.- Juventud y Servicios Sociales.

1. La Junta de Castilla y León asegurará el bienestar
social de los jóvenes, reconociendo su derecho a la igual-
dad en la sociedad, su pleno desarrollo y autonomía
como personas, y su integración social.

2. Se entenderán prioritarias las actuaciones que, pla-
nificadas y desarrolladas de manera integral, se dirijan a
la prevención y eliminación de las situaciones de riesgo,
desigualdad, marginación, inadaptación, exclusión y, en
su caso, desprotección que puedan afectar, colectiva o
individualmente, a los jóvenes.

3. La Consejería competente en materia de Servicios
Sociales, ejecutará las medidas relacionadas con los ser-
vicios, programas y prestaciones sociales de acuerdo con
lo previsto en la normativa vigente para tal ámbito y
desde la consideración preferente de los siguientes
aspectos:

a) Proteger a los jóvenes, que no habiendo alcanzado
la mayoría de edad, se encuentren en situación de riesgo
o desamparo.

b) Apoyar la emancipación y la vida independiente
de los mayores de dieciséis años que se encuentren en
alguna de las situaciones a las que hace referencia el
apartado anterior o hayan permanecido bajo la guarda de
la Administración.

c) Promover de forma especial la adecuada atención e
integración de jóvenes con discapacidad gravemente
afectados.

d) Desarrollar acciones de orientación educativa y
socializadora para los jóvenes infractores a los que sea
de aplicación la legislación reguladora de la responsabili-
dad penal de los menores.

e) Facilitar la integración de aquellos jóvenes en
situación de riesgo o exclusión social.

4. La Consejería responsable de Servicios Sociales, la
Consejería competente en materia de Juventud y los
demás departamentos de la Administración Autonómica,
junto con las Entidades Locales con competencia en esa
materia desarrollarán, de forma coordinada, la programa-
ción de medidas complementarias de carácter compensa-
torio y de ayuda precisas para favorecer la plena inser-
ción social de los jóvenes con cualquier desventaja
social.

Art. 17.- Juventud y Deporte.

1. La Administración de la Comunidad Autónoma
ejecutará acciones encaminadas a favorecer hábitos de
vida saludables, prestando especial atención al deporte
destinado a los jóvenes como instrumento educativo y
contributivo al mantenimiento y mejora de la salud. Para
ello desarrollará acciones, en estrecha colaboración con
otras Administraciones Públicas, garantizando un acerca-
miento y optimización de las actividades que se planteen
en esta materia.

2. La Administración de la Comunidad Autónoma
facilitará y fomentará la práctica deportiva en colabora-
ción con los Entes Locales y asociaciones juveniles pro-
moviendo la utilización de instalaciones deportivas de
centros educativos en horarios no lectivos.

3. En materia de Deporte, la Consejería competente
ejecutará las medidas que afecten a los jóvenes de la
Comunidad, complementándolas con los siguientes
aspectos:

a) Realizar programas y servicios dirigidos a poten-
ciar y fomentar la educación física y el deporte entre los
jóvenes de Castilla y León.

b) Potenciar líneas de ayuda y subvenciones en pro-
gramas y servicios deportivos cuyos destinatarios sean
específicamente los jóvenes.

Art. 18.- Juventud y Salud.

1. La Junta de Castilla y León llevará a cabo progra-
mas específicos destinados a los jóvenes de la Comuni-
dad que incorporen contenidos relacionados con la salud
pública, con especial atención a las acciones determinan-
tes de la salud y la promoción de hábitos saludables.
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2. La Consejería competente en materia de Salud eje-
cutará las medidas que afecten a los jóvenes castellanos
y leoneses, desarrollando en colaboración con el resto de
las Administraciones Públicas competentes y de las enti-
dades privadas, programas de prevención de drogode-
pendencias, enfermedades de transmisión sexual, SIDA,
embarazos no deseados, y de anorexia y bulimia.

3. La Consejería competente en materia de Juventud
desarrollará medidas complementarias de promoción de
hábitos saludables, a través del ocio y del tiempo libre,
en coordinación con la Consejería responsable de Salud,
y los agentes descritos en los Títulos III y IV de la pre-
sente Ley.

Art. 19.- Juventud y Consumo.

1. Las acciones en materia de Consumo dirigidas a
jóvenes desde la Junta de Castilla y León, irán destinadas
a su formación e información, con el fin de contribuir a
la difusión de sus derechos como consumidores y usua-
rios, promoviendo su ejercicio de forma responsable, crí-
tica y solidaria.

2. Corresponderá a la Consejería competente en
materia de Consumo, la puesta en marcha de programas
específicamente destinados al sector juvenil, tanto en el
área educativa como en el seno de las formas organiza-
das de participación juvenil, mediante la inclusión de
aspectos relacionados con la protección y defensa de los
derechos de los consumidores y usuarios.

Art. 20.- Juventud y Medio Ambiente.

1. Las actuaciones en Medio Ambiente que se dirijan
a los jóvenes desde la Administración Autonómica se
centrarán en su sensibilización, capacitación y formación
para lograr un uso sostenible de los recursos naturales, el
mantenimiento y mejora de la calidad de vida y la nece-
saria solidaridad intergenereracional.

2. En materia de Medio Ambiente, la Consejería
competente ejecutará las medidas que afecten a los jóve-
nes castellanos y leoneses, implementándolas con los
siguientes aspectos:

a) Desarrollar actividades destinadas a jóvenes, que
permitan el conocimiento y valoración del patrimonio
natural como seña de identidad de esta Comunidad y
fuente de relación de la población con su entorno.

b) Desarrollar actividades que contribuyan a lograr
un uso sostenible de los recursos naturales y del paisaje a
través de la participación consciente de los jóvenes en la
gestión del medio.

Art. 21.- Juventud y Medio Agrario.

La Administración de la Comunidad de Castilla y
León desarrollará medidas que favorezcan la permanen-
cia de los jóvenes en núcleos rurales, prestando especial

atención a la potenciación de jóvenes agricultores, gana-
deros y silvicultores, así como los nuevos asentamientos
de jóvenes en las zonas rurales. En este sentido se adop-
tarán medidas en favor de los jóvenes para:

a) Potenciar la primera instalación de jóvenes en
explotaciones agrarias.

b) Promover la integración de jóvenes en cooperati-
vas agrarias u otro tipo de formas asociativas similares
fomentando la creación de redes de jóvenes para el desa-
rrollo rural.

c) Formar en materia agrícola, ganadera y forestal.

d) Establecer iniciativas vinculadas al turismo rural.

Art. 22.- Juventud y Sociedad de la Información.

La Junta de Castilla y León ejecutará acciones para
favorecer el acceso prioritario de los jóvenes a las nuevas
tecnologías. La Consejería competente en materia de
Telecomunicaciones desarrollará líneas de promoción
que faciliten el acceso a las redes telemáticas con el fin
de:

a) Promover el acceso de los jóvenes a las nuevas
tecnologías de la información y comunicación.

b) Desarrollar acciones informativas y formativas que
acerquen al joven a la sociedad de la información.

TÍTULO III

De las líneas de promoción juvenil.

Capítulo I

De la formación juvenil.

Art. 23.- Concepto de formación juvenil.

Se considera formación juvenil, la educación no for-
mal cuyos contenidos, metodologías y actuaciones se
centran en las líneas de promoción juvenil descritas en
esta Ley, que sirven de apoyo a la educación formal de
los jóvenes castellanos y leoneses.

Art. 24.- La Red de Formación Juvenil de Castilla y
León.

1. Para asegurar el correcto funcionamiento de la for-
mación juvenil en el ámbito territorial de Castilla y
León, se crea la Red de Formación Juvenil de Castilla y
León que estará integrada por:

a) La Escuela de Formación Juvenil de Castilla y
León.

b) Las escuelas de animación juvenil y tiempo libre
reconocidas oficialmente.
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Así mismo el Consejo de la Juventud de Castilla y
León estará representado en dicha red.

2. Podrán ser reconocidos como miembros de la Red
de Formación Juvenil las entidades públicas o privadas
cuando lo soliciten y cumplan los requisitos exigidos en
la reglamentación correspondiente.

3. Las escuelas de animación juvenil y tiempo libre
podrán tener ámbito local, provincial o autonómico.

4. La Red de Formación Juvenil de Castilla y León
contará con una estructura coordinada desde la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León.

5. Corresponde a la Escuela de Formación Juvenil de
Castilla y León el desarrollo de tareas formativas en los
siguientes ámbitos:

a) Formación de formadores, dirigida al profesorado
de las escuelas de animación juvenil y tiempo libre.

b) Actividades formativas dirigidas al personal de la
Red de Información Juvenil de Castilla y León.

c) Realización de cursos en los niveles formativos
que reglamentariamente se establezcan en materia de
actividades de tiempo libre.

d) Actividades formativas dirigidas al personal de la
Red de Instalaciones Juveniles de Castilla y León.

e) Intercambios de experiencias con otras comunida-
des autónomas o países en materia de formación juvenil,
tiempo libre y participación juvenil, sin perjuicio de las
competencias que en estas materias ejerza la Administra-
ción del Estado.

f) Actividades de actualización para personal titulado
en los diferentes ámbitos establecidos en la presente Ley.

g) Otras actividades formativas complementarias y de
interés común para el conjunto de los jóvenes de Castilla
y León.

6. Corresponden a las escuelas de animación juvenil
y tiempo libre reconocidas, la realización de las siguien-
tes actividades formativas, con exclusión de aquellas
desempeñadas por la Escuela de Formación Juvenil de
Castilla y León:

a) Los cursos de grado para la obtención de titulacio-
nes de tiempo libre.

b) Las especialidades que reglamentariamente se
determinen.

c) Otras actividades formativas pertenecientes al
ámbito de la formación juvenil.

Art. 25.- Titulaciones en materia de formación juvenil.

La administración de la Comunidad Autónoma de
Castilla y León expedirá en el ámbito de la educación no
formal, al menos, titulaciones en materia de formación
de formadores en materia de tiempo libre, actividades de

tiempo libre, información juvenil e instalaciones juveni-
les.

Art. 26.- Funciones de la Administración Autonómica.

La Junta de Castilla y León tendrá las siguientes fun-
ciones en materia de formación juvenil:

a) Regular, coordinar y representar la Red de Forma-
ción Juvenil de Castilla y León.

b) Reconocer y revocar las escuelas de animación
juvenil y tiempo libre de ámbito autonómico.

c) Registrar e inspeccionar las escuelas de animación
juvenil y tiempo libre.

d) Realizar tareas informativas, administrativas, for-
mativas y de evaluación que reglamentariamente se
determinen.

Art. 27.- Funciones de las Corporaciones Locales en
materia de formación juvenil.

Las Diputaciones Provinciales y los Ayuntamientos
de más de 20.000 habitantes tendrán las siguientes fun-
ciones en materia de formación juvenil:

a) Crear y mantener una escuela de animación juvenil
y tiempo libre que canalice la formación juvenil de su
ámbito territorial.

b) Reconocer y revocar las escuelas de animación
juvenil y tiempo libre en su ámbito territorial, de acuerdo
con la normativa autonómica.

c) Inspeccionar y realizar tareas de seguimiento a las
escuelas de animación juvenil y tiempo libre reconocidas
por la propia corporación local, a efectos exclusivos de
la posible revocación de las mismas.

d) Realizar tareas informativas, administrativas, for-
mativas y de evaluación que reglamentariamente se
determinen.

e) Desarrollar actividades formativas en su ámbito de
intervención atendiendo a los criterios de coordinación
establecidos por la Red de Formación Juvenil de Castilla
y León.

Capítulo II

De la información juvenil.

Art. 28.- Concepto y principios de la información juve -
nil.

1. Se entiende por información juvenil, a efectos de
la presente Ley, la actividad de búsqueda, tratamiento y
difusión de la información, así como la orientación y
asesoramiento prestado a los jóvenes en los servicios de
información juvenil cuya estructura territorial y atribu-
ciones se desarrollarán reglamentariamente, siendo el fin
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de los mismos poner a su alcance los elementos necesa-
rios para mejorar la toma de decisiones en ámbitos deter-
minantes de su vida y posibilitar que sean ciudadanos
activos de la sociedad.

2. La información juvenil se basará en los principios
que reglamentariamente se determinen y tendrán por
base aquellos otros generados por los órganos competen-
tes de ámbito estatal o europeo en materia de informa-
ción juvenil.

Art. 29.- La Red de Información Juvenil de Castilla y
León.

1. Para asegurar la correcta canalización de la infor-
mación juvenil, en el ámbito territorial de Castilla y
León se establece la Red de Información Juvenil, que
estará integrada, al menos por centros, puntos y antenas
de información juvenil junto con otros servicios que en
esta materia pudieran establecerse reglamentariamente.
Los servicios de información juvenil podrán depender
de:

a) La Administración de la Comunidad de Castilla y
León.

b) Las Corporaciones Locales.

c) Otras Entidades Públicas.

d) Entidades Privadas.

Así mismo, el Consejo de la Juventud de Castilla y
León estará representado en dicha Red.

2. La Red de Información Juvenil de Castilla y León
contará con una estructura coordinada desde la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León.

Art. 30.- Titulaciones en materia de información juvenil.

Corresponde a la Administración de la Comunidad de
Castilla y León la expedición de titulaciones en materia
de información juvenil en los distintos niveles formati-
vos. Dichas titulaciones serán exigidas para el desempe-
ño de las tareas vinculadas con la información juvenil.

Art. 31.- Funciones de la Administración Autonómica.

La Junta de Castilla y León tendrá las siguientes fun-
ciones en materia de información juvenil:

a) Regular y coordinar la información juvenil en Cas-
tilla y León.

b) Reconocer y revocar centros de información juve-
nil.

c) Realizar tareas informativas, documentales, forma-
tivas, de asesoramiento, de difusión y de evaluación que
reglamentariamente se determinen.

d) Registrar e inspeccionar la red de información
juvenil de Castilla y León.

Art. 32.- Funciones de las Corporaciones Locales en
materia de información juvenil.

Las Diputaciones Provinciales y los Ayuntamientos
de más de veinte mil habitantes tendrán las siguientes
funciones en materia de información juvenil:

a) Facilitar a los jóvenes información, documentación
y asesoramiento en las materias que sean de su interés
dentro del ámbito de actuación de la entidad local, para
lo cual deberán crear, y mantener, al menos, un centro de
información juvenil.

b) Reconocer y revocar puntos y antenas de informa-
ción juvenil en su ámbito territorial.

c) Realizar tareas de inspección y seguimiento de los
puntos y antenas información juvenil reconocidos a efec-
tos, exclusivamente, de la posible revocación de los mis-
mos.

d) Gestionar la información y documentación juvenil
en su ámbito de intervención atendiendo a los criterios
de coordinación establecidos por la Junta de Castilla y
León para la Red de Información Juvenil de Castilla y
León.

Capítulo III

De las actividades juveniles.

Art. 33.- Concepto y ámbitos de aplicación.

1. Se consideran actividades juveniles aquellas actua-
ciones desarrolladas por o para los jóvenes en los distin-
tos ámbitos de la vida política, social, económica y cultu-
ral.

2. Quedan sujetas a la presente Ley las siguientes
actividades:

2.1. Actividades juveniles de promoción artística y
cultural.

2.2. Actividades juveniles de tiempo libre. Estas a su
vez comprenden los siguientes ámbitos:

2.2.1. Actividades juveniles de aire libre.

2.2.2. Otras actividades juveniles de tiempo libre.

2.3. Actividades de turismo juvenil.

Sección 1ª: De las actividades juveniles de promoción
artística y cultural.

Art. 34.- Medidas en favor de los jóvenes en el ámbito
artístico y cultural.

1. Las Administraciones Públicas de Castilla y León
establecerán para los jóvenes la gratuidad en las visitas
públicas a los bienes culturales y museos de su titulari-
dad, potenciando las acciones encaminadas al fomento
de una cultura participativa y al alcance de la Juventud.
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2. La Junta de Castilla y León, las Diputaciones Pro-
vinciales y los Ayuntamientos de más de 20.000 habitan-
tes promoverán las condiciones que faciliten el uso por
parte de los jóvenes de las siguientes instalaciones:

- Salas de exposiciones.

- Casas de cultura.

- Otros equipamientos análogos de carácter social
destinados al fomento, promoción y difusión de la activi-
dad cultural o artística.

3. El desarrollo de las medidas a que se refieren los
dos apartados anteriores del presente artículo se fijarán
reglamentariamente.

4. Las Administraciones Públicas de Castilla y León,
según su ámbito de competencia, promoverán:

a) La realización de actividades que sirvan de divul-
gación a la obra de jóvenes artistas dentro y fuera de la
Comunidad Autónoma de Castilla y León.

b) La colaboración de entidades privadas en activida-
des de desarrollo cultural dirigidas a jóvenes.

c) Acciones de ayuda económica a jóvenes artistas.

d) Las actividades formativas de jóvenes artistas.

Sección 2ª: De las actividades juveniles de tiempo libre.

Art. 35.- Definiciones.

1. A los efectos de la presente Ley, se entiende por
actividades juveniles de tiempo libre aquellas centradas
en aspectos lúdicos, recreativos o formativos que se rea-
licen en el ámbito de la educación no formal, cuyos des-
tinatarios sean los jóvenes. Las actividades de tiempo
libre que se desarrollan generalmente tanto en instalacio-
nes fijas como en tiendas de campaña o construcciones
de carácter no estable.

2. Las actividades juveniles de tiempo libre se desa-
rrollarán reglamentariamente, incluyendo en todo caso:

a) Actividades de aire libre: aquellas con más de cua-
tro pernoctaciones continuadas en el mismo o en diferen-
tes lugares y que se desarrollan generalmente en un
entorno natural.

b) Otras actividades juveniles de tiempo libre: Aque-
llas no tipificadas como de aire libre.

Art. 36.- Organizadores de las actividades juveniles de
tiempo libre.

Podrán ser organizadores de actividades juveniles de
tiempo libre las Administraciones Públicas, las personas
jurídicas privadas con y sin ánimo de lucro, así como las
personas físicas con capacidad jurídica y de obrar.

Art. 37.- Requisitos necesarios para el desarrollo de
actividades juveniles de tiempo libre.

1. Están sujetas a autorización administrativa, en las
condiciones que se determinen reglamentariamente, las
actividades juveniles consideradas en esta Ley como de
aire libre. Estas actividades, a las que se refiere el aparta-
do 2.a) del articulo 35, serán autorizadas por la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León.

2. Serán requisitos mínimos para la obtención de
autorización administrativa, los siguientes:

2.1. Garantizar que las actividades de aire libre se cir-
cunscriban a las zonas permitidas por la legislación
vigente o a zonas privadas que cuenten con la autoriza-
ción expresa del propietario del terreno.

2.21. Contar con personal titulado con el adecuado
grado y nivel, en proporción al número de participantes
en la actividad, además de con los medios materiales
precisos para llevarla a cabo.

2.3. Disponer de un plan de seguridad y emergencia
adaptado a las necesidades de cada actividad.

2.4. Contar con un seguro de responsabilidad civil.

2.5. Garantizar que las actividades de aire libre se
desarrollan en condiciones higiénico-sanitarias, medio-
ambientales y educativas idóneas.

3. Los organizadores de actividades de tiempo libre
que conlleven riesgo para la seguridad de los jóvenes,
deberán contar con autorización administrativa en los
términos que reglamentariamente se determinen.

4. Las actividades a las que se refiere el apartado 2.b)
del artículo 35 no necesitarán autorización administrativa
a los efectos de lo regulado en esta Ley, con excepción
de lo determinado en el apartado anterior. No obstante,
dependiendo del número de participantes, deberán contar
siempre con el número mínimo de personal titulado en
materia de tiempo libre, profesional o universitario,
según las condiciones que reglamentariamente se deter-
minen. Así mismo las personas responsables u organiza-
dores de la actividad deberán asegurar:

- Que el desarrollo de la actividad se lleva a cabo en
zonas permitidas por la legislación vigente o en zonas
privadas con autorización del propietario.

- La seguridad de los participantes en la actividad.

- Las condiciones idóneas en materia higiénico-sani-
taria, medioambiental y educativa.

5. Todas las actividades juveniles de tiempo libre en
las que participen menores no acompañados de padres o
familiares, deberán contar siempre con la autorización
del padre, madre o tutor en los términos que reglamenta-
riamente se determinen.
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Art. 38.- Titulaciones en actividades juveniles de tiempo
libre.

La Administración de la Comunidad de Castilla y
León expedirá las titulaciones en actividades juveniles de
tiempo libre, con los grados y niveles que reglamentaria-
mente se determinen, que serán exigidas, al menos, en
los límites determinados en el artículo anterior. Asimis-
mo, promoverá acuerdos con otras Comunidades Autó-
nomas para el reconocimiento recíproco de titulaciones
en materia de tiempo libre.

Art. 39.- Actividades excluidas.

Quedan excluidas del ámbito de aplicación de la pre-
sente Ley, las siguientes actividades:

a) Actividades de carácter familiar.

b) Actividades acogidas a la Ley de Turismo de Cas-
tilla y León.

c) Cualquier otra que se establezca reglamentaria-
mente.

Sección 3ª: De las actividades de turismo juvenil.

Art. 40.- Medidas para favorecer la movilidad geográfi -
ca de los jóvenes.

1. Las Administraciones Públicas de Castilla y León
promoverán medidas en favor de los jóvenes que facili-
ten su movilidad a través de intercambios juveniles y de
actividades de cooperación, en los siguientes ámbitos:

a) Dentro de la Comunidad Autónoma, desarrollando
y potenciando de modo particular el turismo interno.

b) Con otras comunidades autónomas y países, prefe-
rentemente en Europa, para incrementar la comprensión
de la diversidad cultural, contribuyendo a la promoción
del respeto de los derechos humanos y al alejamiento de
cualquier forma de radicalismo.

2. Con el fin de promover la movilidad geográfica de
los jóvenes, la Junta de Castilla y León creará una ofici-
na de promoción del turismo juvenil cuya finalidad será
la organización de viajes y facilitar actividades de turis-
mo en condiciones ventajosas para los jóvenes de Casti-
lla y León.

3. Para responder a las necesidades de los usuarios de
esa oficina, la Junta de Castilla y León arbitrará mecanis-
mos de gestión económica ágiles y específicos que se
determinarán reglamentariamente.

Capítulo IV

De las instalaciones juveniles.

Art. 41.- Instalaciones acogidas al ámbito de aplicación
de la Ley.

A efectos de esta Ley, se consideran instalaciones
juveniles las que, perteneciendo a la Administración de

la Comunidad de Castilla y León, a las Corporaciones
Locales de esta Comunidad o a entidades de ellas depen-
dientes, están al servicio de los jóvenes, facilitándoles su
convivencia, alojamiento, formación, participación en
actividades sociales y culturales y la adecuada utilización
del tiempo libre, sin perjuicio de lo establecido en el artí-
culo 43 de la presente Ley. Estas instalaciones son:

a) Albergue juvenil: Establecimiento que de forma
permanente o temporal se destina a dar alojamiento,
como lugar de paso, de estancia o de realización de una
actividad, preferentemente a jóvenes alberguistas, de
forma individual o colectiva, o como marco de una acti-
vidad de tiempo libre o formativa.

b) Residencia juvenil: Establecimiento de carácter
cultural y formativo puesto al servicio de aquellos jóve-
nes que por razones de estudio o trabajo se ven obligados
a permanecer fuera de su domicilio familiar durante, al
menos, un trimestre.

c) Campamento juvenil: Equipamiento de aire libre
en el que el alojamiento se realiza mediante tiendas de
campaña u otros elementos portátiles similares, estando
dotados de unos elementos básicos fijos, debidamente
preparados, para el desarrollo de actividades de tiempo
libre, culturales o educativas.

d) Espacio joven: Equipamiento destinado a ofrecer a
los jóvenes los servicios configurados en la presente Ley
como de promoción juvenil, salvo en lo referido a este
capítulo.

e) Centro joven: Equipamiento destinado a ofrecer a
los jóvenes, al menos, dos servicios de promoción juve-
nil.

Art. 42.- Características y requisitos mínimos.

1. Las instalaciones juveniles acogidas a la presente
Ley deberán cumplir lo dispuesto en ella y en sus normas
de desarrollo, sin perjuicio de las condiciones estableci-
das en la normativa general sanitaria, alimenticia, de
seguridad, medio ambiental, de accesibilidad y de supre-
sión de barreras arquitectónicas y en cualquier otra legis-
lación sectorial que pudiera ser aplicable.

2. La Junta de Castilla y León establecerá reglamen-
tariamente las condiciones básicas que deban cumplir los
distintos tipos de instalaciones juveniles, para ser reco-
nocidas como tales. En todo caso, estas condiciones bási-
cas incluirán el establecimiento de un plan de emergen-
cia y la contratación de un seguro de responsabilidad
civil.

Art. 43.- Red de Instalaciones Juveniles de Castilla y
León.

1. Se crea la Red de Instalaciones Juveniles de Casti-
lla y León, que estará coordinada por la Administración
de la Comunidad de Castilla y León y de la misma for-
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marán parte los albergues, residencias y campamentos
juveniles de su titularidad, así como otras instalaciones
juveniles de titularidad pública o privada reconocidas
como tales, siempre que así lo soliciten sus titulares.

2. Las instalaciones juveniles reconocidas por la
Administración de la Comunidad de Castilla y León
serán inscritas en un Registro.

3. Con carácter bianual, la Administración de la
Comunidad de Castilla y León publicará un censo de ins-
talaciones juveniles de Castilla y León.

Art. 44.- Titulaciones en materia de instalaciones juveni -
les.

Corresponde a la Administración de la Comunidad de
Castilla y León la expedición de titulaciones en materia
de instalaciones juveniles en los distintos niveles forma-
tivos. Dichas titulaciones serán exigidas para el desem-
peño de determinadas tareas vinculadas con este sector
de actividad, tal y como se determine reglamentariamen-
te.

Art. 45.- Derechos de los usuarios de las instalaciones
juveniles.

En todas las instalaciones juveniles existirá una Carta
de Servicios, de fácil comprensión, que se ajustará a lo
establecido reglamentariamente, y que al menos conten-
drá los derechos de los usuarios en relación con los ser-
vicios prestados.

Art. 46.- Transferencia de instalaciones juveniles.

1. La Junta de Castilla y León podrá transferir o dele-
gar a las entidades locales, según lo previsto en la Ley
1/1998, de 4 de junio, las instalaciones juveniles de su
titularidad, que se establecen en la presente Ley.

2. Las instalaciones que se transfieran o deleguen,
deberán destinarse al mismo fin objeto de la cesión o
transferencia, y en todo caso, a actividades o servicios
vinculados, en exclusiva, a la Juventud.

Capítulo V

De las distintas modalidades del carné joven.

Art. 47.- Finalidad.

Con el fin de promover determinadas ventajas entre
los jóvenes, relacionadas con el acceso a bienes y servi-
cios a la Juventud, la Junta de Castilla y León desarrolla-
rá y potenciará diversos carnés dirigidos a los jóvenes
para facilitar su acceso a servicios de carácter cultural,
deportivo, recreativo, de consumo, de transporte y otros
similares.

Art. 48.- Contenido de las prestaciones.

El contenido de las prestaciones se desarrollará regla-
mentariamente, debiendo contar en todo caso con un
seguro gratuito de asistencia en viaje.

Art. 49.- Importe económico de los carnés para jóvenes.

La expedición de los carnés para jóvenes podrá con-
llevar por parte de los usuarios el pago de la prestación
económica que en su caso se establezca.

Art. 50.- Gestión.

La Junta de Castilla y León podrá establecer las fór-
mulas jurídicas que estime oportunas, con entidades
públicas o privadas, para operativizar la gestión de las
distintas modalidades de carné joven y potenciar los mis-
mos.

TÍTULO IV

De la participación juvenil.

Capítulo I

De las formas de participación juvenil.

Art. 51.- De las formas organizadas de participación
juvenil.

A efectos de la presente Ley, se consideran formas
organizadas de participación juvenil:

a) Las asociaciones juveniles.

b) Las secciones juveniles de otros colectivos socia-
les, políticos o sindicales.

c) Las federaciones de asociaciones juveniles.

d) Los consejos de juventud.

Art. 52.- Requisitos generales.

1. Las formas organizadas de participación juvenil
deberán cumplir con carácter general, los siguientes
requisitos:

a) Estar legalmente constituidas y registradas ante el
órgano competente de la Administración de la Comuni-
dad de Castilla y León habilitado al efecto.

b) Tener más del setenta por ciento de jóvenes entre
sus socios.

c) Contar con una Junta Directiva en la que la mitad
de sus componentes no superen la edad de treinta años.

d) Carecer de ánimo de lucro.

e) Tener una estructura interna y un régimen de fun-
cionamiento democráticos.
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f) Acatar la Constitución y el Estatuto de Autonomía
de Castilla y León y manifestarlo expresamente.

2. Además de los requisitos establecidos en el aparta-
do anterior, las secciones juveniles de otros colectivos
sociales, políticos o sindicales deberán:

a) Tener reconocidos estatutariamente autonomía
funcional y organizativa, así como gobierno propios,
para los asuntos específicamente juveniles.

b) Asegurar que los socios o afiliados de la sección
juvenil lo sean de modo voluntario, por acto expreso de
afiliación y se identifiquen como tales.

c) Garantizar que la representación de la sección
juvenil corresponda a órganos propios.

Art. 53.- De los requisitos específicos de las formas
organizadas de participación juvenil de carácter autonó -
mico.

Para ostentar el carácter autonómico, las formas orga-
nizadas de participación juvenil deberán cumplir los
siguientes requisitos:

a) Acreditar contar con un mínimo de quinientos
socios o afiliados.

b) Tener su ámbito de actuación enmarcado en el
territorio de Castilla y León, con la salvedad de aquellas
entidades cuyo objeto esté directamente vinculado a la
Comunidad de Castilla y León y justifiquen la imposibi-
lidad de establecimiento en el ámbito territorial de esta
Comunidad.

c) Tener sede formalmente constituida, al menos, en
cuatro provincias de la Comunidad de Castilla y León.

Art. 54.- De los requisitos específicos de las formas
organizadas de participación juvenil de carácter provin -
cial.

Para ostentar el carácter provincial, las formas orga-
nizadas de participación juvenil deberán cumplir los
siguientes requisitos:

a) Contar como mínimo con el número de socios o
afiliados determinados en la legislación vigente en mate-
ria de asociacionismo.

b) Tener su ámbito de actuación enmarcado en el
territorio de una provincia de la Comunidad de Castilla y
León, con la salvedad de aquellas entidades cuyo objeto
esté directamente vinculado a dicho ámbito provincial y
justifiquen la imposibilidad de establecimiento en el
mismo.

c) Tener sede formalmente constituida, en al menos
tres municipios de menos de 20.000 habitantes de la
misma provincia.

Capítulo II

Del voluntariado juvenil.

Art. 55.- Del voluntariado juvenil.

1. El voluntariado juvenil constituye, la expresión de
la participación activa de los jóvenes en la vida social
desde la solidaridad, el compromiso y la diversidad. Las
formas organizadas descritas en este Título configuran
un mecanismo relevante en el ámbito del voluntariado
juvenil.

2. Las administraciones públicas de Castilla y León,
en el ámbito de sus respectivas competencias, fomenta-
rán la participación de los jóvenes en las actividades de
voluntariado.

Capítulo III

Del Consejo de la Juventud de Castilla y León.

Art. 56.- Definición.

El Consejo de la Juventud de Castilla y León es un
ente público de derecho privado, dotado de personalidad
jurídica propia, adscrito a la Consejería competente en
materia de juventud. Tendrá como finalidad promover
iniciativas que aseguren la participación activa de los
jóvenes castellanos y leoneses en las decisiones y medi-
das que les conciernen, así como la representación de las
formas organizadas de participación juvenil en él inte-
gradas.

Art. 57.- Objetivos.

Los objetivos básicos del Consejo de la Juventud de
Castilla y León son:

a) Velar por el ejercicio de los derechos de la Juven-
tud de toda la Comunidad Autónoma de Castilla y León.

b) Procurar una incorporación más activa de la
Juventud en la vida social, política y cultural.

c) Fomentar el desarrollo y defensa del acervo cultu-
ral y de las tradiciones castellanas y leonesas entre la
Juventud.

d) Promover las distintas formas de participación de
los jóvenes.

Art. 58.- Características.

1. El Consejo de la Juventud de Castilla y León se
relacionará con la Administración de la Comunidad
Autónoma de Castilla y León a través de la Consejería
competente en materia de Juventud.

2. El Consejo de la Juventud de Castilla y León es el
organismo en el cual podrán estar representadas todas las
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asociaciones y organizaciones juveniles de Castilla y
León, según las condiciones que especifica esta Ley,
siendo interlocutor válido de los jóvenes ante la Admi-
nistración Autonómica y ante cualquier institución de
carácter público o privado.

3. El Consejo de la Juventud de Castilla y León parti-
cipará en todas aquellas comisiones que la Junta de Cas-
tilla y León constituya al objeto de promover iniciativas
que afecten de forma específica a los jóvenes.

Art. 59.- Funciones.

Serán funciones del Consejo de la Juventud de Casti-
lla y León, las siguientes:

a) Proponer a la Administración Autonómica la adop-
ción de medidas relacionadas con los problemas e intere-
ses juveniles.

b) Realizar estudios y emitir informes que puedan
serle solicitados, o que acuerden formular por su propia
iniciativa.

c) Fomentar el asociacionismo juvenil, estimulando
la creación de asociaciones y prestándoles el apoyo y la
asistencia necesarios.

d) Impulsar la efectiva integración de los jóvenes en
la sociedad castellana y leonesa.

e) Fomentar la igualdad de oportunidades entre los
jóvenes que habitan en el medio rural y el urbano.

f) Propiciar la relación entre las diferentes asociacio-
nes juveniles para facilitar la cooperación entre ellas.

g) Contribuir al desarrollo del ocio educativo y de la
actividad de la Juventud, instando a las Administraciones
Públicas a la creación de instalaciones, servicios y ayu-
das para el tiempo libre de la Juventud.

h) Asesorar a sus miembros acerca de sus derechos,
deberes, ámbito de actuación, métodos para obtener
recursos económicos y financieros de sus actividades.

i) Informar de los anteproyectos de ley y proyectos
de decreto de la Comunidad Autónoma de Castilla y
León que afecten de forma exclusiva a la Juventud.

j) Participar en los organismos consultivos que pueda
crear la Administración Autonómica para el estudio de la
problemática juvenil.

k) Propiciar las relaciones del propio Consejo de Cas-
tilla y León con el resto de los consejos de la Juventud
autonómicos, que sirvan de nexo entre las diversas
Comunidades Autónomas de España.

l) Fomentar la participación de los jóvenes castella-
nos y leoneses no asociados a través de los mecanismos
que reglamentariamente se creen al efecto.

Art. 60.- De las entidades miembros.

Podrán ser miembros del Consejo de la Juventud de
Castilla y León:

a) Las formas organizadas de participación juvenil de
carácter autonómico así como los consejos provinciales,
comarcales y locales de juventud reconocidos legalmente
como tales.

b) Cualquier otro miembro, como observador, que
apruebe el Pleno según se determine en los estatutos del
Consejo de la Juventud.

Art. 61.- De los órganos rectores.

1. El Consejo de la Juventud contará con los siguien-
tes órganos:

a) El Pleno.

b) La Comisión Permanente.

c) El Presidente.

2. Todos los órganos del Consejo de la Juventud de
Castilla y León tendrán carácter democrático en su orga-
nización y funcionamiento.

Art. 62.- Características del Pleno.

1. El Pleno es el máximo órgano del Consejo de la
Juventud de Castilla y León y está constituido por todos
sus miembros.

2. La representación de los miembros del Consejo de
la Juventud de Castilla y León se determinará del
siguiente modo:

a) Las formas organizadas de participación juvenil de
carácter autonómico, a excepción de los Consejos de
Juventud, con una representación constituida por un
número de delegados que podrá oscilar entre uno y tres,
en función del número de socios o afiliados.

b) Los consejos de juventud de ámbito inferior al de
la Comunidad Autónoma por un mínimo de dos y un
máximo de tres delegados por provincia, tal y como se
determine reglamentariamente.

3. El Pleno tendrá las siguientes funciones:

a) Elegir la Comisión Permanente.

b) Aprobar los presupuestos y del programa de actua-
ción.

c) Aprobar los balances e informes de gestión.

d) Aprobar y modificar el reglamento de régimen
interno.

e) Resolver las solicitudes de incorporación de nue-
vos miembros del Consejo.
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f) Declarar la pérdida y suspensión de la condición de
miembro.

g) Todas aquellas que se determinen reglamentaria-
mente.

Art. 63.- Características de la Comisión Permanente y
del Presidente.

1. La Comisión Permanente es el órgano encargado
de ejecutar los acuerdos del Pleno y ejercerá las funcio-
nes que le sean expresamente delegadas por el mismo.
La Comisión Permanente presentará ante el Pleno un
informe anual de su gestión.

2. La Comisión Permanente será elegida por el Pleno
por un período de dos años y estará constituida por un
presidente, dos vicepresidentes, un secretario, un tesore-
ro y un máximo de cuatro vocales.

3. El Presidente del Consejo de la Juventud ostentará
la representación de dicha entidad.

Art. 64.- Régimen del personal y contratación adminis -
trativa.

1. El personal del Consejo de la Juventud de Castilla
y León se someterá al derecho laboral, siendo seleccio-
nado por éste, de acuerdo con los principios de publici-
dad, mérito y capacidad y nombrado por su presidente.

2. El régimen de contratación administrativa se ajus-
tará al derecho público, de acuerdo con la normativa
vigente en esta materia.

Art. 65.- Recursos económicos.

El Consejo de la Juventud de Castilla y León contará
con los siguientes recursos económicos:

a) Las dotaciones específicas que a tal fin figuren en
los presupuestos de la Comunidad Autónoma, así como
otras de entidades públicas o privadas.

b) Las aportaciones de sus miembros.

c) Los rendimientos de su patrimonio.

d) Los rendimientos que puedan generar las activida-
des propias del Consejo.

Art. 66.- Recursos administrativos.

1. Los actos del Consejo de la Juventud sujetos al
Derecho Administrativo agotan la vía administrativa.

2. En aquellos casos en los que el Consejo de la
Juventud actúe sujeto al derecho privado sus acuerdos
serán recurribles ante la jurisdicción ordinaria.

Art. 67.- Presupuesto.

1. El Consejo de la Juventud presentará a la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León, en el mes de
junio del año anterior, para su aprobación si procede, el
anteproyecto de su presupuesto anual, que incluirá una
propuesta de financiación junto con la correspondiente
programación.

2. El Consejo de la Juventud de Castilla y León esta-
rá sometido en materia económica y presupuestaria a la
Ley de Hacienda de la Comunidad de Castilla y León.

Capítulo IV

De los consejos provinciales, comarcales y locales de
juventud.

Art. 68.- Definición.

Son consejos de juventud aquellas entidades de dere-
cho privado, que gozan de personalidad jurídica propia,
formalmente constituidos como tales, que cuentan con
plena capacidad para el cumplimiento de sus fines, inde-
pendientes y democráticos en su organización y funcio-
namiento, integrados por formas organizadas de partici-
pación juvenil que actúan en su ámbito territorial corres-
pondiente, cuyas finalidades son:

a) Promover iniciativas juveniles.

b) Asegurar la participación de los jóvenes en las
decisiones y medidas que les conciernen.

c) Fomentar el asociacionismo juvenil.

d) Ser interlocutores válidos y representantes de los
jóvenes ante las distintas instituciones locales de su
ámbito territorial.

Art. 69.- Objetivos.

Los objetivos básicos de los consejos de juventud
serán los siguientes:

a) Velar por los derechos de la Juventud en su ámbito
territorial de actuación.

b) Procurar una incorporación más activa de la
Juventud en la vida política, social, económica y cultural.

c) Fomentar las distintas formas de participación
juvenil y favorecer las relaciones entre las diferentes for-
mas organizadas de participación juvenil que lo integren.

d) Asesorar a sus miembros sobre los derechos, debe-
res, ámbito de actuación y métodos para obtener recursos
económicos y financieros para sus actividades.

e) Fomentar el desarrollo y defensa del acervo cultu-
ral y de las tradiciones del entorno entre la Juventud.
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Art. 70.- De las características de los consejos provin -
ciales, comarcales y locales de juventud.

1. Los consejos de juventud podrán tener carácter
provincial, comarcal o local, en función de su ámbito
territorial y de donde desarrollen su actividad, las entida-
des que los integren.

2. Los consejos de juventud son órganos abiertos a la
integración de todas las formas organizadas de participa-
ción juvenil existentes, sin discriminación alguna por
razones ideológicas, políticas, confesionales o de cual-
quier otra índole, dentro del respeto debido a la Constitu-
ción Española y al Estatuto de Autonomía de Castilla y
León.

3. Las organizaciones y entidades que pretendan inte-
grarse en un consejo de juventud deberán actuar sin
ánimo de lucro.

4. Para que un consejo de juventud tenga carácter
provincial, se requiere la integración de formas organiza-
das de participación juvenil de, al menos, cinco munici-
pios de la provincia.

5. Para que un consejo de juventud tenga carácter
comarcal, deberá estar reconocida ésta legalmente y el
consejo estará integrado por asociaciones de, al menos,
tres municipios diferentes de la misma y, en todo caso, la
inclusión, como mínimo, de la mitad de los consejos
locales existentes en ella.

6. Un consejo local de juventud es el integrado por
asociaciones juveniles que actúen en un mismo munici-
pio con programas específicos y adecuados para su
población.

7. Sólo podrá existir un consejo local por municipio,
uno comarcal por comarca y uno provincial por provin-
cia.

Art. 71.- Del reconocimiento de los consejos de juventud.

Los consejos de juventud serán reconocidos como
tales cuando estén integrados por un mínimo de cinco
asociaciones juveniles.

Art. 72.- De los órganos y disolución de los consejos de
juventud.

1. Los consejos provinciales, comarcales y locales de
juventud contarán, al menos, con los órganos de gobier-
no y representación previstas en la normativa que les sea
de aplicación.

2. Los consejos de juventud de ámbito provincial,
comarcal o local, se disolverán por las causas previstas
en la legislación aplicable.

TÍTULO V

De los recursos y de la financiación.

Art. 73.- De la financiación de las administraciones en
materia de Juventud.

1. En los presupuestos anuales de la Comunidad de
Castilla y León, de las Diputaciones Provinciales y de
los Ayuntamientos de más de 20.000 habitantes, se con-
signarán las partidas necesarias para atender a los gastos
de las actividades, servicios, obligaciones e instalaciones
propios de su competencia. Son recursos de las adminis-
traciones en esta materia:

a) Las aportaciones de las entidades privadas para el
mantenimiento de aquellas o de sus estructuras integra-
das en cualquiera de los mecanismos previstos en la pre-
sente Ley.

b) Las contribuciones económicas de los usuarios de
los servicios y estructuras descritos en esta Ley, cuando
haya lugar a su abono.

c) Las herencias, donaciones o legados de cualquier
índole, asignados a tal fin.

d) Cualquiera otros ingresos de derecho público o
privado, que les sean atribuidos o afectados.

2. Los presupuestos anuales de la Comunidad de Cas-
tilla y León contemplarán entre sus prioridades presu-
puestarias, en cuantía suficiente, las actuaciones previs-
tas en la presente Ley, garantizándose que, en ningún
caso, el incremento anual en las partidas correspondien-
tes al Título III de la presente Ley a desarrollar por la
Consejería competente en materia de Juventud sea infe-
rior al porcentaje medio de incremento, para el corres-
pondiente ejercicio, de los presupuestos autonómicos.

Art. 74.- Del apoyo económico de la Administración
Autonómica en materia de Juventud a las Administracio -
nes Locales.

La Administración de la Comunidad Autónoma esta-
blecerá planes especiales de financiación de las Corpora-
ciones Locales para apoyar el establecimiento y manteni-
miento de los servicios a los que se refiere esta Ley.

Art. 75.- De los precios y de las ayudas a jóvenes a título
individual.

1. El régimen de precios de los servicios, si existiere,
a que se refieren las líneas de promoción juvenil deberá
establecerse normativamente por la Administración com-
petente para los de titularidad pública; para los de inicia-
tiva privada, se oirá la propuesta de sus titulares, y se
fijarán en los conciertos respectivos cuando proceda.

2. En ningún caso las contraprestaciones económicas
de los usuarios podrán ser superiores al coste efectivo del
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servicio, que se calculará deduciendo las aportaciones a
fondo perdido de las Administraciones públicas.

3. La Administración Autonómica establecerá un sis-
tema de becas y ayudas, dentro de las prestaciones com-
plementarias y de sus posibilidades, promoviendo que
ningún joven quede excluido de los servicios descritos
en el Título III por carencias económicas.

Art. 76.- De las ayudas a entidades en materia de Juven -
tud.

1. Los programas realizados por las entidades públi-
cas y privadas sin ánimo de lucro, y que formen parte de
las redes de información y formación juvenil a que hace
referencia el Título III, contarán con líneas específicas de
ayuda por parte de la Junta de Castilla y León.

2. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León establecerá líneas periódicas de ayuda para el man-
tenimiento de la vida asociativa de las asociaciones juve-
niles de carácter autonómico, mientras que las Diputa-
ciones Provinciales y Ayuntamientos de más de 20.000
habitantes establecerán líneas de apoyo económico a las
asociaciones juveniles y consejos de juventud en su
ámbito de competencia.

TÍTULO VI

Del régimen sancionador.

Capítulo I

Inspección en materia de Juventud.

Art. 77.- Competencias de inspección.

1. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León velará por el cumplimiento de lo dispuesto en la
presente Ley destinando los medios materiales y perso-
nales necesarios para el ejercicio de la función inspecto-
ra, sin perjuicio de la actividad que en esta materia
pudieran desarrollar las Corporaciones Locales en su
ámbito de competencia.

2. Serán principios de la inspección en materia de
Juventud la coordinación, la independencia y autonomía
respecto de los servicios y actividades a que hace refe-
rencia la presente Ley. En el caso concreto de la inspec-
ción de actividades de aire libre, se determinará regla-
mentariamente un mecanismo de coordinación entre las
diferentes Consejerías implicadas para el desarrollo de la
actividad inspectora.

Art. 78.- Funciones de inspección.

La inspección en materia de Juventud, sin perjuicio
de las actividades inspectoras reguladas en otras leyes,
desempeñará, respecto de los contenidos de la presente
Ley, las siguientes funciones:

a) Vigilar y comprobar el cumplimiento de los pre-
ceptos contenidos en la presente Ley, así como de las
normas que la desarrollen.

b) Informar, formar y asesorar sobre lo dispuesto en
esta Ley y en sus desarrollos reglamentarios.

c) Tramitar la documentación cumplimentada en el
ejercicio de la función inspectora.

d) Verificar los hechos que hayan sido objeto de
reclamaciones o denuncias de particulares y puedan ser
constitutivos de infracción.

e) Asegurar el control sobre el desarrollo de activida-
des juveniles que hayan sido objeto de cualquier tipo de
ayuda pública por parte de la Administración de la
Comunidad de Castilla y León, y elevación de su infor-
me a los órganos administrativos competentes.

f) Las demás que se les atribuyan reglamentariamen-
te.

Art. 79.- Habilitación temporal de inspectores.

La Administración de la Comunidad de Castilla y
León, para reforzar los mecanismos de inspección pre-
vistos en la presente Ley, podrá habilitar temporalmente
entre sus funcionarios, inspectores en materia de activi-
dades juveniles de aire libre. Los funcionarios habilita-
dos recibirán formación específica en materia de Juven-
tud.

Art. 80.- Facultades de inspección.

1. Los funcionarios habilitados para el ejercicio de la
actividad de inspección tendrán la consideración de auto-
ridad en el ejercicio de la misma y gozarán, como tales,
de la protección y atribuciones establecidas en la norma-
tiva vigente.

2. Para realizar las funciones propias de inspección,
los funcionarios habilitados podrán requerir la informa-
ción y documentación que estimen necesaria para verifi-
car el cumplimiento de la normativa vigente en materia
de Juventud, así como acceder libremente, y sin previo
aviso, a los locales, instalaciones juveniles, actividades y
servicios, sometidos al régimen establecido por la pre-
sente Ley.

3. Los funcionarios que desarrollen una actividad de
inspección estarán obligados a identificarse en el ejerci-
cio de la misma, mostrando las credenciales acreditativas
de su condición.

4. En el ejercicio de sus funciones, los funcionarios
habilitados para realizar tareas de inspección, en el cum-
plimiento de sus funciones, podrán recabar la colabora-
ción de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y
de la Policía Local.

5. Los funcionarios habilitados para el ejercicio de la
actividad inspectora deberán guardar secreto y sigilo pro-
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fesional de los hechos que conozcan en el ejercicio de
sus funciones.

6. Las actuaciones inspectoras se llevarán a cabo con
estricta sujeción a lo dispuesto en la presente Ley y las
normas reglamentarias que la desarrollen.

Art. 81.- Documentación de la inspección.

1. Finalizada la actividad de inspección, el resultado
de la misma se hará constar documentalmente en un acta
de inspección. En la misma se constatará tanto la posible
comisión de alguna infracción legalmente prevista, como
la ausencia de las mismas.

2. El acta se sujetará al modelo oficial que se deter-
mine reglamentariamente.

Los hechos contenidos en las actas de inspección for-
malizadas legalmente, se presumirán ciertos, sin perjui-
cio de las pruebas que puedan aportar los interesados en
defensa de sus derechos e intereses.

Capítulo II

Infracciones y sanciones.

Art. 82.- Clasificación de las infracciones.

Las infracciones tipificadas en la presente Ley se cla-
sifican en leves, graves y muy graves.

Art. 83.- Infracciones leves.

Son infracciones leves:

1. Con carácter general

a) Las actuaciones u omisiones que impliquen un
mero retraso en el cumplimiento de las obligaciones y
funciones que establece la presente Ley o que pudieran
establecerse reglamentariamente.

b) La omisión de cualquier trámite administrativo
obligatorio no comprendido expresamente en otra infrac-
ción, así como la presentación de la autorización fuera de
plazo.

2. En materia de formación juvenil

a) No realizar tareas informativas, formativas, admi-
nistrativas y de evaluación que reglamentariamente se
determinen.

b) Que el personal no cuente con las titulaciones exi-
gidas para la realización de tareas de formación juvenil.

c) Inobservancia de los programas formativos esta-
blecidos por la Administración de la Comunidad de Cas-
tilla y León.

d) Incumplimiento de la normativa reguladora de
requisitos necesarios para el establecimiento de escuelas
de animación juvenil y tiempo libre.

3. En materia de información juvenil

a) No facilitar a los jóvenes información, documenta-
ción y asesoramiento dentro del ámbito de actuación del
servicio de información juvenil.

b) No realizar tareas informativas, documentales, for-
mativas, de asesoramiento, de difusión y de evaluación
que reglamentariamente se determinen.

c) Que el personal no cuente con las titulaciones exi-
gidas para la realización de tareas de información juve-
nil.

d) Incumplimiento de la normativa reguladora de
requisitos necesarios para el establecimiento de servicios
de información juvenil.

4. En materia de carné joven

a) El incumplimiento por parte de entidades públicas
o privadas de los compromisos adquiridos con la Admi-
nistración de la Comunidad de Castilla y León.

b) Emisión por entidades autorizadas de carnés para
jóvenes promovidos por la Junta de Castilla y León, sin
ajustarse a la normativa que regula la expedición de los
mismos.

5. En materia de instalaciones juveniles

a) Mantenimiento y conservación de los locales e ins-
talaciones juveniles en deficiente estado.

b) La utilización de locales e instalaciones juveniles,
para finalidades diferentes o por personas distintas a las
establecidas en la autorización administrativa.

c) Carecer de Carta de Servicios.

d) Incumplimiento de las condiciones del emplaza-
miento del local o de la instalación determinadas en la
autorización.

e) Incumplimiento de la normativa vigente, sin per-
juicio de las condiciones establecidas en la normativa
general sanitaria, alimenticia, de seguridad, medio
ambiental, de accesibilidad y de supresión de barreras
arquitectónicas y en cualquier otra legislación sectorial
que le sea aplicable.

6. En materia de actividades juveniles

a) Permitir, en actividades juveniles de tiempo libre,
la participación de menores de edad no acompañados de
padres o familiares sin contar con la autorización escrita
del padre, madre o tutor.

b) No contar con todos los recursos declarados para
la obtención de la autorización administrativa, en el
marco de la realización de actividades juveniles de tiem-
po libre.

c) Incumplimiento de los plazos temporales fijados
en la autorización administrativa para el desarrollo de
actividades de aire libre y actividades que se realicen en
los locales e instalaciones juveniles.
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Art. 84.- Infracciones graves.

Son infracciones graves:

1. Con carácter general

a) La obstaculización de la labor inspectora que no
llegue a impedirla.

b) Efectuar modificaciones substanciales en la presta-
ción de servicios e instalaciones sin cumplir las formali-
dades reglamentarias establecidas.

c) Mostrar deficiencias manifiestas y generalizadas
en la prestación de los servicios.

d) La comisión de tres o más faltas leves en el perío-
do de un año.

e) Son infracciones graves las establecidas como
leves cuando concurra alguna de las siguientes circuns-
tancias:

- Que se haya ocasionado un grave riesgo para la
salud o la seguridad de los usuarios de actividades, servi-
cios o instalaciones juveniles.

- Que se haya causado un grave daño físico o psíqui-
co a los usuarios de las actividades, servicios o instala-
ciones juveniles.

- Cuando se haya ocasionado un riesgo a la salud o a
la seguridad o un daño físico o psíquico que no pudiendo
calificarse como muy grave, afecte a un gran número de
usuarios.

- Negligencia grave o intencionalidad.

2. En materia de formación juvenil

a) No crear y mantener una escuela de animación
juvenil y tiempo libre que canalice la formación juvenil
en el ámbito territorial de las Corporaciones Locales.

3. En materia de información juvenil

a) No crear y mantener, al menos, un centro de infor-
mación juvenil.

4. En materia de carné joven

a) Emisión de carnés para jóvenes promovidos por la
Junta de Castilla y León sin contar con la autorización
previa de ésta.

5. En materia de instalaciones juveniles

a) Que el personal no cuente con las titulaciones exi-
gidas para la realización de tareas vinculadas con este
sector de actividad, tal y como se determine reglamenta-
riamente.

b) No disponer de póliza de seguro de responsabili-
dad civil.

c) Carecer del correspondiente plan de emergencia.

d) Exceso de ocupación permitida.

6. En materia de actividades juveniles

a) Realización de actividades de aire libre sin haber
obtenido previamente autorización administrativa.

b) No contar con el personal titulado en materia de
tiempo libre, profesional o universitaria según las condi-
ciones que se determinen reglamentariamente, para el
desarrollo de actividades juveniles de tiempo libre.

c) Realización de actividades de aire libre careciendo
del material adecuado.

d) El incumplimiento de las normas que se establez-
can reglamentariamente en materia de seguridad.

Art. 85.- Infracciones muy graves.

Son infracciones muy graves:

1. Con carácter general

a) La negativa u obstaculización que llegue a impedir
la labor inspectora.

b) Las previstas como graves cuando exista grave
riesgo para la salud o la seguridad o grave daño físico o
psíquico causado por una conducta en la que se aprecie
negligencia grave o intencionalidad, cuando afecte a un
gran número de usuarios de las actividades, servicios o
instalaciones juveniles.

c) La comisión de tres o más faltas graves en el perí-
odo de un año.

2. En materia de instalaciones juveniles

a) No destinar las instalaciones juveniles transferidas
o delegadas, al mismo fin objeto de la transferencia o, en
todo caso, a actividades o servicios vinculados en exclu-
siva, a la Juventud.

3. En materia de actividades juveniles

a) Llevar a cabo, en instalaciones juveniles o durante
el desarrollo de actividades de tiempo libre, actividades
que promuevan el racismo, la xenofobia, la violencia u
otros comportamientos contrarios a los valores democrá-
ticos.

Art. 86.- Sanciones.

1. Las sanciones aplicables a las infracciones tipifica-
das en la presente Ley, podrán consistir en:

a) Apercibimiento.

b) Multa.

c) Clausura temporal o definitiva de la instalación,
escuela de animación juvenil y tiempo libre o servicio de
información.

d) Inhabilitación temporal o definitiva del personal
titulado en los ámbitos de promoción juvenil regulados
en la presente Ley.
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e) Inhabilitación para percibir subvenciones de la
Administración de Castilla y León.

2. Las infracciones tipificadas en la presente Ley
serán sancionadas de la siguiente manera:

a) Las infracciones leves se sancionarán con apercibi-
miento y multa de 300 hasta 3.000 euros, si bien podrá
imponerse únicamente la sanción de apercibimiento
cuando, no mediando reincidencia, se estime oportuno
por la escasa trascendencia de la infracción.

b) Las infracciones graves se sancionarán con multa
de 3.000,01 a 30.000 euros e imposibilidad de obtención,
o en su caso suspensión, de la autorización administrati-
va necesaria para el desarrollo de actividades, servicios o
para el funcionamiento de la instalación por un período
de tiempo de hasta seis meses.

Además podrá imponerse alguna o algunas de las
siguientes sanciones, según proceda en función de la
naturaleza de la infracción y de su responsable:

- Clausura temporal de la instalación, escuela de
tiempo libre o servicio de información por un período de
hasta cuatro años.

- Inhabilitación por un período de hasta cuatro años
del personal titulado en los ámbitos de promoción juve-
nil regulados en la presente Ley.

- Inhabilitación para percibir subvenciones de la
Administración de Castilla y León durante un período de
uno a cinco años.

c) Las infracciones muy graves se sancionarán con
multa de 30.000,01 a 100.000 euros e imposibilidad de
obtención, o en su caso suspensión, de la autorización
administrativa necesaria para el desarrollo de activida-
des, servicios o para el funcionamiento de la instalación
por un período de tiempo de hasta doce meses. Además,
podrá imponerse alguna o algunas de las siguientes san-
ciones, según proceda en función de la naturaleza de la
infracción o de su responsable:

- Clausura de la instalación, escuela de tiempo libre o
del servicio de información de forma definitiva o por
período superior a cuatro años.

- Inhabilitación definitiva o por período superior a
cuatro años, del personal titulado en los ámbitos de pro-
moción juvenil regulados en la presente Ley.

- Inhabilitación para percibir subvenciones de la
Administración de Castilla y León, durante un período
de cinco a diez años.

3. Para la graduación de las sanciones se tendrá en
cuenta:

a) El número de personas afectadas.

b) Los perjuicios ocasionados.

c) El beneficio ilícito obtenido.

4. Con independencia de la sanción que se imponga,
el sujeto responsable estará obligado a resarcir los daños
y perjuicios causados por la infracción.

5. Las sanciones firmes calificadas como muy graves
serán publicadas en el Boletín Oficial de Castilla y León.

Art. 87.- Sujetos responsables.

Serán responsables de las infracciones administrati-
vas tipificadas en la presente Ley, las personas físicas o
jurídicas, de carácter privado o público, que participen o
incurran en las mismas, aún a título de simple inobser-
vancia.

Art. 88.- Prescripción de las infracciones y sanciones.

1. Las infracciones leves prescriben a los seis meses,
las graves a los dos años y las muy graves a los tres años.

2. Las sanciones impuestas por infracciones leves
prescribirán al año, las impuestas por faltas graves a los
dos años y las impuestas por faltas muy graves a los tres
años.

Art. 89.- Procedimiento.

1. El ejercicio de la potestad sancionadora se ajustará
a lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
del Régimen Jurídico de las administraciones públicas y
del Procedimiento Administrativo Común y de acuerdo
con el procedimiento aplicable en la Administración de
la Comunidad de Castilla y León.

2. Iniciado el procedimiento, el órgano competente
para resolver el expediente sancionador podrá adoptar
motivadamente las medidas cautelares necesarias para
asegurar la eficacia de la resolución final que pudiera
recaer, y salvaguardar el interés público tutelado por esta
Ley.

3. Excepcionalmente, los funcionarios que tengan
reconocida la condición de autoridad, podrán adoptar,
antes del acuerdo de iniciación del expediente sanciona-
dor, medidas cautelares fundamentadas en las causas
legalmente previstas, que deberán ser objeto de ratifica-
ción, modificación o levantamiento en el acuerdo de ini-
ciación. Estas medidas cautelares podrán consistir princi-
palmente en la suspensión de la actividad o servicio, o
cierre total o parcial de la instalación juvenil cuando
exista riesgo para la salud o seguridad de sus usuarios.

DISPOSICIONES ADICIONALES.

Primera.-

Al objeto de procurar el más exacto y general cum-
plimiento de todas las disposiciones contenidas en esta
Ley y propiciar la mayor eficacia en las distintas actua-
ciones que en su aplicación sean llevadas a cabo, las
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Administraciones públicas de la Comunidad Autónoma
asegurarán la máxima difusión y conocimiento de la
misma, especialmente entre los jóvenes, las instituciones,
los profesionales y las entidades que desarrollen su acti-
vidad en los ámbitos que la Ley contempla.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS.

Primera.-

Hasta la aprobación de los estatutos, el Consejo de la
Juventud de Castilla y León se regirá por las actuales
normas de funcionamiento de régimen interno, en lo que
no se oponga a la presente Ley.

Segunda.-

Los Consejos Provinciales, Comarcales y Locales,
deberán adaptar sus normas de funcionamiento interno a
las disposiciones de la presente Ley en el plazo de seis
meses desde su entrada en vigor.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA.

Queda derogada la Ley 3/1984, de 5 de octubre, de
creación del Consejo de la Juventud de Castilla y León, y
cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opon-
gan a lo dispuesto en la presente Ley.

DISPOSICIONES FINALES.

Primera.-

Se autoriza a la Junta de Castilla y León a dictar
cuantas disposiciones sean precisas para el desarrollo y
aplicación de esta Ley.

Segunda.-

En el plazo máximo de un año desde la publicación
en el Boletín Oficial de Castilla y León de la presente
Ley, la Junta de Castilla y León aprobará las normas
reglamentarias a las que la misma hace referencia, auto-
rizándose a las Consejerías competentes por razón de la
materia, para dictar cualesquiera otras disposiciones
necesarias para el desarrollo y aplicación de esta Ley.

Tercera.-

En el plazo máximo de seis meses desde la publica-
ción de esta Ley en el Boletín Oficial de Castilla y León,
la Junta de Castilla y León creará los mecanismos de ins-

pección a que hace referencia el Título VI de la presente
Ley.

Cuarta.-

La presente Ley entrará en vigor a los dos meses de
su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León.

Quinta.-

Se faculta a la Junta de Castilla y León para adecuar
periódicamente la cuantía de las sanciones contenidas en
la presente Ley en función de la evolución del índice de
precios al consumo.

Sexta.-

En el plazo máximo de seis meses, desde la entrada
en vigor de la presente Ley, el Consejo de la Juventud de
Castilla y León elevará para su aprobación, si procede, a
la Junta de Castilla y León, la propuesta de estatutos ade-
cuada a las previsiones de esta Ley.

Séptima.-

En el plazo máximo de dieciocho meses, desde la
entrada en vigor de la presente Ley, las Diputaciones
Provinciales y los Ayuntamientos de más de 20.000
habitantes deberán crear los centros de información juve-
nil y las escuelas de animación juvenil y tiempo libre a
las que hacen referencia esta Ley.

Octava.-

Las nuevas titulaciones a que hace referencia la pre-
sente Ley serán exigibles en un plazo de dieciocho meses
a contar desde su entrada en vigor.

P.L. 35-V

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
la Cámara, se ordena la publicación en el Boletín Oficial
de las Cortes de Castilla y León del Dictamen de la
Comisión de Educación y Cultura en el Proyecto de Ley
de Juventud de Castilla y León, P.L. 35-V.

Castillo de Fuensaldaña, a 14 de junio de 2002.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA

La Comisión de Educación y Cultura de las Cortes de Castilla y León, a la vista del Informe emitido por la Ponencia,
ha examinado el Proyecto de Ley de Juventud de Castilla y León, y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116
del Reglamento, tiene el honor de elevar al Excmo. Sr. Presidente el siguiente
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TEXTO PROPUESTO POR LA PONENCIA

PROYECTO DE LEY DE JUVENTUD DE
CASTILLA Y LEÓN

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Constitución Española en su artículo 9.2 enco-
mienda a los poderes públicos promover las condiciones
para que la libertad y la igualdad del individuo y de los
grupos en que se integran sean reales y efectivas, remo-
ver los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y
facilitar la participación de todos los ciudadanos. Los
poderes públicos deben actuar positivamente apoyando
el avance de la colectividad hacia una sociedad más
libre, igualitaria y participativa, que pueda ser una reali-
dad plena en el futuro. Un futuro que pertenece, por defi-
nición, a los jóvenes, quienes deben participar activa-
mente en el progreso social. Por ello, la Constitución
Española en su artículo 48 contiene un mandato genérico
dirigido a los poderes públicos en orden a promover las
condiciones que hagan posible la participación libre y
eficaz de la Juventud en el desarrollo político, social,
económico y cultural.

Fundamentado en el mandato constitucional, y a fin
de desarrollar el mismo, el Estatuto de Autonomía de
Castilla y León, dispone en su art. 32.1.19 que la Comu-
nidad de Castilla y León tiene competencia exclusiva en
materia de promoción y atención a la Juventud. Esta
competencia fue asumida originariamente en la etapa
preautonómica a través del Real Decreto 2469/82, de 12
de agosto, sobre transferencia de competencias, funcio-
nes y servicios de la Administración del Estado al Con-
sejo General de Castilla y León en materia de cultura.

Motivada por la demanda social existente y en el
ejercicio de sus competencias, la Administración de la
Comunidad de Castilla y León ha ido dictando un con-
junto de disposiciones juveniles de carácter reglamenta-
rio, además de la Ley 3/1984, de 5 de octubre, de crea-
ción del Consejo de la Juventud de Castilla y León.
Dicho marco normativo se ha centrado tradicionalmente
en ámbitos de actuación concretos como la animación
juvenil y el tiempo libre, el asociacionismo juvenil, las
instalaciones juveniles y la información juvenil, entre
otros, dejando sin definir otros ámbitos de intervención
relevantes para los jóvenes. De ahí la necesidad de una
Ley de Juventud capaz de articular, las competencias
entre distintas administraciones públicas, definir nítida-
mente los servicios específicos que deben ponerse a dis-
posición de los jóvenes, coordinar las distintas medidas
de carácter transversal y aquellas otras de carácter inte-
rinstitucional, y facilitar los procesos de participación
juveniles. Esta Ley se configura por tanto como una
norma jurídica de carácter innovador, no sólo en la
Comunidad de Castilla y León sino también, en el con-
junto del Estado Español.

TEXTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN

PROYECTO DE LEY DE JUVENTUD DE
CASTILLA Y LEÓN

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Constitución Española en su artículo 9.2 enco-
mienda a los poderes públicos promover las condiciones
para que la libertad y la igualdad del individuo y de los
grupos en que se integran sean reales y efectivas, remo-
ver los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y
facilitar la participación de todos los ciudadanos. Los
poderes públicos deben actuar positivamente apoyando
el avance de la colectividad hacia una sociedad más
libre, igualitaria y participativa, que pueda ser una reali-
dad plena en el futuro. Un futuro que pertenece, por defi-
nición, a los jóvenes, quienes deben participar activa-
mente en el progreso social. Por ello, la Constitución
Española en su artículo 48 contiene un mandato genérico
dirigido a los poderes públicos en orden a promover las
condiciones que hagan posible la participación libre y
eficaz de la Juventud en el desarrollo político, social,
económico y cultural.

Fundamentado en el mandato constitucional, y a fin
de desarrollar el mismo, el Estatuto de Autonomía de
Castilla y León, dispone en su art. 32.1.19 que la Comu-
nidad de Castilla y León tiene competencia exclusiva en
materia de promoción y atención a la Juventud. Esta
competencia fue asumida originariamente en la etapa
preautonómica a través del Real Decreto 2469/82, de 12
de agosto, sobre transferencia de competencias, funcio-
nes y servicios de la Administración del Estado al Con-
sejo General de Castilla y León en materia de cultura.

Motivada por la demanda social existente y en el
ejercicio de sus competencias, la Administración de la
Comunidad de Castilla y León ha ido dictando un con-
junto de disposiciones juveniles de carácter reglamenta-
rio, además de la Ley 3/1984, de 5 de octubre, de crea-
ción del Consejo de la Juventud de Castilla y León.
Dicho marco normativo se ha centrado tradicionalmente
en ámbitos de actuación concretos como la animación
juvenil y el tiempo libre, el asociacionismo juvenil, las
instalaciones juveniles y la información juvenil, entre
otros, dejando sin definir otros ámbitos de intervención
relevantes para los jóvenes. De ahí la necesidad de una
Ley de Juventud capaz de articular, las competencias
entre distintas administraciones públicas, definir nítida-
mente los servicios específicos que deben ponerse a dis-
posición de los jóvenes, coordinar las distintas medidas
de carácter transversal y aquellas otras de carácter inte-
rinstitucional, y facilitar los procesos de participación
juveniles. Esta Ley se configura por tanto como una
norma jurídica de carácter innovador, no sólo en la
Comunidad de Castilla y León sino también, en el con-
junto del Estado Español.

DICTAMEN
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Justificado por los cambios y las necesidades socia-
les, el proceso experimentado en España por las actua-
ciones que las distintas administraciones públicas dirigen
a los jóvenes, ha sufrido una significativa transformación
en las últimas décadas. Esta evolución se ha plasmado en
intervenciones que, partiendo de las actividades orienta-
das al tiempo libre, han dado paso en años posteriores a
la creación de distintos servicios para los jóvenes. No
obstante, la propia demanda social ha orientado las
acciones que las administraciones públicas dirigen al
colectivo juvenil, potenciando aquellos ámbitos relacio-
nados con los temas vinculados con los procesos de
emancipación juvenil.

Genéricamente, y a fin de ordenar las distintas medi-
das destinadas a los jóvenes desde las administraciones
públicas y promover otras de nueva creación en las dife-
rentes estructuras administrativas, se han puesto en fun-
cionamiento en la última década planes de carácter inte-
gral o global dirigidos específicamente a los jóvenes, con
resultados desiguales en las distintas Comunidades Autó-
nomas. Estos Planes han encontrado una de sus principa-
les dificultades en la articulación de medidas transversa-
les dentro de cada Institución. La Administración Gene-
ral del Estado también ha participado de procesos
similares.

Los distintos modelos que han generado estas inter-
venciones tienen como característica la superposición de
los mismos, y no la sustitución de unos por otros. Así,
las acciones de tiempo libre conviven dentro de las mis-
mas administraciones con acciones destinadas a los jóve-
nes en materia de empleo o vivienda y de otros servicios
puestos a disposición del colectivo juvenil. Esta trayecto-
ria, ha tenido un reflejo similar en otros países de la
Unión Europea, que por otro lado desarrollan modelos de
intervención en favor de los jóvenes apoyados en una
trayectoria democrática más prolongada. Con la plena
integración de España en la Unión Europea y los progra-
mas dirigidos a jóvenes desde la misma, se consolidan
modelos diferenciados pero coincidentes en el apoyo
prestado al joven desde las administraciones e institucio-
nes.

Recogiendo la experiencia aportada por esta trayecto-
ria, y buscando dotar de mayor agilidad, eficacia y efi-
ciencia las acciones dirigidas a los jóvenes desde las
administraciones públicas y promover procesos de parti-
cipación social, la Junta de Castilla y León ha puesto de
manifiesto recientemente las líneas directrices, en rela-
ción con el colectivo juvenil, en el I Plan General de
Juventud de Castilla y León, donde se establecen estrate-
gias y planificaciones que hacen coherente y participati-
va la presencia de los jóvenes dentro de la Administra-
ción Autonómica. Dicho Plan, aprobado el 26 de abril de
2001, determina la elaboración y aprobación de un Pro-
yecto de Ley de Juventud, como aspecto concreto y
determinante en el ámbito normativo de la Comunidad
de Castilla y León.

Justificado por los cambios y las necesidades socia-
les, el proceso experimentado en España por las actua-
ciones que las distintas administraciones públicas dirigen
a los jóvenes, ha sufrido una significativa transformación
en las últimas décadas. Esta evolución se ha plasmado en
intervenciones que, partiendo de las actividades orienta-
das al tiempo libre, han dado paso en años posteriores a
la creación de distintos servicios para los jóvenes. No
obstante, la propia demanda social ha orientado las
acciones que las administraciones públicas dirigen al
colectivo juvenil, potenciando aquellos ámbitos relacio-
nados con los temas vinculados con los procesos de
emancipación juvenil.

Genéricamente, y a fin de ordenar las distintas medi-
das destinadas a los jóvenes desde las administraciones
públicas y promover otras de nueva creación en las dife-
rentes estructuras administrativas, se han puesto en fun-
cionamiento en la última década planes de carácter inte-
gral o global dirigidos específicamente a los jóvenes, con
resultados desiguales en las distintas Comunidades Autó-
nomas. Estos Planes han encontrado una de sus principa-
les dificultades en la articulación de medidas transversa-
les dentro de cada Institución. La Administración Gene-
ral del Estado también ha participado de procesos
similares.

Los distintos modelos que han generado estas inter-
venciones tienen como característica la superposición de
los mismos, y no la sustitución de unos por otros. Así,
las acciones de tiempo libre conviven dentro de las mis-
mas administraciones con acciones destinadas a los jóve-
nes en materia de empleo o vivienda y de otros servicios
puestos a disposición del colectivo juvenil. Esta trayecto-
ria, ha tenido un reflejo similar en otros países de la
Unión Europea, que por otro lado desarrollan modelos de
intervención en favor de los jóvenes apoyados en una
trayectoria democrática más prolongada. Con la plena
integración de España en la Unión Europea y los progra-
mas dirigidos a jóvenes desde la misma, se consolidan
modelos diferenciados pero coincidentes en el apoyo
prestado al joven desde las administraciones e institucio-
nes.

Recogiendo la experiencia aportada por esta trayecto-
ria, y buscando dotar de mayor agilidad, eficacia y efi-
ciencia las acciones dirigidas a los jóvenes desde las
administraciones públicas y promover procesos de parti-
cipación social, la Junta de Castilla y León ha puesto de
manifiesto recientemente las líneas directrices, en rela-
ción con el colectivo juvenil, en el I Plan General de
Juventud de Castilla y León, donde se establecen estrate-
gias y planificaciones que hacen coherente y participati-
va la presencia de los jóvenes dentro de la Administra-
ción Autonómica. Dicho Plan, aprobado el 26 de abril de
2001, determina la elaboración y aprobación de un Pro-
yecto de Ley de Juventud, como aspecto concreto y
determinante en el ámbito normativo de la Comunidad
de Castilla y León.
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La presente Ley se estructura en seis Títulos y uno
más de carácter Preliminar, que consta de ochenta y
nueve artículos, una disposición adicional, dos disposi-
ciones transitorias, una derogatoria y siete finales.

El Título Preliminar contiene el objeto de la Ley y
delimita su ámbito de aplicación, que se extiende a todos
los jóvenes residentes o transeúntes en el territorio caste-
llano y leonés, así como a todas las personas físicas y
jurídicas que realicen actividades o presten servicios que
tengan por destinatarios a los jóvenes.

Este Título establece, asimismo, los principios infor-
madores de la Ley y las bases y criterios que deben regir
la planificación y programación de las actuaciones en
materia de Juventud y cuya finalidad, no es otra, que
dotar a las administraciones públicas de un instrumento
que las permita llevar a cabo un diseño ordenado, cohe-
rente y racionalizado de sus políticas de Juventud, asegu-
rando al mismo tiempo la continuidad de las mismas.

El Título I efectúa una delimitación de competencias
en materia de Juventud, especificando, por un lado, las
que corresponden a la Comunidad Autónoma de Castilla
y León y, por otro lado, a las Entidades Locales com-
prendidas dentro de su ámbito territorial. En este sentido,
la Ley de Juventud de Castilla y León, se perfila como
un considerable avance sectorial del futuro Pacto Local
Autonómico, donde prima la descentralización, la articu-
lación de las competencias y la coordinación de las mis-
mas, favoreciendo la máxima eficacia y eficiencia en la
aplicación de acciones dirigidas a los jóvenes desde la
administración local, y clarificando y ordenando el papel
de las distintas administraciones.

La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las
Bases de Régimen Local, dispone en su artículo 2 la
obligación para el Estado y las Comunidades Autónomas
a través de su legislación, de garantizar la autonomía e
intervención de las Entidades Locales en asuntos que son
de su interés mediante la atribución de competencias, de
conformidad con los principios de descentralización y de
máxima proximidad de la gestión administrativa a los
ciudadanos.

En este sentido, el artículo 83 de la Ley 1/1998, de 4
de junio, de Régimen Local de Castilla y León, señala
que la Comunidad Autónoma, atribuirá a los municipios
y provincias las competencias que su derecho a la auto-
nomía demande, de acuerdo con lo establecido en el artí-
culo 2.1 de la Ley Reguladora de las Bases de Régimen
Local. Siguiendo esta línea, el artículo 20 de la Ley de
Régimen Local de Castilla y León establece que los
municipios de Castilla y León ejercerán competencias,
en los términos de la legislación del Estado y de las
Leyes de la Comunidad Autónoma, en materia de aten-
ción a la Juventud.

Por otra parte, y con el objeto de garantizar la coordi-
nación de las actuaciones que, estando dirigidas a los
jóvenes, se desarrollen desde la Administración de la
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Comunidad de Castilla y León, se refuerza el papel de la
Comisión de Coordinación para la Política de Juventud,
como órgano de carácter colegiado.

Asimismo, esta Ley crea la Comisión Autonómica de
Juventud, integrada por representantes de la Junta de
Castilla y León y de las Corporaciones Locales y cuya
finalidad es fijar las bases y los criterios generales de
coordinación que permitan alcanzar un diseño armoniza-
do, unificado y coherente de los distintos planes, progra-
mas y actuaciones que, en materia de Juventud, lleven a
cabo los poderes públicos autonómico y local en el ámbi-
to territorial de Castilla y León.

El Título II contempla un conjunto de ámbitos de
actuación de la Administración de la Comunidad de Cas-
tilla y León – empleo, vivienda, formación, servicios
sociales, deporte, salud, consumo, medio ambiente,
medio agrario y sociedad de la información – que se con-
sideran esenciales para garantizar el desarrollo personal
y profesional de la Juventud y en los que se prevé, por
consiguiente, el establecimiento de acciones dirigidas a
los jóvenes desde la Administración Autonómica.

Dentro de estos sectores se refleja un especial énfasis
en el empleo y en la vivienda. El contexto social actual
exige un firme apoyo y estímulo a los jóvenes por parte
de los poderes públicos y, por lo tanto, la articulación de
un conjunto de medidas a través de las cuales se facilite,
se impulse y se estimule el acceso de los jóvenes al
empleo y la vivienda como presupuesto indispensable
para lograr su autonomía personal y conseguir su inte-
gración social y profesional. Este impulso debe encontrar
su máximo impacto en el ámbito rural debido a las carac-
terísticas geográficas del territorio de Castilla y León.

El Título III regula las denominadas líneas de promo-
ción juvenil. Se trata de un conjunto de servicios y acti-
vidades encaminados a fomentar la información y la for-
mación entre los jóvenes, la promoción cultural, las acti-
vidades de ocio y tiempo libre, el turismo juvenil, las
instalaciones juveniles y el carné joven.

Así, la Ley regula la Red de Información Juvenil de
Castilla y León, integrada por determinados servicios de
información juvenil dependientes de las entidades públi-
cas y de las privadas que soliciten su reconocimiento e
integración en la Red, y cuyo objeto, es proporcionar a
los jóvenes la información y orientación necesaria en los
distintos ámbitos de la sociedad, potenciando su partici-
pación y facilitando su inserción social y laboral.

La Ley crea, asimismo, la Red de Formación Juvenil
de la Comunidad, de la que formarán parte, por un lado,
la Escuela de Formación Juvenil de Castilla y León
dependiente de la administración de la Comunidad de
Castilla y León, y, por otro, las escuelas de animación
juvenil y tiempo libre, dependientes de las entidades
públicas y privadas que soliciten su reconocimiento e
integración en dicha Red. A través de la Red de Forma-
ción Juvenil de Castilla y León se articularán todas aque-
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llas actuaciones encaminadas a proporcionar a los jóve-
nes una formación en el ámbito de la educación no for-
mal.

Cabe señalar que, en línea con lo anteriormente
expuesto, se transfieren a las Corporaciones Locales,
desde la Junta, importantes competencias en materia de
información y formación juvenil, a través de este texto
normativo.

Por otra parte, el Título III regula las actividades cul-
turales y artísticas, de tiempo libre y de turismo juvenil.
Las actividades de aire libre, se someten a un régimen de
autorización administrativa previa, con el objeto de ase-
gurar el mantenimiento de unas condiciones de calidad
permanentes en materia higiénico-sanitaria, alimenticia,
de seguridad, educativa y medio ambiental para los parti-
cipantes.

En este Título se hace una clara referencia al fomento
de los valores culturales y la promoción de los jóvenes
artistas de Castilla y León, al tiempo que se marcan
directrices para potenciar el turismo juvenil de la Comu-
nidad con la creación de una oficina para ese fin.

También crea la Ley en este Título, la Red de Instala-
ciones Juveniles de Castilla y León, constituida por
albergues, residencias, campamentos juveniles, espacios
jóvenes y centros de Juventud, y estableciendo un regis-
tro de instalaciones juveniles en el que serán inscritas
aquellas reconocidas como tales.

Por último, el Título III se refiere a las distintas
modalidades de carné joven, que ofrecen a los jóvenes,
una serie de ventajas y facilidades para acceder a servi-
cios de carácter cultural, deportivo, recreativo, de consu-
mo, de transporte y otros similares, y al mismo tiempo
abre nuevas perspectivas para el establecimiento de otros
carnés para los jóvenes.

El Título IV, que lleva por rúbrica “De la participa-
ción juvenil”, aborda la regulación del Consejo de la
Juventud de Castilla y León y de los Consejos Provincia-
les, Comarcales y Locales de Juventud, así como de las
asociaciones juveniles de la Comunidad. En este aparta-
do de la Ley se establecen líneas básicas que hacen refe-
rencia al mundo asociativo juvenil de la Comunidad con
incorporaciones y modificaciones importantes respecto
de la Ley de creación del Consejo de la Juventud de Cas-
tilla y León, obsoleta en algunos aspectos, fomentando y
clarificando las formas de participación juvenil.

El Título V tiene por objeto la regulación de la finan-
ciación de los servicios y actividades prestados , realiza-
dos y promovidos por las administraciones autonómica y
local. Se establece aquí la financiación de las líneas de
promoción juvenil, así como las ayudas a los jóvenes a
título particular o a entidades que trabajan en el ámbito
de la Juventud.

Finalmente, la Ley, en su Título VI, establece el régi-
men sancionador a través de la inspección de servicios,
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actividades e instalaciones juveniles con un régimen de
infracciones y sanciones en las materias afectadas por la
Ley, que tienen por finalidad alcanzar un mayor grado de
protección de los derechos de los jóvenes que hagan uso
de los servicios, actividades e instalaciones juveniles.

Por último, las disposiciones adicionales, transitorias
y finales cierran un texto legal comprometido con los
jóvenes de Castilla y León, constituyendo la más rele-
vante actuación con la población juvenil en estas nueve
provincias desde que, en los primeros años de la década
de los ochenta, se transfirió esta competencia desde el
Estado a nuestra Comunidad Autónoma.

TÍTULO PRELIMINAR

Disposiciones generales

Art. 1.- Objeto y ámbito de aplicación de la Ley.

1. La presente Ley tiene por objeto establecer una
ordenación de los servicios y actividades, promovidas y
organizadas por personas físicas y jurídicas, públicas y
privadas, en el ámbito de la Comunidad de Castilla y
León, que tengan por destinatarios a los jóvenes, con el
fin de obtener un efectivo desarrollo y protección de sus
derechos, así como impulsar su participación libre y efi-
caz en el desarrollo político, social, económico y cultural
de la Comunidad.

2. Esta Ley será de aplicación a todos los jóvenes
residentes en el territorio de Castilla y León, y a las per-
sonas físicas y jurídicas, públicas y privadas, que reali-
cen actividades o presten servicios que afecten, directa o
indirectamente, a los jóvenes. Así mismo será de aplica-
ción a los jóvenes transeúntes en el territorio de Castilla
y León en lo referente a los Títulos III y VI.

Será también de aplicación a las asociaciones juveni-
les encuadradas dentro de las comunidades castellano y
leonesas asentadas fuera del territorio a que se refiere la
Ley 5/1986.

3. Se consideran jóvenes, a efectos de la presente
Ley, aquellas personas físicas con edad comprendida
entre los catorce y los treinta años, sin perjuicio de lo
establecido en otras normas promovidas por el Estado o
la Unión Europea.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado ante-
rior, esta Ley también resultará de aplicación a aquellas
personas físicas menores de catorce años en las materias
de tiempo libre y participación juvenil a que se refiere la
presente Ley. Asimismo resultará de aplicación, en un
máximo de seis años, respecto al límite superior de edad
del apartado anterior en aquellas materias vinculadas a
los procesos de emancipación y de participación juvenil
en la forma que reglamentariamente se determine.
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Art. 2.- Principios rectores.

Son principios rectores de la presente Ley:

a) El Desarrollo de Valores Democráticos, concebi-
dos como la promoción de programas y acciones tenden-
tes a potenciar la convivencia, la igualdad, la tolerancia y
la solidaridad.

b) La Igualdad de Oportunidades, que toma como
base de referencia el principio constitucional de igualdad
entre hombres y mujeres. Esta igualdad de oportunidades
se traduce en los distintos ámbitos de mayor relevancia
para a los jóvenes. En el ámbito social, se prestará espe-
cial atención a corregir las desigualdades entre los jóve-
nes y las de éstos frente a otros sectores poblacionales;
así mismo, se pondrá especial énfasis en los jóvenes más
desfavorecidos, en especial en aquellos con problemas
de adaptación, discapacidades, y en situación o riesgo de
exclusión social. En el ámbito económico y cultural ten-
drán especial atención aquellos jóvenes con menos recur-
sos. Y en el territorial, se prestará especial atención a la
corrección de desigualdades, generando actuaciones
específicas dirigidas a los jóvenes residentes en el medio
rural.

c) La Integración Social, entendida como la implica-
ción de la sociedad en su conjunto, y en especial de las
distintas Administraciones Públicas y de los agentes
sociales, en la articulación de medidas que impulsen la
inserción en el ámbito social, económico, político y cul-
tural de los jóvenes de la Comunidad de Castilla y León.

d) La Participación Juvenil, concebida como la impli-
cación de los jóvenes con la sociedad en general. Por su
parte, las Administraciones Públicas desarrollarán planes
y medidas para promover los procesos de participación
juvenil.

e) La Planificación, a través del establecimiento por
parte de distintas Administraciones Públicas de un marco
de ordenación adaptado y estable en materia de Juven-
tud, que garantice una coherencia, eficacia, continuidad
y optimización de recursos, en todas las acciones y plan-
teamientos que se lleven a cabo en esta materia.

f) La Transversalidad, como orientación y coordina-
ción de líneas y medidas llevadas a cabo desde los depar-
tamentos de una Administración, especializados en
determinados sectores poblacionales, con aquellos otros
centrados en sectores de actividad.

g) La Coordinación, entendida como la ordenada ges-
tión de competencias en materia de Juventud, estable-
ciendo órganos de participación en los ámbitos determi-
nados en la presente Ley, para favorecer la homogenei-
dad de servicios entre todos los jóvenes de Castilla y
León, y evitar, en la medida de lo posible, la duplicidad
de intervenciones y recursos.

Art. 2.- Principios rectores.

Son principios rectores de la presente Ley:

a) El Desarrollo de Valores Democráticos, concebi-
dos como la promoción de programas y acciones tenden-
tes a potenciar la convivencia, la igualdad, la tolerancia y
la solidaridad.

b) La Igualdad de Oportunidades, que toma como
base de referencia el principio constitucional de igualdad
entre hombres y mujeres. Esta igualdad de oportunidades
se traduce en los distintos ámbitos de mayor relevancia
para a los jóvenes. En el ámbito social, se prestará espe-
cial atención a corregir las desigualdades entre los jóve-
nes y las de éstos frente a otros sectores poblacionales;
así mismo, se pondrá especial énfasis en los jóvenes más
desfavorecidos, en especial en aquellos con problemas
de adaptación, discapacidades, y en situación o riesgo de
exclusión social. En el ámbito económico y cultural ten-
drán especial atención aquellos jóvenes con menos recur-
sos. Y en el territorial, se prestará especial atención a la
corrección de desigualdades, generando actuaciones
específicas dirigidas a los jóvenes residentes en el medio
rural.

c) La Integración Social, entendida como la implica-
ción de la sociedad en su conjunto, y en especial de las
distintas Administraciones Públicas y de los agentes
sociales, en la articulación de medidas que impulsen la
inserción en el ámbito social, económico, político y cul-
tural de los jóvenes de la Comunidad de Castilla y León.

d) La Participación Juvenil, concebida como la impli-
cación de los jóvenes con la sociedad en general. Por su
parte, las Administraciones Públicas desarrollarán planes
y medidas para promover los procesos de participación
juvenil.

e) La Planificación, a través del establecimiento por
parte de distintas Administraciones Públicas de un marco
de ordenación adaptado y estable en materia de Juven-
tud, que garantice una coherencia, eficacia, continuidad
y optimización de recursos, en todas las acciones y plan-
teamientos que se lleven a cabo en esta materia.

f) La Transversalidad, como orientación y coordina-
ción de líneas y medidas llevadas a cabo desde los depar-
tamentos de una Administración, especializados en
determinados sectores poblacionales, con aquellos otros
centrados en sectores de actividad.

g) La Coordinación, entendida como la ordenada ges-
tión de competencias en materia de Juventud, estable-
ciendo órganos de participación en los ámbitos determi-
nados en la presente Ley, para favorecer la homogenei-
dad de servicios entre todos los jóvenes de Castilla y
León, y evitar, en la medida de lo posible, la duplicidad
de intervenciones y recursos.
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Art. 3.- Planificación y programación de actuaciones.

1. Con el objeto de fomentar la atención a la Juven-
tud, las administraciones públicas de Castilla y León lle-
varán a cabo una planificación de las actuaciones que
vayan dirigidas a los jóvenes.

2. Las funciones de ordenación, coordinación, plani-
ficación y programación dentro de la Junta de Castilla y
León, en los ámbitos que establece la presente Ley,
corresponderán a la Consejería competente en materia de
Juventud, sin perjuicio de las competencias que tengan
atribuidas otros órganos de la Administración de la
Comunidad de Castilla y León y de las Corporaciones
Locales.

3. Para coordinar acciones y servicios en materia de
Juventud, la Junta de Castilla y León, las Diputaciones
Provinciales y los Ayuntamientos de más de 20.000
habitantes realizarán los siguientes Planes de Juventud:

- Planes Generales de Juventud de Castilla y León:
desarrollados por la Junta de Castilla y León.

- Planes Provinciales de Juventud: desarrollados por
las Diputaciones Provinciales.

- Planes Municipales de Juventud: desarrollados por
los Ayuntamientos de más de 20.000 habitantes.

4. Las administraciones públicas de Castilla y León
referidas en el apartado anterior, elaborarán los corres-
pondientes Planes de Juventud para cada período legisla-
tivo. Estas planificaciones desarrollarán los ámbitos
específicos dirigidos a los jóvenes, sin que exista depen-
dencia de objetivos y acciones entre las distintas admi-
nistraciones, si bien, se considera necesaria la exposición
de las mismas para la adecuada coordinación, colabora-
ción y optimización de recursos.

Art. 4.- Análisis de necesidades y seguimiento de actua -
ciones.

1. La Junta de Castilla y León promoverá la realiza-
ción de estudios y el establecimiento de mecanismos que
permitan la obtención de datos fiables y actuales sobre
aspectos relevantes que afecten al colectivo joven, con el
objeto de conocer y atender sus necesidades e inquietu-
des. Como mínimo, se realizará un estudio cada cuatro
años. Dicho estudio se centrará en los aspectos más rele-
vantes desarrollados en esta Ley, colaborando en el
ámbito de la participación juvenil, el Consejo de la
Juventud de Castilla y León.

2. La Consejería competente en materia de Juventud
de la Junta de Castilla y León, dispondrá igualmente de
un sistema de evaluación de la eficacia y calidad de los
recursos, servicios y procedimientos específicos para el
desarrollo de las actuaciones previstas en el Título III.

Art. 3.- Planificación y programación de actuaciones.

1. Con el objeto de fomentar la atención a la Juven-
tud, las administraciones públicas de Castilla y León lle-
varán a cabo una planificación de las actuaciones que
vayan dirigidas a los jóvenes.

2. Las funciones de ordenación, coordinación, plani-
ficación y programación dentro de la Junta de Castilla y
León, en los ámbitos que establece la presente Ley,
corresponderán a la Consejería competente en materia de
Juventud, sin perjuicio de las competencias que tengan
atribuidas otros órganos de la Administración de la
Comunidad de Castilla y León y de las Corporaciones
Locales.

3. Para coordinar acciones y servicios en materia de
Juventud, la Junta de Castilla y León, las Diputaciones
Provinciales y los Ayuntamientos de más de 20.000
habitantes realizarán los siguientes Planes de Juventud:

- Planes Generales de Juventud de Castilla y León:
desarrollados por la Junta de Castilla y León.

- Planes Provinciales de Juventud: desarrollados por
las Diputaciones Provinciales.

- Planes Municipales de Juventud: desarrollados por
cualquier Ayuntamiento de Castilla y León.

- Planes Comarcales de Juventud: desarrollados por
las Comarcas constituidas en Castilla y León.

4. Las administraciones públicas de Castilla y León
referidas en el apartado anterior, elaborarán los corres-
pondientes Planes de Juventud para cada período legisla-
tivo. Estas planificaciones desarrollarán los ámbitos
específicos dirigidos a los jóvenes, sin que exista depen-
dencia de objetivos y acciones entre las distintas admi-
nistraciones, si bien, se considera necesaria la exposición
de las mismas para la adecuada coordinación, colabora-
ción y optimización de recursos.

Art. 4.- Análisis de necesidades y seguimiento de actua -
ciones.

1. La Junta de Castilla y León promoverá la realiza-
ción de estudios y el establecimiento de mecanismos que
permitan la obtención de datos fiables y actuales sobre
aspectos relevantes que afecten al colectivo joven, con el
objeto de conocer y atender sus necesidades e inquietu-
des. Como mínimo, se realizará un estudio cada cuatro
años. Dicho estudio se centrará en los aspectos más rele-
vantes desarrollados en esta Ley, colaborando en el
ámbito de la participación juvenil, el Consejo de la
Juventud de Castilla y León.

2. La Consejería competente en materia de Juventud
de la Junta de Castilla y León, dispondrá igualmente de
un sistema de evaluación de la eficacia y calidad de los
recursos, servicios y procedimientos específicos para el
desarrollo de las actuaciones previstas en el Título III.
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3. La planificación, programación y ejecución de las
actuaciones que se lleven a cabo en el marco de lo dis-
puesto en esta Ley deberán tomar en consideración los
resultados del análisis de necesidades y del seguimiento
y evaluación de lo desarrollado.

TÍTULO I

De la organización administrativa y de la distribución de
competencias.

Capítulo I

De la organización administrativa.

Art. 5.- De la Consejería competente en materia de
Juventud.

Corresponderá a la Consejería competente en materia
de Juventud la coordinación y ejecución de acciones de
este sector de actividad administrativa.

Art. 6.- De la coordinación de acciones en materia de
Juventud.

1. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León establecerá la coordinación de acciones en materia
de Juventud atendiendo a las siguientes bases:

a) Las medidas desarrolladas desde las distintas Con-
sejerías, que afecten de modo no exclusivo a los jóvenes,
podrán ser acompañadas de otras medidas a favor de
éstos, a través de la Consejería competente en materia de
Juventud.

b) En aquellos supuestos en que se arbitren medidas
de intervención, cuyo destinatario exclusivo sea el colec-
tivo juvenil, deberán contar con la adecuada coordina-
ción a través de la Comisión descrita en el articulo
siguiente.

c) En todo caso, la orientación metodológica de las
acciones destinadas a los jóvenes desde las distintas
Consejerías de la Junta de Castilla y León contarán nece-
sariamente con el asesoramiento de la Consejería compe-
tente en materia de Juventud.

2. Para asegurar la correcta aplicación, eficacia y
seguimiento de las obligaciones, acciones y servicios a
que hace referencia la presente Ley, se establecerán las
siguientes Comisiones de coordinación:

a) Comisión de Coordinación para la política de
Juventud, como órgano de la Administración de la
Comunidad de Castilla y León para el establecimiento de
los contenidos transversales a que hace referencia el
Título II de la presente Ley.

b) Comisión de Juventud de Castilla y León, como
órgano consultivo, de coordinación y de colaboración en
materia de Juventud entre la Administración Autonómica
y las Corporaciones Locales.

3. La planificación, programación y ejecución de las
actuaciones que se lleven a cabo en el marco de lo dis-
puesto en esta Ley deberán tomar en consideración los
resultados del análisis de necesidades y del seguimiento
y evaluación de lo desarrollado.

TÍTULO I

De la organización administrativa y de la distribución de
competencias.

Capítulo I

De la organización administrativa.

Art. 5.- De la Consejería competente en materia de
Juventud.

Corresponderá a la Consejería competente en materia
de Juventud la coordinación y ejecución de acciones de
este sector de actividad administrativa.

Art. 6.- De la coordinación de acciones en materia de
Juventud.

1. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León establecerá la coordinación de acciones en materia
de Juventud atendiendo a las siguientes bases:

a) Las medidas desarrolladas desde las distintas Con-
sejerías, que afecten de modo no exclusivo a los jóvenes,
podrán ser acompañadas de otras medidas a favor de
éstos, a través de la Consejería competente en materia de
Juventud.

b) En aquellos supuestos en que se arbitren medidas
de intervención, cuyo destinatario exclusivo sea el colec-
tivo juvenil, deberán contar con la adecuada coordina-
ción a través de la Comisión descrita en el articulo
siguiente.

c) En todo caso, la orientación metodológica de las
acciones destinadas a los jóvenes desde las distintas
Consejerías de la Junta de Castilla y León contarán nece-
sariamente con el asesoramiento de la Consejería compe-
tente en materia de Juventud.

2. Para asegurar la correcta aplicación, eficacia y
seguimiento de las obligaciones, acciones y servicios a
que hace referencia la presente Ley, se establecerán las
siguientes Comisiones de coordinación:

a) Comisión de Coordinación para la política de
Juventud, como órgano de la Administración de la
Comunidad de Castilla y León para el establecimiento de
los contenidos transversales a que hace referencia el
Título II de la presente Ley.

b) Comisión de Juventud de Castilla y León, como
órgano consultivo, de coordinación y de colaboración en
materia de Juventud entre la Administración Autonómica
y las Corporaciones Locales.
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Art. 7.- De la Comisión de Coordinación para la política
de Juventud de la Administración Autonómica.

1. A través de la Comisión de Coordinación para la
política de Juventud, la Junta de Castilla y León asegura-
rá la coordinación de las medidas dirigidas a los jóvenes
desde las distintas Consejerías en los ámbitos a que hace
referencia la presente Ley.

2. La Comisión de Coordinación para la política de
Juventud estará adscrita a la Consejería competente en
materia de Juventud.

3. La Comisión de Coordinación para la política de
Juventud tendrá como funciones, además de las que
reglamentariamente se la puedan atribuir, las siguientes:

a) Proponer medidas que puedan ser integradas en el
Plan General de Juventud.

b) Velar por el seguimiento y efectivo cumplimiento
de las medidas transversales contempladas en el Plan
General de Juventud.

4. La composición de la Comisión se desarrollará
reglamentariamente, estando integrada, al menos, por:

a) Un Presidente: El Presidente de la Junta de Castilla
y León.

b) Un Vicepresidente Primero: El Consejero compe-
tente en materia de Juventud.

c) Un Vicepresidente Segundo: El titular del órgano
de Juventud.

d) Vocales: Los titulares de las Direcciones Genera-
les y representantes de los Organismos cuyas materias
están contempladas en el Título II de esta Ley.

e) Actuará como Secretario de la Comisión, un fun-
cionario nombrado por el Consejero competente en
materia de Juventud.

Art. 8.- De la Comisión de Juventud de Castilla y León.

1. La Comisión de Juventud de Castilla y León tiene
como fin servir de foro de encuentro, debate y coordina-
ción en materia de Juventud entre la Administración de
la Comunidad de Castilla y León y las Corporaciones
Locales.

2. Estarán representados en esta Comisión, la Admi-
nistración de la Comunidad de Castilla y León, los muni-
cipios de más de 20.000 habitantes y, el resto de munici-
pios, a través de las Diputaciones Provinciales. La com-
posición, organización y bases de funcionamiento se
determinarán reglamentariamente, estando al menos
constituida por los siguientes miembros:

a) Un Presidente: El Consejero competente en mate-
ria de Juventud.

b) Un Vicepresidente: El titular del órgano de Juven-
tud.

Art. 7.- De la Comisión de Coordinación para la política
de Juventud de la Administración Autonómica.

1. A través de la Comisión de Coordinación para la
política de Juventud, la Junta de Castilla y León asegura-
rá la coordinación de las medidas dirigidas a los jóvenes
desde las distintas Consejerías en los ámbitos a que hace
referencia la presente Ley.

2. La Comisión de Coordinación para la política de
Juventud estará adscrita a la Consejería competente en
materia de Juventud.

3. La Comisión de Coordinación para la política de
Juventud tendrá como funciones, además de las que
reglamentariamente se la puedan atribuir, las siguientes:

a) Proponer medidas que puedan ser integradas en el
Plan General de Juventud.

b) Velar por el seguimiento y efectivo cumplimiento
de las medidas transversales contempladas en el Plan
General de Juventud.

4. La composición de la Comisión se desarrollará
reglamentariamente, estando integrada, al menos, por:

a) Un Presidente: El Presidente de la Junta de Castilla
y León.

b) Un Vicepresidente Primero: El Consejero compe-
tente en materia de Juventud.

c) Un Vicepresidente Segundo: El titular del órgano
de Juventud.

d) Vocales: Los titulares de las Direcciones Genera-
les y representantes de los Organismos cuyas materias
están contempladas en el Título II de esta Ley.

e) Actuará como Secretario de la Comisión, un fun-
cionario nombrado por el Consejero competente en
materia de Juventud.

Art. 8.- De la Comisión de Juventud de Castilla y León.

1. La Comisión de Juventud de Castilla y León tiene
como fin servir de foro de encuentro, debate y coordina-
ción en materia de Juventud entre la Administración de
la Comunidad de Castilla y León y las Corporaciones
Locales.

2. Estarán representados en esta Comisión, la Admi-
nistración de la Comunidad de Castilla y León, los muni-
cipios de más de 20.000 habitantes y, el resto de munici-
pios, a través de las Diputaciones Provinciales. La com-
posición, organización y bases de funcionamiento se
determinarán reglamentariamente, estando al menos
constituida por los siguientes miembros:

a) Un Presidente: El Consejero competente en mate-
ria de Juventud.

b) Un Vicepresidente: El titular del órgano de Juven-
tud.
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c) Vocales: Los titulares de en materia de Juventud
de las Corporaciones Locales.

d) Actuará como Secretario de la Comisión, un fun-
cionario nombrado por el Presidente de la Comisión.

3. La Comisión de Juventud de Castilla y León estará
adscrita a la Consejería competente en materia de Juven-
tud.

4. La Comisión de Juventud de Castilla y León tendrá
como funciones, además de las que se la puedan atribuir
reglamentariamente, las siguientes:

a) Detectar y analizar necesidades, en relación con
los problemas que afecten al sector juvenil, teniendo en
cuenta las distintas realidades territoriales.

b) Ser el ámbito de exposición de los planes de
Juventud.

c) Coordinar acciones de planificación que persigan
optimizar recursos y evitar duplicidades.

d) Elaborar un informe con carácter bianual sobre el
grado de cumplimiento de los diferentes planes de juven-
tud.

5. La Comisión de Juventud de Castilla y León podrá
crear subcomisiones de carácter técnico para su asesora-
miento tal y como se determine reglamentariamente.

Capítulo II

De la distribución de competencias.

Art. 9.- De las competencias en materia de Juventud de
la Comunidad Autónoma.

1. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León, coordinará con las Corporaciones Locales el esta-
blecimiento de medidas permanentes a favor de los jóve-
nes.

2. La Junta de Castilla y León aprobará el correspon-
diente Plan General de Juventud en el primer semestre de
cada legislatura.

3. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León regulará en materia de promoción juvenil, los
siguientes ámbitos:

a) Formación juvenil.

b) Información juvenil.

c) Actividades juveniles a que hace referencia la pre-
sente Ley.

d) Instalaciones juveniles de la Comunidad.

e) Distintas modalidades de carné joven.

4. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León será competente para la expedición de titulaciones
en las materias de promoción juvenil determinadas en la
presente Ley.

c) Vocales: Los titulares de en materia de Juventud
de las Corporaciones Locales.

d) Actuará como Secretario de la Comisión, un fun-
cionario nombrado por el Presidente de la Comisión.

3. La Comisión de Juventud de Castilla y León estará
adscrita a la Consejería competente en materia de Juven-
tud.

4. La Comisión de Juventud de Castilla y León tendrá
como funciones, además de las que se la puedan atribuir
reglamentariamente, las siguientes:

a) Detectar y analizar necesidades, en relación con
los problemas que afecten al sector juvenil, teniendo en
cuenta las distintas realidades territoriales.

b) Ser el ámbito de exposición de los planes de
Juventud.

c) Coordinar acciones de planificación que persigan
optimizar recursos y evitar duplicidades.

d) Elaborar un informe con carácter bianual sobre el
grado de cumplimiento de los diferentes planes de juven-
tud.

5. La Comisión de Juventud de Castilla y León podrá
crear subcomisiones de carácter técnico para su asesora-
miento tal y como se determine reglamentariamente.

Capítulo II

De la distribución de competencias.

Art. 9.- De las competencias en materia de Juventud de
la Comunidad Autónoma.

1. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León, coordinará con las Corporaciones Locales el esta-
blecimiento de medidas permanentes a favor de los jóve-
nes.

2. La Junta de Castilla y León aprobará el correspon-
diente Plan General de Juventud en el primer semestre de
cada legislatura.

3. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León regulará en materia de promoción juvenil, los
siguientes ámbitos:

a) Formación juvenil.

b) Información juvenil.

c) Actividades juveniles a que hace referencia la pre-
sente Ley.

d) Instalaciones juveniles de la Comunidad.

e) Distintas modalidades de carné joven.

4. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León será competente para la expedición de titulaciones
en las materias de promoción juvenil determinadas en la
presente Ley.



15382 8 de Julio de 2002 B.O. Cortes C. y L. N.º 242

5. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León garantizará y fomentará la participación de los
jóvenes castellanos y leoneses en la vida política, social,
económica y cultural de la Comunidad Autónoma.

6. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León será competente en materia de inspección en los
ámbitos previstos en la presente Ley.

Art. 10.- De las competencias en materia de Juventud de
las Corporaciones Locales.

1. Las Corporaciones Locales, en el ejercicio de su
derecho de autonomía reconocido constitucionalmente,
ejercerán competencias en materia de Juventud en los
términos establecidos en la presente Ley y en la Ley
7/1985, reguladora de las Bases de Régimen Local.

2. Son competencias de las Diputaciones Provinciales
y de los Ayuntamientos con más de 20.000 habitantes,
las siguientes:

a) Crear con el número y extensión adecuada, las uni-
dades administrativas necesarias para la gestión de com-
petencias a ellos atribuidas por la presente Ley.

b) Establecer medidas a favor de los jóvenes en su
ámbito territorial.

c) Desarrollar líneas de promoción juvenil en el
ámbito de competencias establecido en el Título III.

d) Garantizar y fomentar la participación de los jóve-
nes, en la vida política, social, económica y cultural en
sus respectivos ámbitos de competencia.

e) Aprobar los correspondientes planes de Juventud,
en un periodo no superior a un año desde el inicio de la
legislatura. Una vez aprobados los Planes Provinciales y
Municipales de Juventud serán remitidos, a efectos infor-
mativos, a la Consejería competente en materia de
Juventud de la Junta de Castilla y León en un período no
superior a un mes desde su aprobación. En todo caso,
desarrollarán una planificación específica en materia de
Juventud en su ámbito territorial de competencia, velan-
do por:

- Desarrollar las competencias asignadas a través de
la presente Ley.

- Garantizar la coordinación con la Junta de Castilla y
León de acciones, programas y servicios destinados a los
jóvenes, a fin de optimizar los recursos existentes y ase-
gurar su máxima eficacia y eficiencia, evitando duplici-
dades innecesarias.

- Asegurar la coherencia y complementariedad del
desarrollo de Planes de Juventud Provinciales y Munici-
pales con los Planes Generales de Juventud.

f) La inspección en los ámbitos de formación e infor-
mación juvenil previstos en la presente Ley a efectos de
revocación de servicios.

5. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León garantizará y fomentará la participación de los
jóvenes castellanos y leoneses en la vida política, social,
económica y cultural de la Comunidad Autónoma.

6. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León será competente en materia de inspección en los
ámbitos previstos en la presente Ley.

Art. 10.- De las competencias en materia de Juventud de
las Corporaciones Locales.

1. Las Corporaciones Locales, en el ejercicio de su
derecho de autonomía reconocido constitucionalmente,
ejercerán competencias en materia de Juventud en los
términos establecidos en la presente Ley y en la Ley
7/1985, reguladora de las Bases de Régimen Local.

2. Son competencias de las Diputaciones Provinciales
y de los Ayuntamientos con más de 20.000 habitantes,
las siguientes:

a) Crear con el número y extensión adecuada, las uni-
dades administrativas necesarias para la gestión de com-
petencias a ellos atribuidas por la presente Ley.

b) Establecer medidas a favor de los jóvenes en su
ámbito territorial.

c) Desarrollar líneas de promoción juvenil en el
ámbito de competencias establecido en el Título III.

d) Garantizar y fomentar la participación de los jóve-
nes, en la vida política, social, económica y cultural en
sus respectivos ámbitos de competencia.

e) Aprobar los correspondientes planes de Juventud,
en un periodo no superior a un año desde el inicio de la
legislatura. Una vez aprobados los Planes Provinciales y
Municipales de Juventud serán remitidos, a efectos infor-
mativos, a la Consejería competente en materia de
Juventud de la Junta de Castilla y León en un período no
superior a un mes desde su aprobación. En todo caso,
desarrollarán una planificación específica en materia de
Juventud en su ámbito territorial de competencia, velan-
do por:

- Desarrollar las competencias asignadas a través de
la presente Ley.

- Garantizar la coordinación con la Junta de Castilla y
León de acciones, programas y servicios destinados a los
jóvenes, a fin de optimizar los recursos existentes y ase-
gurar su máxima eficacia y eficiencia, evitando duplici-
dades innecesarias.

- Asegurar la coherencia y complementariedad del
desarrollo de Planes de Juventud Provinciales y Munici-
pales con los Planes Generales de Juventud.

f) La inspección en los ámbitos de formación e infor-
mación juvenil previstos en la presente Ley a efectos de
revocación de servicios.
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g) Las demás competencias que, de acuerdo con la
legislación vigente, correspondan a las Corporaciones
Locales o les sean atribuidas.

TÍTULO II

De las líneas transversales de intervención.

Capítulo I

De la organización transversal en materia de Juventud.

Art. 11.- De las funciones transversales de la Consejería
competente en materia de Juventud.

La Consejería competente en materia de Juventud de
la Administración de la Comunidad de Castilla y León
tendrá las siguientes funciones transversales:

a) Informar con carácter previo las medidas específi-
cas destinadas a los jóvenes y desarrolladas por la Con-
sejería competente en cada materia.

b) Planificar y ejecutar medidas destinadas específi-
camente a los jóvenes, complementarias a las que sean
puestas en funcionamiento por otros órganos administra-
tivos de la Junta.

Art. 12.- De la planificación transversal.

1. Con carácter general, la Consejería competente en
materia de Juventud y aquellos otros órganos de la Junta
de Castilla y León afectados por este Título, establecerán
una programación de las acciones, que quedará integrada
en el Plan General de Juventud. La coordinación de
acciones se llevará a cabo a través de la Comisión de
Coordinación para la política de Juventud.

2. Con carácter específico, las Consejerías competen-
tes en materia de Empleo y Vivienda adoptarán en sus
convocatorias de ayudas públicas una reserva económica
porcentual a favor de los jóvenes, en relación con cada
una de las medidas que pudieran generarse para poten-
ciar los citados ámbitos.

Capítulo II

De la Juventud y de los distintos sectores de actuación.

Art. 13.- Juventud y Empleo.

1. La Junta de Castilla y León, en materia de Empleo,
desarrollará acciones encaminadas a facilitar el acceso al
mercado laboral de los jóvenes, ejecutando acciones que
contribuyan a mejorar la experiencia laboral de éstos y a
cubrir otras necesidades que pudieran encontrar en su iti-
nerario de inserción laboral.

2. La Junta de Castilla y León elaborará planes y
medidas destinadas al fomento del empleo juvenil con
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contribuyan a mejorar la experiencia laboral de éstos y a
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otras Administraciones para promover el autoempleo y la
contratación por cuenta ajena. En todo caso, se primará
la estabilidad laboral y la igualdad de oportunidades.

3. La Consejería competente en materia de Empleo
ejecutará las medidas que afecten a los jóvenes castella-
nos y leoneses, teniendo en cuenta, los siguientes aspec-
tos:

a) Potenciar itinerarios de inserción laboral, con espe-
cial atención a la formación para el acceso al mercado de
trabajo.

b) Fomentar ayudas a la contratación por cuenta
ajena para la promoción de la contratación de jóvenes en
puestos de trabajo estables e indefinidos.

c) Desarrollar el autoempleo juvenil y las iniciativas
emprendedoras y empresariales.

Art. 14.- Juventud y Vivienda.

1. La Junta de Castilla y León facilitará los procesos
de autonomía personal de los jóvenes y su asentamiento
dentro de la Comunidad de Castilla y León. Para ello, y
complementariamente al ámbito del empleo, desarrollará
una política activa para facilitar a los jóvenes el acceso a
una vivienda digna.

2. La Consejería competente en materia de Vivienda
ejecutará las medidas que afecten a los jóvenes castella-
nos y leoneses, con base en los siguientes aspectos:

a) Favorecer a los jóvenes en el acceso a la compra,
autoconstrucción o rehabilitación de la primera vivienda,
teniendo en cuenta sus necesidades y posibilidades eco-
nómico-financieras.

b) Promover el acceso a la vivienda en régimen de
alquiler para jóvenes.

Art. 15.- Juventud y Educación.

1. La Junta de Castilla y León establecerá entre los
jóvenes acciones de conexión entre la educación formal,
y aquella denominada como no formal. Las acciones en
materia de educación no formal se desarrollarán según lo
establecido en la presente Ley, sin perjuicio de lo esta-
blecido en otras leyes relacionadas con el ámbito educa-
tivo.

2. Se prestará especial atención a la educación en
valores a que hace referencia esta Ley, la igualdad de
oportunidades y la prevención de comportamientos
xenófobos o racistas, así como cualquier otro tipo de dis-
criminación social.

3. La Consejería competente en materia de Educación
ejecutará las medidas relacionadas con la educación for-
mal que afecten a los jóvenes castellanos y leoneses,
además de aquellas pertenecientes al ámbito de la educa-
ción no formal atendiendo los siguientes aspectos:

otras Administraciones para promover el autoempleo y la
contratación por cuenta ajena. En todo caso, se primará
la estabilidad laboral y la igualdad de oportunidades.

3. La Consejería competente en materia de Empleo
ejecutará las medidas que afecten a los jóvenes castella-
nos y leoneses, teniendo en cuenta, los siguientes aspec-
tos:

a) Potenciar itinerarios de inserción laboral, con espe-
cial atención a la formación para el acceso al mercado de
trabajo.

b) Fomentar ayudas a la contratación por cuenta
ajena para la promoción de la contratación de jóvenes en
puestos de trabajo estables e indefinidos.

c) Desarrollar el autoempleo juvenil y las iniciativas
emprendedoras y empresariales.

Art. 14.- Juventud y Vivienda.

1. La Junta de Castilla y León facilitará los procesos
de autonomía personal de los jóvenes y su asentamiento
dentro de la Comunidad de Castilla y León. Para ello, y
complementariamente al ámbito del empleo, desarrollará
una política activa para facilitar a los jóvenes el acceso a
una vivienda digna.

2. La Consejería competente en materia de Vivienda
ejecutará las medidas que afecten a los jóvenes castella-
nos y leoneses, con base en los siguientes aspectos:

a) Favorecer a los jóvenes en el acceso a la compra,
autoconstrucción o rehabilitación de la primera vivienda,
teniendo en cuenta sus necesidades y posibilidades eco-
nómico-financieras.

b) Promover el acceso a la vivienda en régimen de
alquiler para jóvenes.

Art. 15.- Juventud y Educación.

1. La Junta de Castilla y León establecerá entre los
jóvenes acciones de conexión entre la educación formal,
y aquella denominada como no formal. Las acciones en
materia de educación no formal se desarrollarán según lo
establecido en la presente Ley, sin perjuicio de lo esta-
blecido en otras leyes relacionadas con el ámbito educa-
tivo.

2. Se prestará especial atención a la educación en
valores a que hace referencia esta Ley, la igualdad de
oportunidades y la prevención de comportamientos
xenófobos o racistas, así como cualquier otro tipo de dis-
criminación de carácter sexista, homófobo o social.

3. La Consejería competente en materia de Educación
ejecutará las medidas relacionadas con la educación for-
mal que afecten a los jóvenes castellanos y leoneses,
además de aquellas pertenecientes al ámbito de la educa-
ción no formal atendiendo los siguientes aspectos:
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a) Ejecutar programas y actividades complementarias
que favorezcan la reincorporación al sistema educativo o
el acceso al empleo, así como el desarrollo de activida-
des pedagógicas.

b) Adoptar medidas que fomenten el asociacionismo
estudiantil.

4. La Consejería competente en materia de Juventud
tendrá como funciones, en materia de Educación no for-
mal, las siguientes:

a) Planificar y ejecutar, medidas relativas a la educa-
ción no formal destinadas a los jóvenes castellanos y leo-
neses.

b) Crear un sistema permanente de reconocimiento
recíproco de créditos entre aquellos ámbitos de la educa-
ción formal y de la no formal interrelacionados, como
reglamentariamente se establezca.

c) Promover el asociacionismo juvenil como uno de
los principales agentes en el ámbito de la educación no
formal.

Art. 16.- Juventud y Servicios Sociales.

1. La Junta de Castilla y León asegurará el bienestar
social de los jóvenes, reconociendo su derecho a la igual-
dad en la sociedad, su pleno desarrollo y autonomía
como personas, y su integración social.

2. Se entenderán prioritarias las actuaciones que, pla-
nificadas y desarrolladas de manera integral, se dirijan a
la prevención y eliminación de las situaciones de riesgo,
desigualdad, marginación, inadaptación, exclusión y, en
su caso, desprotección que puedan afectar, colectiva o
individualmente, a los jóvenes.

3. La Consejería competente en materia de Servicios
Sociales, ejecutará las medidas relacionadas con los ser-
vicios, programas y prestaciones sociales de acuerdo con
lo previsto en la normativa vigente para tal ámbito y
desde la consideración preferente de los siguientes
aspectos:

a) Proteger a los jóvenes, que no habiendo alcanzado
la mayoría de edad, se encuentren en situación de riesgo
o desamparo.

b) Apoyar la emancipación y la vida independiente
de los mayores de dieciséis años que se encuentren en
alguna de las situaciones a las que hace referencia el
apartado anterior o hayan permanecido bajo la guarda de
la Administración.

c) Promover de forma especial la adecuada atención e
integración de jóvenes con discapacidad gravemente
afectados.

d) Desarrollar acciones de orientación educativa y
socializadora para los jóvenes infractores a los que sea
de aplicación la legislación reguladora de la responsabili-
dad penal de los menores.

a) Ejecutar programas y actividades complementarias
que favorezcan la reincorporación al sistema educativo o
el acceso al empleo, así como el desarrollo de activida-
des pedagógicas.

b) Adoptar medidas que fomenten el asociacionismo
estudiantil.

4. La Consejería competente en materia de Juventud
tendrá como funciones, en materia de Educación no for-
mal, las siguientes:

a) Planificar y ejecutar, medidas relativas a la educa-
ción no formal destinadas a los jóvenes castellanos y leo-
neses.

b) Crear un sistema permanente de reconocimiento
recíproco de créditos entre aquellos ámbitos de la educa-
ción formal y de la no formal interrelacionados, como
reglamentariamente se establezca.

c) Promover el asociacionismo juvenil como uno de
los principales agentes en el ámbito de la educación no
formal.

Art. 16.- Juventud y Servicios Sociales.

1. La Junta de Castilla y León asegurará el bienestar
social de los jóvenes, reconociendo su derecho a la igual-
dad en la sociedad, su pleno desarrollo y autonomía
como personas, y su integración social.

2. Se entenderán prioritarias las actuaciones que, pla-
nificadas y desarrolladas de manera integral, se dirijan a
la prevención y eliminación de las situaciones de riesgo,
desigualdad, marginación, inadaptación, exclusión y, en
su caso, desprotección que puedan afectar, colectiva o
individualmente, a los jóvenes.

3. La Consejería competente en materia de Servicios
Sociales, ejecutará las medidas relacionadas con los ser-
vicios, programas y prestaciones sociales de acuerdo con
lo previsto en la normativa vigente para tal ámbito y
desde la consideración preferente de los siguientes
aspectos:

a) Proteger a los jóvenes, que no habiendo alcanzado
la mayoría de edad, se encuentren en situación de riesgo
o desamparo.

b) Apoyar la emancipación y la vida independiente
de los mayores de dieciséis años que se encuentren en
alguna de las situaciones a las que hace referencia el
apartado anterior o hayan permanecido bajo la guarda de
la Administración.

c) Promover de forma especial la adecuada atención e
integración de jóvenes con discapacidad gravemente
afectados.

d) Desarrollar acciones de orientación educativa y
socializadora para los jóvenes infractores a los que sea
de aplicación la legislación reguladora de la responsabili-
dad penal de los menores.
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e) Facilitar la integración de aquellos jóvenes en
situación de riesgo o exclusión social.

4. La Consejería responsable de Servicios Sociales, la
Consejería competente en materia de Juventud y los
demás departamentos de la Administración Autonómica,
junto con las Entidades Locales con competencia en esa
materia desarrollarán, de forma coordinada, la programa-
ción de medidas complementarias de carácter compensa-
torio y de ayuda precisas para favorecer la plena inser-
ción social de los jóvenes con cualquier desventaja
social.

Art. 17.- Juventud y Deporte.

1. La Administración de la Comunidad Autónoma
ejecutará acciones encaminadas a favorecer hábitos de
vida saludables, prestando especial atención al deporte
destinado a los jóvenes como instrumento educativo y
contributivo al mantenimiento y mejora de la salud. Para
ello desarrollará acciones, en estrecha colaboración con
otras Administraciones Públicas, garantizando un acerca-
miento y optimización de las actividades que se planteen
en esta materia.

2. La Administración de la Comunidad Autónoma
facilitará y fomentará la práctica deportiva en colabora-
ción con los Entes Locales y asociaciones juveniles pro-
moviendo la utilización de instalaciones deportivas de
centros educativos en horarios no lectivos.

3. En materia de Deporte, la Consejería competente
ejecutará las medidas que afecten a los jóvenes de la
Comunidad, complementándolas con los siguientes
aspectos:

a) Realizar programas y servicios dirigidos a poten-
ciar y fomentar la educación física y el deporte entre los
jóvenes de Castilla y León.

b) Potenciar líneas de ayuda y subvenciones en pro-
gramas y servicios deportivos cuyos destinatarios sean
específicamente los jóvenes.

Art. 18.- Juventud y Salud.

1. La Junta de Castilla y León llevará a cabo progra-
mas específicos destinados a los jóvenes de la Comuni-
dad que incorporen contenidos relacionados con la salud
pública, con especial atención a las acciones determinan-
tes de la salud y la promoción de hábitos saludables.

2. La Consejería competente en materia de Salud eje-
cutará las medidas que afecten a los jóvenes castellanos
y leoneses, desarrollando en colaboración con el resto de
las Administraciones Públicas competentes y de las enti-
dades privadas, programas de prevención de drogode-
pendencias, enfermedades de transmisión sexual, SIDA,
embarazos no deseados, y de anorexia y bulimia.

3. La Consejería competente en materia de Juventud
desarrollará medidas complementarias de promoción de

e) Facilitar la integración de aquellos jóvenes en
situación de riesgo o exclusión social.

4. La Consejería responsable de Servicios Sociales, la
Consejería competente en materia de Juventud y los
demás departamentos de la Administración Autonómica,
junto con las Entidades Locales con competencia en esa
materia desarrollarán, de forma coordinada, la programa-
ción de medidas complementarias de carácter compensa-
torio y de ayuda precisas para favorecer la plena inser-
ción social de los jóvenes con cualquier desventaja
social.

Art. 17.- Juventud y Deporte.

1. La Administración de la Comunidad Autónoma
ejecutará acciones encaminadas a favorecer hábitos de
vida saludables, prestando especial atención al deporte
destinado a los jóvenes como instrumento educativo y
contributivo al mantenimiento y mejora de la salud. Para
ello desarrollará acciones, en estrecha colaboración con
otras Administraciones Públicas, garantizando un acerca-
miento y optimización de las actividades que se planteen
en esta materia.

2. La Administración de la Comunidad Autónoma
facilitará y fomentará la práctica deportiva en colabora-
ción con los Entes Locales y asociaciones juveniles pro-
moviendo la utilización de instalaciones deportivas de
centros educativos en horarios no lectivos.

3. En materia de Deporte, la Consejería competente
ejecutará las medidas que afecten a los jóvenes de la
Comunidad, complementándolas con los siguientes
aspectos:

a) Realizar programas y servicios dirigidos a poten-
ciar y fomentar la educación física y el deporte entre los
jóvenes de Castilla y León.

b) Potenciar líneas de ayuda y subvenciones en pro-
gramas y servicios deportivos cuyos destinatarios sean
específicamente los jóvenes.

Art. 18.- Juventud y Salud.

1. La Junta de Castilla y León llevará a cabo progra-
mas específicos destinados a los jóvenes de la Comuni-
dad que incorporen contenidos relacionados con la salud
pública, con especial atención a las acciones determinan-
tes de la salud y la promoción de hábitos saludables.

2. La Consejería competente en materia de Salud eje-
cutará las medidas que afecten a los jóvenes castellanos
y leoneses, desarrollando en colaboración con el resto de
las Administraciones Públicas competentes y de las enti-
dades privadas, programas de prevención de drogode-
pendencias, enfermedades de transmisión sexual, SIDA,
embarazos no deseados, y de anorexia y bulimia.

3. La Consejería competente en materia de Juventud
desarrollará medidas complementarias de promoción de
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hábitos saludables, a través del ocio y del tiempo libre,
en coordinación con la Consejería responsable de Salud,
y los agentes descritos en los Títulos III y IV de la pre-
sente Ley.

Art. 19.- Juventud y Consumo.

1. Las acciones en materia de Consumo dirigidas a
jóvenes desde la Junta de Castilla y León, irán destinadas
a su formación e información, con el fin de contribuir a
la difusión de sus derechos como consumidores y usua-
rios, promoviendo su ejercicio de forma responsable, crí-
tica y solidaria.

2. Corresponderá a la Consejería competente en
materia de Consumo, la puesta en marcha de programas
específicamente destinados al sector juvenil, tanto en el
área educativa como en el seno de las formas organiza-
das de participación juvenil, mediante la inclusión de
aspectos relacionados con la protección y defensa de los
derechos de los consumidores y usuarios.

Art. 20.- Juventud y Medio Ambiente.

1. Las actuaciones en Medio Ambiente que se dirijan
a los jóvenes desde la Administración Autonómica se
centrarán en su sensibilización, capacitación y formación
para lograr un uso sostenible de los recursos naturales, el
mantenimiento y mejora de la calidad de vida y la nece-
saria solidaridad intergeneracional.

2. En materia de Medio Ambiente, la Consejería
competente ejecutará las medidas que afecten a los jóve-
nes castellanos y leoneses, implementándolas con los
siguientes aspectos:

a) Desarrollar actividades destinadas a jóvenes, que
permitan el conocimiento y valoración del patrimonio
natural como seña de identidad de esta Comunidad y
fuente de relación de la población con su entorno.

b) Desarrollar actividades que contribuyan a lograr
un uso sostenible de los recursos naturales y del paisaje a
través de la participación consciente de los jóvenes en la
gestión del medio.

Art. 21.- Juventud y Medio Agrario.

La Administración de la Comunidad de Castilla y
León desarrollará medidas que favorezcan la permanen-
cia de los jóvenes en núcleos rurales, prestando especial
atención a la potenciación de jóvenes agricultores, gana-
deros y silvicultores, así como los nuevos asentamientos
de jóvenes en las zonas rurales. En este sentido se adop-
tarán medidas en favor de los jóvenes para:

a) Potenciar la primera instalación de jóvenes en
explotaciones agrarias.

b) Promover la integración de jóvenes en cooperati-
vas agrarias u otro tipo de formas asociativas similares
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competente ejecutará las medidas que afecten a los jóve-
nes castellanos y leoneses, implementándolas con los
siguientes aspectos:

a) Desarrollar actividades destinadas a jóvenes, que
permitan el conocimiento y valoración del patrimonio
natural como seña de identidad de esta Comunidad y
fuente de relación de la población con su entorno.

b) Desarrollar actividades que contribuyan a lograr
un uso sostenible de los recursos naturales y del paisaje a
través de la participación consciente de los jóvenes en la
gestión del medio.

Art. 21.- Juventud y Medio Rural.

La Administración de la Comunidad de Castilla y
León desarrollará medidas que favorezcan la permanen-
cia de los jóvenes en núcleos rurales, prestando especial
atención a la potenciación de jóvenes agricultores, gana-
deros y silvicultores, así como los nuevos asentamientos
de jóvenes en las zonas rurales. En este sentido se adop-
tarán medidas en favor de los jóvenes para:

a) Potenciar la primera instalación de jóvenes en
explotaciones agrarias.

b) Promover la integración de jóvenes en cooperati-
vas agrarias u otro tipo de formas asociativas similares
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fomentando la creación de redes de jóvenes para el desa-
rrollo rural.

c) Formar en materia agrícola, ganadera y forestal.

d) Establecer iniciativas vinculadas al turismo rural.

Art. 22.- Juventud y Sociedad de la Información.

La Junta de Castilla y León ejecutará acciones para
favorecer el acceso prioritario de los jóvenes a las nuevas
tecnologías. La Consejería competente en materia de
Telecomunicaciones desarrollará líneas de promoción
que faciliten el acceso a las redes telemáticas con el fin
de:

a) Promover el acceso de los jóvenes a las nuevas
tecnologías de la información y comunicación.

b) Desarrollar acciones informativas y formativas que
acerquen al joven a la sociedad de la información.

TÍTULO III

De las líneas de promoción juvenil.

Capítulo I

De la formación juvenil.

Art. 23.- Concepto de formación juvenil.

Se considera formación juvenil, la educación no for-
mal cuyos contenidos, metodologías y actuaciones se
centran en las líneas de promoción juvenil descritas en
esta Ley, que sirven de apoyo a la educación formal de
los jóvenes castellanos y leoneses.

Art. 24.- La Red de Formación Juvenil de Castilla y
León.

1. Para asegurar el correcto funcionamiento de la for-
mación juvenil en el ámbito territorial de Castilla y
León, se crea la Red de Formación Juvenil de Castilla y
León que estará integrada por:

a) La Escuela de Formación Juvenil de Castilla y
León.

b) Las escuelas de animación juvenil y tiempo libre
reconocidas oficialmente.

Así mismo el Consejo de la Juventud de Castilla y
León estará representado en dicha red.

2. Podrán ser reconocidos como miembros de la Red
de Formación Juvenil las entidades públicas o privadas
cuando lo soliciten y cumplan los requisitos exigidos en
la reglamentación correspondiente.

fomentando la creación de redes de jóvenes para el desa-
rrollo rural.

c) Formar en materia agrícola, ganadera y forestal.

d) Establecer iniciativas vinculadas al turismo rural.

e) Establecer iniciativas de autoempleo en materias
de artesanía, arquitectura tradicional y valores etnográfi-
cos.

Art. 22.- Juventud y Sociedad de la Información.

La Junta de Castilla y León ejecutará acciones para
favorecer el acceso prioritario de los jóvenes a las nuevas
tecnologías. La Consejería competente en materia de
Telecomunicaciones desarrollará líneas de promoción
que faciliten el acceso a las redes telemáticas con el fin
de:

a) Promover el acceso de los jóvenes a las nuevas
tecnologías de la información y comunicación.

b) Desarrollar acciones informativas y formativas que
acerquen al joven a la sociedad de la información.

TÍTULO III

De las líneas de promoción juvenil.

Capítulo I

De la formación juvenil.

Art. 23.- Concepto de formación juvenil.

Se considera formación juvenil, la educación no for-
mal cuyos contenidos, metodologías y actuaciones se
centran en las líneas de promoción juvenil descritas en
esta Ley, que sirven de apoyo a la educación formal de
los jóvenes castellanos y leoneses.

Art. 24.- La Red de Formación Juvenil de Castilla y
León.

1. Para asegurar el correcto funcionamiento de la for-
mación juvenil en el ámbito territorial de Castilla y
León, se crea la Red de Formación Juvenil de Castilla y
León que estará integrada por:

a) La Escuela de Formación Juvenil de Castilla y
León.

b) Las escuelas de animación juvenil y tiempo libre
reconocidas oficialmente.

Así mismo el Consejo de la Juventud de Castilla y
León estará representado en dicha red.

2. Podrán ser reconocidos como miembros de la Red
de Formación Juvenil las entidades públicas o privadas
cuando lo soliciten y cumplan los requisitos exigidos en
la reglamentación correspondiente.
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3. Las escuelas de animación juvenil y tiempo libre
podrán tener ámbito local, provincial o autonómico.

4. La Red de Formación Juvenil de Castilla y León
contará con una estructura coordinada desde la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León.

5. Corresponde a la Escuela de Formación Juvenil de
Castilla y León el desarrollo de tareas formativas en los
siguientes ámbitos:

a) Formación de formadores, dirigida al profesorado
de las escuelas de animación juvenil y tiempo libre.

b) Actividades formativas dirigidas al personal de la
Red de Información Juvenil de Castilla y León.

c) Realización de cursos en los niveles formativos
que reglamentariamente se establezcan en materia de
actividades de tiempo libre.

d) Actividades formativas dirigidas al personal de la
Red de Instalaciones Juveniles de Castilla y León.

e) Intercambios de experiencias con otras comunida-
des autónomas o países en materia de formación juvenil,
tiempo libre y participación juvenil, sin perjuicio de las
competencias que en estas materias ejerza la Administra-
ción del Estado.

f) Actividades de actualización para personal titulado
en los diferentes ámbitos establecidos en la presente Ley.

g) Otras actividades formativas complementarias y de
interés común para el conjunto de los jóvenes de Castilla
y León.

6. Corresponden a las escuelas de animación juvenil
y tiempo libre reconocidas, la realización de las siguien-
tes actividades formativas, con exclusión de aquellas
desempeñadas por la Escuela de Formación Juvenil de
Castilla y León:

a) Los cursos de grado para la obtención de titulacio-
nes de tiempo libre.

b) Las especialidades que reglamentariamente se
determinen.

c) Otras actividades formativas pertenecientes al
ámbito de la formación juvenil.

Art. 25.- Titulaciones en materia de formación juvenil.

La administración de la Comunidad Autónoma de
Castilla y León expedirá en el ámbito de la educación no
formal, al menos, titulaciones en materia de formación
de formadores en materia de tiempo libre, actividades de
tiempo libre, información juvenil e instalaciones juveni-
les.

Art. 26.- Funciones de la Administración Autonómica.

La Junta de Castilla y León tendrá las siguientes fun-
ciones en materia de formación juvenil:

3. Las escuelas de animación juvenil y tiempo libre
podrán tener ámbito local, provincial o autonómico.

4. La Red de Formación Juvenil de Castilla y León
contará con una estructura coordinada desde la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León.

5. Corresponde a la Escuela de Formación Juvenil de
Castilla y León el desarrollo de tareas formativas en los
siguientes ámbitos:

a) Formación de formadores, dirigida al profesorado
de las escuelas de animación juvenil y tiempo libre.

b) Actividades formativas dirigidas al personal de la
Red de Información Juvenil de Castilla y León.

c) Realización de cursos en los niveles formativos
que reglamentariamente se establezcan en materia de
actividades de tiempo libre.

d) Actividades formativas dirigidas al personal de la
Red de Instalaciones Juveniles de Castilla y León.

e) Intercambios de experiencias con otras comunida-
des autónomas o países en materia de formación juvenil,
tiempo libre y participación juvenil, sin perjuicio de las
competencias que en estas materias ejerza la Administra-
ción del Estado.

f) Actividades de actualización para personal titulado
en los diferentes ámbitos establecidos en la presente Ley.

g) Otras actividades formativas complementarias y de
interés común para el conjunto de los jóvenes de Castilla
y León.

6. Corresponden a las escuelas de animación juvenil
y tiempo libre reconocidas, la realización de las siguien-
tes actividades formativas, con exclusión de aquellas
desempeñadas por la Escuela de Formación Juvenil de
Castilla y León:

a) Los cursos de grado para la obtención de titulacio-
nes de tiempo libre.

b) Las especialidades que reglamentariamente se
determinen.

c) Otras actividades formativas pertenecientes al
ámbito de la formación juvenil.

Art. 25.- Titulaciones en materia de formación juvenil.

La administración de la Comunidad Autónoma de
Castilla y León expedirá en el ámbito de la educación no
formal, al menos, titulaciones en materia de formación
de formadores en materia de tiempo libre, actividades de
tiempo libre, información juvenil e instalaciones juveni-
les.

Art. 26.- Funciones de la Administración Autonómica.

La Junta de Castilla y León tendrá las siguientes fun-
ciones en materia de formación juvenil:
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a) Regular, coordinar y representar la Red de Forma-
ción Juvenil de Castilla y León.

b) Reconocer y revocar las escuelas de animación
juvenil y tiempo libre de ámbito autonómico.

c) Registrar e inspeccionar las escuelas de animación
juvenil y tiempo libre.

d) Realizar tareas informativas, administrativas, for-
mativas y de evaluación que reglamentariamente se
determinen.

Art. 27.- Funciones de las Corporaciones Locales en
materia de formación juvenil.

Las Diputaciones Provinciales y los Ayuntamientos
de más de 20.000 habitantes tendrán las siguientes fun-
ciones en materia de formación juvenil:

a) Crear y mantener una escuela de animación juvenil
y tiempo libre que canalice la formación juvenil de su
ámbito territorial.

b) Reconocer y revocar las escuelas de animación
juvenil y tiempo libre en su ámbito territorial, de acuerdo
con la normativa autonómica.

c) Inspeccionar y realizar tareas de seguimiento a las
escuelas de animación juvenil y tiempo libre reconocidas
por la propia corporación local, a efectos exclusivos de
la posible revocación de las mismas.

d) Realizar tareas informativas, administrativas, for-
mativas y de evaluación que reglamentariamente se
determinen.

e) Desarrollar actividades formativas en su ámbito de
intervención atendiendo a los criterios de coordinación
establecidos por la Red de Formación Juvenil de Castilla
y León.

Capítulo II

De la información juvenil.

Art. 28.- Concepto y principios de la información juve -
nil.

1. Se entiende por información juvenil, a efectos de
la presente Ley, la actividad de búsqueda, tratamiento y
difusión de la información, así como la orientación y
asesoramiento prestado a los jóvenes en los servicios de
información juvenil cuya estructura territorial y atribu-
ciones se desarrollarán reglamentariamente, siendo el fin
de los mismos poner a su alcance los elementos necesa-
rios para mejorar la toma de decisiones en ámbitos deter-
minantes de su vida y posibilitar que sean ciudadanos
activos de la sociedad.

2. La información juvenil se basará en los principios
que reglamentariamente se determinen y tendrán por
base aquellos otros generados por los órganos competen-

a) Regular, coordinar y representar la Red de Forma-
ción Juvenil de Castilla y León.

b) Reconocer y revocar las escuelas de animación
juvenil y tiempo libre de ámbito autonómico.

c) Registrar e inspeccionar las escuelas de animación
juvenil y tiempo libre.

d) Realizar tareas informativas, administrativas, for-
mativas y de evaluación que reglamentariamente se
determinen.

Art. 27.- Funciones de las Corporaciones Locales en
materia de formación juvenil.

Las Diputaciones Provinciales y los Ayuntamientos
de más de 20.000 habitantes tendrán las siguientes fun-
ciones en materia de formación juvenil:

a) Crear y mantener una escuela de animación juvenil
y tiempo libre que canalice la formación juvenil de su
ámbito territorial.

b) Reconocer y revocar las escuelas de animación
juvenil y tiempo libre en su ámbito territorial, de acuerdo
con la normativa autonómica.

c) Inspeccionar y realizar tareas de seguimiento a las
escuelas de animación juvenil y tiempo libre reconocidas
por la propia corporación local, a efectos exclusivos de
la posible revocación de las mismas.

d) Realizar tareas informativas, administrativas, for-
mativas y de evaluación que reglamentariamente se
determinen.

e) Desarrollar actividades formativas en su ámbito de
intervención atendiendo a los criterios de coordinación
establecidos por la Red de Formación Juvenil de Castilla
y León.

Capítulo II

De la información juvenil.

Art. 28.- Concepto y principios de la información juve -
nil.

1. Se entiende por información juvenil, a efectos de
la presente Ley, la actividad de búsqueda, tratamiento y
difusión de la información, así como la orientación y
asesoramiento prestado a los jóvenes en los servicios de
información juvenil cuya estructura territorial y atribu-
ciones se desarrollarán reglamentariamente, siendo el fin
de los mismos poner a su alcance los elementos necesa-
rios para mejorar la toma de decisiones en ámbitos deter-
minantes de su vida y posibilitar que sean ciudadanos
activos de la sociedad.

2. La información juvenil se basará en los principios
que reglamentariamente se determinen y tendrán por
base aquellos otros generados por los órganos competen-



153918 de Julio de 2002B.O. Cortes C. y L. N.º 242

tes de ámbito estatal o europeo en materia de informa-
ción juvenil.

Art. 29.- La Red de Información Juvenil de Castilla y
León.

1. Para asegurar la correcta canalización de la infor-
mación juvenil, en el ámbito territorial de Castilla y
León se establece la Red de Información Juvenil, que
estará integrada, al menos por centros, puntos y antenas
de información juvenil junto con otros servicios que en
esta materia pudieran establecerse reglamentariamente.
Los servicios de información juvenil podrán depender
de:

a) La Administración de la Comunidad de Castilla y
León.

b) Las Corporaciones Locales.

c) Otras Entidades Públicas.

d) Entidades Privadas.

Así mismo, el Consejo de la Juventud de Castilla y
León estará representado en dicha Red.

2. La Red de Información Juvenil de Castilla y León
contará con una estructura coordinada desde la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León.

Art. 30.- Titulaciones en materia de información juvenil.

Corresponde a la Administración de la Comunidad de
Castilla y León la expedición de titulaciones en materia
de información juvenil en los distintos niveles formati-
vos. Dichas titulaciones serán exigidas para el desempe-
ño de las tareas vinculadas con la información juvenil.

Art. 31.- Funciones de la Administración Autonómica.

La Junta de Castilla y León tendrá las siguientes fun-
ciones en materia de información juvenil:

a) Regular y coordinar la información juvenil en Cas-
tilla y León.

b) Reconocer y revocar centros de información juve-
nil.

c) Realizar tareas informativas, documentales, forma-
tivas, de asesoramiento, de difusión y de evaluación que
reglamentariamente se determinen.

d) Registrar e inspeccionar la red de información
juvenil de Castilla y León.

Art. 32.- Funciones de las Corporaciones Locales en
materia de información juvenil.

Las Diputaciones Provinciales y los Ayuntamientos
de más de veinte mil habitantes tendrán las siguientes
funciones en materia de información juvenil:

tes de ámbito estatal o europeo en materia de informa-
ción juvenil.

Art. 29.- La Red de Información Juvenil de Castilla y
León.

1. Para asegurar la correcta canalización de la infor-
mación juvenil, en el ámbito territorial de Castilla y
León se establece la Red de Información Juvenil, que
estará integrada, al menos por centros, puntos y antenas
de información juvenil junto con otros servicios que en
esta materia pudieran establecerse reglamentariamente.
Los servicios de información juvenil podrán depender
de:

a) La Administración de la Comunidad de Castilla y
León.

b) Las Corporaciones Locales.

c) Otras Entidades Públicas.

d) Entidades Privadas.

Así mismo, el Consejo de la Juventud de Castilla y
León estará representado en dicha Red.

2. La Red de Información Juvenil de Castilla y León
contará con una estructura coordinada desde la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León.

Art. 30.- Titulaciones en materia de información juvenil.

Corresponde a la Administración de la Comunidad de
Castilla y León la expedición de titulaciones en materia
de información juvenil en los distintos niveles formati-
vos. Dichas titulaciones serán exigidas para el desempe-
ño de las tareas vinculadas con la información juvenil.

Art. 31.- Funciones de la Administración Autonómica.

La Junta de Castilla y León tendrá las siguientes fun-
ciones en materia de información juvenil:

a) Regular y coordinar la información juvenil en Cas-
tilla y León.

b) Reconocer y revocar centros de información juve-
nil.

c) Realizar tareas informativas, documentales, forma-
tivas, de asesoramiento, de difusión y de evaluación que
reglamentariamente se determinen.

d) Registrar e inspeccionar la red de información
juvenil de Castilla y León.

Art. 32.- Funciones de las Corporaciones Locales en
materia de información juvenil.

Las Diputaciones Provinciales y los Ayuntamientos
de más de veinte mil habitantes tendrán las siguientes
funciones en materia de información juvenil:
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a) Facilitar a los jóvenes información, documentación
y asesoramiento en las materias que sean de su interés
dentro del ámbito de actuación de la entidad local, para
lo cual deberán crear, y mantener, al menos, un centro de
información juvenil.

b) Reconocer y revocar puntos y antenas de informa-
ción juvenil en su ámbito territorial.

c) Realizar tareas de inspección y seguimiento de los
puntos y antenas información juvenil reconocidos a efec-
tos, exclusivamente, de la posible revocación de los mis-
mos.

d) Gestionar la información y documentación juvenil
en su ámbito de intervención atendiendo a los criterios
de coordinación establecidos por la Junta de Castilla y
León para la Red de Información Juvenil de Castilla y
León.

Capítulo III

De las actividades juveniles.

Art. 33.- Concepto y ámbitos de aplicación.

1. Se consideran actividades juveniles aquellas actua-
ciones desarrolladas por o para los jóvenes en los distin-
tos ámbitos de la vida política, social, económica y cultu-
ral.

2. Quedan sujetas a la presente Ley las siguientes
actividades:

2.1. Actividades juveniles de promoción artística y
cultural.

2.2. Actividades juveniles de tiempo libre. Estas a su
vez comprenden los siguientes ámbitos:

2.2.1. Actividades juveniles de aire libre.

2.2.2. Otras actividades juveniles de tiempo libre.

2.3. Actividades de turismo juvenil.

Sección 1ª: De las actividades juveniles de promoción
artística y cultural.

Art. 34.- Medidas en favor de los jóvenes en el ámbito
artístico y cultural.

1. Las Administraciones Públicas de Castilla y León
establecerán para los jóvenes la gratuidad en las visitas
públicas a los bienes culturales y museos de su titulari-
dad, potenciando las acciones encaminadas al fomento
de una cultura participativa y al alcance de la Juventud.

2. La Junta de Castilla y León, las Diputaciones Pro-
vinciales y los Ayuntamientos de más de 20.000 habitan-
tes promoverán las condiciones que faciliten el uso por
parte de los jóvenes de las siguientes instalaciones:

a) Facilitar a los jóvenes información, documentación
y asesoramiento en las materias que sean de su interés
dentro del ámbito de actuación de la entidad local, para
lo cual deberán crear, y mantener, al menos, un centro de
información juvenil.

b) Reconocer y revocar puntos y antenas de informa-
ción juvenil en su ámbito territorial.

c) Realizar tareas de inspección y seguimiento de los
puntos y antenas información juvenil reconocidos a efec-
tos, exclusivamente, de la posible revocación de los mis-
mos.

d) Gestionar la información y documentación juvenil
en su ámbito de intervención atendiendo a los criterios
de coordinación establecidos por la Junta de Castilla y
León para la Red de Información Juvenil de Castilla y
León.

Capítulo III

De las actividades juveniles.

Art. 33.- Concepto y ámbitos de aplicación.

1. Se consideran actividades juveniles aquellas actua-
ciones desarrolladas por o para los jóvenes en los distin-
tos ámbitos de la vida política, social, económica y cultu-
ral.

2. Quedan sujetas a la presente Ley las siguientes
actividades:

2.1. Actividades juveniles de promoción artística y
cultural.

2.2. Actividades juveniles de tiempo libre. Estas a su
vez comprenden los siguientes ámbitos:

2.2.1. Actividades juveniles de aire libre.

2.2.2. Otras actividades juveniles de tiempo libre.

2.3. Actividades de turismo juvenil.

Sección 1ª: De las actividades juveniles de promoción
artística y cultural.

Art. 34.- Medidas en favor de los jóvenes en el ámbito
artístico y cultural.

1. Las Administraciones Públicas de Castilla y León
establecerán para los jóvenes la gratuidad en las visitas
públicas a los bienes culturales y museos de su titulari-
dad, potenciando las acciones encaminadas al fomento
de una cultura participativa y al alcance de la Juventud.

2. La Junta de Castilla y León, las Diputaciones Pro-
vinciales y los Ayuntamientos de más de 20.000 habitan-
tes promoverán las condiciones que faciliten el uso por
parte de los jóvenes de las siguientes instalaciones:



153938 de Julio de 2002B.O. Cortes C. y L. N.º 242

- Salas de exposiciones.

- Casas de cultura.

- Otros equipamientos análogos de carácter social
destinados al fomento, promoción y difusión de la activi-
dad cultural o artística.

3. El desarrollo de las medidas a que se refieren los
dos apartados anteriores del presente artículo se fijarán
reglamentariamente.

4. Las Administraciones Públicas de Castilla y León,
según su ámbito de competencia, promoverán:

a) La realización de actividades que sirvan de divul-
gación a la obra de jóvenes artistas dentro y fuera de la
Comunidad Autónoma de Castilla y León.

b) La colaboración de entidades privadas en activida-
des de desarrollo cultural dirigidas a jóvenes.

c) Acciones de ayuda económica a jóvenes artistas.

d) Las actividades formativas de jóvenes artistas.

Sección 2ª: De las actividades juveniles de tiempo libre.

Art. 35.- Definiciones.

1. A los efectos de la presente Ley, se entiende por
actividades juveniles de tiempo libre aquellas centradas
en aspectos lúdicos, recreativos o formativos que se rea-
licen en el ámbito de la educación no formal, cuyos des-
tinatarios sean los jóvenes. Las actividades de tiempo
libre que se desarrollan generalmente tanto en instalacio-
nes fijas como en tiendas de campaña o construcciones
de carácter no estable.

2. Las actividades juveniles de tiempo libre se desa-
rrollarán reglamentariamente, incluyendo en todo caso:

a) Actividades de aire libre: aquellas con más de cua-
tro pernoctaciones continuadas en el mismo o en diferen-
tes lugares y que se desarrollan generalmente en un
entorno natural.

b) Otras actividades juveniles de tiempo libre: Aque-
llas no tipificadas como de aire libre.

Art. 36.- Organizadores de las actividades juveniles de
tiempo libre.

Podrán ser organizadores de actividades juveniles de
tiempo libre las Administraciones Públicas, las personas
jurídicas privadas con y sin ánimo de lucro, así como las
personas físicas con capacidad jurídica y de obrar.

Art. 37.- Requisitos necesarios para el desarrollo de
actividades juveniles de tiempo libre.

1. Están sujetas a autorización administrativa, en las
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aire libre. Estas actividades, a las que se refiere el aparta-
do 2.a) del articulo 35, serán autorizadas por la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León.

2. Serán requisitos mínimos para la obtención de
autorización administrativa, los siguientes:

2.1. Garantizar que las actividades de aire libre se cir-
cunscriban a las zonas permitidas por la legislación
vigente o a zonas privadas que cuenten con la autoriza-
ción expresa del propietario del terreno.

2.2. Contar con personal titulado con el adecuado
grado y nivel, en proporción al número de participantes
en la actividad, además de con los medios materiales
precisos para llevarla a cabo.

2.3. Disponer de un plan de seguridad y emergencia
adaptado a las necesidades de cada actividad.

2.4. Contar con un seguro de responsabilidad civil.

2.5. Garantizar que las actividades de aire libre se
desarrollan en condiciones higiénico-sanitarias, medio-
ambientales y educativas idóneas.

3. Los organizadores de actividades de tiempo libre
que conlleven riesgo para la seguridad de los jóvenes,
deberán contar con autorización administrativa en los
términos que reglamentariamente se determinen.

4. Las actividades a las que se refiere el apartado 2.b)
del artículo 35 no necesitarán autorización administrativa
a los efectos de lo regulado en esta Ley, con excepción
de lo determinado en el apartado anterior. No obstante,
dependiendo del número de participantes, deberán contar
siempre con el número mínimo de personal titulado en
materia de tiempo libre, profesional o universitario,
según las condiciones que reglamentariamente se deter-
minen. Así mismo las personas responsables u organiza-
dores de la actividad deberán asegurar:

- Que el desarrollo de la actividad se lleva a cabo en
zonas permitidas por la legislación vigente o en zonas
privadas con autorización del propietario.

- La seguridad de los participantes en la actividad.

- Las condiciones idóneas en materia higiénico-sani-
taria, medioambiental y educativa.

5. Todas las actividades juveniles de tiempo libre en
las que participen menores no acompañados de padres o
familiares, deberán contar siempre con la autorización
del padre, madre o tutor en los términos que reglamenta-
riamente se determinen.

Art. 38.- Titulaciones en actividades juveniles de tiempo
libre.

La Administración de la Comunidad de Castilla y
León expedirá las titulaciones en actividades juveniles de
tiempo libre, con los grados y niveles que reglamentaria-
mente se determinen, que serán exigidas, al menos, en
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los límites determinados en el artículo anterior. Asimis-
mo, promoverá acuerdos con otras Comunidades Autó-
nomas para el reconocimiento recíproco de titulaciones
en materia de tiempo libre.

Art. 39.- Actividades excluidas.

Quedan excluidas del ámbito de aplicación de la pre-
sente Ley, las siguientes actividades:

a) Actividades de carácter familiar.

b) Actividades acogidas a la Ley de Turismo de Cas-
tilla y León.

c) Cualquier otra que se establezca reglamentaria-
mente.

Sección 3ª: De las actividades de turismo juvenil.

Art. 40.- Medidas para favorecer la movilidad geográfi -
ca de los jóvenes.

1. Las Administraciones Públicas de Castilla y León
promoverán medidas en favor de los jóvenes que facili-
ten su movilidad a través de intercambios juveniles y de
actividades de cooperación, en los siguientes ámbitos:

a) Dentro de la Comunidad Autónoma, desarrollando
y potenciando de modo particular el turismo interno.

b) Con otras comunidades autónomas y países, prefe-
rentemente en Europa, para incrementar la comprensión
de la diversidad cultural, contribuyendo a la promoción
del respeto de los derechos humanos y al alejamiento de
cualquier forma de radicalismo.

2. Con el fin de promover la movilidad geográfica de
los jóvenes, la Junta de Castilla y León creará una ofici-
na de promoción del turismo juvenil cuya finalidad será
la organización de viajes y facilitar actividades de turis-
mo en condiciones ventajosas para los jóvenes de Casti-
lla y León.

3. Para responder a las necesidades de los usuarios de
esa oficina, la Junta de Castilla y León arbitrará mecanis-
mos de gestión económica ágiles y específicos que se
determinarán reglamentariamente.

Capítulo IV

De las instalaciones juveniles.

Art. 41.- Instalaciones acogidas al ámbito de aplicación
de la Ley.

A efectos de esta Ley, se consideran instalaciones
juveniles las que, perteneciendo a la Administración de
la Comunidad de Castilla y León, a las Corporaciones
Locales de esta Comunidad o a entidades de ellas depen-
dientes, están al servicio de los jóvenes, facilitándoles su
convivencia, alojamiento, formación, participación en
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actividades sociales y culturales y la adecuada utilización
del tiempo libre, sin perjuicio de lo establecido en el artí-
culo 43 de la presente Ley. Estas instalaciones son:

a) Albergue juvenil: Establecimiento que de forma
permanente o temporal se destina a dar alojamiento,
como lugar de paso, de estancia o de realización de una
actividad, preferentemente a jóvenes alberguistas, de
forma individual o colectiva, o como marco de una acti-
vidad de tiempo libre o formativa.

b) Residencia juvenil: Establecimiento de carácter
cultural y formativo puesto al servicio de aquellos jóve-
nes que por razones de estudio o trabajo se ven obligados
a permanecer fuera de su domicilio familiar durante, al
menos, un trimestre.

c) Campamento juvenil: Equipamiento de aire libre
en el que el alojamiento se realiza mediante tiendas de
campaña u otros elementos portátiles similares, estando
dotados de unos elementos básicos fijos, debidamente
preparados, para el desarrollo de actividades de tiempo
libre, culturales o educativas.

d) Espacio joven: Equipamiento destinado a ofrecer a
los jóvenes los servicios configurados en la presente Ley
como de promoción juvenil, salvo en lo referido a este
capítulo.

e) Centro joven: Equipamiento destinado a ofrecer a
los jóvenes, al menos, dos servicios de promoción juve-
nil.

Art. 42.- Características y requisitos mínimos.

1. Las instalaciones juveniles acogidas a la presente
Ley deberán cumplir lo dispuesto en ella y en sus normas
de desarrollo, sin perjuicio de las condiciones estableci-
das en la normativa general sanitaria, alimenticia, de
seguridad, medio ambiental, de accesibilidad y de supre-
sión de barreras arquitectónicas y en cualquier otra legis-
lación sectorial que pudiera ser aplicable.

2. La Junta de Castilla y León establecerá reglamen-
tariamente las condiciones básicas que deban cumplir los
distintos tipos de instalaciones juveniles, para ser reco-
nocidas como tales. En todo caso, estas condiciones bási-
cas incluirán el establecimiento de un plan de emergen-
cia y la contratación de un seguro de responsabilidad
civil.

Art. 43.- Red de Instalaciones Juveniles de Castilla y
León.

1. Se crea la Red de Instalaciones Juveniles de Casti-
lla y León, que estará coordinada por la Administración
de la Comunidad de Castilla y León y de la misma for-
marán parte los albergues, residencias y campamentos
juveniles de su titularidad, así como otras instalaciones
juveniles de titularidad pública o privada reconocidas
como tales, siempre que así lo soliciten sus titulares.
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2. Las instalaciones juveniles reconocidas por la
Administración de la Comunidad de Castilla y León
serán inscritas en un Registro.

3. Con carácter bianual, la Administración de la
Comunidad de Castilla y León publicará un censo de ins-
talaciones juveniles de Castilla y León.

Art. 44.- Titulaciones en materia de instalaciones juveni -
les.

Corresponde a la Administración de la Comunidad de
Castilla y León la expedición de titulaciones en materia
de instalaciones juveniles en los distintos niveles forma-
tivos. Dichas titulaciones serán exigidas para el desem-
peño de determinadas tareas vinculadas con este sector
de actividad, tal y como se determine reglamentariamen-
te.

Art. 45.- Derechos de los usuarios de las instalaciones
juveniles.

En todas las instalaciones juveniles existirá una Carta
de Servicios, de fácil comprensión, que se ajustará a lo
establecido reglamentariamente, y que al menos conten-
drá los derechos de los usuarios en relación con los ser-
vicios prestados.

Art. 46.- Transferencia de instalaciones juveniles.

1. La Junta de Castilla y León podrá transferir o dele-
gar a las entidades locales, según lo previsto en la Ley
1/1998, de 4 de junio, las instalaciones juveniles de su
titularidad, que se establecen en la presente Ley.

2. Las instalaciones que se transfieran o deleguen,
deberán destinarse al mismo fin objeto de la cesión o
transferencia, y en todo caso, a actividades o servicios
vinculados, en exclusiva, a la Juventud.

Capítulo V

De las distintas modalidades del carné joven.

Art. 47.- Finalidad.

Con el fin de promover determinadas ventajas entre
los jóvenes, relacionadas con el acceso a bienes y servi-
cios a la Juventud, la Junta de Castilla y León desarrolla-
rá y potenciará diversos carnés dirigidos a los jóvenes
para facilitar su acceso a servicios de carácter cultural,
deportivo, recreativo, de consumo, de transporte y otros
similares.

Art. 48.- Contenido de las prestaciones.

El contenido de las prestaciones se desarrollará regla-
mentariamente, debiendo contar en todo caso con un
seguro gratuito de asistencia en viaje.
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Art. 49.- Importe económico de los carnés para jóvenes.

La expedición de los carnés para jóvenes podrá con-
llevar por parte de los usuarios el pago de la prestación
económica que en su caso se establezca.

Art. 50.- Gestión.

La Junta de Castilla y León podrá establecer las fór-
mulas jurídicas que estime oportunas, con entidades
públicas o privadas, para operativizar la gestión de las
distintas modalidades de carné joven y potenciar los mis-
mos.

TÍTULO IV

De la participación juvenil.

Capítulo I

De las formas de participación juvenil.

Art. 51.- De las formas organizadas de participación
juvenil.

A efectos de la presente Ley, se consideran formas
organizadas de participación juvenil:

a) Las asociaciones juveniles.

b) Las secciones juveniles de otros colectivos socia-
les, políticos o sindicales.

c) Las federaciones de asociaciones juveniles.

d) Los consejos de juventud.

Art. 52.- Requisitos generales.

1. Las formas organizadas de participación juvenil
deberán cumplir con carácter general, los siguientes
requisitos:

a) Estar legalmente constituidas y registradas ante el
órgano competente de la Administración de la Comuni-
dad de Castilla y León habilitado al efecto.

b) Tener más del setenta por ciento de jóvenes entre
sus socios.

c) Contar con una Junta Directiva en la que la mitad
de sus componentes no superen la edad de treinta años.

d) Carecer de ánimo de lucro.

e) Tener una estructura interna y un régimen de fun-
cionamiento democráticos.

f) Acatar la Constitución y el Estatuto de Autonomía
de Castilla y León y manifestarlo expresamente.

2. Además de los requisitos establecidos en el aparta-
do anterior, las secciones juveniles de otros colectivos
sociales, políticos o sindicales deberán:
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b) Tener más del setenta por ciento de jóvenes entre
sus socios.

c) Contar con una Junta Directiva en la que la mitad
de sus componentes no superen la edad de treinta años.

d) Carecer de ánimo de lucro.

e) Tener una estructura interna y un régimen de fun-
cionamiento democráticos.

f) Acatar la Constitución y el Estatuto de Autonomía
de Castilla y León y manifestarlo expresamente.

2. Además de los requisitos establecidos en el aparta-
do anterior, las secciones juveniles de otros colectivos
sociales, políticos o sindicales deberán:
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a) Tener reconocidos estatutariamente autonomía
funcional y organizativa, así como gobierno propios,
para los asuntos específicamente juveniles.

b) Asegurar que los socios o afiliados de la sección
juvenil lo sean de modo voluntario, por acto expreso de
afiliación y se identifiquen como tales.

c) Garantizar que la representación de la sección
juvenil corresponda a órganos propios.

Art. 53.- De los requisitos específicos de las formas
organizadas de participación juvenil de carácter autonó -
mico.

Para ostentar el carácter autonómico, las formas orga-
nizadas de participación juvenil deberán cumplir los
siguientes requisitos:

a) Acreditar contar con un mínimo de quinientos
socios o afiliados.

b) Tener su ámbito de actuación enmarcado en el
territorio de Castilla y León, con la salvedad de aquellas
entidades cuyo objeto esté directamente vinculado a la
Comunidad de Castilla y León y justifiquen la imposibi-
lidad de establecimiento en el ámbito territorial de esta
Comunidad.

c) Tener sede formalmente constituida, al menos, en
cuatro provincias de la Comunidad de Castilla y León.

Art. 54.- De los requisitos específicos de las formas
organizadas de participación juvenil de carácter provin -
cial.

Para ostentar el carácter provincial, las formas orga-
nizadas de participación juvenil deberán cumplir los
siguientes requisitos:

a) Contar como mínimo con el número de socios o
afiliados determinados en la legislación vigente en mate-
ria de asociacionismo.

b) Tener su ámbito de actuación enmarcado en el
territorio de una provincia de la Comunidad de Castilla y
León, con la salvedad de aquellas entidades cuyo objeto
esté directamente vinculado a dicho ámbito provincial y
justifiquen la imposibilidad de establecimiento en el
mismo.

c) Tener sede formalmente constituida, en al menos
tres municipios de menos de 20.000 habitantes de la
misma provincia.

Capítulo II

Del voluntariado juvenil.

Art. 55.- Del voluntariado juvenil.

1. El voluntariado juvenil constituye, la expresión de
la participación activa de los jóvenes en la vida social

a) Tener reconocidos estatutariamente autonomía
funcional y organizativa, así como gobierno propios,
para los asuntos específicamente juveniles.
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Art. 53.- De los requisitos específicos de las formas
organizadas de participación juvenil de carácter autonó -
mico.

Para ostentar el carácter autonómico, las formas orga-
nizadas de participación juvenil deberán cumplir los
siguientes requisitos:

a) Acreditar contar con un mínimo de quinientos
socios o afiliados.

b) Tener su ámbito de actuación enmarcado en el
territorio de Castilla y León, con la salvedad de aquellas
entidades cuyo objeto esté directamente vinculado a la
Comunidad de Castilla y León y justifiquen la imposibi-
lidad de establecimiento en el ámbito territorial de esta
Comunidad.

c) Tener sede formalmente constituida, al menos, en
cuatro provincias de la Comunidad de Castilla y León.

Art. 54.- De los requisitos específicos de las formas
organizadas de participación juvenil de carácter provin -
cial.

Para ostentar el carácter provincial, las formas orga-
nizadas de participación juvenil deberán cumplir los
siguientes requisitos:

a) Contar como mínimo con el número de socios o
afiliados determinados en la legislación vigente en mate-
ria de asociacionismo.

b) Tener su ámbito de actuación enmarcado en el
territorio de una provincia de la Comunidad de Castilla y
León, con la salvedad de aquellas entidades cuyo objeto
esté directamente vinculado a dicho ámbito provincial y
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Capítulo II
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Art. 55.- Del voluntariado juvenil.
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la participación activa de los jóvenes en la vida social
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desde la solidaridad, el compromiso y la diversidad. Las
formas organizadas descritas en este Título configuran
un mecanismo relevante en el ámbito del voluntariado
juvenil.

2. Las administraciones públicas de Castilla y León,
en el ámbito de sus respectivas competencias, fomenta-
rán la participación de los jóvenes en las actividades de
voluntariado.

Capítulo III

Del Consejo de la Juventud de Castilla y León.

Art. 56.- Definición.

El Consejo de la Juventud de Castilla y León es un
ente público de derecho privado, dotado de personalidad
jurídica propia, adscrito a la Consejería competente en
materia de juventud. Tendrá como finalidad promover
iniciativas que aseguren la participación activa de los
jóvenes castellanos y leoneses en las decisiones y medi-
das que les conciernen, así como la representación de las
formas organizadas de participación juvenil en él inte-
gradas.

Art. 57.- Objetivos.

Los objetivos básicos del Consejo de la Juventud de
Castilla y León son:

a) Velar por el ejercicio de los derechos de la Juven-
tud de toda la Comunidad Autónoma de Castilla y León.

b) Procurar una incorporación más activa de la
Juventud en la vida social, política y cultural.

c) Fomentar el desarrollo y defensa del acervo cultu-
ral y de las tradiciones castellanas y leonesas entre la
Juventud.

d) Promover las distintas formas de participación de
los jóvenes.

Art. 58.- Características.

1. El Consejo de la Juventud de Castilla y León se
relacionará con la Administración de la Comunidad
Autónoma de Castilla y León a través de la Consejería
competente en materia de Juventud.

2. El Consejo de la Juventud de Castilla y León es el
organismo en el cual podrán estar representadas todas las
asociaciones y organizaciones juveniles de Castilla y
León, según las condiciones que especifica esta Ley,
siendo interlocutor válido de los jóvenes ante la Admi-
nistración Autonómica y ante cualquier institución de
carácter público o privado.

3. El Consejo de la Juventud de Castilla y León parti-
cipará en todas aquellas comisiones que la Junta de Cas-
tilla y León constituya al objeto de promover iniciativas
que afecten de forma específica a los jóvenes.
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gradas.

Art. 57.- Objetivos.

Los objetivos básicos del Consejo de la Juventud de
Castilla y León son:

a) Velar por el ejercicio de los derechos de la Juven-
tud de toda la Comunidad Autónoma de Castilla y León.

b) Procurar una incorporación más activa de la
Juventud en la vida social, política y cultural.

c) Fomentar el desarrollo y defensa del acervo cultu-
ral y de las tradiciones castellanas y leonesas entre la
Juventud.

d) Promover las distintas formas de participación de
los jóvenes.

Art. 58.- Características.

1. El Consejo de la Juventud de Castilla y León se
relacionará con la Administración de la Comunidad
Autónoma de Castilla y León a través de la Consejería
competente en materia de Juventud.

2. El Consejo de la Juventud de Castilla y León es el
organismo en el cual podrán estar representadas todas las
asociaciones y organizaciones juveniles de Castilla y
León, según las condiciones que especifica esta Ley,
siendo interlocutor válido de los jóvenes ante la Admi-
nistración Autonómica y ante cualquier institución de
carácter público o privado.

3. El Consejo de la Juventud de Castilla y León parti-
cipará en todas aquellas comisiones que la Junta de Cas-
tilla y León constituya al objeto de promover iniciativas
que afecten de forma específica a los jóvenes.
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Art. 59.- Funciones.

Serán funciones del Consejo de la Juventud de Casti-
lla y León, las siguientes:

a) Proponer a la Administración Autonómica la adop-
ción de medidas relacionadas con los problemas e intere-
ses juveniles.

b) Realizar estudios y emitir informes que puedan
serle solicitados, o que acuerden formular por su propia
iniciativa.

c) Fomentar el asociacionismo juvenil, estimulando
la creación de asociaciones y prestándoles el apoyo y la
asistencia necesarios.

d) Impulsar la efectiva integración de los jóvenes en
la sociedad castellana y leonesa.

e) Fomentar la igualdad de oportunidades entre los
jóvenes que habitan en el medio rural y el urbano.

f) Propiciar la relación entre las diferentes asociacio-
nes juveniles para facilitar la cooperación entre ellas.

g) Contribuir al desarrollo del ocio educativo y de la
actividad de la Juventud, instando a las Administraciones
Públicas a la creación de instalaciones, servicios y ayu-
das para el tiempo libre de la Juventud.

h) Asesorar a sus miembros acerca de sus derechos,
deberes, ámbito de actuación, métodos para obtener
recursos económicos y financieros de sus actividades.

i) Informar de los anteproyectos de ley y proyectos
de decreto de la Comunidad Autónoma de Castilla y
León que afecten de forma exclusiva a la Juventud.

j) Participar en los organismos consultivos que pueda
crear la Administración Autonómica para el estudio de la
problemática juvenil.

k) Propiciar las relaciones del propio Consejo de Cas-
tilla y León con el resto de los consejos de la Juventud
autonómicos, que sirvan de nexo entre las diversas
Comunidades Autónomas de España.

l) Fomentar la participación de los jóvenes castella-
nos y leoneses no asociados a través de los mecanismos
que reglamentariamente se creen al efecto.

Art. 60.- De las entidades miembros.

Podrán ser miembros del Consejo de la Juventud de
Castilla y León:

a) Las formas organizadas de participación juvenil de
carácter autonómico así como los consejos provinciales,
comarcales y locales de juventud reconocidos legalmente
como tales.

b) Cualquier otro miembro, como observador, que
apruebe el Pleno según se determine en los estatutos del
Consejo de la Juventud.
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Art. 61.- De los órganos rectores.

1. El Consejo de la Juventud contará con los siguien-
tes órganos:

a) El Pleno.

b) La Comisión Permanente.

c) El Presidente.

2. Todos los órganos del Consejo de la Juventud de
Castilla y León tendrán carácter democrático en su orga-
nización y funcionamiento.

Art. 62.- Características del Pleno.

1. El Pleno es el máximo órgano del Consejo de la
Juventud de Castilla y León y está constituido por todos
sus miembros.

2. La representación de los miembros del Consejo de
la Juventud de Castilla y León se determinará del
siguiente modo:

a) Las formas organizadas de participación juvenil de
carácter autonómico, a excepción de los Consejos de
Juventud, con una representación constituida por un
número de delegados que podrá oscilar entre uno y tres,
en función del número de socios o afiliados.

b) Los consejos de juventud de ámbito inferior al de
la Comunidad Autónoma por un mínimo de dos y un
máximo de tres delegados por provincia, tal y como se
determine reglamentariamente.

3. El Pleno tendrá las siguientes funciones:

a) Elegir la Comisión Permanente.

b) Aprobar los presupuestos y del programa de actua-
ción.

c) Aprobar los balances e informes de gestión.

d) Aprobar y modificar el reglamento de régimen
interno.

e) Resolver las solicitudes de incorporación de nue-
vos miembros del Consejo.

f) Declarar la pérdida y suspensión de la condición de
miembro.

g) Todas aquellas que se determinen reglamentaria-
mente.

Art. 63.- Características de la Comisión Permanente y
del Presidente.

1. La Comisión Permanente es el órgano encargado
de ejecutar los acuerdos del Pleno y ejercerá las funcio-
nes que le sean expresamente delegadas por el mismo.
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La Comisión Permanente presentará ante el Pleno un
informe anual de su gestión.

2. La Comisión Permanente será elegida por el Pleno
por un período de dos años y estará constituida por un
presidente, dos vicepresidentes, un secretario, un tesore-
ro y un máximo de cuatro vocales.

3. El Presidente del Consejo de la Juventud ostentará
la representación de dicha entidad.

Art. 64.- Régimen del personal y contratación adminis -
trativa.

1. El personal del Consejo de la Juventud de Castilla
y León se someterá al derecho laboral, siendo seleccio-
nado por éste, de acuerdo con los principios de publici-
dad, mérito y capacidad y nombrado por su presidente.

2. El régimen de contratación administrativa se ajus-
tará al derecho público, de acuerdo con la normativa
vigente en esta materia.

Art. 65.- Recursos económicos.

El Consejo de la Juventud de Castilla y León contará
con los siguientes recursos económicos:

a) Las dotaciones específicas que a tal fin figuren en
los presupuestos de la Comunidad Autónoma, así como
otras de entidades públicas o privadas.

b) Las aportaciones de sus miembros.

c) Los rendimientos de su patrimonio.

d) Los rendimientos que puedan generar las activida-
des propias del Consejo.

Art. 66.- Recursos administrativos.

1. Los actos del Consejo de la Juventud sujetos al
Derecho Administrativo agotan la vía administrativa.

2. En aquellos casos en los que el Consejo de la
Juventud actúe sujeto al derecho privado sus acuerdos
serán recurribles ante la jurisdicción ordinaria.

Art. 67.- Presupuesto.

1. El Consejo de la Juventud presentará a la Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León, en el mes de
junio del año anterior, para su aprobación si procede, el
anteproyecto de su presupuesto anual, que incluirá una
propuesta de financiación junto con la correspondiente
programación.

2. El Consejo de la Juventud de Castilla y León esta-
rá sometido en materia económica y presupuestaria a la
Ley de Hacienda de la Comunidad de Castilla y León.
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Capítulo IV

De los consejos provinciales, comarcales y locales de
juventud.

Art. 68.- Definición.

Son consejos de juventud aquellas entidades de dere-
cho privado, que gozan de personalidad jurídica propia,
formalmente constituidos como tales, que cuentan con
plena capacidad para el cumplimiento de sus fines, inde-
pendientes y democráticos en su organización y funcio-
namiento, integrados por formas organizadas de partici-
pación juvenil que actúan en su ámbito territorial corres-
pondiente, cuyas finalidades son:

a) Promover iniciativas juveniles.

b) Asegurar la participación de los jóvenes en las
decisiones y medidas que les conciernen.

c) Fomentar el asociacionismo juvenil.

d) Ser interlocutores válidos y representantes de los
jóvenes ante las distintas instituciones locales de su
ámbito territorial.

Art. 69.- Objetivos.

Los objetivos básicos de los consejos de juventud
serán los siguientes:

a) Velar por los derechos de la Juventud en su ámbito
territorial de actuación.

b) Procurar una incorporación más activa de la
Juventud en la vida política, social, económica y cultural.

c) Fomentar las distintas formas de participación
juvenil y favorecer las relaciones entre las diferentes for-
mas organizadas de participación juvenil que lo integren.

d) Asesorar a sus miembros sobre los derechos, debe-
res, ámbito de actuación y métodos para obtener recursos
económicos y financieros para sus actividades.

e) Fomentar el desarrollo y defensa del acervo cultu-
ral y de las tradiciones del entorno entre la Juventud.

Art. 70.- De las características de los consejos provin -
ciales, comarcales y locales de juventud.

1. Los consejos de juventud podrán tener carácter
provincial, comarcal o local, en función de su ámbito
territorial y de donde desarrollen su actividad, las entida-
des que los integren.

2. Los consejos de juventud son órganos abiertos a la
integración de todas las formas organizadas de participa-
ción juvenil existentes, sin discriminación alguna por
razones ideológicas, políticas, confesionales o de cual-
quier otra índole, dentro del respeto debido a la Constitu-
ción Española y al Estatuto de Autonomía de Castilla y
León.

Capítulo IV

De los consejos provinciales, comarcales y locales de
juventud.

Art. 68.- Definición.

Son consejos de juventud aquellas entidades de dere-
cho privado, que gozan de personalidad jurídica propia,
formalmente constituidos como tales, que cuentan con
plena capacidad para el cumplimiento de sus fines, inde-
pendientes y democráticos en su organización y funcio-
namiento, integrados por formas organizadas de partici-
pación juvenil que actúan en su ámbito territorial corres-
pondiente, cuyas finalidades son:

a) Promover iniciativas juveniles.

b) Asegurar la participación de los jóvenes en las
decisiones y medidas que les conciernen.

c) Fomentar el asociacionismo juvenil.

d) Ser interlocutores válidos y representantes de los
jóvenes ante las distintas instituciones locales de su
ámbito territorial.

Art. 69.- Objetivos.

Los objetivos básicos de los consejos de juventud
serán los siguientes:

a) Velar por los derechos de la Juventud en su ámbito
territorial de actuación.

b) Procurar una incorporación más activa de la
Juventud en la vida política, social, económica y cultural.

c) Fomentar las distintas formas de participación
juvenil y favorecer las relaciones entre las diferentes for-
mas organizadas de participación juvenil que lo integren.

d) Asesorar a sus miembros sobre los derechos, debe-
res, ámbito de actuación y métodos para obtener recursos
económicos y financieros para sus actividades.

e) Fomentar el desarrollo y defensa del acervo cultu-
ral y de las tradiciones del entorno entre la Juventud.

Art. 70.- De las características de los consejos provin -
ciales, comarcales y locales de juventud.

1. Los consejos de juventud podrán tener carácter
provincial, comarcal o local, en función de su ámbito
territorial y de donde desarrollen su actividad, las entida-
des que los integren.

2. Los consejos de juventud son órganos abiertos a la
integración de todas las formas organizadas de participa-
ción juvenil existentes, sin discriminación alguna por
razones ideológicas, políticas, confesionales o de cual-
quier otra índole, dentro del respeto debido a la Constitu-
ción Española y al Estatuto de Autonomía de Castilla y
León.
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3. Las organizaciones y entidades que pretendan inte-
grarse en un consejo de juventud deberán actuar sin
ánimo de lucro.

4. Para que un consejo de juventud tenga carácter
provincial, se requiere la integración de formas organiza-
das de participación juvenil de, al menos, cinco munici-
pios de la provincia.

5. Para que un consejo de juventud tenga carácter
comarcal, deberá estar reconocida ésta legalmente y el
consejo estará integrado por asociaciones de, al menos,
tres municipios diferentes de la misma y, en todo caso, la
inclusión, como mínimo, de la mitad de los consejos
locales existentes en ella.

6. Un consejo local de juventud es el integrado por
asociaciones juveniles que actúen en un mismo munici-
pio con programas específicos y adecuados para su
población.

7. Sólo podrá existir un consejo local por municipio,
uno comarcal por comarca y uno provincial por provin-
cia.

Art. 71.- Del reconocimiento de los consejos de juventud.

Los consejos de juventud serán reconocidos como
tales cuando estén integrados por un mínimo de cinco
asociaciones juveniles.

Art. 72.- De los órganos y disolución de los consejos de
juventud.

1. Los consejos provinciales, comarcales y locales de
juventud contarán, al menos, con los órganos de gobier-
no y representación previstas en la normativa que les sea
de aplicación.

2. Los consejos de juventud de ámbito provincial,
comarcal o local, se disolverán por las causas previstas
en la legislación aplicable.

TÍTULO V

De los recursos y de la financiación.

Art. 73.- De la financiación de las administraciones en
materia de Juventud.

1. En los presupuestos anuales de la Comunidad de
Castilla y León, de las Diputaciones Provinciales y de
los Ayuntamientos de más de 20.000 habitantes, se con-
signarán las partidas necesarias para atender a los gastos
de las actividades, servicios, obligaciones e instalaciones
propios de su competencia. Son recursos de las adminis-
traciones en esta materia:

a) Las aportaciones de las entidades privadas para el
mantenimiento de aquellas o de sus estructuras integra-
das en cualquiera de los mecanismos previstos en la pre-
sente Ley.

3. Las organizaciones y entidades que pretendan inte-
grarse en un consejo de juventud deberán actuar sin
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Art. 73.- De la financiación de las administraciones en
materia de Juventud.

1. En los presupuestos anuales de la Comunidad de
Castilla y León, de las Diputaciones Provinciales y de
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sente Ley.
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b) Las contribuciones económicas de los usuarios de
los servicios y estructuras descritos en esta Ley, cuando
haya lugar a su abono.

c) Las herencias, donaciones o legados de cualquier
índole, asignados a tal fin.

d) Cualquiera otros ingresos de derecho público o
privado, que les sean atribuidos o afectados.

2. Los presupuestos anuales de la Comunidad de Cas-
tilla y León contemplarán entre sus prioridades presu-
puestarias, en cuantía suficiente, las actuaciones previs-
tas en la presente Ley, garantizándose que, en ningún
caso, el incremento anual en las partidas correspondien-
tes al Título III de la presente Ley a desarrollar por la
Consejería competente en materia de Juventud sea infe-
rior al porcentaje medio de incremento, para el corres-
pondiente ejercicio, de los presupuestos autonómicos.

Art. 74.- Del apoyo económico de la Administración
Autonómica en materia de Juventud a las Administracio -
nes Locales.

La Administración de la Comunidad Autónoma esta-
blecerá planes especiales de financiación de las Corpora-
ciones Locales para apoyar el establecimiento y manteni-
miento de los servicios a los que se refiere esta Ley.

Art. 75.- De los precios y de las ayudas a jóvenes a título
individual.

1. El régimen de precios de los servicios, si existiere,
a que se refieren las líneas de promoción juvenil deberá
establecerse normativamente por la Administración com-
petente para los de titularidad pública; para los de inicia-
tiva privada, se oirá la propuesta de sus titulares, y se
fijarán en los conciertos respectivos cuando proceda.

2. En ningún caso las contraprestaciones económicas
de los usuarios podrán ser superiores al coste efectivo del
servicio, que se calculará deduciendo las aportaciones a
fondo perdido de las Administraciones públicas.

3. La Administración Autonómica establecerá un sis-
tema de becas y ayudas, dentro de las prestaciones com-
plementarias y de sus posibilidades, promoviendo que
ningún joven quede excluido de los servicios descritos
en el Título III por carencias económicas.

Art. 76.- De las ayudas a entidades en materia de Juven -
tud.

1. Los programas realizados por las entidades públi-
cas y privadas sin ánimo de lucro, y que formen parte de
las redes de información y formación juvenil a que hace
referencia el Título III, contarán con líneas específicas de
ayuda por parte de la Junta de Castilla y León.

2. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León establecerá líneas periódicas de ayuda para el man-
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León establecerá líneas periódicas de ayuda para el man-
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tenimiento de la vida asociativa de las asociaciones juve-
niles de carácter autonómico, mientras que las Diputa-
ciones Provinciales y Ayuntamientos de más de 20.000
habitantes establecerán líneas de apoyo económico a las
asociaciones juveniles y consejos de juventud en su
ámbito de competencia.

TÍTULO VI

Del régimen sancionador.

Capítulo I

Inspección en materia de Juventud.

Art. 77.- Competencias de inspección.

1. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León velará por el cumplimiento de lo dispuesto en la
presente Ley destinando los medios materiales y perso-
nales necesarios para el ejercicio de la función inspecto-
ra, sin perjuicio de la actividad que en esta materia
pudieran desarrollar las Corporaciones Locales en su
ámbito de competencia.

2. Serán principios de la inspección en materia de
Juventud la coordinación, la independencia y autonomía
respecto de los servicios y actividades a que hace refe-
rencia la presente Ley. En el caso concreto de la inspec-
ción de actividades de aire libre, se determinará regla-
mentariamente un mecanismo de coordinación entre las
diferentes Consejerías implicadas para el desarrollo de la
actividad inspectora.

Art. 78.- Funciones de inspección.

La inspección en materia de Juventud, sin perjuicio
de las actividades inspectoras reguladas en otras leyes,
desempeñará, respecto de los contenidos de la presente
Ley, las siguientes funciones:

a) Vigilar y comprobar el cumplimiento de los pre-
ceptos contenidos en la presente Ley, así como de las
normas que la desarrollen.

b) Informar, formar y asesorar sobre lo dispuesto en
esta Ley y en sus desarrollos reglamentarios.

c) Tramitar la documentación cumplimentada en el
ejercicio de la función inspectora.

d) Verificar los hechos que hayan sido objeto de
reclamaciones o denuncias de particulares y puedan ser
constitutivos de infracción.

e) Asegurar el control sobre el desarrollo de activida-
des juveniles que hayan sido objeto de cualquier tipo de
ayuda pública por parte de la Administración de la
Comunidad de Castilla y León, y elevación de su infor-
me a los órganos administrativos competentes.
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f) Las demás que se les atribuyan reglamentariamente.

Art. 79.- Habilitación temporal de inspectores.

La Administración de la Comunidad de Castilla y
León, para reforzar los mecanismos de inspección pre-
vistos en la presente Ley, podrá habilitar temporalmente
entre sus funcionarios, inspectores en materia de activi-
dades juveniles de aire libre. Los funcionarios habilita-
dos recibirán formación específica en materia de Juven-
tud.

Art. 80.- Facultades de inspección.

1. Los funcionarios habilitados para el ejercicio de la
actividad de inspección tendrán la consideración de auto-
ridad en el ejercicio de la misma y gozarán, como tales,
de la protección y atribuciones establecidas en la norma-
tiva vigente.

2. Para realizar las funciones propias de inspección,
los funcionarios habilitados podrán requerir la informa-
ción y documentación que estimen necesaria para verifi-
car el cumplimiento de la normativa vigente en materia
de Juventud, así como acceder libremente, y sin previo
aviso, a los locales, instalaciones juveniles, actividades y
servicios, sometidos al régimen establecido por la pre-
sente Ley.

3. Los funcionarios que desarrollen una actividad de
inspección estarán obligados a identificarse en el ejerci-
cio de la misma, mostrando las credenciales acreditativas
de su condición.

4. En el ejercicio de sus funciones, los funcionarios
habilitados para realizar tareas de inspección, en el cum-
plimiento de sus funciones, podrán recabar la colabora-
ción de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y
de la Policía Local.

5. Los funcionarios habilitados para el ejercicio de la
actividad inspectora deberán guardar secreto y sigilo pro-
fesional de los hechos que conozcan en el ejercicio de
sus funciones.

6. Las actuaciones inspectoras se llevarán a cabo con
estricta sujeción a lo dispuesto en la presente Ley y las
normas reglamentarias que la desarrollen.

Art. 81.- Documentación de la inspección.

1. Finalizada la actividad de inspección, el resultado
de la misma se hará constar documentalmente en un acta
de inspección. En la misma se constatará tanto la posible
comisión de alguna infracción legalmente prevista, como
la ausencia de las mismas.

2. El acta se sujetará al modelo oficial que se deter-
mine reglamentariamente.

Los hechos contenidos en las actas de inspección for-
malizadas legalmente, se presumirán ciertos, sin perjui-
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cio de las pruebas que puedan aportar los interesados en
defensa de sus derechos e intereses.

Capítulo II

Infracciones y sanciones.

Art. 82.- Clasificación de las infracciones.

Las infracciones tipificadas en la presente Ley se cla-
sifican en leves, graves y muy graves.

Art. 83.- Infracciones leves.

Son infracciones leves:

1. Con carácter general

a) Las actuaciones u omisiones que impliquen un
mero retraso en el cumplimiento de las obligaciones y
funciones que establece la presente Ley o que pudieran
establecerse reglamentariamente.

b) La omisión de cualquier trámite administrativo
obligatorio no comprendido expresamente en otra infrac-
ción, así como la presentación de la autorización fuera de
plazo.

2. En materia de formación juvenil

a) No realizar tareas informativas, formativas, admi-
nistrativas y de evaluación que reglamentariamente se
determinen.

b) Que el personal no cuente con las titulaciones exi-
gidas para la realización de tareas de formación juvenil.

c) Inobservancia de los programas formativos esta-
blecidos por la Administración de la Comunidad de Cas-
tilla y León.

d) Incumplimiento de la normativa reguladora de
requisitos necesarios para el establecimiento de escuelas
de animación juvenil y tiempo libre.

3. En materia de información juvenil

a) No facilitar a los jóvenes información, documenta-
ción y asesoramiento dentro del ámbito de actuación del
servicio de información juvenil.

b) No realizar tareas informativas, documentales, for-
mativas, de asesoramiento, de difusión y de evaluación
que reglamentariamente se determinen.

c) Que el personal no cuente con las titulaciones exi-
gidas para la realización de tareas de información juve-
nil.

d) Incumplimiento de la normativa reguladora de
requisitos necesarios para el establecimiento de servicios
de información juvenil.

cio de las pruebas que puedan aportar los interesados en
defensa de sus derechos e intereses.

Capítulo II

Infracciones y sanciones.

Art. 82.- Clasificación de las infracciones.

Las infracciones tipificadas en la presente Ley se cla-
sifican en leves, graves y muy graves.

Art. 83.- Infracciones leves.

Son infracciones leves:

1. Con carácter general

a) Las actuaciones u omisiones que impliquen un
mero retraso en el cumplimiento de las obligaciones y
funciones que establece la presente Ley o que pudieran
establecerse reglamentariamente.

b) La omisión de cualquier trámite administrativo
obligatorio no comprendido expresamente en otra infrac-
ción, así como la presentación de la autorización fuera de
plazo.

2. En materia de formación juvenil

a) No realizar tareas informativas, formativas, admi-
nistrativas y de evaluación que reglamentariamente se
determinen.

b) Que el personal no cuente con las titulaciones exi-
gidas para la realización de tareas de formación juvenil.

c) Inobservancia de los programas formativos esta-
blecidos por la Administración de la Comunidad de Cas-
tilla y León.

d) Incumplimiento de la normativa reguladora de
requisitos necesarios para el establecimiento de escuelas
de animación juvenil y tiempo libre.

3. En materia de información juvenil

a) No facilitar a los jóvenes información, documenta-
ción y asesoramiento dentro del ámbito de actuación del
servicio de información juvenil.

b) No realizar tareas informativas, documentales, for-
mativas, de asesoramiento, de difusión y de evaluación
que reglamentariamente se determinen.

c) Que el personal no cuente con las titulaciones exi-
gidas para la realización de tareas de información juve-
nil.

d) Incumplimiento de la normativa reguladora de
requisitos necesarios para el establecimiento de servicios
de información juvenil.



15410 8 de Julio de 2002 B.O. Cortes C. y L. N.º 242

4. En materia de carné joven

a) El incumplimiento por parte de entidades públicas
o privadas de los compromisos adquiridos con la Admi-
nistración de la Comunidad de Castilla y León.

b) Emisión por entidades autorizadas de carnés para
jóvenes promovidos por la Junta de Castilla y León, sin
ajustarse a la normativa que regula la expedición de los
mismos.

5. En materia de instalaciones juveniles

a) Mantenimiento y conservación de los locales e ins-
talaciones juveniles en deficiente estado.

b) La utilización de locales e instalaciones juveniles,
para finalidades diferentes o por personas distintas a las
establecidas en la autorización administrativa.

c) Carecer de Carta de Servicios.

d) Incumplimiento de las condiciones del emplaza-
miento del local o de la instalación determinadas en la
autorización.

e) Incumplimiento de la normativa vigente, sin per-
juicio de las condiciones establecidas en la normativa
general sanitaria, alimenticia, de seguridad, medio
ambiental, de accesibilidad y de supresión de barreras
arquitectónicas y en cualquier otra legislación sectorial
que le sea aplicable.

6. En materia de actividades juveniles

a) Permitir, en actividades juveniles de tiempo libre,
la participación de menores de edad no acompañados de
padres o familiares sin contar con la autorización escrita
del padre, madre o tutor.

b) No contar con todos los recursos declarados para
la obtención de la autorización administrativa, en el
marco de la realización de actividades juveniles de tiem-
po libre.

c) Incumplimiento de los plazos temporales fijados
en la autorización administrativa para el desarrollo de
actividades de aire libre y actividades que se realicen en
los locales e instalaciones juveniles.

Art. 84.- Infracciones graves.

Son infracciones graves:

1. Con carácter general

a) La obstaculización de la labor inspectora que no
llegue a impedirla.

b) Efectuar modificaciones substanciales en la presta-
ción de servicios e instalaciones sin cumplir las formali-
dades reglamentarias establecidas.

c) Mostrar deficiencias manifiestas y generalizadas
en la prestación de los servicios.
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d) La comisión de tres o más faltas leves en el perío-
do de un año.

e) Son infracciones graves las establecidas como
leves cuando concurra alguna de las siguientes circuns-
tancias:

- Que se haya ocasionado un grave riesgo para la
salud o la seguridad de los usuarios de actividades, servi-
cios o instalaciones juveniles.

- Que se haya causado un grave daño físico o psíqui-
co a los usuarios de las actividades, servicios o instala-
ciones juveniles.

- Cuando se haya ocasionado un riesgo a la salud o a
la seguridad o un daño físico o psíquico que no pudiendo
calificarse como muy grave, afecte a un gran número de
usuarios.

- Negligencia grave o intencionalidad.

2. En materia de formación juvenil

a) No crear y mantener una escuela de animación
juvenil y tiempo libre que canalice la formación juvenil
en el ámbito territorial de las Corporaciones Locales.

3. En materia de información juvenil

a) No crear y mantener, al menos, un centro de infor-
mación juvenil.

4. En materia de carné joven

a) Emisión de carnés para jóvenes promovidos por la
Junta de Castilla y León sin contar con la autorización
previa de ésta.

5. En materia de instalaciones juveniles

a) Que el personal no cuente con las titulaciones exi-
gidas para la realización de tareas vinculadas con este
sector de actividad, tal y como se determine reglamenta-
riamente.

b) No disponer de póliza de seguro de responsabili-
dad civil.

c) Carecer del correspondiente plan de emergencia.

d) Exceso de ocupación permitida.

6. En materia de actividades juveniles

a) Realización de actividades de aire libre sin haber
obtenido previamente autorización administrativa.

b) No contar con el personal titulado en materia de
tiempo libre, profesional o universitaria según las condi-
ciones que se determinen reglamentariamente, para el
desarrollo de actividades juveniles de tiempo libre.

c) Realización de actividades de aire libre careciendo
del material adecuado.

d) El incumplimiento de las normas que se establez-
can reglamentariamente en materia de seguridad.
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Art. 85.- Infracciones muy graves.

Son infracciones muy graves:

1. Con carácter general

a) La negativa u obstaculización que llegue a impedir
la labor inspectora.

b) Las previstas como graves cuando exista grave
riesgo para la salud o la seguridad o grave daño físico o
psíquico causado por una conducta en la que se aprecie
negligencia grave o intencionalidad, cuando afecte a un
gran número de usuarios de las actividades, servicios o
instalaciones juveniles.

c) La comisión de tres o más faltas graves en el perí-
odo de un año.

2. En materia de instalaciones juveniles

a) No destinar las instalaciones juveniles transferidas
o delegadas, al mismo fin objeto de la transferencia o, en
todo caso, a actividades o servicios vinculados en exclu-
siva, a la Juventud.

3. En materia de actividades juveniles

a) Llevar a cabo, en instalaciones juveniles o durante
el desarrollo de actividades de tiempo libre, actividades
que promuevan el racismo, la xenofobia, la violencia u
otros comportamientos contrarios a los valores democrá-
ticos.

Art. 86.- Sanciones.

1. Las sanciones aplicables a las infracciones tipifica-
das en la presente Ley, podrán consistir en:

a) Apercibimiento.

b) Multa.

c) Clausura temporal o definitiva de la instalación,
escuela de animación juvenil y tiempo libre o servicio de
información.

d) Inhabilitación temporal o definitiva del personal
titulado en los ámbitos de promoción juvenil regulados
en la presente Ley.

e) Inhabilitación para percibir subvenciones de la
Administración de Castilla y León.

2. Las infracciones tipificadas en la presente Ley
serán sancionadas de la siguiente manera:

a) Las infracciones leves se sancionarán con apercibi-
miento y multa de 300 hasta 3.000 euros, si bien podrá
imponerse únicamente la sanción de apercibimiento
cuando, no mediando reincidencia, se estime oportuno
por la escasa trascendencia de la infracción.

b) Las infracciones graves se sancionarán con multa
de 3.000,01 a 30.000 euros e imposibilidad de obtención,
o en su caso suspensión, de la autorización administrati-
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va necesaria para el desarrollo de actividades, servicios o
para el funcionamiento de la instalación por un período
de tiempo de hasta seis meses.

Además podrá imponerse alguna o algunas de las
siguientes sanciones, según proceda en función de la
naturaleza de la infracción y de su responsable:

- Clausura temporal de la instalación, escuela de
tiempo libre o servicio de información por un período de
hasta cuatro años.

- Inhabilitación por un período de hasta cuatro años
del personal titulado en los ámbitos de promoción juve-
nil regulados en la presente Ley.

- Inhabilitación para percibir subvenciones de la
Administración de Castilla y León durante un período de
uno a cinco años.

c) Las infracciones muy graves se sancionarán con
multa de 30.000,01 a 100.000 euros e imposibilidad de
obtención, o en su caso suspensión, de la autorización
administrativa necesaria para el desarrollo de activida-
des, servicios o para el funcionamiento de la instalación
por un período de tiempo de hasta doce meses. Además,
podrá imponerse alguna o algunas de las siguientes san-
ciones, según proceda en función de la naturaleza de la
infracción o de su responsable:

- Clausura de la instalación, escuela de tiempo libre o
del servicio de información de forma definitiva o por
período superior a cuatro años.

- Inhabilitación definitiva o por período superior a
cuatro años, del personal titulado en los ámbitos de pro-
moción juvenil regulados en la presente Ley.

- Inhabilitación para percibir subvenciones de la
Administración de Castilla y León, durante un período
de cinco a diez años.

3. Para la graduación de las sanciones se tendrá en
cuenta:

a) El número de personas afectadas.

b) Los perjuicios ocasionados.

c) El beneficio ilícito obtenido.

4. Con independencia de la sanción que se imponga,
el sujeto responsable estará obligado a resarcir los daños
y perjuicios causados por la infracción.

5. Las sanciones firmes calificadas como muy graves
serán publicadas en el Boletín Oficial de Castilla y León.

Art. 87.- Sujetos responsables.

Serán responsables de las infracciones administrati-
vas tipificadas en la presente Ley, las personas físicas o
jurídicas, de carácter privado o público, que participen o
incurran en las mismas, aún a título de simple inobser-
vancia.
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Art. 88.- Prescripción de las infracciones y sanciones.

1. Las infracciones leves prescriben a los seis meses,
las graves a los dos años y las muy graves a los tres años.

2. Las sanciones impuestas por infracciones leves
prescribirán al año, las impuestas por faltas graves a los
dos años y las impuestas por faltas muy graves a los tres
años.

Art. 89.- Procedimiento.

1. El ejercicio de la potestad sancionadora se ajustará
a lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
del Régimen Jurídico de las administraciones públicas y
del Procedimiento Administrativo Común y de acuerdo
con el procedimiento aplicable en la Administración de
la Comunidad de Castilla y León.

2. Iniciado el procedimiento, el órgano competente
para resolver el expediente sancionador podrá adoptar
motivadamente las medidas cautelares necesarias para
asegurar la eficacia de la resolución final que pudiera
recaer, y salvaguardar el interés público tutelado por esta
Ley.

3. Excepcionalmente, los funcionarios que tengan
reconocida la condición de autoridad, podrán adoptar,
antes del acuerdo de iniciación del expediente sanciona-
dor, medidas cautelares fundamentadas en las causas
legalmente previstas, que deberán ser objeto de ratifica-
ción, modificación o levantamiento en el acuerdo de ini-
ciación. Estas medidas cautelares podrán consistir princi-
palmente en la suspensión de la actividad o servicio, o
cierre total o parcial de la instalación juvenil cuando
exista riesgo para la salud o seguridad de sus usuarios.

DISPOSICIONES ADICIONALES.

Primera.-

Al objeto de procurar el más exacto y general cum-
plimiento de todas las disposiciones contenidas en esta
Ley y propiciar la mayor eficacia en las distintas actua-
ciones que en su aplicación sean llevadas a cabo, las
Administraciones públicas de la Comunidad Autónoma
asegurarán la máxima difusión y conocimiento de la
misma, especialmente entre los jóvenes, las instituciones,
los profesionales y las entidades que desarrollen su acti-
vidad en los ámbitos que la Ley contempla.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS.

Primera.-

Hasta la aprobación de los estatutos, el Consejo de la
Juventud de Castilla y León se regirá por las actuales
normas de funcionamiento de régimen interno, en lo que
no se oponga a la presente Ley.

Segunda.-

Los Consejos Provinciales, Comarcales y Locales,
deberán adaptar sus normas de funcionamiento interno a
las disposiciones de la presente Ley en el plazo de seis
meses desde su entrada en vigor.
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las disposiciones de la presente Ley en el plazo de seis
meses desde su entrada en vigor.



154158 de Julio de 2002B.O. Cortes C. y L. N.º 242

DISPOSICIÓN DEROGATORIA.

Queda derogada la Ley 3/1984, de 5 de octubre, de
creación del Consejo de la Juventud de Castilla y León, y
cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opon-
gan a lo dispuesto en la presente Ley.

DISPOSICIONES FINALES.

Primera.-

Se autoriza a la Junta de Castilla y León a dictar
cuantas disposiciones sean precisas para el desarrollo y
aplicación de esta Ley.

Segunda.-

En el plazo máximo de un año desde la publicación
en el Boletín Oficial de Castilla y León de la presente
Ley, la Junta de Castilla y León aprobará las normas
reglamentarias a las que la misma hace referencia, auto-
rizándose a las Consejerías competentes por razón de la
materia, para dictar cualesquiera otras disposiciones
necesarias para el desarrollo y aplicación de esta Ley.

Tercera.-

En el plazo máximo de seis meses desde la publica-
ción de esta Ley en el Boletín Oficial de Castilla y León,
la Junta de Castilla y León creará los mecanismos de ins-
pección a que hace referencia el Título VI de la presente
Ley.

Cuarta.-

La presente Ley entrará en vigor a los dos meses de
su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León.

Quinta.-

Se faculta a la Junta de Castilla y León para adecuar
periódicamente la cuantía de las sanciones contenidas en
la presente Ley en función de la evolución del índice de
precios al consumo.

Sexta.-

En el plazo máximo de seis meses, desde la entrada
en vigor de la presente Ley, el Consejo de la Juventud de
Castilla y León elevará para su aprobación, si procede, a
la Junta de Castilla y León, la propuesta de estatutos ade-
cuada a las previsiones de esta Ley.

Séptima.-

En el plazo máximo de dieciocho meses, desde la
entrada en vigor de la presente Ley, las Diputaciones
Provinciales y los Ayuntamientos de más de 20.000
habitantes deberán crear los centros de información juve-
nil y las escuelas de animación juvenil y tiempo libre a
las que hacen referencia esta Ley.
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gan a lo dispuesto en la presente Ley.

DISPOSICIONES FINALES.

Primera.-

Se autoriza a la Junta de Castilla y León a dictar
cuantas disposiciones sean precisas para el desarrollo y
aplicación de esta Ley.

Segunda.-

En el plazo máximo de un año desde la publicación
en el Boletín Oficial de Castilla y León de la presente
Ley, la Junta de Castilla y León aprobará las normas
reglamentarias a las que la misma hace referencia, auto-
rizándose a las Consejerías competentes por razón de la
materia, para dictar cualesquiera otras disposiciones
necesarias para el desarrollo y aplicación de esta Ley.

Tercera.-

En el plazo máximo de seis meses desde la publica-
ción de esta Ley en el Boletín Oficial de Castilla y León,
la Junta de Castilla y León creará los mecanismos de ins-
pección a que hace referencia el Título VI de la presente
Ley.

Cuarta.-

La presente Ley entrará en vigor a los dos meses de
su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León.

Quinta.-

Se faculta a la Junta de Castilla y León para adecuar
periódicamente la cuantía de las sanciones contenidas en
la presente Ley en función de la evolución del índice de
precios al consumo.

Sexta.-

En el plazo máximo de seis meses, desde la entrada
en vigor de la presente Ley, el Consejo de la Juventud de
Castilla y León elevará para su aprobación, si procede, a
la Junta de Castilla y León, la propuesta de estatutos ade-
cuada a las previsiones de esta Ley.

Séptima.-

En el plazo máximo de dieciocho meses, desde la
entrada en vigor de la presente Ley, las Diputaciones
Provinciales y los Ayuntamientos de más de 20.000
habitantes deberán crear los centros de información juve-
nil y las escuelas de animación juvenil y tiempo libre a
las que hacen referencia esta Ley.
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Octava.-

Las nuevas titulaciones a que hace referencia la pre-
sente Ley serán exigibles en un plazo de dieciocho meses
a contar desde su entrada en vigor.

Octava.-

Las nuevas titulaciones a que hace referencia la pre-
sente Ley serán exigibles en un plazo de dieciocho meses
a contar desde su entrada en vigor.

Castillo de Fuensaldaña, a 14 de junio de 2002.

EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN DE
EDUCACIÓN Y CULTURA,

Fdo.: Felicísimo Garabito Gregorio

LA SECRETARIA DE LA COMISIÓN DE
EDUCACIÓN Y CULTURA,

Fdo.: Leonisa Ull Laita

P.L. 35-VI

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
la Cámara, se ordena la publicación en el Boletín Oficial
de las Cortes de Castilla y León de las Enmiendas y
Votos Particulares que se mantienen para su defensa en
Pleno, presentados por los Grupos Parlamentarios de la
Cámara al Dictamen de la Comisión de Educación y
Cultura en el Proyecto Ley de Juventud de Castilla y
León, P.L. 35-VI.

Castillo de Fuensaldaña, a 02 de julio de 2002.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

AL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

D. Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez
de Francisco y Dña. Daniela Fernández González, Pro-
curadores por la UNIÓN DEL PUEBLO LEONÉS,
INTEGRADO EN EL GRUPO MIXTO, al amparo de lo
establecido en los artículos 117 y concordantes del
Reglamento de la Cámara comunica su voluntad de man-
tener para su debate en el Pleno las siguientes enmiendas
y votos par ticulares al PROYECTO DE LEY DE
JUVENTUD DE CASTILLA Y LEÓN.

La totalidad de las que debatidas y votadas en Comi-
sión, no hayan sido incorporadas al dictamen de la
misma.

LEÓN a 14 de junio de 2002.

LOS PROCURADORES,

Fdo.: Joaquín Otero Pereira
José María Rodríguez de Francisco
Daniela Fernández González

AL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

El GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de
las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo estableci-
do en los artículos 117 y concordantes del Reglamento
de la Cámara comunica su voluntad de mantener para su

debate en el Pleno las siguientes enmiendas y votos parti-
culares al Proyecto de Ley de Juventud de Castilla y
León.

La totalidad de enmiendas presentadas por este Grupo
Parlamentario que, debatidas y votadas, no han sido
incorporadas al dictamen de la Comisión.

Fuensaldaña a 14 de junio de 2002.
EL PORTAVOZ

Fdo.: José Francisco Martín Martínez

AL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

D. Juan Carlos Rad Moradillo, Procurador de Tierra
Comunera-Partido Nacionalista Castellano, perteneciente
al Grupo Parlamentario Mixto, al amparo de lo estableci-
do en los artículos 117 y concordantes del Reglamento
de la Cámara, comunica que pretende defender en el
Pleno las Enmiendas al Proyecto de Ley de Juventud de
Castilla y León que después de haber sido defendidas y
votadas en Comisión, no han sido incorporadas al Dictá-
men.

Fuensaldaña, 14 de junio de 2002.
El PROCURADOR

Fdo.: J. Carlos Rad Moradillo
EL PORTAVOZ 

Fdo.: Joaquín Otero Pereira

AL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Antonio Herreros Herreros, Procurador de IZQUIER-
DA UNIDA-IZQUIERDA DE CASTILLA Y LEÓN,
integrado en el Grupo Parlamentario Mixto, al amparo de
lo establecido en los artículos 117 y concordantes del
Reglamento de la Cámara, comunica que pretende defen-
der en el Pleno las ENMIENDAS al Proyecto de Ley de
Juventud de Castilla y León que, después de haber sido
defendidas y votadas en Comisión, no han sido incorpo-
radas en el Dictamen.

Castillo de Fuensaldaña, 14 de junio de 2002.
EL PROCURADOR

Fdo.: Antonio Herreros Herreros

EL PORTAVOZ 

Fdo.: Joaquín Otero Pereira


